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A lo largo de las últimas dos décadas, en América Central el avance
social, económico y político observado es notablemente ambiguo. La
apertura democrática puso fin a cruentas dictaduras militares y a guerras
civiles que masacraron países enteros; sin embargo, la estabilidad de las
instituciones democráticas, merced a la creciente debilidad de los meca-
nismos tradicionales de control y representación política, no está garanti-
zada. En el plano económico se observan desempeños contrastantes. Au-
menta la oferta exterior, eventualmente también el flujo de inversiones ex-
ternas directas y se conjura el drama de la hiperinflación. No obstante, la
volatilidad y los ciclos recesivos no permiten consolidar el ritmo del cre-
cimiento. El limitado control nacional de los agregados macroeconómicos
preludia, en general, dificultades para enfrentar situaciones generalizadas
de pérdida de confianza. Finalmente, en el plano social, las buenas noti-
cias coyunturales, con logros en la disminución de pobreza en El Salva-
dor y Costa Rica recientemente, no han alcanzado a mitigar la magnitud
nominal de una problemática de empobrecimiento que se acentúa regular-
mente. En este campo, además, el efecto subsidiario y sustitutivo de la
cooperación internacional, las restricciones fiscales y la desproporciona-
da confianza en los efectos distributivos de la acción del mercado, han
disminuido en lo sustantivo la capacidad de los gobiernos para gestionar
cambios de orientación en el set de políticas dirigidas a propiciar mejores
horizontes de bienestar.

Estas razones nos obligan a reflexionar en torno a la centralidad de la
cuestión social en el debate sobre el desarrollo en esta región. 
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Cambio en el foco: integralidad y complementariedad

Los objetivos de desarrollo asociados a la cuestión social con dema-
siada frecuencia han quedado forzadamente fragmentados. Se han per-
dido de vista interacción, sistemas complejos y relaciones de causalidad.
Es necesario repensar lo social primero poniendo distancia de la “seg-
mentación institucional” de lo social derivada de la gestión de políticas
públicas. Esa es la prerrogativa primera de una estrategia de desarrollo
social. Ninguna gestión gubernamental, ninguna operación de mercado,
puede comprenderse aislada de sus efectos sobre el bienestar humano.
Por lo tanto, una estrategia de desarrollo social supone interrogar políti-
cas públicas o actos de mercado en relación con sus efectos en el em-
pleo, en la generación de ingresos, en la formación de oportunidades, en
la ampliación del conocimiento, en la promoción de la cultura, en el for-
talecimiento de la democracia, en el mejoramiento de las libertades in-
dividuales, en la ampliación de las capacidades comunitarias. En suma,
lo que se recomienda es identificar en todo acto social su capacidad de
producción de bienestar y desarrollo social. 

El segundo presupuesto ético se deriva de la comprensión de que el
desafío del desarrollo social supone, pero no queda reducido a la im-
plantación de programas de reducción de la pobreza. En las últimas dé-
cadas y en el mejor de los escenarios, se han impulsado políticas públi-
cas y mecanismos institucionales dirigidos exclusivamente a la disminu-
ción de los niveles de pobreza, medida esta última bajo el método “línea
de pobreza” asociado a la disposición de un cierto nivel de ingreso fa-
m i l i a r. Toda política de desarrollo social debe contener iniciativas para
la reducción de la pobreza, pero no toda política de reducción de pobre-
za se deriva de un programa de desarrollo social. De hecho, una conse-
cuencia no deseada del énfasis en las políticas antipobreza en las últimas
décadas, es el deterioro significativo de las políticas orientadas a la ge-
neración de movilidad social intergeneracional, principalmente en el
plano educativo y en lo relativo a la calidad y la cobertura de la ense-
ñanza media. Por esta razón, se propone colocar la cuestión del “desa-
rrollo social” en el lugar que hoy ocupa la “reducción de la pobreza”. No
se trata de una sustitución, sino de cambios de énfasis estratégicos orien-
tados a generar una relación armónica y complementaria entre políticas
sociales y políticas económicas, por una parte, y entre prestaciones uni-
versales y compensatorias selectivas (focalizadas) por la otra. De tal ma-
nera que en el escenario de esa interacción aditiva de enfoques sectoria-
les (política económica + política social; universalismo + focalización)
podría localizarse la búsqueda de dinamismos acompasados entre el cre-
cimiento económico y el bienestar humano. 

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA
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Factores coadyuvantes del desarrollo social en América 
Central: agenda mínima

La definición de factores que favorecerán la creación de mecanismos
incluyentes y políticas de desarrollo social es notablemente compleja. Re-
quiere, entre otras cosas. reconocer elementos comunes, sin aminorar las
profundas diferencias que persisten entre las sociedades que conforman
América Latina; e incluso requiere poner “entre comillas” los supuestos
de integración que homogeneizan sociedades diversas, múltiples, frag-
mentadas en razón de divisiones de clase, de raza, de grupo étnico, de
edad, y de género para citar solamente los más recurrentes factores de ex-
clusión social. Con estas consideraciones precautorias, queremos reflexio-
nar en torno a tres factores coadyuvantes para propiciar estrategias de de-
sarrollo social: a) el tipo de crecimiento económico; b) las modalidades de
la distribución y c) los mecanismos de gestión política.

a) Tipos de crecimiento

No hay duda de la centralidad del crecimiento económico en cual-
quier estrategia de desarrollo social. Con independencia de la controver-
sia teórica en torno a las bondades del crecimiento para la superación de
la pobreza, fortalecidas por el entusiasta recibimiento de los hallazgos del
estudio de Dollar y Kray, pero debilitadas con la persistencia de indicado-
res de exclusión, pobreza y desigualdad de ingreso, aun en condiciones de
dinamismo económico que muestra América Latina; es evidente al menos
que la crisis económica, la pérdida de equilibrios básicos y la recesión
productiva, producen pobreza en proporciones significativas. Está claro
que los perjuicios de la crisis económica se distribuyen masivamente en-
tre la población cercana a la línea de pobreza, donde los recaudos ante
“shocks” internos y externos son prácticamente nulos. Por ello, bajo nin-
guna circunstancia pueden imaginarse logros de desarrollo social en
condiciones de inestabilidad económica .

Otra cosa, sin embargo, es la reflexión sobre los efectos de las medi-
das estabilizadoras, y los cambios estructurales inducidos por las políticas
públicas en las condiciones de bienestar de la población. En lo esencial,
toda decisión de política económica y toda decisión de inversión debe-
ría ser interrogada no solamente en sus re f e rentes conceptuales de
origen o en sus efectos en la rentabilidad de las empresas. Es pre c i s o
i n c o r p o r a r en la discusión al menos dos interrogantes permanentes:
los efectos en generación de empleo y los efectos en la distribución te-
rritorial de los dinamismos económicos. Respecto de los primeros, es
preciso actuar tanto, desde las políticas públicas como desde la acción

SHELTON H. DAVIS, ESTANISLAO GACITÚA Y CARLOS SOJO
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e mpresarial, en relación con la tendencia a la precarización del mercado
laboral. La mayoría de los nuevos empleos que se generan en la región no
se producen en el sector formal de la economía, y esta situación no hace
ni social ni productivamente sostenibles las economías de la región. Res-
pecto a la implantación territorial, es preciso reconocer la necesidad de ac-
tuar sobre las tendencias naturales de las inversiones a la aglomeración
que dejan extensiones mayoritarias del territorio latinoamericano, ajenas
a cualquier expresión de modernización capitalista y progreso material.

b) Modalidades de la distribución

La aspiración por el bienestar humano más amplio se deriva, en
nuestra propuesta, de una estrategia de desarrollo social que entiende la
existencia de capacidades distributivas no solo en la gestión estatal, si-
no en tres niveles adicionales: el mercado, la comunidad y la familia.
La dimensión estatal supone el establecimiento o en su caso la consoli-
dación de capacidades de gestión armónicas que garanticen estabilidad
en el marco normativo y en la gestión macroeconómica, calidad en la
entrega de servicios y capacidad de administración, arbitraje y solución
de conflictos distributivos. Excesivo celo macroeconómico puede mi-
t i g a r la calidad de la prestación de servicios. Cuando el castigo fis-
cal recae sobre los servicios sociales, se afectan de manera sustancial la
calidad de las políticas de alcance universal (educación y salud) y la
posibilidad de satisfacción de las necesidades de compensación especí-
fica para sectores sociales afectados por circunstancias coyunturales o
cambios estructurales. 

El funcionamiento sano de los mercados, en particular del mercado
laboral, es de particular relevancia para el enfrentamiento estructural con
la pobreza y sus manifestaciones múltiples. El empleo es la fuente prin-
cipal del ingreso en sociedades de mercado, y cuando esta condición
se presenta con precariedad, el funcionamiento de la economía inter-
na queda en entredicho.

La dimensión comunitaria debe ser incorporada plenamente como un
recurso efectivo de distribución en sociedades donde lo territorial pierde
centralidad en el plano nacional, pero la gana en entornos locales, incluso
de dimensiones transnacionales, como ocurre en los espacios transfronteri-
zos. En las dimensiones que hemos analizado, la intervención del Estado se
refiere al fortalecimiento de la disposición de capital humano, en el sentido
más general, mientras que la operación de los mercados se sustenta en flu-
jos de inversión privada y pública que permitan la ampliación del capital fí-
sico. En el ámbito comunitario es donde se desarrolla y se amplía el ca-
pital social, entendido como la acumulación de recursos pro d u c t iv o s

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA
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centrados en la solidaridad, la confianza, la comunidad de valores, en-
t re otros rasgos de identidad comunitaria, y sus efectos en la genera-
ción de oportunidades productivas y distribución de los re n d i m i e n t o s .

En la cuarta dimensión, la familia, se desarrolla una multitud de pro-
cesos distributivos, muchos de los cuales han impedido la agudización de
las privaciones, en ausencia de políticas públicas, empleo estable y redes
comunitarias sustantivas (especialmente en el ámbito rural), por medio de
la promoción de una variedad de estrategias de supervivencia. Además,
en este escenario se empiezan a configurar los patrones culturales y las
visiones de mundo que, eventualmente, en asocio con la oferta educativa
van a configurar una capacidad laboral rígida y por lo tanto limitada (un
oficio de calificación media o baja) o una capacidad flexible centrada en
conocimientos.

c) Gestión política: modernización de la democracia

Lo político no puede ser más considerado ajeno o perverso en una es-
trategia integrada de desarrollo social. Tres elementos conviene tener en
consideración a la hora de valorar la importancia central del ámbito del
poder y de los mecanismos decisionales para la definición, estabilidad y
éxito de estrategias de desarrollo social. 

La primera cuestión alude a la problemática del Buen Gobierno. Aquí,
lo esencial es la combinación de cualidades de gestión y de represen-
tación. Las de gestión tienen que ver con la capacidad de informar ade-
cuadamente a la ciudadanía respecto de opciones y decisiones en la for-
mación de políticas públicas, con transparencia y con mecanismos apro-
piados y adecuados de rendición de cuentas a la ciudadanía. La represen-
tación política, instrumento primario de la práctica democrática, supone
afrontar con decisión la crisis por la que atraviesan los partidos políticos,
instrumentos centrales en la canalización de demandas de la sociedad, y
que ha propiciado una grave tendencia a su extinción para ser sustituidas
por agrupaciones electorales personalistas, de circunstancia, sin arraigo
ideológico y sin posibilidades de representación social más allá de los in-
tereses patrimoniales de sus propios liderazgos. 

La segunda cuestión refiere a la problemática de la a c reditación y
a g regación de demandas sociales. Acreditación dice de quiénes son los
interlocutores calificados del Estado en la formación de las preferencias
y la discusión de las opciones de política. El problema actual es la pre-
valencia de “pertenencias” propias del modelo anterior, donde las aso-
ciaciones empresariales y sindicales ocupan lugares privilegiados e in-
cluso desproporcionados en la discusión de opciones políticas. Hay con-
secuentemente déficit de “acreditación” respecto de otros antagonismos
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sociales no necesariamente referidos al mundo del trabajo: género, edad,
etnia, ambiente, etc. Por otra parte, pero estrechamente vinculada, la ideo-
logía mercantilista ha profundizado una comprensión individualista de las
demandas sociales, que no permite su adecuada construcción como “cues-
tiones” colectivas susceptibles de ser gestionadas por el Estado, creando
riesgos de atomización social y produciendo amenazas de ingobernabili-
dad. En síntesis, acreditación plural de intereses y agregación de deman-
das son las dos caras de la medalla de la acción social cuyo fortalecimien-
to debe ser también motivo del interés gubernamental.

La gestión política requiere del fortalecimiento de la democracia re-
presentativa sobre la base de buen gobierno y demandas sociales agrega-
das. Pero al mismo tiempo requiere la consolidación de espacios delibe-
rativos complementarios: mecanismos de diálogo social. Este tipo de
instrumentos de democracia directa ha permitido mejorar la legitimidad
de políticas públicas, ampliar el espectro de participación ciudadana y
convocar desde la capacidad deliberativa de la sociedad civil, demandas
de cambio en los mecanismos representativos tradicionales como el Par-
lamento o los concejos municipales. Tal y como señalamos en el vínculo
entre política económica y social, no se trata aquí de competencia o con-
tradicción, sino de complemento. Los sistemas políticos fortalecidos del
futuro latinoamericano deberán ser mejores en la representación y más
amplios en la participación.

Desafíos del desarrollo social en el Istmo: una contribución 

En complemento a las reflexiones de alcance latinoamericano, en el di-
seño de este volumen se reflexionó acerca de cuáles serían ámbitos proble-
máticos no suficientemente abordados que resultaran de vital importancia
para la región centroamericana en el futuro inmediato. La selección de los
temas que componen este volumen es indudablemente parcial, pero no ca-
be duda de su relevancia. Se seleccionaron cuatro temas: desarrollo rural,
pobreza urbana, fenómenos naturales y desastres y la cuestión étnica. Lue-
go se consideró pertinente incluir en el volumen un estudio del Banco
Mundial sobre manejo del riesgo social en la región, dada su importancia
para la ponderación comparativa de instrumentos de seguridad social.

La diversidad y segmentación étnica y cultural de América Central es
amplia. La región es una abstracción donde mal conviven centros metro-
politanos mestizos orientados a la costa del Pacífico y una franja de origen
afrodescendiente en todo el litoral caribe. Hay, señala en su capítulo Vi r-
gilio Reyes, 65 grupos lingüísticos en una región cuyas dimensiones ape-
nas alcanzan la mitad de las de Colombia. La integración nacional de paí-
ses con alta proporción de población indígena de origen maya, Guatema-
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la particularmente, es un desafío tan antiguo como la colonización españo-
la. Las dinámicas de la exclusión social, las limitaciones institucionales
para tener acceso a las oportunidades económicas y sociales que permiten
mejorar la calidad de vida, están íntimamente relacionadas con estos cor-
tes culturales que, como fallas geológicas, separan la geografía humana de
América Central y eventualmente estremecen con conflictos sociales los
débiles equilibrios políticos de la región. Incluso en países relativamente
integrados como Costa Rica, la vertiente del Caribe, donde se concentra la
población afrodescendiente e indígena, está entre las regiones más pobres
del país y experimenta con relativa frecuencia protestas sociales de mag-
nitudes no registradas en otras regiones. El estudio encomendado a Vi rg i-
lio Reyes proporciona una mirada integradora a la vinculación de la etni-
cidad con el desarrollo en Centroamérica, poniendo atención a dimensio-
nes todavía poco exploradas por las políticas públicas de desarrollo, como
las derivadas de la existencia de comunidades étnicas transfronterizas y la
u rgencia de reconocer la multiculturalidad de la región para propiciar nor-
mas aceptables de convivencia intercultural. Reyes reconoce que el desa-
fío de políticas públicas incluyentes está no solamente relacionado con la
visibilidad de las diferencias, sino con el grado de movilización y repre-
sentatividad demográfica de los distintos grupos étnicos. Seguridad terri-
torial, vacíos de legislación, el respeto al derecho de la autodeterminación
y la garantía de acceso a las oportunidades básicas proporcionadas por ser-
vicios universales de salud y educación son elementos que articulan los
desafíos de políticas de desarrollo social en sociedad pluriétnicas como las
c e n t r o a m e r i c a n a s .

La región centroamericana es, con la excepción de Haití, el lugar de ma-
yor concentración de pobreza del continente americano. En los últimos años
dos tendencias parecen condenar a los países a un desencuentro fatal: proce-
sos económicos que concentran las oportunidades en los grupos de mayor
ingreso relativo y ampliación sustancial de los flujos migratorios que lesio-
nan en la base la capacidad de las localidades para enfrentar los requerimien-
tos de la producción y el desarrollo en sentido amplio. La exploración de la
pobreza urbana realizada en este volumen por Juan Pablo Pérez Sáinz inda-
ga sobre las tendencias de largo aliento que condicionan la situación actual
y ofrece una visión, no ciertamente halagüena, sobre el futuro. Las tenden-
cias de sobreconcentración de dinamismos económicos y poblaciones con-
tribuye a la redefinición del dualismo tradicional urbano-rural al estableci-
miento de un corte “metrópolis-resto del país.” Esta primera característica
del dinamismo reciente de la pobreza rural conduce a la conclusión de que
es preciso introducir dinámicas de diferenciación territorial que supongan,
en las metrópolis, el fortalecimiento de las redes de atención social que han
experimentado precarización y deterioro, y en el resto de las zonas urbanas,
la vinculación efectiva de los procesos de descentralización con las políticas
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sociales. Ello conducirá a una mejor armonía entre expectativas y necesida-
des ciudadanas con las respuestas institucionales. En segundo lugar, se des-
taca la pérdida del rol del empleo formal en lo sustancial a causa de las ten-
dencias a la desregulación relativa de los mercados laborales y a la disminu-
ción observada de la importancia relativa del empleo público. Las estrate-
gias de intervención deberían, postula el autor, proponerse la re-formaliza-
ción de los mercados laborales sobre la base de una regulación flexible, pe-
ro activa por parte del Estado, centrada en la preservación de derechos labo-
rales básicos. En tercer lugar, luego de constatar el mantenimiento del rol
precarizador del autoempleo urbano y las distorsiones del mercado que, co-
mo las migraciones laborales, no permiten una adecuada ponderación del fe-
nómeno del desempleo, y afirmar que las capacidades del modelo para mi-
tigar la pobreza urbana son ambiguas, el autor propone una estrategia cen-
trada en el fortalecimiento de la “empleabilidad” de los autoempleados, en-
tendiendo por tal el tránsito de la formación de oficios hacia capacidades fle-
xibles de inserción dinámica en el mercado laboral. Finalmente, Pérez Sáinz
observa tendencias ambiguas en la capacidad del modelo de crecimiento im-
perante para reducir los niveles de pobreza urbana. Considera que siendo el
conocimiento la clave de la inserción incluyente en los beneficios del creci-
miento, las políticas públicas para su promoción, y con ello para la reduc-
ción de la pobreza, deberán partir de reconocer el carácter del conocimiento
como bien público, no solo nacional sino incluso global, como propone Sti-
glitz; el rol activo del Estado para superar brechas de calidad y la importan-
cia de mecanismos de gestión colectiva y solidaria para compensar las des-
viaciones individualistas derivadas del funcionamiento desregulado.

Quizá en asocio con la pobreza, pero indudablemente ligada a las li-
mitaciones de un entorno político apenas recientemente abierto y una pro-
puesta de restauración económica relativamente concentradora, la rurali-
dad de Centroamérica es una especie de región transparente, no-lugar, es-
pacio por donde las corrientes del progreso no pasan o simplemente pasan
de lado, sin apenas mirarla. El desarrollo rural es precondición de cual-
quier estrategia de modernización integradora para la Centroamérica de
los años por venir. En el capítulo de Eduardo Baumeister, se avanza una
reflexión de los desafíos del desarrollo rural que reconoce la mayor pre-
sencia relativa de lo rural en los procesos de empobrecimiento de la re-
gión; las tendencias de ampliación de la demanda de bienes agropecuarios
derivadas del proceso de urbanización y la impronta de la tierra en los
conflictos políticos y los arreglos gubernamentales que ocurren en la re-
gión. El trabajo pasa revista a una situación de crisis en el agro centroa-
mericano, caracterizada por la volatilidad y las crisis de los mercados in-
ternacionales de productos de exportación; la degradación ambiental; la
mayor propensión migratoria de los habitantes rurales y las consecuencias
de ello en el deterioro de los empleos propiamente agrícolas. Todo ello ha
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conducido a la pérdida de la centralidad simbólica que ocupó en el pasa-
do el ámbito rural, con implicaciones todavía insospechadas para los equi-
librios políticos, económicos y sociales futuros. Las prescripciones desta-
can tres aspectos relevantes: en primer lugar la acción pública diferencia-
da sobre sujetos rurales ubicados en espacios distintos del entorno laboral.
Ello exige la distinción precisa de asalariados y productores en la formu-
lación de políticas de desarrollo y superación de la pobreza en el campo.
En segundo lugar, Baumeister sugiere la importancia de mecanismos de
protección sectorial diferenciados, especialmente en relación con la pon-
deración de efectos sobre mercados y líneas de producción derivados de
la suscripción de acuerdos de libre comercio. Finalmente, observa la ne-
cesidad de incorporar la problemática migratoria en la ecuación del desa-
rrollo rural, a fin de ponderar y actuar sobre los efectos de las remesas y
su potencial de uso productivo en las comunidades de expulsión de pobla-
ción económicamente activa.

A horcajadas entre el campo y la ciudad, los asentamientos humanos
de Centroamérica son azotados, con periodicidad trágicamente regular,
por fenómenos naturales que se convierten en desastres a causa de la im-
provisación de los emplazamientos urbanos; la degradación ambiental y la
ausencia de mecanismos institucionales y recursos significativos para la
administración de los riesgos, ahí donde son previsibles y conocidos. El
capítulo de Allan Lavell define a América Central como una región mul-
tiamenaza. Las cifras hablan por sí mismas: la región ha sufrido 242 de-
sastres durante los últimos 30 años. Considerando aquellos 192 directa-
mente asociados con eventos naturales o socionaturales, encontramos la
siguiente distribución por país: Belice, 9; Costa Rica, 33; El Salvador, 32;
Honduras, 32; Nicaragua, 38, Guatemala, 40; y Panamá, 9.  Un 47% se re-
laciona con eventos hidrometeorológicos, incluyendo huracanes, inunda-
ciones y sequías, y 13% con terremotos. Con todo, en la visión del autor,
el problema fundamental no son los desastres, sino los procesos sociales
que construyen riesgo en la sociedad y que hacen los desastres inevitables
y “naturales”. Lavell pasa revista a las iniciativas adoptadas para hacer
frente a los problemas derivados de los desastres y encuentra en las polí-
ticas públicas gubernamentales problemas de integración y dispersión o
falta de coordinación de iniciativas; asimismo, demuestra la existencia de
ámbitos de competencia con escasa cooperación entre entidades guberna-
mentales que, al mismo tiempo, presentan resistencias burocráticas al
cambio. Al analizar la situación de las iniciativas impulsadas desde el ám-
bito no gubernamental, entonces los problemas observados se relacionan
con la existencia de una amplia oferta institucional, dispersa, por lo tanto,
y con evidentes limitaciones de impacto. En tono prescriptivo, el autor
propone la activación de enfoques regionales, multisectoriales, de la pre-
vención del riesgo; el fortalecimiento de la convicción de que las decisio-
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nes de inversión deben acompañarse de “consideraciones de reducción y
transferencia del riesgo”. Asimismo, afirma la importancia de reconocer
las implicaciomes lógicas de la acción minimizadora de los riesgos ante
desastres, a fin de evitar las onerosas implicaciones de estos para la esta-
bilidad y el crecimiento económico. En el nivel nacional, coloca particu-
lar atención en las dinámicas asociadas a la gestión local de los riesgos
particularmente requeridos de sistemas eficientes y de bajo costo para la
activación de alertas tempranas. 

El enfrentamiento de los riesgos humanos es parte sustancial de los
desafíos del progreso social futuro para Centroamérica. La formación de
redes de seguridad social es una experiencia regional apenas embrionaria.

El fortalecimiento del papel del Estado para proporcionar medios
sistemáticos de protección social a la enorme población pobre y
vulnerable de la región, es uno de los mayores desafíos de desarrollo
social en América Central.  Como lo demuestra la investigación empírica
de José Márquez, con estudios sobre las redes de seguridad social (RSS)
en cinco países, la mayoría de los países de América Central —con la
posible excepción de Costa Rica— no han creado instituciones ni han
proporcionado recursos financieros para acometer las vulnerabilidades
particulares de las poblaciones pobres, incluyendo aquellas de la infancia,
la adolescencia y los adultos mayores.  Estos países están muy lejos de
otros en América Latina respecto de la introducción de programas
comprehensivos de protección y asistencia social, como son, por ejemplo,
transferencias condicionadas de efectivo para mejorar las oportunidades
de los pobres y proveerles con algún nivel de protección ante riesgos
derivados de la inseguridad alimentaria y nutricional; el desempleo; los
“shocks” financieros y los desastres naturales.  Efectivamente, el
porcentaje de población  en riesgo, incluyendo menores, jóvenes y grupos
indígenas, que no es atendido por programas gubernamentales de
protección social, es simplemente alarmante, y exige, como denota el
artículo de Marquez, mucha mayor atención de parte de los gobiernos
nacionales y de la comunidad internacional de donantes (Véase el cuadro
12)

Al mismo tiempo, sin embargo, el estudio de Marquez rescata la
importancia de fortalecer los mecanismos informales de protección y
asistencia social que ya existen en todos los países de la región.  Está
claro, por ejemplo, que debido a la debilidad manifiesta de la acción
estatal, muchos hogares pobres dependen de ayudas económicas y del
apoyo social y psicológico de la familia extensa, amistades y vecinos,
cuando experimentan pobres cosechas, pérdidas de empleos,
enfermedades imprevistas, cuando requieren cuidado infantil o cuando
hacen frente al impacto de desastres naturales.  Esta claro también que las
iglesias, las ONG y una variedad de organizaciones de base en el plano
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local desempeñan un importante papel en la asistencia de los pobres
urbanos y rurales en tiempos de crisis.  Quizá uno de los mayores desafíos
estriba en cómo fortalecer esas organizaciones, a fin de que puedan
atender las necesidades inmediatas de la población pobre y, al mismo
tiempo, proporcionarles capacidades organizativas para que sean ellos,
por sí mismos, quienes exijan  y monitoreen nuevos  programas
gubernamentales de asistencia social  para atender sus necesidades.

En síntesis, no será suficiente fortalecer y ampliar los actuales
programas de seguridad social que existen en la región.  De similar o
mayor importancia será el fortalecimiento de los recursos de capital social
de la población pobre, sus organizaciones y movimientos,  que los han de
constituir en actores sociales primarios en su lucha contra la pobreza y la
mayor equidad e inclusión social.  Esta, puede decirse, es una de las ma-
yores lecciones que se deriva del estudio del desempeño de las estrategias
nacionales de protección social y reducción de la pobreza durante la
década de los 90.  Y será, seguramente, una de las formas más duraderas
para proporcionar a la población en condición de pobreza, las condiciones
necesarias para enfrentar los riesgos políticos, económicos y naturales tan
característicos de la fisonomía social tanto de América Central como de
Latinoamérica en los primeros años del siglo XXI.
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CAPÍTULO I
DESARROLLO Y ETNICIDAD

EN CENTROAMÉRICA:
UN DIÁLOGO INCONCLUSO

VIRGILIO REYES

21

INTRODUCCIÓN

La dinámica del desarrollo y la multietnicidad en Centroamérica es-
tá relacionada con la naturaleza de su proceso social y las posibilidades
que el entorno natural le brinda para el desarrollo, dada su posición geo-
gráfica. La región tiene una extensión de 507.768 km2 y comprende los
países de Guatemala, Belice, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa
Rica y Panamá. Se calcula que hasta 1999 la población global del istmo
fue de 34.628.000 habitantes, de los cuales, hoy día, 8.290.860 pertene-
cen a uno de los 65 grupos lingüísticos reconocidos en la región; esto
quiere decir que aproximadamente un 24,4% de la población se adscribe
a una cultura en particular. 

La importancia de la composición sociocultural de las poblaciones
de la región está relacionada, de igual forma, con la representatividad de-
mográfica de estos. Guatemala, por ejemplo, tiene la mayor concentra-
ción de población indígena por país, y en la región (79% del total indí-
gena centroamericano, y 61% de la población guatemalteca). Los demás
países, cuentan con poblaciones indígenas que oscilan entre 1% como en
Costa Rica, y el 8% que es el caso de Nicaragua.
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A parte de las diferencias sobre porcentajes de población, la región pre-
senta diferencias sustanciales en cuanto a la dinámica de estos pueblos con
respecto a su existencia frente a los Estados nacionales. Esto tiene que ver,
en principio, con la forma en la que han sido percibidos en distintos períodos
históricos. Sin duda, el punto de arranque es el colonial, la cual violenta los
sistemas de relaciones sociales precolombinos e impone un régimen funda-
mentado en la explotación de la tierra y de la fuerza de trabajo indígena. Es-
te nuevo contexto produce, sobre la base de la violencia, procesos de sínte-
sis entre los antiguos patrones sociales y la imposición colonial.

Con la vida independiente, las condiciones de los pueblos originarios
no presentaron realmente una mejoría sustancial. Los indicadores de po-
breza y pobreza extrema sitúan a estos grupos en tales rangos. Ser indíge-
na implica también ser pobre. Finalizados los violentos conflictos arma-
dos que se vivieron en la región (Nicaragua, El Salvador y Guatemala,
respectivamente), se abren nuevos espacios para la participación social,
en el marco de los Acuerdos de Paz, o bien, con el impulso de iniciativas
focalizadas para el desarrollo. De esta forma, se promulga la Ley de Au-
tonomía en Nicaragua en 1987 y el Acuerdo de Identidad y Derechos de
los Pueblos Indígenas en Guatemala.   

El comportamiento de la multietnicidad en la región no es un fenómeno
localizado en cada país; hay grupos étnicos cuyas poblaciones se extienden
a países vecinos, algunos de los cuales también comparten recursos natura-
les estratégicos para la región. De la misma forma, en cada país hay asenta-
mientos de comunidades étnicas en zonas de reserva natural, las cuales cons-
tituyen a la vez el marco sobre el cual gira la supervivencia comunal.  

En términos de políticas públicas, el dilema es tratar la cuestión étnica
como instrumentos focalizados o como eje transversal para todo lo público.
Estos elementos aún están en discusión y el avance en torno a estos es lento.
Lo que existe es una práctica focalizada, y pese a los Acuerdos de Paz y a los
instrumentos internacionales que se han creado para el efecto, los  mecanis-
mos son aislados.

El movimiento indígena y campesino ha logrado abrir espacios impor-
tantes para el posicionamiento político de sus demandas. Sin embargo, en
cada país del área la intensidad para la consecución de sus objetivos estra-
tégicos se relaciona con la recuperación de la memoria histórica y la poli-
tización de su identidad, tras largos períodos de invisibilización por parte
de los gobiernos.

En este marco, las demandas en torno a la autodeterminación, la segu-
ridad del territorio, la ampliación de la cobertura educativa y  la sensibili-
zación en torno al valor de la cosmovisión, son apenas algunas manifes-
taciones que ponen en relieve a estos actores que han estado relegados de
los beneficios del desarrollo.
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DESARROLLO Y ETNICIDAD: UN DIÁLOGO INCONCLUSO

En los últimos años, la consideración de las distintas problemáticas de
los pueblos indígenas y la dinámica de la pobreza, ha llamado la atención
de los organismos internacionales que promueven la cooperación para el
desarrollo en países periféricos que cuentan con poblaciones multiétnicas.
Los distintos grupos indígenas generalmente son poblaciones que se en-
cuentran entre la pobreza y la pobreza extrema, que es el resultado de un
l a rgo proceso de generación de exclusiones que no son posibles entender,
si no se considera cómo los países y las regiones se han constituido políti-
camente como tales, a lo largo de la historia.

En tal sentido, en América Latina, la discusión sobre las relaciones asi-
métricas entre los pueblos indígenas y los Estados nacionales no es reciente.
Lo nuevo es que lo étnico tiene una connotación más global que surge fren-
te al comportamiento homogeneizante de la globalización, la proliferación
de conflictos de base étnica en diferentes regiones del mundo, y las condi-
ciones económicas en las que sobrevive gran número de grupos étnicos.

Por tales razones, la relación entre desarrollo social y multietnicidad
tiene una serie de connotaciones de acuerdo con las perspectivas teóricas
con las cuales se le trata de abordar y con las realidades nacionales en las
cuales se ha aplicado. No es lo mismo diseñar políticas públicas para mino-
rías étnicas, donde la acción social es más focalizada y geográficamente de-
limitada, que para aquellos Estados multiétnicos, en los cuales la relación se
torna más compleja y pone en tela de discusión la pertinencia de las políti-
cas por el contexto. El debate en esto último se centra entre la focalización
y la transversalidad; es decir, entre lo multicultural y lo intercultural.

Para los países centroamericanos, esta situación no es reciente, ya que
a través de su proceso histórico es posible observar la aplicación de una se-
rie de estrategias y mecanismos provenientes del Estado, para integrar a la
sociedad nacional, o “pasar inadvertidos”, a grupos sociales que tienen la
particularidad de identificarse como tal a partir de asumir una identidad
cultural concreta o como grupos étnicos. Estas formas de políticas de ex-
clusión y racismo han sido denunciadas por las mismas organizaciones in-
dígenas que demandan cambios en la orientación del desarrollo y la parti-
cipación social.

Si bien hay componentes sociales que son inherentes a estos grupos,
estos no pueden ser visualizados ni entendidos fuera de los procesos socia-
les que han configurado económica y políticamente a la región. En la co-
yuntura actual, tal situación plantea la necesidad de comprender, en el es-
cenario actual, las distintas lógicas de los actores que se han visto involu-
crados en la trama del desarrollo en general, en cuanto a los roles que as u-
men o deberían de asumir. Los espacios que en este texto consideramos son
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importantes para tratar tal dinámica son: El Estado, el movimiento social
y la cooperación internacional.

Las interacciones entre los diversos entes implicados vienen dadas
por los nuevos espacios para el tratamiento de lo étnico en la conceptua-
lización del desarrollo en sus distintos niveles, que se vienen producien-
do a raíz de los impactos de la globalización y de los avances en la nor-
mativa internacional relacionada con pueblos indígenas. El surg i m i e n t o
de nuevos movimientos sociales de base étnica y las reconceptualizacio-
nes del desarrollo, ponen en evidencia la heterogeneidad y complejidad
de la cuestión, principalmente en América Latina. 

Hasta hace algunos años, la cooperación internacional apoyaba cier-
tas posiciones del etnodesarrollo, el cual era entendido como la genera-
ción de condiciones para que los distintos pueblos indígenas tuvieran ac-
ceso al conocimiento técnico y a los recursos financieros necesarios pa-
ra la participación en la planificación e implementación de los procesos
de desarrollo (Davis, 2003:181). Sin embargo, como plantea Roger Plant
(1998), tal concepto solo podría ser factible en aquellas situaciones don-
de los pueblos indígenas tuvieran la posibilidad de ejercer controles so-
bre un territorio en el cual pudieran desarrollar actividades económicas
sostenibles. Siendo que la realidad es diversa, señala Plant, este paradig-
ma no podría ser pensado como de aplicación universal (I b í d .) .

Las posiciones dentro del Banco Mundial (B M) sobre el etnodesarro-
llo exponen que la pertenencia a un grupo indígena en América Latina
significa estar en una posición de riesgo socioeconómico, pues estos gru-
pos se encuentran ubicados entre los pobres de los más pobres (Partrid-
g e .et al., 2001). El etnodesarrollo, según el BM, se expresa como un pro-
ceso autónomo que representa la visión de una comunidad sobre su pro-
ceso social, valores y metas para alcanzar una mejor calidad de vida, en
razón de lo cual se requiere de las siguientes condiciones: derechos cla-
ros de propiedad y del manejo local de recursos, mantenimiento de la se-
guridad alimentaria respetando las prácticas tradicionales, promoción de
actividades generadoras de ingresos, integración en los servicios de salud
de las prácticas tradicionales con las occidentales, fortalecimiento de las
o rganizaciones existentes y de la identidad cultural; apoyo a la educación
bilingüe y multicultural, entre otros aspectos (I b í d.) 

Los nuevos cambios de enfoque en esta materia tratan ahora de redi-
mensionar la institucionalidad local como una variable participativa y re-
presentativa en la construcción de capital social y en la responsabilidad
de la toma de decisiones para la negociación de las agendas de desarro-
llo. Con esto se trata de superar aquellas visiones fragmentarias dirigidas
fundamentalmente hacia el proteccionismo de las comunidades, en las
cuales a estas se les designa un rol eminentemente estático que no les
permite la movilización de sus demandas más inmediatas.

La reticencia de algunos gobiernos de los países a asumir un enfoque
de desarrollo dirigido a pueblos indígenas, apoyado principalmente por la
cooperación, muestra las visiones construidas políticamente desde el Es-
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tado, en el cual poblaciones indígenas son vistas únicamente como pobla-
ciones eminentemente campesinas (Plant, 1998). Con frecuencia, la visión
de homogeneidad social y cultural esgrimida sobre el discurso de la igual-
dad constitutiva de la nación, oculta toda una historia de exclusión y ne-
gación de la diversidad étnica y su relación con la pobreza que evidencian
los indicadores de desarrollo humano1.

Desde los movimientos indígenas, las reflexiones que se presentan
cuestionan la intervención de los agentes externos que no han sido sensi-
bles a las especificidades culturales y formas de entender el entorno, que
ha dado lugar al fracaso de una diversidad de proyectos de desarrollo que
han contado con altas inversiones financieras. Ante esto, lo que se propo-
ne al final es la consecución de mayores niveles de autonomía a través del
reconocimiento de su estructura institucional, normas consuetudinarias y
prácticas agroecológicas, frente a los mecanismos de inserción en la lógi-
ca de la economía de mercado impulsada por el propio Estado o por algu-
nas organizaciones de desarrollo.

En tal sentido, los contenidos de las reivindicaciones sociales se arti-
culan siempre a manifestaciones de orden cultural (como el idioma y las
costumbres), y por las características de los territorios en los cuales están
asentados, la cuestión del acceso, manejo y propiedad de los recursos na-
turales, se constituye en uno de los ejes transversales de los movimientos
indígenas en la actualidad. Los espacios que se han abierto en esta mate-
ria se dirigen hacia la promulgación de normativas que posibiliten la par-
ticipación política efectiva y la legitimación, desde el espacio público, de
aquellas expresiones que se piensan como propias y que se establecen co-
mo marcadores de las identidades de estos pueblos.

LOS CONTEXTOS DE LAS DIVERSIDADES

En este marco, la cuestión de la etnicidad y el desarrollo social en
Centroamérica requiere considerar el proceso histórico que han moldeado
sus componentes sociales, políticos y culturales, que presentan en deter-
minadas coyunturas procesos violentos de rupturas de sus estructuras, y a
la vez, la configuración de nuevas dinámicas de recomposición social. 

Desde esta perspectiva, la región constituye una zona en la cual la di-
versidad se presenta como una constante que funciona para caracterizarla
como región en lo físico y en lo sociocultural. A nivel natural, América

1 En América Latina los pueblos indígenas se ubican dentro del sector de la población más pobre.
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Central constituye un corredor que contiene una alta variabilidad biológi-
ca, dada su posición geográfica entre las masas continentales de Norte
América y Sur América. En cuanto a su composición sociocultural, desta-
ca la existencia de múltiples etnicidades surgidas a lo largo de su historia
y que sirvió de base para que los culturalistas norteamericanos delimita-
ran un área cultural llamada Mesoamérica, definida por la existencia de
rasgos culturales comunes dentro de una extensión geográfica que abarca
el sur de México y finaliza en Costa Rica2.

En la actualidad, la región tiene una extensión de 507.768 km2 y com-
prende los países de Guatemala, Belice, El Salvador, Honduras, Nicaragua,
Costa Rica y Panamá. Se calcula que hasta 1999 la población global del ist-
mo fue de 34.628.000 habitantes, de los cuales, hoy día, 8.290.860 pertene-
cen a uno de los 65 grupos lingüísticos reconocidos en la región (National
Geographic, 2002); esto quiere decir que aproximadamente un 24,4% de la
población se adscribe a una cultura en particular (véase cuadro 1). 

No obstante, es de hacer notar que, el patrón demográfico, la concen-
tración y/o dispersión territorial de este tipo de poblaciones tiene caracte-
rísticas totalmente distintas de un país a otro, y las políticas dirigidas his-
tóricamente a cada una, también han tenido sus propias particularidades.
Por citar algunos ejemplos, Guatemala tiene la mayor concentración de
población indígena de toda la región (61%), la cual en su mayor parte se
moviliza entre la pobreza y pobreza extrema; en tanto que Nicaragua tie-
ne una población originaria del 8,2%, que igualmente se mueve entre la
pobreza y pobreza extrema, pero que ha logrado tener mayor control de
sus territorios por medio de sus propias instancias organizativas y a través
de los espacios políticos que se han generado con la Ley de Autonomía
aprobada en 1987.

2 Mesoamérica se extiende desde el sur de México hasta Costa Rica. El criterio fue definido
por Paul Kirchoff a inicios del siglo pasado, sustentándose en las características culturales
comunes de la región.
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Hay que destacar que el comportamiento de la multietnicidad en la re-
gión no es un fenómeno localizado en cada país; hay grupos étnicos cu-
yas poblaciones se extienden a países vecinos, algunos de los cuales tam-
bién comparten recursos naturales estratégicos para la región. Inicialmen-
te, los datos nos permiten obtener una referencia general sobre la existen-
cia de un contexto heterogéneo de la multietnicidad en Centroamérica; no
obstante, la información oficial de los censos de población de cada uno de
los países, así como otras bases de datos de organizaciones no guberna-
mentales, presentan la dificultad de cómo definen quién es parte de una
“etnia” y cuáles son los distintivos para identificarla. 

Años atrás, en las encuestas de población, se preguntaba a los indivi-
duos acerca del idioma que hablaban y la respuesta era tomada como uno
de los indicadores de la existencia de un factor cultural que designaba a la
persona como indígena o no indígena. En la actualidad no se ha logrado
un consenso sobre la cuestión, aunque en los instrumentos para la recolec-
ción de información, tal y como sucede en Guatemala, ya se considera la
autorreferencia como principal elemento de identificación; aun así los cri-
terios están en discusión3.

3 Dentro del proceso reivindicativo de los movimientos sociales de base étnica, la variable que
se empieza a considerar para la adscripción a un grupo culturalmente definido es a partir de
asumir la categoría de pueblos acuñada por Naciones Unidas. No obstante, en lo local, di-
chas categorías no necesariamente adquieren el sentido político ideológico que tratan de sus-
tentar los movimientos indígenas cuando se le trata de incorporar como variable dentro de
los censos. En Guatemala, con tales criterios solo existen cuatro pueblos: Maya, Xinca, Ga-
rífuna, y el ladino.

País Extensión Población Población  % de población Grupos 
en km2 total originaria originaria lingüísticos

Guatemala 108889 10802000 6538000 60,5 23 

Belice 22965 233000 45457 19,5 4

El Salvador 21041 6031000 500500 8,3 3

Honduras 112088 6148000 492859 8,0 10  

Nicaragua 139000 4807000 393850 8,2 10 

Costa Rica 51100 3840000 35440 1,0 8

Panamá 75650 2767000 284754 10,3 7

TOTAL 507768 34628000 8290860 65

Cuadro 1 
Población y territorio

Fuente: Elaborado con base con el mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales
en Centroamérica y el sur de México. National Geographic, noviembre, 2002.
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Existen otros aspectos que hacen complejo el mapeo de las poblacio-
nes indígenas en algunos países del área, tal el caso de los impactos de los
recién finalizados conflictos armados internos que afectaron a la pobla-
ción civil y particularmente a determinadas poblaciones indígenas en Ni-
caragua y Guatemala4. A todo esto se suma que las causas estructurales
que sustentaron el marco de guerra aún siguen vigentes y se expresan de
diversas formas en cada contexto nacional5, tales como la exclusión eco-
nómica y social, la debilidad del sistema político y judicial, la disminu-
ción de la capacidad de acción del Estado, y la pertinencia de las políticas
públicas frente a la realidad multicultural. 

La interrelación de los anteriores factores ha propiciado la prolifera-
ción de grandes flujos migratorios de población del campo hacia la ciu-
dad, produciendo una serie de asentamientos precarios en zonas periurba-
nas. Con todo, la orientación migratoria tiende a privilegiar el salir al ex-
terior de los países en busca de mejores condiciones de vida, creando así
una red de asentamientos de población principalmente en zonas de fron-
tera6y en los países receptores como los Estados Unidos7.

Estos elementos ponen en evidencia que dentro las estrategias de
superviviencia se van generando nuevas relaciones sociales y formas de
organización social que abren nuevamente la interrogante de cómo iden-
tificar efectivamente a los distintos sujetos de la acción pública para el de-
sarrollo. La respuesta hasta al momento sigue siendo la autoadscripción.

Como se podrá observar, la magnitud del problema y la complejidad
de esta, difiere de una realidad nacional a otra, tal situación nos obliga a
situar los puntos de comparación regional y tratar la magnitud de las va-
riables por país. En este contexto, la relación entre etnicidad y desarrollo
social, la asumimos como cuestión étnica; es decir: tratar la dinámica de
los grupos sociales que tienen determinada configuración cultural en el
plano de la estructura social.

4 Evidentemente de formas muy distintas de un contexto a otro. En Nicaragua con posiciones
políticas diferenciadas frente al gobierno sandinista y en Guatemala el extremo de la violen-
cia política con la estrategia contrainsurgente de tierra arrasada impulsada por el Estado. En
El Salvador, a pesar de que la población indígena es pequeña, también sufrió las consecuen-
cias de la guerra.

5 Las tasas migratorias más importantes hacia los Estados Unidos son de salvadoreños, guate-
maltecos y nicaragüenses. En contraste, la migración costarricense no es tan significativa en
comparación con los demás países del área.

6 Ejemplos de tal situación son los diversos flujos migratorios de nicaragüenses a Costa Rica,
y la población migrante centroamericana de tránsito en Guatemala y México.

7 Por el conflicto armado hay población indígena guatemalteca en Chiapas que hace complejo
el mapa étnico mexicano. De igual forma, hay grupos específicos asentados en los Estados
Unidos, como los jacaltecos de Guatemala en Indian Town.
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Desde tal perspectiva, la relación entre etnicidad y desarrollo va más
allá de la referencia cuantitativa de la existencia de diversos grupos étnicos;
la realidad tiene que ver con la naturaleza del proceso social que deviene
desde que América Central comienza a configurarse políticamente en Cen-
troamérica, como una síntesis entre los elementos locales existentes antes
de la conquista española y la dinámica estructural del sistema social vigen-
te. Estas nuevas lógicas en el sistema de relaciones sociales le han impreso
contenido a las distintas expresiones del mestizaje surgidas de tal f u s i ó n .

En este plano, encontramos que el desarrollo en términos generales y
la etnicidad referida “tradicionalmente” a pueblos originarios ha variado
en tiempo y espacio. En principio, el surgimiento e imposición de identi-
dades étnicas (indio, ladino, mestizo, negro, etc.), con estatus político ju-
rídico, tal como sucedió en la colonia y que fue asumido posteriormente
como parte de los contenidos ideológicos del Estado (traducido en discur-
sos y prácticas racistas). Luego encontramos los grandes debates sobre la
integración social en el marco del indigenismo a mediados del siglo XX.
De igual forma, los movimientos sociales de base étnica que reivindican
frente a los Estados nacionales derechos inherentes a su condición histó-
rica (como pueblos) y que en cada contexto nacional construyen sus es-
trategias para la movilización política. 

Fuente: Elaborado con base en el mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales en
Centroamérica y el sur de México. National Geographic, noviembre 2002

Gráfico 1
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Por último, la dinámica de la mundialización ha dado lugar a que la
situación de los pueblos indígenas constituya uno de los puntos principa-
les de la agenda internacional en materia de derechos humanos, desarro-
llo y ambiente. 

Identidades de la dominación: 
La colonia como punto de partida

Los pueblos originarios en Centroamérica presentan un patrón hete-
rogéneo dada su representatividad en términos de población y ubicación
geográfica. Guatemala tiene una población mayoritariamente indígena de
alrededor del 61% del total nacional, distribuida principalmente en el al-
tiplano occidental. Con respecto al total de la población indígena que exis-
te en la región, este país tiene una representatividad del 79% (Véase
gráfico 2). Casos similares en América Latina serían Bolivia y Ecuador,
que igualmente tienen poblaciones indígenas importantes. 

En Nicaragua, la población está claramente definida en las regiones
autónomas de la costa atlántica y las poblaciones que se ubican en el Pa-
cífico. Tal forma de ordenamiento territorial no es arbitraria y encuentra
su significación en las estrategias de administración colonial establecidas
desde el siglo XVI en lo que fue el Reino de Guatemala8.

En el proceso histórico regional, hay momentos importantes en la
construcción de las identidades colectivas. Previo al “descubrimiento de
América” por parte de los europeos, hay una dinámica social importante
en las sociedades que habitaban estos territorios hacia el siglo XV, en el
cual destaca la organización social fundamentada en el parentesco y el te-
rritorio como una unidad que cumplía funciones de diferenciación políti-
ca frente a otras agrupaciones sociopolíticas. 

Esta cuestión puede observarse en los estudios de Arnauld (1998) so-
bre los Quichés de Guatemala en el siglo XV, donde encontramos, al igual
que en los escritos de Carmack (1979), la predominancia del parentesco
en la organización social. El primer autor describe la importancia de lo
que llama linajes nobles, quienes ejercían su autoridad sobre los denomi-
nados Chitinamits, que se configuraban con familias subordinadas a los li-
najes, y que llevaban sus nombres mas no estaban emparentados directa-
mente con ellos. Todos habitaban el mismo territorio sobre el cual tenían
derechos hereditarios; además los Chitinamits (en la colonia nombradas
como parcialidades), podían constituir al mismo tiempo una unidad tribu-
taria (Arnauld, 1998).

8 El Reyno de Guatemala comprendía desde Chiapas hasta Costa Rica.
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Estas al igual que otras estructuras organizativas fueron reestructuradas
desde el inicio, con los diferentes frentes de conquista que se dieron en la re-
gión (Fonseca, 1996:66). Las poblaciones indígenas ante la situación no lo-
graron presentar una estrategia común de defensa frente al agresor ya que en-
tre ellos mantenían sus propias contradicciones y conflictos en las luchas por
el control del poder, los tributos y los territorios. Esto generó que cada gru-
po optará por una vía militar, y otros, como los Cakchiqueles en Guatemala,
buscaron una relación de alianza con los españoles para vencer a los Qui-
chés, sus opositores más significativos en la región. No obstante, también tu-
vieron que sucumbir ante la superioridad de la tecnología militar española,
las nuevas relaciones económicas, las enfermedades y la imposición de la re-
presentación cristiana católica del mundo y de la vida. Con la destrucción de
las principales ciudades indígenas hacia 1530, termina el sistema político an-
terior a la conquista (Pinto 1996:6-10.).

Con la colonia surgen diferentes categorías de identidad con las cua-
les se clasificaba a las poblaciones que se articulaban a un nuevo sistema
de relaciones sociales, dando origen a nuevas formas de síntesis entre la
experiencia histórica anterior y el nuevo régimen económico, político y
social. Es así como surge la noción de indio, mestizo, criollo, peninsular,
negro, ladino y otras variaciones, esgrimidas sobre el criterio de raza y pu-
reza de sangre, que situaba a cada conglomerado en un sistema de estrati-
ficación social y de relaciones de poder.

Fuente: Elaborado con base en el mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales en
Centroamérica y el sur de México. National Geographic, noviembre, 2002

Gráfico 2
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De acuerdo con Flores Alvarado (1971:34), a mediados del siglo
XVIII la configuración económica, política y social que la región cen-
troamericana o Reino de Guatemala experimentó, se puede resumir con
la existencia de cuatro grupos de poder:

a . Los comerciantes criollos, dedicados al comercio y a la exportación
hacia la metrópoli castellana.

b . Los propietarios terratenientes favorecidos por concesiones reales y
que mantenían un alto nivel de ingresos.

c . Un pequeño pero también adinerado grupo de funcionarios de la
Corona española.

d . La Iglesia Católica, que contaba con preeminencias y privilegios.

Estos cuatro grupos de poder mantuvieron una permanente lucha e
interrelación, por hacerse de los controles políticos y económicos de la
región. Dentro de esto, un factor primordial fue la disputa por mantener
cada uno un sistema de explotación desarrollado sobre la población in-
dígena y mestiza. Para el primero, esta situación fue una constante no
solo durante el período colonial, sino, también, en períodos posteriores. 

El indio, invención colonial 

De acuerdo con Pinto (1996:6-10), con este escenario, la disyuntiva
para la población del istmo era tratar, desde la negociación y la rendi-
ción, de sobrevivir económica y políticamente, ante la imposición de un
nuevo régimen interesado en la implementación de un sistema de rela-
ciones de vasallaje. 

Al no existir una extracción minera relevante, el sistema económico
descansaba en la explotación de las tierras y de la fuerza de trabajo de
la población indígena, a través de los repartimientos, encomiendas y el
sistema de tributación. En Centroamérica el repartimiento de indígenas
en encomiendas formó parte integral de la conquista y pacificación de
cada una de las provincias. En el Reino de Guatemala, con la excepción
de lo que actualmente es Costa Rica, se da una encomienda temprana.
En este último, el primer repartimiento en encomienda sucede hasta en
1569, es decir cuatro décadas después que en el resto de la región (Kra-
m e r. et al., 1995: 46-56). 

Para el control político y administrativo de las poblaciones someti-
das y evitar su exterminio, se crearon las llamadas reducciones o pue-
blos de indios. Uno de los rasgos en los patrones de asentamiento de las
poblaciones Mesoamericanas, era la distribución dispersa de las unida-
des domésticas; con el sistema colonial fueron reducidos a núcleos con-
centrados de población, dando lugar a la forma en la que se presentan
buena parte de los municipios que existen en la actualidad. De acuerdo
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con Pinto, la estrategia de la Corona española era ordenar la explotación
de los territorios, así como ganar preeminencia frente a conquistadores y
encomenderos, situación que formalmente se concretiza con las Leyes de
Burgos de 1512 (Pinto,1996:13).

Severo Martínez escribe que hubo 770 pueblos a lo largo del Reino,
de los cuales 300 se ubicaban en lo que era Guatemala. La explotación y
avasallamiento colonial a la población indígena, se mantuvo a lo largo de
tres siglos e incluso se extendió hasta después de la independencia de
1821. Cada uno de los pueblos estaba organizado en una agrupación de vi-
viendas ordenadas en torno a una plaza, la cual en determinados días se
convertía en centro de intercambio de productos (Martínez, 1990a).

La traza española contemplaba la representación de dos instituciones
fundamentales en las relaciones de poder. La primera fue el ayuntamien-
to o cabildo, que trataba asuntos relacionados con la administración colo-
nial, como la distribución de tierras, recaudación de impuestos, además de
que cumplía la función de intermediación con respecto a los derechos de
los pueblos frente a la Corona (Rosal et al., 1999). Posteriormente, en los
Cabildos de Indios, se introduce una estructura religiosa que en su articu-
lación origina los denominados sistemas de cargos (Martínez, 1990b: 13),
que fue una instancia fundamental en cuanto a la reproducción de la iden-
tidad y que aún hoy día pueden encontrarse variantes del funcionamiento
de sus estructuras organizativas. 

La segunda institución presente en el diseño fue la Iglesia Católica,
que cumplió desde el primer episodio de la conquista, su misión de copar-
tícipe de la dominación con el rango de aliada en el nivel superior del po-
der y que beneficiará directamente al sistema de vasallaje y su reproduc-
ción ideológica. Tanto fue su papel en la conquista que, por ejemplo, en la
provincia de Guatemala, en las verapaces, no hubo necesidad de una in-
tervención militar significativa, ya que estos sucumbieron ante las estra-
tegias de cristianización de la Iglesia.

Este contexto estructural fue el que dio origen a la categoría de “ i n d i o ”
como una configuración económica (I b í d.,1990a: 612) y no como una iden-
tidad en sí misma que, como hemos visto, identifica al conglomerado so-
cial explotado históricamente. Después de la independencia de Centroa-
mérica, la situación no cambia en cuanto a su contenido ya que el indíge-
na, para las elites, ha constituido desde hace varios años una de las preo-
cupaciones más importantes, pues dentro de su proyecto de nación no sa-
ben si incluirlo o excluirlo y no identifican qué papel debe jugar como ciu-
dadano con plenos derechos en condiciones de igualdad (García,
2001:57). 

Al respecto, Taracena (1999:272) hace mención de que en 1839 la
Asamblea del Estado de Guatemala tuvo como uno de sus primeros propó-
sitos discutir sobre la situación de las comunidades indígenas, formándose
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para ello una comisión legislativa que se encargara de protegerlos. Esto se
establece a través del decreto N.o 37 denominado: Sobre la protección a la
clase de indígena, el cual manda organizar una comisión para el efecto
(AGCA. Signatura B Legajo 214 Expediente 4941 folios del 388 al 392). 

Entre los puntos sustantivos del decreto se encuentra el artículo terce-
ro que se refiere a la formación de una comisión permanente de protec-
ción y fomento de indígenas. Tal ente se encargaría de promover, por to-
dos los medios posibles, el mejoramiento de las condiciones de los indí-
genas. Así también, se consideraba retomar la medida que en 1823 se ha-
bía establecido acerca de la elección de alcaldes en las comunidades indí-
genas, en donde se determinó que en aquellas comunidades donde hubie-
ra indígenas y ladinos, se eligiera a un alcalde indígena y uno ladino. Va-
rios problemas se presentaron pues a estos últimos no les agradaba que los
primeros tuvieran sus propios alcaldes. 

“La situación de los indígenas y de las minorías negras de los cinco
países centroamericanos ha sido variable, de acuerdo con el número de
miembros de esas poblaciones y el grado de preservación de sus culturas
y de su identidad“ (Fonseca, 1996: 232-233). 

Pueblos trasplantados: negros

La presencia de población negra en el Reino de Guatemala durante la
colonia se debe a la importación de esclavos africanos desde 1543, que es
el año de la promulgación de las Leyes Nuevas. Después de veinte años, a
través de una real cédula, se autoriza su venta y reventa libre en todo el
Reino (Martínez Peláez 1990a:272). La dispersión de este nuevo grupo so-
cial fluctúa de acuerdo con como la mano de obra nativa se ve demográfi-
camente afectada por las secuelas de la conquista y colonización. 

La introducción de población negra tuvo varios sentidos. Una de las
razones fue la de sustituir la mano de obra indígena en aquellas provincias
donde el número estaba decreciendo. En segundo lugar, la introducción de
negros sucede cuando se llegó a creer que los indios pasarían a la condi-
ción de trabajadores libres en los años en que fue estructurándose y autori-
zándose el nuevo régimen de servidumbre (I b í d.: 275). 

Cuando este estuvo instaurado, ya no se necesitaba de tal población;
por lo tanto, no se desarrollaron las instituciones y medios de fuerza para
controlarlos, tornándose peligrosos a los ojos de las elites. En esos años, el
Cabildo pide que cese su importación, y la Real Audiencia colaboró para
reducir el ingreso comercial de negros durante el resto del período colonial.

Otra razón fue que la población con raíces africanas tuvo una función
de intermediación entre los españoles y los mecanismos de control para la
población indígena, ya sea sofocando las revueltas, perteneciendo a las
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milicias o bien ejecutando los castigos (Fonseca, 1996: 113-114). En las
diversas formas de relacionamiento social, surge el mestizaje, dando lugar
a un nuevo sistema de categorías de identificación tales como: mulato
(mezcla del español con africano) y el zambo (mezcla de africano con in-
dígena). Su presencia hasta el siglo XVIII era perceptible desde el Soco-
nusco hasta Nicoya y como estrategia para apartarse del estatus de escla-
vo, fue mezclarse con la población local (Ibíd.). 

Así, a finales del siglo XVIII, aparecen a lo largo de la costa atlánti-
ca centroamericana flujos migratorios provenientes del Caribe, particular-
mente de las Islas de San Vicente con los llamados caribes negros o gari-
nagus (conocidos también como garífunas), que son una mezcla de escla-
vos africanos y de indígenas caribes y arahuacos. Esta nueva identidad
trae consigo la experiencia de la vivencia colonial con los ingleses, que es
la que motiva su concentración en la isla de Roatán en Honduras y su pos-
terior dispersión hacia el protectorado inglés de Belice, en el Atlántico
guatemalteco y la costa de la Mosquitia entre Honduras y Nicaragua
(Arrivillaga, 1999:170)

Mestizaje y el surgimiento del ladino

El mestizaje tuvo diversas implicaciones tanto en la población9 como
para el régimen que se estaba instaurando. Los primeros mestizos surgen
del momento de la conquista, dentro un contexto de violencia; con los ini-
cios de la colonia, se hace frecuente el concubinato de españoles o crio-
llos con mujeres indígenas (Martínez, 1990a: 264). El panorama en esta
etapa se hace complejo cuando aparece la población negra, dando lugar al
surgimiento de otras designaciones identitarias resultantes de las siguien-
tes relaciones: mestizo (español-india), mulato (español con negra) y zam-
bo (negro con india) (Ibíd, 267). 

Posteriormente, estas nuevas identidades también se mezclan dando
lugar a una heterogeneidad étnica mayor y que sirvió de base para identi-
ficar a los mestizos que luego pasaron a ser denominados ladinos. De
acuerdo con Martínez Peláez, el término ya se utilizaba con Fuentes y
Guzmán y este se generalizó durante todo el período colonial. Ladino era
una categoría de clasificación que identificaba a toda aquella persona que
no era india ni española o criolla (Ibíd., 270).

Los ladinos tuvieron que abrirse espacio en la sociedad colonial con-
forme fueron apareciendo y creciendo demográficamente; las posibilida-
des que les quedaban para adaptarse al sistema se concretizaron a partir de

9 Afecta principalmente a las mujeres y principalmente a mujeres indias, ya que sobre ellas gi-
ra el referente de la mezcla.



dos vías: La primera era la de servir a los dos grupos dominantes de la
época, y la segunda era arreglárselas para explotar de alguna forma a los
indios; con tales estrategias podrían situarse en el sistema de estratifica-
ción social y de relaciones de poder, con un estatus superior al del indíge-
na, pero por debajo del criollo y los peninsulares. Fue así como surgieron
los grupos medios coloniales que fueron llamados ladinos. (Ibíd, 22).

La población mestiza también fue objeto de marginación social, ya que
no se le consideraba como miembro activo y efectivo de la sociedad. Con
todo, esta población llegó a desarrollar determinadas actividades económi-
cas tales como: artesanado, trabajos en labores agrícolas y ganaderas, tanto
en haciendas como en rancherías, y además eran propietarios de tierras.

Los mestizos eran mal vistos y poco estimados por las elites, debido
a que su conducta social era diversa y resaltaba, en el imaginario de los
criollos y peninsulares, su carácter agresivo y sus constantes manifesta-
ciones de descontento. Incluso, por tales características, el mestizo fue
visto como una amenaza al orden social establecido, situación que se ex-
tendió hasta el siglo XIX (Pinto, 1998). 

Estos también intentaron aprovecharse de la fuerza de trabajo y de los
excedentes de los indígenas, a quienes veían con recelo y constantemente
mostraban su interés por introducirse en sus pueblos. No obstante, en el
ocaso del régimen colonial los procesos de pauperización que experimen-
taron tanto la población indígena como la mestiza, las niveló socialmente
dentro del orden que imperaba (Palma, 1994:287).

En las regiones donde eran escasos los indígenas, la población ladina
se encontraba dispersa. En Nicaragua, en las postrimerías de la colonia el
84% de la población era ladina, todos vivían diseminados y distribuidos
en rancherías sin formar pueblos (Martínez, 1990a: 397). En la región que
hoy corresponde a San Salvador, el número de indígenas era casi igual a
la de los ladinos, los cuales se encontraban introduciéndose a los territo-
rios de los primeros situación que sería similar para el sueste del territo-
rio que actualmente corresponde a Guatemala (Ibíd.)

En las regiones con mayor concentración de población india, como
el Altiplano central-occidental y el suroeste guatemalteco, se contaba
con una gran cantidad de pueblos de indios a diferentes escalas (media-
nos y pequeños) en los cuales la población ladina o bien no existía, o su
número era muy reducido. A principios del siglo XIX, estos últimos re-
presentaban el 31% de la población total de todo el Reino de Guatema-
la, mientras que los indios constituían el 65% y los criollos o españoles
un 4%. (I b í d., 398).

Para el siglo XVIII, el ladino como grupo social se define colectiva-
mente por oposición al indígena, cumpliendo además una función de inter-
mediación entre la administración colonial, la elite y la población indígena.
Esta situación suscitó diversos conflictos derivados del creciente predomi-
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nio en lo local y además porque el poder colonial responderá y será repre-
sentativo del ladino local en sus intereses diversos (Pinto, 1996:10).

El contexto histórico nos da una orientación que permite situar cómo
han surgido y en qué condiciones se han desarrollado los distintos pueblos
que habitan lo que hoy es Centroamérica. Del igual forma, el análisis de es-
ta dinámica social permite encontrar elementos que explican las correlacio-
nes entre poblaciones indígenas y campesinas con respecto al territorio.

T E R R I TORIO, MULTIETNICIDAD Y FRONTERAS 

La relación entre territorio y multietnicidad en el plano del desarrollo,
visto desde lo local, se entiende de diversas maneras de acuerdo las valora-
ciones que los grupos sociales les van asignado en términos de superviven-
cia y pertenencia. El territorio no solo demarca físicamente una extensión
de recursos naturales susceptibles de ser explotados para la conformación
de la base económica para la reproducción social, sino, también, constitu-
ye un factor de referencia para la reproducción simbólica que se traduce en
términos de identidad colectiva. De ahí que la reivindicación de la tierra por
parte de organizaciones indígenas y campesinas en la región centroameri-
cana, sea una de sus demandas fundamentales frente a las políticas de los
E s t a d o s .

Gran parte de las poblaciones indígenas sobreviven a través de la agri-
c u l t u r a1 0 , lo cual las inserta en el conglomerado campesino en una relación
de clase11, y como tal, aparece dentro de los sectores afectados por la po-
breza que se localiza marcadamente en el ámbito rural. De igual forma, en
lo urbano, los grupos en desventaja coinciden con la presencia de grupos
étnicos y donde la presión social es también por tierras, solo que esta vez
es para vivienda, y muchas veces en condiciones que no son propicias pa-
ra tal actividad.

La relación entre etnicidad y territorio se presenta también como un
fenómeno transfronterizo, que es palpable con la localización geográfica
de algunas comunidades étnicas que se extienden más allá de los límites
nacionales modernos. Los lazos de cooperación y comunicación entre un

10 Evidentemente, todas las actividades productivas no se reducen a lo agrícola, hay poblacio-
nes en Centroamérica que explotan ecosistemas marino costeros. Ejemplo, Nicaragua.

11 No todo campesino es indígena y viceversa. Algunos movimientos indígenas se movilizan co-
mo movimientos campesinos, como en Bolivia y Perú. En otros contextos, se movilizan en
varios frentes como parte de las estrategias políticas de articulación social, como por ejem-
plo: Por un lado se presentan organizativamente como movimiento indígena (maya), y por
otro, se manifiestan como movimiento indígena y campesino que es el caso de Guatemala.
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mismo grupo que habita en ambos lados de la frontera no necesariamente
implica que sean mutuamente correspondientes, incluso las relaciones
pueden ser indirectas. Independientemente de esto, lo que sí comparten es
su posición en la estructura social, generalmente subordinada y comparti-
da con otros grupos sociales. Los casos que son posibles encontrar eviden-
cian las yuxtaposiciones en tiempo y espacio entre los procesos concretos
que se generan desde lo local y la dinámica de la sociedad global. 

Este fenómeno de territorialidad define otro tipo de fronteras cuyos lí-
mites se demarcan por la conjugación de las variables anteriores y que ha-
cen las distinciones entre una región y otra. Las diferencias que se obser-
van entre la diversidad sociocultural de la costa atlántica y la del Pacífico
centroamericano son parte de esos ejemplos. En el primero la influencia
inglesa y española en lo que hoy es Belice, Honduras, Nicaragua y Costa
Rica, reconfiguraron en gran medida el mapa étnico en el marco del so-
metimiento colonial y el comercio oceánico.

En contraste, el Pacífico tiene una menor densidad demográfica y sus
relaciones económicas y políticas estuvieron marcadas por las políticas
del régimen colonial español. Los casos más representativos estarían en
Nicaragua, Costa Rica y Panamá. En Guatemala, la situación es diferen-
te, puesto que la mayor presencia de grupos étnicos se ubica en el occi-
dente y noroccidente del país, zonas en la cual hay correspondencia con
la existencia de asentamientos precolombinos.

Algunos de los casos que reflejan parte de esta situación, los tenemos
con los Q´eqchi´ de origen maya, cuya presencia se extiende desde el nor-
te de Guatemala hasta Belice. Es una población en constante búsqueda de
tierras para la agricultura de subsistencia12, a través de la práctica de la ta-
la, roza y quema. La población en Guatemala es de 900.000 personas,
siendo el cuarto grupo de importancia; mientras que en Belice es de
12.366 personas que los ubica como el segundo grupo más relevante (Na-
tional Geographic, 2002). Los recursos que utilizan también son binacio-
nales y se encuentran en zonas de latifoliadas y ecosistemas marino-cos-
teros del Atlántico.

Los Chortí, también de origen maya, se ubican entre Guatemala y
Honduras. En el primer país la población se estima en 80.000 habitantes,
mientras que para el segundo se calcula son 6.000 (Ibíd.). Este grupo pro-
gresivamente ha ido reduciéndose debido a la interrelación de varios fac-
tores: La ubicación de esta población se localiza en una zona de predomi-
nancia mestiza, que tiene una lógica de producción ganadera y cafetalera.
Las condiciones naturales no son propicias para la agricultura de subsis-
tencia de los Chortí, ya que las tierras que poseen se encuentran en lade-

1 2 La agricultura de subsistencia generalmente comprende el complejo de maíz, frijol y calabaz a s .



ras secas y tienen un ciclo irregular de lluvias (Dary et al., 1998). La po-
blación está considerada económicamente como de extrema pobreza, lo
que los convierte en un grupo altamente vulnerable a cambios económi-
cos o a fenómenos naturales.

Lo que se denomina la región Chortí sufrió económicamente las con-
secuencias del huracán Mitch que afectó a Centroamérica en 1998. Auna-
do a esto, la crisis de la caída de los precios internacionales del café pro-
vocó que los comunitarios que se empleaban en las tareas de la recolecta
del grano en Guatemala y Honduras, perdieran sus fuentes de ingreso mo-
netario, desatando así en el 2001 una hambruna cuyas secuelas aún se
mantienen hoy día. Con respecto a otros grupos, los Chortí no tienen un
flujo migratorio importante, y su movilización política, en Guatemala, es
marginal. Contradictoriamente, en Honduras, el pequeño grupo que ahí
existe tiene una mayor movilidad de sus demandas.

La importancia de los grupos que se extienden más allá de los países
se debe también al factor estratégico de las fronteras en determinadas co-
yunturas. En la frontera noroccidental, entre Guatemala y México, se en-
cuentran grupos lingüísticos Q’anjobal, Mam, Chuj y Jakalteco, que por
su posición geográfica, durante el conflicto armado interno en Guatema-
la, la parte mexicana recibió millares de refugiados que se asentaron en es-
tos lugares, diversificando así el mapa étnico de ambos países. Incluso al
entrar en vigencia los Acuerdos de Paz, hubo pobladores que optaron por
quedarse en esta zona y adoptaron la ciudadanía mexicana.

Los Misquitos son otra población importante que se ubican en Hon-
duras con una población de 64.000 habitantes y Nicaragua con 125.000
habitantes (National Geographic, 2002). Esta distribución no es arbitraria
ya que la Mosquitia (que es el área comprendida entre ambos países en el
Atlántico y una de las zonas de mayor riqueza natural del área), constitu-
yó siempre una región hasta los años sesenta cuando un conflicto limítro-
fe resuelto en la Corte Internacional de la Haya dividió la zona en dos pa-
ra establecer una nueva línea fronteriza. 

En la costa caribe de Nicaragua, las comunidades indígenas se orga-
nizan en dos regiones: La Región Autónoma de Atlántico Norte –RAAN-
y la Región Autónoma del Atlántico Sur –RAAS-, cada una tiene su pro-
pio gobierno parlamentario, conformado por 45 miembros, en el cual se
elige a un coordinador de gobierno y a un presidente del Consejo Regio-
nal Autónomo. Entre los pueblos que se encuentran dentro de las regiones
autónomas encontramos, aparte de los Misquitos, a los Sumo-Mayangna,
los Rama y los Garífunas, al igual que una importante población negra,
quienes hablan el idioma Creole. 

La importancia de esta región para el desarrollo tiene que ver con su
biodiversidad, motivo por el cual en 1991 el gobierno de Nicaragua decla-
ró gran parte de la extensión territorial de la mosquitia como reserva na-
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cional de recursos naturales (conocida como Bosawas) que es la más gran-
de de Centroamérica y que le valió ser declarada en 1998 por la UNES-
CO como Reserva de la Biosfera. La distribución de los pueblos indíge-
nas en Nicaragua, tiene un patrón altamente diferenciado en las 15 juris-
dicciones municipales y siete departamentos en las cuales tienen presen-
cia (Valenzuela, 2002:205). 

La población Garífuna es la que más dispersión tiene a lo largo de la
costa atlántica centroamericana, ya que se encuentran en Guatemala, Ni-
caragua y mayoritariamente en Belice y Honduras; además, cuenta con
una población importante en Nueva York, en Estados Unidos. Es una po-
blación que se caracteriza por desarrollar actividades productivas en ám-
bitos marino-costeros y en tierra firme. 

ABRIENDO ESPACIOS:
las estrategias políticas y jurídicas

Para la población campesina e indígena en Centroamérica, la estrate-
gia para posicionar sus demandas y lograr así algunos resarcimientos en
materia de identidad y supervivencia, se han logrado a través de los espa-
cios jurídicos. Este proceso es relativamente reciente y tiene que ver con
las coyunturas políticas en las cuales se ha visto envuelta la zona y en la
que las organizaciones, dentro del movimiento social, han tenido un papel
relevante.

Guatemala

Como ya se ha apuntado, la población indígena en Guatemala repre-
senta más de la mitad de la población total, y es identificada a partir de la
existencia de 21 grupos lingüísticos de origen maya, los cuales se ubican
en mayor proporción en todo el occidente y parte del norte del país. Los
debates sobre cómo se entiende la multietnicidad no es reciente y la pro-
ducción académica referente al tema, ha estado marcada por las circuns-
tancias políticas del momento. 

Hacia los años cincuentas del siglo XX, el Estado guatemalteco adopta
las posiciones ideológicas indigenistas1 3 prevalecientes en aquella época y
funda el Instituto Indigenista Nacional, el cual nunca logró tener los alcances
y el desarrollo que tuvo por ejemplo en México. Años más tarde, se funda el
Seminario de Integración Social de Guatemala, donde se publican varios de

13 El indigenismo puede verse a partir de dos posiciones. Una positiva que trata la existencia del
indio como una corriente de opinión favorable (Favre, 1999:7-8). La segunda posición, consi-
dera al indigenismo con una ideología impulsada desde el Estado para integrar a los indígenas.
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los trabajos de académicos, fundamentalmente de antropólogos norteamerica-
nos, que tratan de abordar el problema de las culturas en la sociedad nacional. 

En esos años, el país se percibe como un sistema de relaciones asimétri-
cas entre una cultura indígena subordinada y una cultura ladina dominante.
En consecuencia, para tal posición, el problema principal es el de la integra-
ción social, el cual, solo podría tener dos cauces: o los grupos indígenas ter-
minaban integrándose a los componentes sociales de la sociedad dominante,
o bien, podía seguir un proceso por medio del cual el país se pudiera integrar
socialmente por las culturas, reconociendo sus diferencias (SISG, 1959).

Los científicos sociales guatemaltecos se plantean la cuestión a partir
del comportamiento de la estructura social. Los casos más relevantes son
los de Guzmán Böckler y Jean Loup Herbert, que pensaban a Guatemala
como un paralelismo simétrico entre clase social y etnia, donde los ladi-
nos eran la clase poseedora de los medios de producción, y los indígenas
eran la clase explotada. Severo Martínez defendía la posición de no que
existe el indio en sí, ya que esta se conformó históricamente como una ca-
tegoría económica en las relaciones de vasallaje colonial. Otros autores,
como Humberto Flores, asumían la cuestión de clase, pero desarrollándo-
lo también desde el ámbito campesino.

Hacia los años ochentas la cuestión étnica estaba diluida en la cues-
tión campesina y sustentando las anteriores posiciones; así aparecen los
estudios de Carlos Figueroa sobre el proletariado rural y la contradicción
indio-ladino como la relación significativa en el campo. Todo este debate
se vio bruscamente interrumpido por el impacto del conflicto armado en
los distintos sectores de la sociedad. A finales de los años ochentas, la re-
configuración de los espacios políticos con el llamado proceso democrá-
tico, crea las condiciones para el surgimiento de “nuevos actores en el es-
cenario político”14, es así como aparece con intensidad, dentro del movi-
miento social, el denominado movimiento maya, el cual afirma su identi-
dad a partir de reivindicar la cosmovisión que comienza a ser el eje sobre
el cual gira la mayor parte de sus organizaciones.

Las elites de este movimiento han elaborado sus propios marcos de
interpretación para la acción política, en los cuales tratan de situar la na-
turaleza de su proceso desde una visión crítica de lo que consideran ha si-
do la lógica histórica de la conformación del Estado guatemalteco, el cual
es caracterizado como criollo-ladino. Cojtí define el movimiento maya

14 El movimiento guerrillero en su desarrollo articuló a distintos tipos de población dada su
presencia en determinadas zonas el país. Así, a finales de los años sesentas, la guerrilla es-
tuvo en el oriente (de predominancia mestiza). Desde finales de los años setentas, hasta la
firma de los Acuerdos de Paz en 1996, los combatientes de las distintas organizaciones re-
volucionarias y las poblaciones civiles afectadas por el conflicto armado fueron en gran me-
dida de base indígena. Por tales situaciones, se reconoce que en Guatemala existió un geno-
cidio y un etnocidio impulsado por los gobiernos militares a los largo de los años ochenta. 



como integral y generalizado, que no se reduce a la consideración de de-
terminadas instituciones sociales. Según manifiesta, lo que se busca es el
reconocimiento de los mayas como nación o pueblo (Cojtí, 1997).

De acuerdo con lo que plantea este autor, la categoría más importan-
te en la identificación del movimiento maya, es el concepto de pueblo (ca-
tegoría con la cual identifica también al ladino), que se toma de la defini-
ción de la Corte Internacional de Justicia que dice: “Un grupo de perso-
nas que viven en un país dado o localidad, que poseen una raza, religión,
idioma, y tradiciones propias y que están unidas por la identidad de raza,
religión, idioma y tradición en un sentimiento de solidaridad, con el pro-
pósito de preservar sus tradiciones, de mantener su religión, de asegurar
la instrucción de sus hijos de acuerdo con el espíritu y las tradiciones de
su raza y para darse asistencia mutua” (cit. pos. Cojtí:1997:70-71).

Sobre la base de este concepto, se considera, entonces, que Guatema-
la contiene cuatro pueblos: Ladinos o mestizos, Mayas, Xincas (no maya)
y Garífunas (afrocaribeño). Este es el argumento por el cual se justifica el
hecho de que el país pueda definirse como multiétnico, plurilingüe y plu-
ricultural. De este marco general, lo específico es la presencia de nacio-
nes, que equivalen a grupos étnicos, en los cuales el idioma constituirá el
factor de frontera. Se señala entonces, que existen 21 grupos étnicos, pe-
ro que en realidad son 30 al considerar a otras comunidades mayas que
existen en los países vecinos. En esta posición lo maya es supranacional.

Dentro de las negociaciones que dieron fin al conflicto armado interno
en Guatemala, establecido entre la Unidad Revolucionaria Nacional Guate-
malteca, URNG, y el Gobierno, se suscribió en México, el 31 de marzo de
1995, el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, co-
mo una parte del Acuerdo de Paz Firme y Duradera. El concepto sobre pue-
blos indígenas que asume el Acuerdo toma por referencia, en principio, de-
terminados rasgos culturales fundamentales a partir del reconocimiento del
origen histórico de los grupos definidos hoy día como Mayas. 

El documento trata de rescatar las reivindicaciones que las diferentes
expresiones del movimiento Maya habían venido realizando desde la épo-
ca del conflicto armado, en el cual la cultura y las condiciones materiales
para la reproducción social venían siendo parte de las exigencias al Esta-
do durante los últimos años. Como estrategia de unidad, también se incor-
pora a otros grupos culturales no mayas como los Garífunas y Xincas,
quienes también aparecen como beneficiarios del documento suscrito.

La identidad de los pueblos indígenas se define en el texto como: un
conjunto de elementos que se relacionan con una descendencia directa de
los antiguos Mayas, la existencia de idiomas que se derivan de una misma
raíz lingüística y una misma forma de ver y entender el mundo, que se fun-
damentan en relaciones armónicas con todos los elementos del universo,
dentro del cual el humano solo es un elemento más (MINUGUA,1997).

Lo maya se toma como una unidad articulada a partir de los anterio-
res niveles, las expresiones y variaciones socioculturales se definen desde
lo lingüístico: Achí, Akateco, Awakateko, Chortí, Chuj, Itzá, Ixil, Jakalte-
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co, Kanjobal, Kaqchikel, Kiche, Mam, Mopan, Poqomam, Poqomchí,
Q’eqchi, Sakapulteco, Sikapakense, Tectiteco, Tz’utujil y Uspanteco.

El acuerdo reconoce la identidad de los pueblos indígenas y su dere-
cho a la cultura, a su traje, idioma, espiritualidad, ciencia, tecnología y a
los centros y templos ceremoniales. Las partes se comprometen a luchar
contra la discriminación hacia los indígenas, respetar sus derechos civiles,
políticos, sociales y económicos.

En 1998 el Congreso de la República aprobó las Reformas Constitu-
cionales para la reestructuración del Estado de Guatemala para el cumpli-
miento de los Acuerdos de Paz, las cuales, antes de entrar en vigencia, de-
bían ser aprobadas por la sociedad a través de una consulta popular. Dentro
de las reformas promovidas al artículo uno de la Constitución Política, se sig-
naba la unidad de la nación guatemalteca y su contenido pluricultural, mul-
tiétnico y multilingüe, cosa que se consideraba un avance dadas las expecta-
tivas que se habían creado con el proceso de negociación de los Acuerdos. 

Sin embargo, en mayo de 1999, con un abstencionismo de más del 80%
de la población apta para votar, no se aprobaron las reformas que se habían
proyectado. Las explicaciones en el momento trataron el hecho como una
evidencia más del racismo, la manipulación de los partidos políticos a las re-
formas, la falta de representatividad y capacidad de movilización por parte
de las organizaciones mayas, etc. Lo cierto del caso, es que la construcción
de un marco sostenible para el establecimiento de la paz sufrió en ese mo-
mento un revés con los resultados electorales negativos.

A pesar de las circunstancias, la generación de espacios a través de los
mecanismos legales oficiales trata de fundamentarse en lo que fue suscrito
en los Acuerdos. Últimamente ha habido determinados avances en las re-
formas al Código Municipal, la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y
Rural, la Ley de Descentralización, así como la creación de la Defensoría
de la Mujer Indígena. En el presente año 2003, se instala la Comisión Pre-
sidencial contra el Racismo y la Discriminación contra los Pueblos Indíge-
nas; esto muy a pesar de que Guatemala no ha reconocido la jurisdicción
del Comité contra la Discriminación Racial de Naciones Unidas, que es
parte del Convenio que sobre el tema fue ratificado por este país en 1983.

Recientemente también se aprueba la Ley de Idiomas Nacionales, de-
creto N.o 19-2003, en el cual se establece que el idioma oficial en todo el
país es el español, pero el Estado guatemalteco reconoce, promueve y res-
peta los idiomas de los pueblos Maya, Xinca y Garífuna, como elementos
esenciales de la identidad nacional y se considera como una condición
sustantiva en todos los niveles de la administración pública que deberá to-
marlo en cuenta. 

Como se podrá observar, progresivamente se van posicionando en
el plano oficial, los conceptos de pueblo, lo maya, y como agregados en
el mismo nivel lo Xinca y Garífuna, que supera visiones anteriores de
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grupos étnicos o comunidades lingüísticas, que son categorías más ins-
trumentales y de carácter cultural.

Dentro de la institucionalidad que atañe a los pueblos indígenas y
el desarrollo, en 1994 por Acuerdo Gubernativo N.o 435-94, se crea un
fondo social denominado: Fondo de Inversión Indígena de Guatemala,
con el propósito de apoyar y fortalecer el proceso de desarrollo huma-
no y autogestionado de las comunidades y organizaciones mayas, a tra-
vés de proyectos de desarrollo social, productivos, infraestructura, for-
talecimiento institucional, formación y capacitación de recursos huma-
nos. Según el acuerdo constitutivo del Fondo, la duración de este ente
es indefinida y existe la posibilidad de convertirse en un ente descentra-
lizado del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

El caso guatemalteco resalta por una transición en su marco institu-
cional. De políticas asimilacionistas desintegradoras, ha pasado a la fo-
calización en términos de desarrollo indígena y con fuerte carga cultu-
ral. Igualmente, de forma incipientemente, ha empezado a adoptar algu-
nos rasgos de la transversalidad de pluriétnico.

N i c a r a g u a

De los países centroamericanos, Nicaragua destaca por los avances
en cuanto a modelos de multietnicidad y desarrollo que se han logrado
impulsar través del establecimiento del régimen autonómico. Si bien las
condiciones de pobreza son una constante para las poblaciones indíge-
nas y otras configuraciones étnicas, por lo menos hay espacios en ma-
teria jurídica que posibilitan la participación social en ciertas esferas de
aplicación de la política pública, cosa que no se repite con la misma efi-
cacia en los demás países del área.

Es perceptible que la cuestión étnica en el país se representa a tra-
vés de los procesos que se establecen en su costa atlántica, ya que los
pueblos del Pacífico no tienen la misma presencia en cuanto a la inten-
sidad de su movilización política (Véase Cuadro N.o 2). Parte de los
contenidos de la normativa que sustenta el régimen autonómico en la
Mosquitia tiene que ver con el manejo del territorio, y esto viene dado,
como ya lo hemos apuntado, por las características de la región y sus
implicaciones estratégicas en el plano del desarrollo nacional.

De acuerdo con el ,artículo cinco de la Constitución Política, el Esta-
do reconoce la personalidad jurídica de las comunidades indígenas y las
llamadas comunidades étnicas, a las cuales les asiste el derecho para man-
tener sus propias formas de gobierno. El Estatuto de Autonomía de las Re-
giones Autónomas de la Costa Atlántica legitima los territorios históricos
de estos pueblos, así como las formas de organización social, y el uso ofi-
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cial de los idiomas. Con estos espacios políticos jurídicos, se crearon las
dos Regiones Autónomas en el Caribe (norte y sur), que se organizan ad-
ministrativamente con los Consejos Regionales Autónomos, que se cons-
tituyen como formas colectivas de gobierno en el cual participan distin-
tas comunidades étnicas, no importando la representatividad demográfi-
ca u origen étnico.

Estas instancias multiétnicas han logrado mayor participación con los
espacios constitucionales que se han conquistado en los últimos años. Un
ejemplo de ello es que los Consejos Regionales Autónomos tienen dentro
de sus atribuciones, el derecho de otorgar el aval a las concesiones impul-
sadas por el Estado en materia de recursos naturales; esta condición les
permite, incluso, el derecho al veto (Jackson, 2002)15.

No obstante este marco positivo para la acción pública, aún hay con-
tradicciones entre lo previsto en la legislación y la práctica cotidiana de las
poblaciones locales. El marco autonómico, en ocasiones, es visto a nivel
gubernamental como una serie de mecanismos separatistas de la estructura
nacional, situación que las comunidades étnicas no han planteado así, pese
a una práctica de desconocimiento oficial de las autoridades regionales. 

Tales perspectivas se derivan del proceso de descentralización del Es-
tado con respecto a la autonomía, en el cual se conjugan los roles de Es-

Cuadro 2
Pueblos indígenas de Nicaragua

GRUPO HABITANTES UBICACIÓN 

Creóele 43.000 Atlántico

Garífuna 2.000 Atlántico

Miskitu 125.000 Atlántico

Rama 1.350 Atlántico

Sumu/Mayagna 13.500 Atlántico

Nahua 40.000 Centro-norte

Matagalpa 97.500 Centro-norte

Nicarao 12.000 Pacífico

Chorotega 19.000 Pacífico

Sutiaba 40.500 Pacífico
Total 393.850
Fuente: Elaborado con base con el mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales

en Centroamérica y el sur de México. National Geographic, noviembre 2002.

15 Esto es posible desde 1995, debido a que el artículo 81 de la Constitución de la República
lo permite.



DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

46

tado en el nuevo contexto internacional y la presión social por el cumpli-
miento de los estatutos de autonomía (Ibíd.). Todo esto pone en tela de jui-
cio la representación social del Estado como construcción histórica frente
al contexto de multietnicidad.

De acuerdo con Díaz Polanco, dentro de los principios del Estatuto de
autonomía, los sujetos de la acción pública son las regiones autónomas
constituidas en el marco de la legalidad estatal y como principales instan-
cias de administración y gobierno (Díaz-Polanco et al., 1992: 159). La ac-
ción del Gobierno Central ha tendido a privilegiar un trato más directo
(aunque parcial) con las comunidades indígenas y municipios, es decir, de
las instituciones gubernamentales para con las autoridades de las comuni-
dades y los gobiernos locales, lo que se considera un factor erosionador
de las posibilidades regionales para institucionalizar la autonomía en su
nivel interno (Jackson, 2002).

Las condiciones sociales de la región muestran al igual que en otros
países centroamericanos, el rezago en el desarrollo humano: una tasa alta
de deserción escolar en el área rural, debido a la falta de maestros y la di-
ficultad de los niños y adolescentes de llegar a los centros educativos ubi-
cados en los centros urbanos. La infraestructura es deficiente ya que no
existe ninguna carretera pavimentada, siendo los únicos accesos por vía aé-
rea y marítima. De igual forma, los medios de comunicación son escasos.

A pesar de este panorama, la generación de espacios por la vía legal
sigue progresando. Recientemente se acaba de publicar la Ley N.o 445,
sobre el régimen de propiedad comunal de los pueblos indígenas y comu-
nidades étnicas de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica y de los
ríos Bocay, Indio y Maíz16. En esta ley se garantizan por parte del Estado
los derechos a la propiedad comunal, uso, administración, manejo de las
tierras tradicionales y sus recursos naturales, mediante la demarcación y
titulación de las tierras.

Los derechos de propiedad pertenecen en forma colectiva a las comu-
nidades indígenas o étnicas, los cuales serán administrados por la autori-
dad territorial17 y las autoridades comunales18. Además, establece dere-
chos exclusivos de explotación de recursos marítimos para las comunida-
des del litoral, islas y cayos del Atlántico. Esto representa realmente un
avance, ya que la sensibilidad para los pueblos indígena en Centroaméri-
ca con respecto al territorio, no solo es el hecho de tener acceso, sino, tam-
bién, la garantía sobre este (propiedad), y la capacidad de ejercer contro-
les sobre el manejo y explotación de sus recursos.

16 Aparece en el diario oficial el 23 de enero del 2003
17 La autoridad territorial se concibe como órganos de administración de la unidad territorial a

la cual representan legalmente.
18 Las autoridades comunales se estructuran con los órganos de administración y de gobierno

tradicional que representa a las comunidades según costumbres y tradiciones.
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Costa Rica 

La población indígena en Costa Rica es pequeña y localizada, repre-
senta al 1% del total de habitantes que oscila aproximadamente entre
35.440 (National Geographic, 20002), y 39.264 según la Mesa Indígena
(cit. pos. Cordero, 2002:286). En el país, la relación entre territorio y et-
nicidad se asocia al concepto de reservas indígenas, sobre el cual se han
implementado diversas políticas para su promoción y desarrollo.

Tras un proceso de reivindicación de tierras impulsado por diferentes
grupos indígenas, entre 1976 y 1977, se establece la Ley N.o 6172 o Ley
indígena, en la cual se conceptualiza a estos pueblos como todas aquellas
personas que constituyen grupos étnicos descendientes de civilizaciones
precolombinas y que aún conservan su identidad. De acuerdo con el de-
creto N.o 13573 de 1982 y las subsiguientes modificaciones, cada reserva
indígena se constituye como una comunidad única que se administra con
una Asociación de Desarrollo Integral que la representa. 

Es así como oficialmente se reconoce la existencia de ocho grupos ét-
nicos: los Bruncas, Teribes, Malekus, Huetares, Chorotegas, Guaymíes,
Bribris y Cabécares (Véase Cuadro 3), además de 23 Reservas o Comu-
nidades Indígenas, a las cuales, incluso, pueden regirse no solo por la Ley
Indígena y otros decretos, sino, también, por sus costumbres y reglas pro-
pias19. El estatus jurídico declara el territorio como inalienable, no trans-
ferible y exclusivo para las comunidades que las habitan, a la vez, que es-
tablece restricciones para los no indígenas quienes no tienen la posibili-
dad de acceder, negociar, o transferir propiedades que hayan sido adquiri-
das dentro de las reservas.

El pueblo Cabécar es el que registra un mayor número de territorios
que en total tendrían una extensión de 173.670.8862 hectáreas y en corres-
pondencia con ello concentra la mayor parte de la tierra indígena; esto es,
un poco más de la mitad del total de tierras (Cordero, 2002:286). Le si-
guen los Bribris, quienes disponen de aproximadamente un cuarto de las
tierras; es decir 86.788 hectáreas. Las tierras restantes, cerca de un cuarto
del total, se distribuyen entre otros pueblos indígenas (Ibíd.).

La mayoría de estos pueblos se extiende hacia el sur de la Cordille-
ra de Talamanca dentro de la Reserva de la Biosfera La Amistad, que
abarca una parte de los territorios de predominancia de Bribis y Cabéca-
res. Talamanca también es uno de los seis cantones de la provincia de Li-
món que atraviesa la cordillera y que según los informes regionales so-

19 Esto se garantiza con el decreto N.o 13573
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bre los índices de desarrollo humano, es uno de los peor calificados en
cuanto al desarrollo social (Estado de la Región, 1999:46). En estas re-
giones, no se explotan los recursos marino-costeros, sino que se manejan
las actividades forestales y agrícolas (National Geographic, 2002).

La instancia nacional que articula a los pueblos indígenas en Costa
Rica es la Mesa Nacional Indígena, así también hay otro tipo de org a n i-
zaciones que tratan de establecer un proceso más autonómico con respec-
to al territorio y sus recursos. Cordero, tomando como referencia a Gue-
vara y Chacón (1992), escribe que a partir de 1989, en la sierra de Ta l a-
manca se genera un proceso de recuperación de la autonomía indígena,
que se expresa con el surgimiento de organizaciones independientes del
Estado, las cuales logran combinar lo reivindicativo con una visión que
integra a varias organizaciones indígenas que vendrían a ser las expresio-
nes organizativas del tal proceso.

En tal sentido, en 1989 se forma A S O P R O B R I TA (Asociación de
productores Bribris de Talamanca), dirigida hacia la comercialización del
cultivo del plátano y también se forma otra organización denominada
S O SWAK (que en Bribri significa hombre o mujer trabajador/a), que en
ese momento desarrollaba un proyecto para proteger un bosque de 3.000
hectáreas ubicadas entre Coroma y Cachabri (Dary, 2002, 99).

El problema para sustentar las bases materiales y simbólicas para el
desarrollo en general en las Reservas Indígenas es la garantía en la propie-

Cuadro 3 
Pueblos indígenas de Costa Rica

GRUPO HABITANTES 

Bribi 10.369 

Brunca 2.869 

Cabécar 14.275 

Chorotega 0.958 

Huetar 1.620 

Maleku 1.083 

Ngäbe-Buglé 3.516 

Teribé/Térraba 0.750 
Total 35.440 

Fuente: Mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales en Centroamérica y el sur
de México. National Geographic, noviembre, 2002.



dad de la tierra, de acuerdo con lo estipulado en la Ley Indígena. Corde-
ro escribe que pese  la normativa creada sobre el asunto, la propiedad de
la tierra sigue siendo una cuestión sensible en la relación entre las comu-
nidades y el sector público y entre la población indígena y la no indígena
(Codero, 2002: 290). 

Según el autor, los campesinos blancos o mestizos por su pobreza ter-
minan vendiendo su tierra y se ven obligados a migrar hacia las tierras en
posesión de indígenas o hacia áreas de reserva natural en Talamanca, si-
tuación que es similar para los campesinos negros y mestizos de la costa
quienes por las mismas razones adoptan una conducta análoga (Ibíd.). Es
de hacer notar que dentro de los modelos de explotación agrícola en Cen-
troamérica, Costa Rica también tuvo los enclaves bananeros que modifi-
caron no solo los patrones de asentamiento de la población local, sino
también la biodiversidad de la cual sobrevivían por el cambio en el uso del
suelo y el establecimiento de relaciones capital-trabajo.

Siempre hacia el sur, se encuentra el pueblo Ngöbe-Guaymi que
cuenta con cuatro Reservas Indígenas, y tienen en posesión aproximada-
mente 24.400 hectáreas de tierra; y, a pesar de las presiones que este terri-
torio tiene por parte de madereros y campesinos pobres logran conservar
el 70% de su masa boscosa (CONAI, 1988). Aquí padecen también las
mismas situaciones anteriormente mencionadas: existen otros grupos so-
ciales que compiten por las tierras y otros recursos naturales. 

Esto provoca también ciertas formas de diferenciación social y por
ende contradicciones entre las prácticas productivas locales y las que
se van adoptando en la construcción del contexto, dentro del cual, lo
agrícola y forestal dan paso también a la ganadería en una secuencia
que no necesariamente se traduce en desarrollo. Esto es lo que motiva
que los grupos étnicos reconocidos oficialmente traten de concretar,
política y jurídicamente mayores niveles de autonomía que les permi-
ta tener controles más eficaces de los recursos que tradicionalmente
han manejado.

Honduras

La población indígena en Honduras, conjuntamente con otras comu-
nidades étnicas, suman aproximadamente 492.859 habitantes y represen-
ta aproximadamente al 8% de la población total. Los grupos mayoritarios
son los Garífunas, Lencas y Miskitos. Le siguen los Xicaques o Tolupa-
nes, Chortís, Pech o Payas, así como otras configuraciones étnicas cono-
cidas como Isleño, que son poblaciones negras que hablan inglés; y otras
poblaciones como los Nahoa y Tawaca (Véase Cuadro N.o 4). 
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De acuerdo con los datos del Banco Interamericano de Desarrollo
(BID), la pobreza en este país alcanza al 70% de la población total hon-
dureña, dentro de la cual las poblaciones indígenas se ven afectadas al
constituir parte de la población más vulnerable (cit. pos. Gliech, 1999).
Por tal razón, este proceso va generando una serie de necesidades básicas
que son indispensables para la reproducción social, entre las cuales se en-
cuentran:

Cuadro 4 
Pueblos indígenas de Honduras

GRUPO HABITANTES 

Chortí 6,00 
Garífuna 200.000 
Indios de Texihuat 2.306 
Isleño 80.000 
Lenca 110.000 
Miskito 64.000 
Nahoa 1.300 
Pech 2.900 
Tawaca 1.353 
Tolupan 25.000 

Total 492.859 

Fuente: Elaborado con base con el mapa de pueblos indígenas y ecosistemas naturales
en Centroamérica y el sur de México. National Geographic, noviembre 2002.

• Titulación de tierras.
• Acceso a servicios sociales principalmente en los sectores de educa-

ción y salud pública (con atención primordial a niños).
• Mejoramiento de infraestructura.
• Financiamiento y creación de nuevos empleos en proyectos produc-

tivos y mejoramiento de la tecnología aplicada.
• Apoyo a la revalorización de sus expresiones sociales y culturales.
• Participación étnica en el proceso de decisiones a nivel local, regio-

nal, nacional.

En los últimos ocho años se han producido avances en cuanto al reco-
nocimiento de los pueblos indígenas; un ejemplo de ello es la promulgación
del Acuerdo N.o 7 1 9 - E P 94, en el cual se consigna que el país se considera
pluricultural y multiétnico y se institucionaliza en el Programa Nacional de
Educación para las etnias Autóctonas de Honduras (PRONEEAH).



En cuanto a los órganos de política indígena, el Decreto Nº PCM-003-
97 de 1997, crea el Consejo Nacional de las Etnias, que se constituye co-
mo un órgano adscrito a la Presidencia del República. Como parte de sus
objetivos, esta instancia pública trata de formular, orientar y dirigir las po-
líticas de etnodesarrollo, así como la coordinación de las acciones de las
instituciones públicas, instituciones privadas y Organizaciones No Guber-
namentales. Quienes integran el Consejo son cinco representantes de las
distintas secretarías de Estado, un representante de cada una de las fede-
raciones indígenas y el Comisionado Nacional de las étnias.

Las federaciones nacionales que integran tanto a indígenas como po-
blaciones negras se aglutinan en la denominada: Confederación de los
Pueblos Autóctonos de Honduras (CONPAH). Según von Gleich, el ente
se crea con la Declaración de Comayagua de 1987, a partir de los resulta-
dos de un seminario taller realizado con los grupos étnicos de Honduras,
en el cual se impulsa el anteproyecto de Ley de Protección de las Mino-
rías Étnicas de Honduras. Dentro de sus primeros logros, se cuenta con el
impulso de la firma y ratificación del convenio 169 de la OIT en 1994
(Von Gleich, 1999).

El autor plantea que, a nivel gubernamental, se ha considerando co-
mo parte de las medidas incluidas dentro de la agenda social, una mayor
participación de las etnias, el desarrollo empresarial de las artesanías pa-
ra la exportación, la creación de cooperativas, bancos comunales, empre-
sas asociativas, así como la promoción entre el gobierno y las diferentes
comunidades étnicas de programas de salud y nutrición (Ibíd). Al igual
que en casos anteriores, en Honduras hay comunidades que se encuentran
en zonas de Reserva Natural de importancia estratégica.

El Salvador

De los países centroamericanos, El Salvador es que el mayor densi-
dad de población tiene; sin embargo, también es el que presenta mayor
ambigüedad en cuanto a los datos demográficos relacionados con pobla-
ciones indígenas. Esto se debe a la disminución progresiva de este tipo de
población a causa de las guerras, la asimilación social y cultural, así co-
mo a la negación de su existencia como grupo social diferenciado por par-
te de los gobiernos durante sucesivos períodos históricos.

La información existente, como por ejemplo la del BID, da cuenta de
que la población indígena podría alcanzar hasta un 7% de la población to-
tal (cit. pos. Vázquez, 2000); mientras que las organizaciones indígenas
estiman una población aproximada del 12%20. Las condiciones de vida de
esta población es similar a la situación general de estos pueblos en la re-
gión. Se estima que solamente el 1%  de la población indígena logra cu-
brir sus necesidades básicas de sobrevivencia, mientras que el resto se
moviliza dentro de la pobreza extrema (Ibíd.).
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Los grupos que son reconocidos en El Salvador son: Cacaopera, Len-
ca y Nahua. La mayor parte de estos grupos han perdido sus rasgos dis-
tintivos y su identidad étnica se representa marcadamente por la autoads-
cripción, la cual se va expresando y reproduciendo con el surgimiento de
distintas organizaciones de la sociedad civil, que tratan de rescatar sus
contenidos culturales. 

Las organizaciones que recientemente han estado involucradas en la
promoción de la cultura indígena salvadoreña son: Asociación Nacional
de Indígenas de El Salvador –ASNAIS-, Asociación para la Recuperación
de la Cultura Autóctona de El Salvador –ARCAS-, Instituto para el Res-
cate Ancestral Indígena Salvadoreño –RAIS- entre otros.

LA INSTITUCIONALIDAD INDÍGENA EN CENTROAMÉRICA

La lucha que han llevado a cabo los pueblos indígenas, como movi-
mientos en sí mismos, o bien dentro del movimiento social en general, ha
permitido que la movilización de sus demandas tenga mejores cauces pa-
ra una participación social y política más efectiva. Es evidente que toda-
vía falta mucho camino por recorrer, pero en los últimos años se han con-
cretado mayores espacios que no eran posibles visualizar en el marco de
los conflictos armados, o en el de gobiernos que negaban la existencia de
una multietnicidad o que bien la diluían en la cuestión campesina. Como
parte de este proceso, se han creado instancias regionales que articulan las
distintas iniciativas de pueblos indígenas y campesinos a las cuales nos re-
ferimos a continuación.

Consejo Indígena de Centroamérica - CICA-

Los orígenes del CICA se remontan hacia 1993 con la Mesa Coordi-
nadora Indígena creada en el marco del primer encuentro de líderes indí-
genas de Centroamérica. La organización tuvo como fin aunar esfuerzos
y criterios para asumir una agenda común de desarrollo y crear las condi-
ciones necesarias para el establecimiento de un organismo regional. En
1994 se conforma provisionalmente el Consejo Indígena de Centroaméri-
ca (CICA), que se instala formalmente en julio de 1995, como una inicia-
tiva propia de los pueblos indígenas frente a las tendencias del desarrollo
prevalecientes en esos años (CICA, 2001).

La organización cuenta con siete consejos miembros que son: Coor-
dinadora Nacional de los Pueblos Indígenas de Panamá –COONAPIP-,



Mesa Nacional Indígena de Costa Rica –MNICR-, Movimiento Indígena
de Nicaragua –MIN-, Confederación de Pueblos Autóctonos de Honduras
–CONPAH-, Consejo Coordinador Nacional Indígena de El Salvador
–CCNIS-, Consejo Indígena Nacional de Belice y Comité para el Decenio
del Pueblo Maya en Guatemala –CDPM-.

Los principios de la institución recogen las demandas de los movi-
mientos indígenas en cada uno de los países del área, tales como los dere-
chos de los pueblos en el marco de lo multicultural y multilingüe, así co-
mo el fortalecimiento de la unidad dentro de la diversidad para promover
la coexistencia dentro de la sociedad en igualdad de condiciones. Los fi-
nes se orientan hacia representación, promoción y propuestas de aquellas
estrategias que permitan la formulación de políticas de desarrollo cohe-
rentes con la visión de los pueblos indígenas, que les permita salir de la
pobreza a la cual históricamente han estado sometidos (Ibíd. 3). 

Los ejes de la visión indígena del desarrollo giran alrededor de la cos-
movisión, que entrelaza el universo, la naturaleza y la humanidad, lo cual
constituye al mismo tiempo la base ética moral sobre la cual se asientan
las estrategias de desarrollo impulsadas a través del enriquecimiento mu-
to entre las culturas y pueblos (Ibíd.). Algunos de los puntos prioritarios
para el desarrollo de estos pueblos, a nivel de políticas, se dirigen hacia
rediseñar las relaciones con la cooperación en materia de negociación,
tecnología y trabajo. Las propuestas son las siguientes:

Promover la relación directa entre la cooperación y las organizacio-
nes indígenas para evitar a los intermediarios que puedan tergiversar
las necesidades de las comunidades. Crear mecanismos para fortale-
cer y potenciar el autodesarrollo y la autodeterminación de los pue-
blos indígenas que signifique mayores niveles de autonomía. Así mis-
mo, se considera de suma importancia la valorización del conoci-
miento tradicional y la defensa de la propiedad intelectual. En la re-
lación con los entes de cooperación, se considera necesaria la flexibi-
lización de la contratación de personal en aquellos casos donde hayan
limitantes de formación especializada o acreditación de experiencias.
Con este marco se pretende también promover el diálogo intercultu-
ral y ampliar los espectros de la cooperación a fin de no limitarse al
campo de lo económico (Ibíd.: 6-8).

Asociación Coordinadora Indígena y Campesina de 
Agroforestería Comunitaria Centroamericana –ACICAFOC-

ACICAFOC es una instancia regional muy dinámica cuyos orígenes
se ubican hacia 1990, cuando diversas organizaciones indígenas y campe-
sinas en Centroamérica plantean la necesidad de aunar esfuerzos en mate-
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ria agrícola y forestal desde un enfoque comunitario. Es en 1994 cuando
la iniciativa se materializa, fomentando así el intercambio de experiencias
dentro de las distintas actividades productivas propias del sector rural.
Con este proceso, se han logrado consolidar espacios en cuanto a diálogos
con los gobiernos, así como el reconocimiento como instancia representa-
tiva ante la Comisión Centroamericana de Bosques.

Parte de las áreas de trabajo de esta instancia se relacionan con la
cuestión del manejo comunitario de los recursos naturales, como estrate-
gia para el desarrollo sostenible. Hay que agregar que esto deriva no ne-
cesariamente de una especialización institucional, sino que viene dado,
como ya hemos reiterado, en la inserción de los sistemas naturales dentro
de las estrategias de supervivencia de los sectores más vulnerables de la
sociedad y que se ubican mayoritariamente dentro del sector rural.

Lo que ACICAFOC busca es fortalecer la incidencia en políticas di-
rigidas hacia el sector rural, así como el apoyo a las iniciativas relaciona-
das con el acceso, uso y manejo de recursos naturales. De igual forma,
pretende estimular la creación de sistemas financiamiento local y fomen-
tar el desarrollo humano que permite una mejor condición de vida para los
grupos indígenas y campesinos de la región. Actualmente, esta instancia
tiene una participación efectiva dentro de lo que se ha denominado el Co-
rredor Biológico Centroamericano.

LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN LOS ACUERDOS 
INTERNACIONALES (origen histórico y la pertenencia)

Uno de los convenios internacionales relativos a pueblos indígenas es
el N.o 169 de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, que trata so-
bre los pueblos indígenas y tribales en países independientes. Los criterios
para identificar lo que es un pueblo indígena considera en primer lugar la
configuración histórica del grupo y sus instituciones. En la parte primera,
correspondiente a la política general, artículo uno y párrafo b, identifica a
los pueblos indígenas como aquellos que descienden de poblaciones que
habitaban en el país o en una región geográfica a la que pertenece el país
en la época de la conquista o colonización o del establecimiento de las ac-
tuales fronteras estatales. Así mismo, considera que cualquiera sea su si-
tuación jurídica, estas poblaciones conservan sus propias instituciones so-
ciales, económicas y políticas.

En este apartado también se considera el factor de la representación
social que sobre sí mismo tiene el grupo. Según el convenio, la concien-
cia de la identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio funda-
mental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones
del convenio.
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Este instrumento ha servido de referencia a partir del cual se tratan de
orientar las políticas que se focalizan en pueblos indígenas. Sin embargo,
el acuerdo en su universalidad presenta la dificultad de cómo hacerlo per-
tinente en Estados multiculturales donde la diferencia demográfica entre
pueblos indígenas y mestizos, no es sustantiva. De tal cuenta, lo que el
convenio plantea va asociado también con la discusión entre las posicio-
nes relativas a lo que se entiende por multiculturalidad e interculturalidad.

MULTICULTURALIDAD E INTERCULTURALIDAD 

En los últimos años, hay una mayor discusión acerca del carácter
multicultural de los Estados centroamericanos, que también se plantea co-
mo una reivindicación del movimiento social ante el Estado (como apara-
to), que jurídicamente aún no reconoce tal condición. El multiculturalis-
mo según García Ruiz (1998), es una forma de organización de la coexis-
tencia de grupos étnicos en un espacio nacional. Esta situación plantea el
problema desde un plano eminentemente político, en el cual el Estado es
el eje de referencia. 

Para el autor, existen cuatro formas por las cuales el Estado se presen-
ta de acuerdo con determinada composición étnica de una sociedad. En
primer lugar se encuentra el Estado monoétnico donde las pertenencias y
el territorio son uniformes; luego se encuentran los Estados fraccionarios
que se caracterizan por la presencia de una etnia configurando varios Es-
tados. Un tercer tipo son los Estados pluriétnicos donde varios grupos ét-
nicos o lingüísticos se integran dentro de un mismo territorio (que en me-
nor o mayor grado es el caso de la región). Por último se encuentran los
anaétnicos, que se conforman cor otros elementos sociales que no involu-
cran necesariamente los étnicos (Ibíd.).

Para Mayen, la multilculturalidad implica dos cosas. La primera es la
aceptación y el reconocimiento de las particularidades de las culturas, que
permitan su desarrollo diferenciado. Comprende, además, que los grupos
que tradicionalmente han hegemonizado los espacios de poder, permitan
la inclusión de otros sectores de la población mantenidos históricamente
al margen, para lo cual se requiere la formulación de la nación guatemal-
teca como pluricultural, multiétnica y multilingüe.

Las diferencias entre multiculturalidad e interculturalidad es el carác-
ter relacional. En el primer caso, los grupos étnicos o lingüísticos se pre-
sentan como configuraciones cuyos límites se identifican a partir de las di-
ferencias, por las cuales es posible identificarlas y ubicarlas territorial-
mente. Lo que no nos dice tal posición, es la lógica de las relaciones so-
ciales que se desarrollan en contextos culturalmente diferenciados. En el
segundo caso y de acuerdo con Giménez (2000:31), la interculturalidad
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enfatiza sobre las convergencias existentes, que en términos relacionales
significa armonía entre las culturas, o bien, intercambios positivos y con-
vivencia social entre actores culturalmente diferenciados.

En el plano político, la interculturalidad es “ la promoción sistemáti-
ca y gradual desde el Estado y desde la sociedad civil, de espacios y pro-
cesos de interacción positiva que vayan abriendo y generalizando relacio-
nes de confianza, reconocimiento mutuo comunicación efectiva, diálogo
y debate, aprendizaje e intercambio, regulación pacifica del conflicto,
cooperación y convivencia” (Ibíd.:26).

IMPLICACIONES DE LA PLURICULTURALIDAD EN 
LA POLÍTICA PÚBLICA EN CENTROAMÉRICA

Hasta el momento, el rezago en el desarrollo humano se impone co-
mo el criterio más generalizador para toda la sociedad en la región, que si
bien impacta más a los grupos indígenas y comunidades étnicas, también
otros sectores de la sociedad lo padecen, considerando las brechas socia-
les características de nuestras sociedades de acuerdo con la subordinación
estructural a la cual han sido sometidos históricamente.

Los nuevos espacios que se han ganado en el marco de la institucio-
nalidad democrática, luego de finalizados los conflictos armados en Nica-
ragua, El Salvador y Guatemala, abren las posibilidades para una nueva
forma de relacionamiento entre la sociedad civil y el Estado. Esto mani-
fiesta que el tratamiento de la cuestión étnica en el desarrollo, más allá de
lo que los datos manifiestan en cuanto a las condiciones de vida, es una
reflexión y es una acción eminentemente política.

Por una lado, está la pertinencia de la focalización o la transversali-
dad de la cuestión étnica en las políticas públicas, de acuerdo con los con-
textos nacionales de multietnicidad. Para esto se requiere situar quién es
el sujeto de la acción pública y quién lo define, situación que hasta el mo-
mento no tiene un criterio formal consesuado. Con esta deficiencia resal-
ta el papel del movimiento social en cuanto al posicionamiento de las de-
mandas y los ámbitos de aplicación.

Lo anterior debe reflejarse en los proyectos de nación, en los cuales,
se supone, se integran los sectores y se definen los roles. Es evidente que
uno de los puntos de partida son los Acuerdos de Paz, que en el caso de
Guatemala, ha sido el único instrumento político que hasta el momento ha
permitido a los pueblos indígenas el ser considerados positivamente en
sus diferentes manifestaciones.

Los ritmos en cuanto al tratamiento de lo étnico y la complejidad que
esto representa en la administración de la pluriculturalidad, tienen que ver
con la movilización social y la representatividad demográfica de los gru-
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pos que componen cada país. Para toda Centroamérica, Guatemala que
contiene una población indígena mayoritaria, la discusión y el tratamien-
to político del tema, si bien presenta avances significativos, estos no co-
rresponden con la dinámica de deterioro social y pobreza que aqueja a la
mayor parte de la población.

Estas inflexiones vienen motivadas por el nuevo papel de las insti-
tuciones en la globalización. El Estado que sigue siendo el ente políti-
co sobre el cual gira el orden social, se encuentra en proceso de recon-
figuración, de acuerdo con las demandas internas de democratización
de sus estructuras y a los requerimientos de la sociedad globalizada. Se-
gún Willem Assies (et al., 2001), estos ajustes presentan que ciertas
funciones públicas sean absorbidas por mecanismos transnacionales, y
otras respondan a las políticas de descentralización y privatización.

El movimiento indígena ha logrado abrir espacios importantes pa-
ra el posicionamiento político de sus demandas. Sin embargo, en cada
país del área, la intensidad para la consecución de sus objetivos estra-
tégicos tiene que ver también con el proceso de recuperación de su me-
moria histórica, lo cual implica que la relación con el movimiento so-
cial no presenta un patrón común. En Nicaragua, a pesar de las adver-
sidades, la población indígena y las comunidades étnicas tienen una
presencia sustantiva; mientras que en Costa Rica, Honduras y El Salva-
d o r, se presenta un proceso de resurgimiento y revalorización social y
cultural, frente a políticas de “olvido”. En Guatemala, el movimiento
indígena presenta un patrón fragmentado, que es la misma situación de
los demás sectores que componen el movimiento social.

En este marco, las demandas de nuevas formas de participación so-
cial en la toma de decisiones políticas y la inserción progresiva de las
comunidades en las lógicas de mercado, van priorizando las acciones
públicas de corto, mediano y largo plazo. De acuerdo con las caracte-
rísticas de la región centroamericana, son varias las cuestiones que re-
quieren de la atención institucional y que además coinciden con las de-
mandas de otras configuraciones étnicas alrededor del planeta2 1.

Dado que la población indígena y comunidades étnicas en la región
se encuentran en zonas naturales estratégicas para el desarrollo económi-
co de los países, es importante implementar medidas sobre la seguridad
territorial, que involucra la garantía de la propiedad, el acceso y control de
los recursos naturales que son importantes para la reproducción social de
las comunidades.
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La legislación que existe aún presenta vacíos que han sido denuncia-
dos por las organizaciones de los movimientos sociales de base étnica. A
nivel de instrumentos internacionales, hay avances progresivos en mate-
ria de derechos humanos, discriminación y desarrollo social, algunos de
los cuales han sido ratificados total o parcialmente por los países. En tal
sentido, es importante que de acuerdo con cada contexto, estos sean incor-
porados en la negociación, diseño y aplicación de política públicas orien-
tadas a minorías étnicas o realidades significativamente multiétnicas.

La autoderminación es un asunto que genera controversias en Cen-
troamérica, por las interpretaciones que se expresan en torno a su carácter
secesionista o en a cuanto a políticas de justicia social para con los pue-
blos indígenas en torno a una visión unitaria de nación. La experiencia ni-
caragüense es la única que presenta, desde el inicio, este tipo de reflexión
que permite comparar los alcances y limitaciones de una política estruc-
tural de tal naturaleza. Sin embargo, esta es una demanda de las organiza-
ciones en cada país y a nivel centroamericano que debe ser sopesada en
los proyectos de nación y en las estrategias de gestión pública.

En aspectos más concretos, y sobre la base de la pertinencia de los
modelos de desarrollo que se presentan en contextos de multietnicidad, se
considera importante la universalización de la educación primaria y la am-
pliación de la educación bilingüe que les permita a la niñez y a los jóve-
nes, mejores opciones de empleo en el futuro. 

De la misma forma, la promoción de los fondos de inversión para for-
talecer la organización social y para estimular la iniciativas productivas y
comerciales, son acciones necesarias para diversificar de forma efectiva
las economías locales de los pueblos indígenas, principalmente para aque-
llos grupos cuya subsistencia gira únicamente alrededor de la explotación
de la tierra o de la explotación de recursos marino costeros limitados.

La orientación del desarrollo y sus implicaciones para los pueblos in-
dígenas no puede asumirse como la aplicación de un conjunto de prácti-
cas aisladas, que no se sustentan en un proyecto de nación y en una visión
integradora de la sociedad. Como se ha descrito, el contexto de multiéni-
cidad en la región se enmarca en un proceso histórico y se inserta en una
dinámica estructural que ha representado la marginalidad y exclusión de
sectores importantes de la sociedad. Tal situación obliga al tratamiento po-
lítico del desarrollo y, por ende, el papel que el Estado debe representar en
tales condiciones.
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CAPÍTULO II
LA POBREZA URBANA

EN AMÉRICA CENTRAL:
EVIDENCIAS E INTERROGANTES DE

LA DÉCADA DE LOS 90
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Tradicionalmente se han considerado las zonas urbanas, y especial-
mente las metropolitanas, como los espacios propicios para escapar a la
pobreza. Ahí se han concentrado las oportunidades de empleo y los traba-
jos mejor remunerados así como los servicios públicos, especialmente los
educativos que son los que permitían la movilidad social. De hecho, estas
ideas han conformado el imaginario de numerosos migrantes: se escapaba
de la pauperización en áreas rurales buscando un empleo en la ciudad que
permitiera la superviviencia de su hogar y, sobre todo, el acceso educativo
de los hijos que tendrían la posibilidad de obtener mejores ocupaciones y
lograr así la integración social. De esta manera, se mostraba que los me-
dios citadinos eran el escenario de la modernidad latinoamericana.

Esta es, en efecto, una imagen de la modernización que podemos ca-
lificar como nacional, o sea, la que tuvo lugar en las décadas antes de las
crisis de los 80 y que buscaba la constitución de la Nación a través del Es-
tado. Sabemos que esta historia feliz no siempre acaeció y hubo pobreza
persistente en los medios urbanos. La crisis de los 80, que afectó a la re-
gión, cuestionó toda esta dinámica ya que fue en los medios urbanos don-
de hubo un mayor incremento de la pobreza por haber sido, justamente,
el escenario de la modernidad y, por tanto, de una mayor mercantilización
de las relaciones sociales. Con la aplicación de programas de ajuste estruc-
tural está emergiendo un nuevo modelo acumulativo que conlleva una
nueva modernización que vamos a denominar globalizada. Este nuevo
contexto plantea nuevos interrogantes respecto a la pobreza urbana: ¿si-
guen siendo los medios citadinos los espacios con mayor posibilidad de



integración social?, ¿persiste pobreza en tales medios?, ¿cuál puede ser su
evolución en el futuro?

En este texto queremos comenzar a responder estos interrogantes te-
niendo como referente empírico una de las regiones latinoamericanas
donde la pobreza ha alcanzado mayores cuotas: América Central. Uno de
los principales problemas en tal intento es optar por los distintos aborda-
jes analíticos del fenómeno de la pauperización. En nuestro caso, nos he-
mos inclinado por el enfoque basado en la línea de pobreza que prioriza
la obtención de ingresos para la satisfacción de necesidades y que remite
al mercado de trabajo como uno de los principales ámbitos para entender
los procesos de (des)integración social. La razón es tanto de orden prácti-
co como analítico. 

Por un lado, la información disponible que permite la comparación
entre los países de la región, privilegia este método. No obstante, es im-
portante reseñar un par de problemas de orden metodológico con este mé-
todo que atañen a Centroamérica. En primer lugar, no en todos los países
se han aplicado de manera periódica encuestas de hogares que constituyen
la fuente primaria para estimación de la pobreza. De hecho, solo en Cos-
ta Rica y Honduras se han realizado para todos los años de la década de
los 90, que es el período que privilegiamos en este trabajo. Panamá las tie-
ne desde 1991; El Salvador, a partir de 1995, ya que para el primer lustro
la cobertura de las encuestas era solo urbana; y en los casos nicaragüense
y guatemalteco se tienen solo dos observaciones: 1993 y 1998 para el pri-
mero, y 1989 y 1998 para el segundo. Señalemos también que la encues-
ta guatemalteca de 1998 no es, estrictamente, de hogares, sino de ingresos
y gastos, lo cual tiene ventajas claras para la estimación de la línea de po-
breza, pero plantea problemas para su comparación con los datos de 1989.
Y en segundo lugar, hay que tomar en cuenta las realidades centroameri-
canas, especialmente los cuatro países septentrionales de la región, en un
doble sentido que afecta la estimación de ingresos del hogar. Por un lado,
está el hecho de que un porcentaje no despreciable de los ingresos no son
de origen salarial y corresponde a actividades no empresariales donde la
estimación de excedente es problemática. Y, por otro lado, no hay que ol-
vidar el fenómeno de las remesas que, como veremos más adelante, tie-
nen gran importancia en la superación de la indigencia y de la propia po-
breza. Por consiguiente, la información manejada debe ser tomada con la
debida cautela. 

Pero hay otra razón, más importante por ser de orden analítico, para
optar por el método de la líneade pobreza. Se puede decir que durante dé-
cadas ha operado, en América Latina, un cierto triángulo armonioso que
relacionaba mercado laboral con políticas sociales y situación de bienes-
tar. En concreto, tal triángulo se materializaba en la mutua interrelación de
tres fenómenos: empleo formal, regulación estatal e integración social.
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Urbanización y movilidad social posibilitaron la constitución de una ciu-
dadanía social que se procesaba a través de ciertos segmentos del merca-
do laboral urbano y que el Estado consolidaba, especialmente, a través de
la cobertura de la seguridad social. Obviamente, distintas modalidades de
modernización (temprana, acelerada y tardía), y los correspondientes arre-
glos a escala nacional, dieron resultados diferentes en cada país (Mesa-
Lago, 1994; Roberts, 1996). Esta triangulación se ha visto cuestionada
desde la crisis de los años 80. Al respecto, se puede decir que se han r e-
definido dos relaciones separadas en términos de integración social. Por un
lado, la intervención estatal se ha orientado hacia una construcción de ciu-
dadanía social que no necesariamente pasa por la estructura del empleo. La
lógica de focalización que configuran, desde hace algunos años, las políti-
cas sociales en la región, interpela directamente grupos sociales (preferen-
temente, pobres extremos) en términos de ciertos tipos de carencias (edu-
cación y vivienda, principalmente). Y, por otro lado, la sustitución del Es-
tado por el mercado, ha hecho de este el centro de la construcción societal.
En este sentido, el mercado laboral emerge, con más fuerza que antaño, en
configurar las dinámicas de (des)integración social. De ahí que el método
de línea de pobreza presenta ventajas analíticas. 

Partiendo de estas premisas, el presente texto tiene cinco apartados. En
el primero se procura contextualizar la región en términos de cómo le afec-
tó la crisis de los 80 y cuáles fueron las estrategias de ajuste estructural que
comenzaron a aplicarse. En un segundo apartado intentamos ofrecer una
imagen de la evolución y características de la pobreza urbana desde los 80,
enfatizando la década de los 90, que es el período que nos interesa. En el
tercer acápite procuramos identificar cuáles son los cambios en la dinámi-
cas laborales de la región, resaltando sus impactos en los medios citadinos,
para desarrollar, en un cuarto apartado, una serie de reflexiones sobre la po-
breza urbana que está configurándose en Centroamérica y su posible evo-
lución. Finalizamos intentanto identificar áreas claves de intervención pa-
ra políticas públicas tendientes a reducir la pauperización urbana.

L A CRISIS DE LOS 80 
Y LOS AJUSTES ESTRUCTURALES EN CENTROAMÉRICA

La crisis de los 80 en la región se caracteriza por cuatro fenómenos
que merece la pena recordar en el ánimo contextualizador que persigue es-
te primer apartado.

En primer lugar, se debería resaltar que la crisis de los 80 representa uno
de los momentos claves del desarrollo histórico de la región desde su inde-
pendencia. El primero de estos hitos lo constituyeron las reformas liberales
y el comienzo del predominio económico del café hacia el tercer c u a r t o
del siglo pasado. Un segundo momento lo representó 1930 con el inicio de
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la depresión económica y la desaparición del Estado oligárquico liberal,
mientras que el movimiento democrático de mitad de los 40 supuso un ter-
cer hito. Y el cuarto gran momento ha sido, justamente, la crisis de los 80
( B u l m e r-Thomas, 1979). Por consiguiente, se podría decir que la coyuntu-
ra de la década de los 80 se inscribe en un ciclo histórico de largo alcance.

Segundo, tomando en cuenta esta perspectiva, es importante recordar
los resultados de los dos momentos previos, según lo mencionado en el
párrafo precedente, a la actual crisis. Respecto a la depresión de los años
30, se han formulado tres proposiciones: no hubo cuestionamiento del sis-
tema de dominación oligárquica; los efectos prolongados de la crisis eco-
nómica tuvieron causas políticas debido al comportamiento ortodoxo y
conservador de las clases dominantes; y, el fin de la depresión económica
restableció la conducta productiva de la oligarquía. En cuanto al tercer
momento, lo importante que se debe resaltar es que las luchas antidictato-
riales de los 40, en las que se reivindicó la democracia casi como sinóni-
mo de sufragio libre, no se completó en ningún país centroamericano, con
la excepción costarricense (Torres-Rivas, 1987). De hecho, la manera co-
mo quedó planteada la crisis oligárquica explica el desarrollo de cada so-
ciedad centroamericana (Torres-Rivas, 1984).1 Los resultados de estos
dos momentos llevaron a una doble transición. En el plano de lo político
se evolucionó hacia el autoritarismo que degeneró en el terrorismo de Es-
tado y, en lo económico, las redefiniciones del modelo primario-exporta-
dor dieron lugar a sociedades más heterogéneas socio-económicamente
(Torres-Rivas, 1987). Es decir, la economía cambió parcialmente pero no
el modo de control político (Torres-Rivas, 1984).

Tercero, en lo económico hay que tener en cuenta que las transforma-
ciones se dan siempre dentro del modelo agrario-exportador. Este evolu-
ciona según cinco fases: la del predominio abrumador del café y el bana-
no entre las décadas del 20 y el 50; la de la diversificación de la agricul-
tura de exportación en los 50; la de la industrialización sustitutiva de im-
portaciones en un marco de integración regional en la década siguiente; y
la del inicio del desarrollo de exportaciones no tradicionales en los 70
( B u l m e r-Thomas, 1979). Este modelo implica una serie de rasgos (alto
peso del sector comercial externo, crecimiento concentrador y e x c l u y e n-
te, agotamiento del modelo industrializador y limitada intervención esta-
tal) que pueden ser considerados como los antecedentes estructurales de la
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crisis de los 80. Los desajustes (crecimiento del desempleo y el subempleo,
deterioro del salario real, fuga de capitales, etc.) de estos antecedentes se
manifestaron de manera clara a finales de los años 70 y en la siguiente dé-
cada se vieron potenciados por la incidencia de desajustes de origen exter-
no (deterioro de los términos de intercambio, descenso de la demanda de
productos de exportación en el mercado mundial, etc.) (López, 1986).

Cuarto, en los 60 y los 70 se frustraron los intentos democratizadores,
a la vez que los sectores populares sufrieron la represión cada vez que in-
tentaron organizarse políticamente (Torres-Rivas, 1984). Como conse-
cuencia de esta ausencia de apertura del sistema político, el rasgo más im-
portante de la política en la región durante la década de los 70 fue la irrup-
ción violenta de las masas populares (Torres-Rivas, 1985).

Por consiguiente, la crisis de los años 80, que tiene fundamentalmen-
te una expresión política, aparece como la conjunción de dos procesos. Por
un lado, manifiesta la vieja crisis oligárquica no resuelta por la renovación
b u rguesa. Y, por otro lado, la propia crisis capitalista desatada por las luchas
populares como respuesta al autoritarismo estatal (Torres-Rivas, 1987).

Si bien esta crisis tuvo una manifestación fundamentalmente política,
sus efectos pauperizadores, como veremos en el próximo apartado, fueron
devastadores. En el ánimo contextualizador de este acápite, es importante
referirse a las dinámicas laborales, gestadas desde los años 50 del pasado
siglo, ya que en ellas se pueden identificar las causas estructurales de la
amplia pobreza que ha afectado, históricamente, a la región.

Comenzando con el agro, lo primero por destacar fue la propia mo-
dernización de los dos cultivos que habían dominado las economías cen-
troamericanas: el café y el banano. En el primer caso, la modernización
siguió dos vías. Por un lado, se dio expansión hacia nuevas tierras como
en Honduras debido a la existencia de una amplia frontera agrícola. Hubo
uso generalizado de mano de obra asalariada, con participación de traba-
jadores familiares y supervisión directa del productor (Baumeister, 1994).
Por otro lado, cuando tal expansión no fue posible, como acaeció en Gua-
temala y —sobre todo— en El Salvador, se optó por la tecnificación. El
impacto sobre el empleo fue ambiguo: se incrementó la demanda de ma-
no de obra, pero, a la vez, se redujo la necesidad de trabajadores perma-
nentes. Además, se impuso un control mucho más rígido sobre los costos
laborales lo que supuso una férrea oposición, por parte de los cafetaleros,
a toda forma de organización de jornaleros. La historia del banano fue otra
y estuvo signada por una importante reducción de empleo (casi la mitad
de los puestos de trabajo en las principales compañías bananeras se per-
dieron) debido a la competencia de la producción ecuatoriana (resultado
del desarrollo de tierras vírgenes ante el impacto de la plaga de la sigato-
ka) y la introducción de técnicas más intensivas en capital (Bulmer-Tho-
mas, 1989). Pero, por supuesto, el gran impulso modernizador tuvo lugar
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con las nuevas agroexportaciones: algodón, caña y carne vacuna. Lo im-
portante por resaltar es que se operó un cambio importante en la unidad
agropecuaria y en su relación con los dos factores básicos productivos: la
tierra y el trabajo. Estos se vieron relativizados por el uso de tecnología
avanzada, el incremento de la relación capital/tierra y la elevada rotación
de capital invertido en insumos (PREALC, 1986). Su efecto en el empleo
fue la generalización de la estacionalidad de la mano de obra.

Es decir, la modernización del agro centroamericano conllevó la con-
solidación del binomio: grandes fincas agroexportadoras y pequeñas pro-
piedades para fines de subsistencia.2 Esto dio lugar a que la dinámica del
empleo estuviera signada por cuatro fenómenos. En primer lugar, los
puestos de trabajo generados en el sector agrícola durante este período
modernizador fueron escasos. Segundo, se mantuvo la estructura de inser-
ción ocupacional ya que a inicios de los ochentas todavía un poco más de
la mitad de la fuerza laboral se ubicaba en pequeñas parcelas como traba-
jadores familiares. Tercero, el sector moderno (fincas dedicadas a produc-
tos de exportación) generaba pleno empleo por períodos cortos de tres a
cuatro meses, correspondiendo con las temporadas de cosecha demandan-
do mano de obra temporal. El excedente laboral era revertido al sector
campesino tradicional que, dada su baja productividad, se caracterizaba
por un alto subempleo. Es esta combinación de temporalidad del pleno
empleo en el sector moderno, con alto subempleo en el sector tradicional,
lo que el análisis del PREALC (1986) identificó como el problema bási-
co del agro centroamericano. Y, cuarto, la remuneración de los trabajado-
res permanentes en fincas no estaba asociada al desarrollo de la producti-
vidad, sino a las condiciones del mercado influido por la sobreoferta de
trabajadores eventuales. Por su parte, los salarios de estos últimos servían,
junto con la diversificación hacia actividades no agrícolas, para intentar
compensar el deterioro del ingreso campesino.

El otro momento modernizador, durante estas décadas, lo constituyó
el desarrollo de un proceso industrialización basado en el modelo sustitu-
tivo de importaciones, como se había aplicado ya en otras latitudes lati-
noamericanas. Este incorporó tres elementos inéditos con relación a eta-
pas previas de acumulación en Centroamérica: fue una actividad predomi-
nantemente urbana y no rural; se desenvolvió en un marco protegido por
lo que la resistencia empresarial a las demandas salariales no fue tan rígi-
da; y su mercado tuvo alcance regional (Bulmer- Thomas, 1989).
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Tres son los fenómenos por señalar en términos de dinámicas de em-
pleo de ese proceso industrializador. Primero, a pesar de un incremento
sostenido de las ocupaciones industriales fabriles, no parece que se operó
un desplazamiento significativo de la actividad artesanal que mantuvo pe-
sos entre el 43,9%, en El Salvador, hasta el 68,4%, en Guatemala, del em-
pleo industrial total a mediados de los 70 (PREALC, 1986: cuadro 21).
Este fenómeno parecería responder a dos causas: por un lado, la industria
moderna sustituyó, fundamentalmente, importaciones extrarregionales; y
por otro lado, la artesanía se habría beneficiado del desarrollo urbano in-
ducido por la industrialización (Bulmer-Thomas, 1989). La urbanización
de los mercados de trabajo es el segundo fenómeno por destacar, con un
peso creciente de los centros metropolitanos. Así, ya para los 70, el em-
pleo metropolitano oscilaba entre 40,2 %, para San José, hasta 47,0%, pa-
ra Managua, del total del empleo urbano; por su parte, Tegucigalpa y San
Pedro Sula3 concentraban el 65,4% (Pérez Sáinz, 1999. cuadro 10). Y, fi-
nalmente, hay que mencionar el incremento del empleo público, expre-
sión más nítida de terciarización laboral. Fue en Costa Rica donde tal fe-
nómeno tuvo, realmente, significación con un crecimiento entre 1950 y
1983, del 6,7% anual (PREALC, 1986: 80). Pero, esta modernización en
las áreas urbanas fue limitada y, sobre todo, de corta duración. Ya en la dé-
cada de los 70, en todos los países, el crecimiento del empleo urbano ten-
día a sustentarse en el desarrollo de ocupaciones informales, mostrando
así una creciente precarización del empleo y prefigurando así el escenario
de la crisis de los 80 (Pérez Sáinz, 1999).

Por consiguiente, de las primeras décadas de modernización se pue-
den concluir tres hechos. Primero, hubo modernización laboral en toda la
región aunque sus expresiones fueron desiguales y no todos los países al-
canzaron igual nivel de modernización. Segundo, en el agro se consolidó
una dinámica perversa cuyo resultado principal fue la generalización de la
pobreza. Y tercero, las posibilidades de contrarrestar esta dinámica me-
diante el desarrollo de empleo formal en las ciudades fue insuficiente y de
corta duración y las zonas urbanas se vieron también sumidas en tenden-
cias laborales generadoras más bien de pauperización.

Hemos señalado que la crisis de los 80 en la región tuvo fundamen-
talmente una expresión política, lo cual también se expresó en que las re-
formas propias de ajustes estructurales, que a partir del denominado C o n-
senso de Washington se comenzaban a implementar en toda América Lati-
na, se postergaran en Centroamérica por dos razones. Por un lado, su im-
plementación hubiera complicado los conflictos bélicos, prologándolos.
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Y, por otro lado, de manera compensatoria existió un importante flujo de
ayuda externa, especialmente por parte de las administraciones republica-
nas de los Estados Unidos, que tenían un claro propósito contrainsurgen-
te. Es decir, la región tuvo una suerte de renta geopolítica que le permitió
tal postergamiento. El país más beneficiado por esta renta fue, sin duda,
Costa Rica, que, ante la ausencia de conflicto bélico en su propio territo-
rio, inició procesos de reformas manteniendo dos características muy pro-
pias del desarrollo de este país: consenso y gradualismo.

Pero ya a fines de los 80 e inicios de los 90, con el horizonte de fina-
lización de los conflictos bélicos, se iniciaron las primeras experiencias de
ajuste estructural. Como ha señalado Sojo (1999), varios son los rasgos
que hay que destacar. Primero, hubo distorsión de propósitos ya que el én-
fasis se centró sobre el Estado cuando el papel de este en el modelo pre-
vio no fue central. El resultado ha sido la impronta de un fuerte sesgo an-
tiestatista en el nuevo modelo. Segundo, como corolario de ello, se prio-
rizó el problema del desequilibrio fiscal. Y tercero, como la capacidad re-
caudadora ha sido históricamente muy limitada en la región, el ajuste se
llevó a cabo del lado de los gastos. Esta estrategia ha tenido como conse-
cuencia que sea el gasto social el que haya salido más perjudicado con sus
consecuencias empobrecedoras inevitables. Obviamente, esta imagen de-
be ser matizada según el país, representando Guatemala y Costa Rica los
extremos del espectro regional.

Añadamos, para concluir este apartado de contextualización, que las
estrategias de ajuste han buscado propiciar la emergencia de un nuevo
modelo donde las actividades exportadoras, especialmente de nueva natu-
raleza, se erigieran en los nuevos ejes acumulativos. En el tercer apartado
abordaremos estas actividades, viendo su impacto en términos de empleo
que es el nexo que nos sirve para relacionar el nuevo modelo y sus efec-
tos en términos de (des)integración social. 

LA EVOLUCIÓN DE LA POBREZA URBANA

Primeramente hay que mencionar que, como en el resto de América
Latina, la región centroamericana se caracterizó por su urbanización co-
mo una de las expresiones más genuinas de la modernización nacional.
Para 1980, Nicaragua aparecía como el país más urbanizado, con el 53,4%
de su población viviendo en áreas citadinas, mientras Honduras represen-
taba el extremo opuesto (35,9%). El resto de los países se ubicaba en po-
siciones intermedias: Panamá (50,6%), Costa Rica (46,0%), El Salvador
(41,5%) y Guatemala (38.5%) (Menjívar Larín y Rodríguez Román,
1998: cuadro I.5).

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

70



JUAN PABLO PÉREZ SÁINZ

71

Cuadro 1
América Central: Estimaciones de pobreza en 1980

(porcentajes)

País Nacional Urbana 

Total pobreza Indigencia Total pobreza Indigencia 

Guatemala 71,1 39,6 47,0 16,8 

El Salvador 68,1 50,6 57,6 44,5 

Honduras 68,2 56,7 43,9 30,6

Nicaragua 61,5 34,7 45,6 21,6

Costa Rica 24,8 13,6 13,6 7,4

Panamá 53,9 23,7 42,9 11,8

Fuente: Gallardo y López (1986: cuadros 1.8 y 1.12)

Para ese mismo momento, el cuadro 1 nos muestra la incidencia de la
pobreza en la región, a inicios de los 80, como resultado de tres décadas de
modernización cuyas consecuencias socio-económicas apuntamos en el
apartado precedente. 

Lo primero por resaltar es que la mayoría de la población centroame-
ricana se encontraba sumida en la pauperización a inicios de esa década.
Hay que destacar además que en El Salvador y Honduras un poco más de la
mitad de los hogares se encontraba en situación de indigencia, acentuando
el dramatismo de la pauperización. La gran excepción era Costa Rica, don-
de acaecía la situación inversa. Varios factores explicarían esa diferencia.
Primero, la dinámica perversa del empleo en el agro, mencionada en el apar-
tado precedente, fue más limitada por una estructura menos concentrada de
la propiedad en el agro, especialmente en la actividad cafetalera. Segundo,
la modernización urbana parece que tuvo mayores efectos compensadores,
especialmente, por el crecimiento del empleo público. Y, finalmente, relacio-
nado con ésto último, hubo el desarrollo de un Estado benefactor que logró
p a l i a r, en buena medida, los efectos pauperizadores del modelo acumulati-
vo. Estos niveles de pobreza se incrementan en las áreas rurales, donde, con
la excepción costarricense, la mitad o más de la población se encontraba en
estado de indigencia. En estos niveles alarmantes se encuentra el sustrato so-
cial y condición necesaria, en términos de dinámicas propias4, de los con-
flictos bélicos que acaecieron en la región. La salida política que se dio a la

3 Honduras es el único caso de sistema urbano bicéfalo de la región. 
4 Por supuesto, hubo factores exógenos que tuvieron que ver con la denominada “Guerra Fría”



crisis oligárquica de los 30 explica la condición suficiente, tal como se ha ar-
gumentado en el acápite anterior. 

La parte derecha de este mismo cuadro nos muestra la expresión ur-
bana de la pobreza que es la que nos interesa. Tres fenómenos deben ser
resaltados. Primero, en todos los países, como era de esperar, los niveles
de pauperización son menores en las áreas urbanas, además de que, excep-
to en El Salvador, la pobreza no estaba generalizada en los medios citadi-
nos. Segundo, este primer fenómeno tiene expresión distinta por país. Así,
en el caso de Costa Rica la incidencia de la pobreza era casi la mitad me-
nos de la nacional mientras que en Panamá era más de tres cuartos. Terce-
ro, también la incidencia de la indigencia era menor en áreas urbanas con
diferencias entre países. Esto supone que se puede hablar, para ese mo-
mento, de tres tipos tipos de situaciones de pobreza en los medios urba-
nos centroamericanos. La primera la representaba Guatemala y, sobre to-
do, Panamá donde la pobreza urbana era, fundamentalmente, relativa. La
segunda, era una situación con pesos similares entre pobreza relativa e in-
digencia; a este tipo de situación pertenecía Costa Rica y Nicaragua. Y, fi-
nalmente, Honduras y, especialmente, El Salvador correpondían a situa-
ciones de claro predominio de la indigencia. 

Se tiene evidencia sobre la evolución de la pobreza en el primer
quinquenio de los 80, que representó el momento de mayor agudización
de la crisis de esa década.5 Al respecto, se puede hablar de tres patrones.
El primero lo representa Panamá, donde acaeció descenso de la pauperi-
zación a escala nacional, que tuvo aproximadamente el mismo ritmo en
áreas urbanas. La segunda situación corresponde a Costa Rica, donde el
descenso, a escala nacional, del porcentaje de pauperización se acompa-
ñó, por el contrario, de un incremento de la pobreza urbana. Y el resto de
los países mostró incrementos de pobreza tanto a escala nacional como
urbana. No obstante, hay que diferenciar Guatemala ya que el incremen-
to de pobreza urbana fue inferior al nacional al contrario de los otros tres
países. Por consiguiente, esta evidencia insinúa que, en la mayoría de los
países, hubo incremento de la pobreza urbana con la crisis de los 80. A l
respecto, se puede pensar en dos causas no mutuamente excluyentes. Por
un lado, los medios citadinos, por su mayor mercantilización, fueron el
escenario donde la crisis hizo sentir con más fuerza sus efectos pauperi-
zadores. Y, por otro lado, hubo traslado de pobreza rural a las ciudades a
través de la migración. 

La evolución de la pobreza tanto a escala nacional como urbano du-
rante la década de los 90, la podemos observar en el cuadro 2. 
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que hicieron de Centroamérica uno de sus últimos escenarios.
5 Los datos provienen del estudio de Menjívar y Trejos (1992) que tiene estimaciones que no

coinciden plenamente con las del cuadro 1 de este estudio. Por esta razón vamos hacer re-



El Salvador 1995
1999

47,6
43,5 

40,0
34,0

29,5
26,4 

49,5
43,2

18,2
18,3

12,4
14,4

7,3
6,8 

16,9
16,3
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País Año Hogares bajo línea de pobrezaa Hogares bajo línea de indigencia 

Cuadro 2
América Central: Evolución de la pobreza (1990-1999) (porcentajes)

Total
país

Zonas urbanas Total
país

Zonas urbanas 

Total Resto
urbano 

Área 
metropolitana

Total Resto
urbano 

Área 
metropolitana 

Guatemala 1998 53,5 38,8 30,9 48,0 28,0 12,9 6,6 20,1 

Honduras 1990
1994
1999

75,2
73,1
74,3

64,5
69,6
65,6

54,9
63,7
58,4 

68,8
75,8
72,9

54,0
48,5
50,6

38,0
40,8
37,1

26,8
33,5
28,7 

43,0
48,6
45,6

Nicaragua 1993
1998

65,1
65,1

60,3
59,3

51,6
52,4 

67,9
64,5

43,2
40,1

32,2
30,7

24,5
24,0 

39,0
35,8

Costa Rica 1990
1994
1999

23,7
20,8
18,2

22,2
18,1
15,7

19,8
16,2
14,7 

25,1
20,5
16,8

9,8
7,7
7,5

6,9
5,6
5,4

5,0
4,3
4,7 

9,3
7,3
6,2

Panamá 1991
1994
1999

36,3
29,7
24,2

33,6
25,2
20,8

32,1
23,0
19,6 

39,5
34,7
25,8

16,0
12,0
8,3

13,9
8,7
6,6

13,5
7,6
6,3 

15,4
13,4
8,0 

a. Incluye hogares en estado de indigencia.
Fuente: CEPAL (2001, cuadro 15).

Lo primero por resaltar es que en la región se detectarían tres tipos de
situaciones en términos de pobreza a escala nacional. La situación más fa-
vorable sería la de los dos países más meridionales, Panamá y sobre todo
Costa Rica, donde a inicios de la década la pobreza no estaba generaliza-
da y a lo largo de estos años ha descendido. No obstante, en el caso cos-
tarricense hay que matizar esta conclusión, señalando que en los últimos
años de la década pasada e inicio de la presente, parecería que se ha al-
canzado cierto límite estructural en la reducción de la pobreza (Estado de
la Nación, 2002).6 La segunda situación la representaría El Salvador don-
de la pobreza ha dejado de ser generalizada y ha descendido. Hay que
mencionar que las observaciones que se tienen no cubren el primer lustro

ferencia a las tendencias sin cuantificarlas.
6 Un fenómeno que no es ajeno a la inversión insuficiente en educación que durante años ha

sufrido este país cuyos logros educativos fueron destacados a nivel latinoamericano. Este
deterioro ha supuesto que Costa Rica ha perdido, en parte, su liderazgo regional en materia



de los 90. De hecho, se ha señalado que los dos quinquenios de esa déca-
da se diferencian por su dinámica. En el primero hay una importante di-
namización del consumo debido a diversos factores (euforia consumista
después de la firma de los Acuerdos de Paz; mayores opciones de consu-
mo con la apertura económica; impacto de las remesas; y mayor interme-
diación de recursos como fruto de la modernización del sistema financie-
ro), mientras en el segundo la tendencia es hacia un crecimiento más len-
to (Rivera Campos, 2000). O sea, es probable que la reducción significa-
tiva de la pobreza haya acaecido en el primer lustro.7 En esta segunda si-
tuación se podría también ubicar a Guatemala aunque, para 1998, la po-
breza estaba aún generalizada a escala nacional.8 Y, finalmente, estarían
los dos países restantes donde los niveles de pobreza son altos y se han
mantenido, prácticamente, a lo largo de la década.9 Honduras y Nicaragua
son los dos países que muestran una situación más preocupante en térmi-
nos de la incidencia de la pauperización.

En cuanto a la pobreza urbana, su evolución mantiene patrones simi-
lares a los nacionales pero, obviamente, a niveles inferiores de pauperiza-
ción. O sea, durante los 90 los medios citadinos han seguido siendo un
contexto de menor empobrecimiento. Sin embargo, este cuadro nos per-
mite una mirada más matizada ya que se diferencia la incidencia entre
áreas metropolitanas y resto urbano. En este sentido, hay que decir que la
afirmación anterior tiene su expresión más nítida en las áreas metropoli-
tanas. De hecho, para ciertas observaciones, la incidencia de la pobreza en
el denominado “resto urbano” supera el promedio nacional: El Salvador
(1995), Honduras (1994), Nicaragua (1993), Costa Rica (1990) y Panamá
(1991 y 1999). En este sentido, se puede observar que las diferencias den-
tro de las zonas urbanas varían entre Costa Rica, donde la incidencia de la
pobreza en el resto urbano es apenas 1.1 veces mayor que en el área me-
tropolitana, y Guatemala y El Salvador donde tales diferencias son de 1,5
y 1,6, respectivamente. Es decir, se insinúa que, al menos desde un punto
de vista de la (des)integración social, el corte territorial no sería tanto lo
urbano con lo rural, sino más bien lo metropolitano con el resto del país. 

En relación con la indigencia, expresada en las columnas de la parte
derecha de este mismo cuadro, son varias las observaciones que se pue-
den hacer. Primero, al escala nacional y con la excepción salvadoreña, hay
reducción de la incidencia de la pobreza extrema destacándose el caso pa-
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educativa (Walter, 2000). 
7 A partir de estimaciones propias, Segovia (2002: cuadro 5.1) ha señalado una reducción de

la incidencia de la pobreza desde el 65,9% en 1991 al 53,0% en 1995.
8 Hay estimaciones de pauperización para 1989 que indican una tasa de pobreza relativa del

21,5% y una de indigencia del 54,0% (INE, 1991: cuadro 15). Si bien estos datos no son,
estrictamente, comparables con los de 1998 insinúan descenso de la pobreza.

9 Respecto a estos dos países, hay que recordar que la catástrofe natural más importante de la



nameño. Segundo, también el impacto de la indigencia en las áreas urba-
nas es menor que el nacional. Pero, en tercer lugar, hay que diferenciar en-
tre áreas metropolitanas y resto urbano. Al contrario de la pobreza en su
conjunto y con la excepción relativa de Honduras en 1994, la incidencia
de la indigencia en el resto urbano no es en ningún caso superior a la na-
cional. De la misma manera que en relación con la pobreza, la incidencia
de la pauperización extrema es mayor en el resto urbano, pero las diferen-
cias son más marcadas, llegando alcanzar, en el caso salvadoreño y gua-
temalteco, 2,4 y 3,0 veces más, respectivamente, en el resto urbano que en
las áreas metropolitanas. Estos datos sugieren que, en términos específi-
cos de indigencia, hay que diferenciar tres territorialidades: las áreas me-
tropolitanas, el resto urbano y las áreas rurales. Esta observación, junto
con la última del párrafo precedente, nos indica que el término urbano res-
pecto a la pobreza y la indigencia debe ser matizado.

Por su parte, el cuadro 3 nos permite entrar ya a explorar la caracteri-
zación de la pobreza. Al respecto, se quiere privilegiar el impacto de la
pauperización en hogares encabezados por mujeres en zonas urbanas10, lo
que remite a la problemática de la feminización de la pobreza. 
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Fuente: CEPAL (2001: cuadros 2.1).

País Año Total 
hogares

Indigentes Pobres no
indigentes 

No pobres 

Guatemala 1989
1998 

22
24 

23
24 

21
22 

22
25 

El Salvador 1995
1999 

31
31 

38
36 

31
36 

29
29 

Honduras 1990
1999 

27
30 

35
32 

21
30 

21
28 

Nicaragua 1993
1998

35
35 

40
39 

34
36 

32
30 

Costa Rica 1990
1999 

23
28 

36
56 

25
39 

21
25 

Panamá 1991
1999 

26
27

34
45 

29
28 

24
26 

Cuadro 3
Centroamérica: Magnitud de la pobreza en hogares encabezados por

mujeres en áreas urbanas (1990-1999) (porcentajes)

década, el huracán Mitch de 1998, les impactó con mayor fuerza (CEPAL, 1999a, 1999b).
10 Este tipo de hogar es, probablemente, la expresión más visible, pero no la única, de nuevos

arreglos familiares en Centroamérica, aunque hay que mencionar que la familia nuclear



Lo primero que muestra este cuadro es que ha sido en Costa Rica don-
de ha acaecido en la década pasada un mayor incremento del fenómeno de
la jefatura femenina. Este incremento es menos pronunciado en Guatema-
la y Honduras, mientras en el resto de los países no ha habido variaciones
sustantivas. Pero en términos de la relación de este fenómeno con el de la
pobreza y la indigencia, encontramos situaciones diversas. Así, la evolu-
ción de la indigencia, de la pobreza no extrema y de la integración mues-
tra combinaciones específicas para cada país. Solo Guatemala y Costa Ri-
ca coinciden en que las tres categorías de (des)integración ha aumentado
el porcentaje de hogares jefeados por mujeres. No obstante, este proceso
ha sido mucho más marcado en este último país, especialmente en térmi-
nos de indigencia. Esto último es el cambio más abrupto de todos los
acontecidos; en el mismo sentido hay que resaltar el mismo fenómeno en
Panamá. El otro hecho por destacar es la evolución similar de los casos
salvadoreño, hondureño y nicaragüense en términos de descenso del por-
centaje de hogares encabezados por mujeres en estado de indigencia y el
aumento en situación de pobreza relativa. Además de las diferencias en las
magnitudes de los cambios, es la distinta evolución en la no pobreza lo
que diferencia estos tres países. Por consiguiente, el único rasgo común a
la región que se puede resaltar es que ha habido un incremento de la po-
breza no indigente, con la excepción panameña, en los hogares jefeados
por mujeres. Es decir, el fenómeno de la feminización de la pobreza en
Centroamérica ha tenido un carácter relativo.

La ambigüedad de estos resultados queda también reflejado en estu-
dios de corte nacional. Así, mientras la tasa de masculinidad en Guatema-
la es más alta en la pobreza que en la no pobreza, lo contrario acaece en
Costa Rica (INE, 1991; Céspedes y Jiménez, 1995). Por su parte, en Hon-
duras se sugiere que sí habría diferencias de género, pero marcado por lo
espacial: las mujeres tienen más probabilidades de ser pobres fuera de las
áreas metropolitanas (Tegucigalpa y San Pedro Sula). O sea, en otras ciu-
dades y en áreas rurales, la feminización de la pobreza es más probable
(SECPLAN, 1994). Mediatizando esta problemática con la de la jefatura
del hogar, para El Salvador, se refleja un porcentaje relativo más alto de
hogares bajo responsabilidad de mujeres en las situaciones de pobreza
crónica y reciente en áreas urbanas (Briones, 1992). Por el contrario, en
Nicaragua la jefatura masculina es, claramente, predominante en situación
de pobreza inercial de áreas urbanas, y en cualquier tipo de pauperización
en zonas rurales (MAS/ PNUD/ UNICEF, 1995). También el estudio del
Banco Mundial (The World Bank, 1994), sobre este mismo país, argu-
menta que no hay evidencia de que los hogares, con mujeres a la cabeza,
tengan mayores probabilidades de ser pobres; esto se debería, probable-
mente, a que no hay diferencias entre las unidades domésticas en el núme-
ro de personas ocupadas. No obstante, en el estudio del FIDEG (Renzi y
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Agurto, 1992), referido a las tres principales ciudades del país (Mana g u a ,
Granada y León), en términos de necesidades básicas insatisfechas, se de-
tecta un mayor nivel de pobreza en hogares con mujeres al frente de la je-
fatura del hogar.11 A partir de un análisis multivariado, un estudio regional
sobre Centroamérica para períodos de inicio de ajuste estructural, muestra
que las unidades domésticas jefeadas por mujeres se encontraban en una si-
tuación más vulnerable al igual que aquellas donde el nivel educativo de la
persona jefa de hogar es menor (Funkhouser y Pérez Sáinz, 1998). La ex-
cepción la representaba El Salvador, pero controlando los hogares que reci-
ben remesas y que tienen mujeres a su frente ante la ausencia de hombres,
se reconfirma este patrón regional (Eekhoff-Andrade, 1998). 

Se quiere aprovechar esta referencia a atributos socio-demográficos de
los hogares para explicitar la situación de la población indígena en Guate-
mala, probablemente uno de los grupos sociales más pauperizados de la re-
gión por razones históricas que van mucho más allá del horizonte histórico
de la modernización. Los datos disponibles son de finales de los 80, pero
muestran que, para 1986, mientras el 71,7% de los hogares no indígenas se
encontraban en estado de pobreza, ese nivel se elevaba a 93,9% en el caso
de familias indígenas. Pero lo más grave ha sido que, en el último trienio
de esa década, el peso relativo del estrato no indígena descendió al 64,0%,
mientras el indígena se mantuvo (93,1%). Esto ha supuesto que la condi-
ción étnica de indígena ha sido un factor que ha incrementado su inciden-
cia en la pobreza a lo largo de ese período (Carrera Guerra, 1998). En es-
te mismo sentido hay que mencionar que el promedio de ingresos de ori-
gen laboral de los indígenas es 55% inferior al de los no indígenas, una di-
ferencia que hay que buscar en la discriminación que siguen padeciendo
(Steele, 1993: 136-140).12 Hay que recordar que la gran mayoría de la po-
blación indígena se encuentra en áreas rurales, pero el estudio de Bastos
y Camus (1998), sobre distintos grupos de indígenas en ciudad de Guate-
mala, muestra también dinámicas de exclusión para este grupo étnico en
medios citadinos.

En términos generales y sin distinciones espaciales, el PNUD (1999),
en su Estado de la Región, identifica las siguientes expresiones de la po-
breza centroamericana: hogares con mayor tasa de dependencia, especial-
mente de niños en edad preescolar; mayor impacto sobre la población in-
fantil sometida mayores tasas de desnutrición y con problemas de trabajo
infantil; menor nivel educativo; carencia de vivienda adecuada y de sus
servicios correspondientes; jefatura femenina del hogar; condición indíge-
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sigue siendo la predominante (Cordero, 1998).
11 Para el caso de Costa Rica, Trejos (1992) ha identificado tres tipos de hogares urbanos

pobres según la inserción del jefe(a) de hogar.
12 Igualmente, en el caso panameño, la tasa de pauperización de la población indígena es el



na. Además, menciona que desempleo abierto y precariedad laboral están
asociados a la pauperización.

Estas dos últimas observaciones nos permiten comenzar a relacionar
el mundo del trabajo con el de la pobreza. Una primera aproximación la
podemos observar en el cuadro 4.
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Cuadro 4
América Central: Magnitud de la pobreza en categoría ocupacionalesa de

zonas urbanas (1990-1999) (porcentajes)

P a í s Año Total 
población 

Total 

ocupados 
E m p l e a d o s
públicos 

A s a l a r i a d o s
del sector
p r i v a d o

(excluye profesionales y técnicos) 
Trabajadores por

cuenta propia
(excluye profesionales

y técnicos) 

E s t a b l e c i -
m i e n t o s

con más de 
5 personas 

E s t a b l e c i -
m i e n t o s
hasta 

5 personas
E m p l e a d a s

domésticas I n d u s t r i a
y 

c o n s t r u c-
ción 

C o m e r c i o
y 

servicios 

Guatemala 1 9 8 9
1 9 9 8

5 3
46 

4 2
40 

2 0
19 

4 7
41 

6 1
53 

4 2
46 

4 8
5 1

3 5
46 

El 
Salvador 

1 9 9 5
1 9 9 9

5 4
3 9

3 4
2 9

1 4
9 

3 5
26 

5 0b

4 4b
3 2
41 

5 0
43 

4 1
35 

Honduras 1 9 9 0
1 9 9 9

7 0
7 2

6 0
64 

2 9
4 1

6 0
64 

7 6
81 

5 1
58 

8 1
80 

7 3
72 

Nicaragua 1 9 9 3
1 9 9 8

6 6
64 

5 2
54 

4 7
- 

5 4
5 4c

6 4
6 8

7 4
74 

6 0
59 

4 5
52 

Costa Rica 1 9 9 0
1 9 9 9

2 5
18 

1 5
1 0

-
3 

1 5
9

2 2
14 

2 8
27 

2 8
17 

2 4
16 

Panamá 1 9 9 1
1 9 9 9

4 0
26 

2 6
15 

1 2
5 

2 4
12 

3 8b
2 4b

3 1
20 

4 2
24 

3 8
26 

a: Ocupados pertenecientes a hogares pobres 
b: Hasta 4 personas 
c: Incluye empleados públicos
Fuente: CEPAL (2001: cuadro 17).
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La comparación de las dos primeras columnas nos muestra que, co-
mo era de esperar, la incidencia de la pobreza en individuos ocupados es
menor que la que afecta al total de la población urbana.13 Esto estaría re-
flejando que los hogares que tienen una relación dependencia económica
más favorable, o sea un mayor cociente de empleados entre el tamaño to-
tal de la unidad doméstica, tienen menor probabilidad de encontrarse en
estado de pauperización. Obviamente, hay un doble corolario ya conoci-
do: desempleo e inactividad se asocian claramente con pobreza. Pero de-
trás de ello se encuentra la relación de dependencia demográfica, relación
entre miembros del hogar en edades no laborales (niños y mayores) y los
de edad de laborar (adultos), que suele resultar una variable fuertemente
asociada al bienestar de la unidad doméstica. Esta relación despliega su
influencia con mayor fuerza en medios urbanos que en rurales, donde las
lógicas de reproducción campesina logran neutralizarla hasta cierto pun-
to. Las mayores diferencias relativas entre estas dos primeras columnas
corresponden a los casos de Costa Rica y Panamá, lo cual estaría indican-
do que estos dos países tienen mercados de trabajo donde se pueden ob-
tener mejores remuneraciones y, por tanto, la incorporación laboral tiene
un mayor efecto reductor de la pobreza. 

Pasando ya a las categorías ocupacionales contempladas en este cua-
dro, como era de esperar la incidencia de la pauperización en los emplea-
dos públicos es la menor de todas. No obstante, hay que destacar los ca-
sos de Honduras (1999) y de Nicaragua (1993) donde casi la mitad de los
empleados públicos pertenece a hogares pauperizados. El siguiente fenó-
meno por relevar es la incidencia en los asalariados de establecimientos
no pequeños.14 En tres países (Nicaragua, Costa Rica y Panamá) serían la
segunda categoría ocupacional por menor incidencia de la pobreza. Por el
contrario, en Guatemala (en 1989), en El Salvador (en 1995) y en Hon-
duras (en ambas observaciones), hay otras categorías, en concreto el em-
pleo doméstico, menos afectadas por la pauperización. Son los asalaria-
dos de las empresas pequeñas los que muestran la incidencia más alta de
pobreza. La excepción la constituye Costa Rica con el empleo doméstico,
donde se podría pensar en la presencia cada vez más importante de muje-
res nicaragüenses en esta actividad. Dentro del trabajo por cuenta propia,
con la excepción panameña para la última observación, en todos los ca-

95% y la de indigencia del 88% (Beluche, 1999). 
13 Señalemos que en la región centroamericana hay mayor incidencia de la pobreza entre

trabajadores rurales que entre los urbanos. La excepción es el caso costarricense, donde el
corte espacial del empleo no parece inducir diferencias en niveles de pauperización. Sin
embargo, para inicios de la década, Cordero y Mora (1998) han argumentado que el impacto
del ajuste afectó más a los trabajadores urbanos.

14 Estos asalariados corresponderían al denominado sector formal. Pero, como hemos
a rgumentado en otro trabajo (Pérez Sáinz, 1998), nos parece que esta categoría, así como la de



sos los niveles de empobrecimiento son mayores en las actividades pro-
ductivas que en las terciarias. Si bien la pobreza es un atributo del hogar,
se puede pensar que esta diferencia estaría reflejando, en parte, que estas
actividades terciarias se relacionan más con demandas de sectores medios
mientras las productivas se orientarían más hacia los sectores popular e s .
O sea, se estaría más ante una economía de la pobreza: pobres produciendo
para pobres. 

Por consiguiente, esta primera aproximación entre pobreza en merca-
do de trabajo nos insinúa un corte regional entre los dos países meridio-
nales, Costa Rica y Panamá, y el resto. Los primeros tendrían mercados
de trabajo que, como se ha mencionado, retribuyen mejor a la fuerza la-
boral y, por tanto, la inserción ocupacional tendría un mayor efecto reduc-
tor de la pauperización. 

Podemos complementar esta visión regional con estudios de alcance
nacional. Estos muestran para Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicara-
gua que pobreza y desempleo están positivamente asociados (Briones,
1992; INE, 1991; SECPLAN, 1994; The World Bank, 1994). No obstante,
hay que recordar que este fenómeno de la desocupación, con la excepción
panameña, no suele ser tan relevante en los mercados de trabajo centroame-
ricanos como lo es el subempleo. En este sentido, los datos guatemaltecos
muestran que la tasa de subempleo, en su variante invisible, es casi tres ve-
ces superior en la pobreza que en la no pauperización (INE, 1991). Es de-
c i r, los pobres suelen insertarse en segmentos precarios de la estructura del
empleo como la agricultura de subsistencia y las actividades urbanas de ba-
ja productividad. Al respecto, se ha enfatizado, para El Salvador, que en la
pobreza crónica en medios citadinos hay sobrerrepresentación del trabajo
por cuenta propia y el familiar no remunerado (Briones, 1992). Y, en senti-
do opuesto, en Nicaragua el empleo público está asociado con la no pobre-
za (The World Bank, 1994). 

Pero el intento más completo de articular mercado laboral y pobreza lo
constituye el estudio regional, para inicios de la década, que lo plantea a tra-
vés de un análisis de descomposición que permite identificar cómo inser-
ción en el mercado laboral, ingresos obtenidos en este y estructura de la uni-
dad doméstica inciden en el cambio del nivel de pobreza.1 5 Lo primero por
reseñar es que para los períodos considerados, finales de los 80 e inicios de
los 901 6, se dio reducción la pobreza en Guatemala, Honduras y Costa Ri-
ca (en torno a los cinco puntos porcentuales), se mantuvo el mismo nivel de
pauperización en El Salvador (en las áreas urbanas), mientras que en Nica-
ragua se operó un proceso rampante de empobrecimiento (incremento de
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informalidad, han devenido analíticamente obsoletas. Por esto intentaremos evitar utilizarlas.
15 Este análisis de descomposición se realiza a partir de regresiones lineales múltiples sobre

niveles de pobreza para dos observaciones en el tiempo.
16 En concreto se trata de los siguientes períodos: Guatemala (1986-89); El Salvador (1989-



casi diecisiete puntos porcentuales). Limitándonos a los impactos del merca-
do de trabajo, se detecta que los ingresos contribuyeron a dismunir la pobre-
za en los dos casos, Guatemala y Costa Rica, donde no hubo deterioro de in-
gresos reales de origen laboral. Por el contrario, en El Salvador y Honduras
acaeció lo contrario; no obstante, la incorporación de más miembros del ho-
gar al mercado de trabajo ha tenido, como era de esperar, un efecto reductor
del empobrecimiento. Este ha sido patente en Costa Rica y, sobre todo, en
Honduras donde, al contrario del caso salvadoreño, neutralizó el impacto
pauperizador de los ingresos. Por su parte, el caso nicaragüense es instructi-
vo de cómo un mercado laboral sin capacidad de generación de empleo y
condenado a ajustarse, durante esos años, a través del desempleo abierto ha
sido transmisor de pauperización. De ahí que no sea de extrañar que la emi-
gración constituya la estrategia más viable para los hogares nicaragüenses
para escapar a la pobreza (Funkhouser y Pérez Sáinz, 1998).

Para finalizar con esta problemática de la pauperización, se quiere hacer
referencia a un conjunto de estudios recientes (referidos a medios urbanos en
Honduras, Nicaragua y Costa Rica) sobre el fenómeno denominado de nue-
va pobreza.1 7 Varios son los hechos que merecen ser resaltados.1 8 P r i m e r a-
mente, no en todos los casos estos pobres son nuevos en el sentido de que la
crisis y el impacto de medidas de ajuste les haya desclasado mediante el de-
sempleo o el deterioro de los ingresos. Esto solo se cumple en Nicaragua,
donde una mayoría de los casos de estudio corresponden a antiguos emplea-
dos públicos afectados por los diversos programas de reducción de personal
estatal que además empiezan a mostrar patrones de consumo cercanos a los
de la pobreza estructural. Pero en el caso de Honduras lo que se detecta es
más bien a pobres inerciales que, ante el impacto favorable de programas de
provisión de servicios básicos, han visto su condición de pauperización
redefinida. En cuanto a Costa Rica, se señala movilidad “interpobreza”
que choca contra la línea de pobreza que se erige en una verdadero muro
para impedir la movilidad social ascendente. Un segundo fenómeno por
resaltar es la percepción generalizada de deterioro de la propia situación
socio-económica que se tiene en los casos de Honduras y Nicaragua. Es
decir, el pesimismo signa a estos hogares.19 Y tercero, en cuanto al em-
pleo, en el caso hondureño, lo más relevante por destacar es la “informa-
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91); Honduras (1989-92); Nicaragua (1985-1993); y Costa Rica (1989-91). 
17 El término remite a una de las cuatro categorías resultantes de combinar el método de línea

de pobreza, el privilegiado en el presente estudio, con el de necesidades básicas
insatisfechas. La nueva pobreza o pobreza reciente correspondería a los hogares y personas
que son clasificadas como pobres por el primer método pero no por el segundo. El trabajo
pionero, en Centroamérica, en utilizar esta combinación de métodos es el de Briones (1992)
que caracterizó de esta manera la pauperización urbana en El Salvador a inicios de los 90.

18 Este conjunto de estudios abordó también problemáticas de cultura política y gobernabilidad,
pero nos vamos a limitar a resaltar sus conclusiones referidas a empleo y pobreza.

19 Otros estudios de percepción de pobreza, pero a escala nacional, se han realizado en
Guatemala (von Hoegen y Palma, 1999) y en Nicaragua (Coordinadora Civil-CCER, 2001).



lización” de este mientras que en Costa Rica el fenómeno se expresa más
bien en términos de precarización (Del Cid y Kruijt, 1997; Renzi y Kruijt,
1997; Sojo, 1997). 

LAS NUEVAS DINÁMICAS LABORALES 
Y SU IMPACTO URBANO

Como señalamos en la introducción, debido al papel cada vez más cen-
tral que el mercado de trabajo está jugando en los procesos de (des)integra-
ción social, queremos explorar los principales cambios que están acaecien-
do en las dinámicas laborales de la región para poder así abordar, en las
conclusiones, sus posibles impactos sobre la pobreza urbana. 

En otro texto hemos argumentado que hay varias tendencias laborales
operando en el nuevo contexto de la globalización. Así, en términos de “sa-
larización”, hay que mencionar la crisis del empleo formal, pero también la
e m e rgencia de nuevas relaciones salariales. Desempleo y migración inter-
nacional representan las tendencias de naturaleza excluyente inequívoca. Y
respecto al autoempleo, se puede observar tanto la persistencia de la econo-
mía de la pobreza como la revitalización de economías y empleo locales
(Pérez Sáinz, 2003b). Veamos cada una de estas tendencias por separado,
pero limitándonos a aquellas que se materializan en espacios urbanos.

En este sentido, la crisis del empleo formal es un fenómeno exclusi-
vamente urbano ya que tal tipo de ocupación es propio de medios citadi-
nos. A escala latinoamericana se puede decir que esta crisis se expresa en
la pérdida de centralidad del empleo formal que lo erigía en el paradigma
laboral de la modernización previa. Esta crisis tiene una doble manifesta-
ción: desregulación laboral20 y pérdida de peso del empleo público en la
estructura ocupacional (Pérez Sáinz, 2003a). No obstante, en el caso de
Centroamérica esta doble afirmación debe matizarse partiendo del hecho
de que, con la excepción de Costa Rica y Panamá, el empleo formal no tu-
vo, durante la modernidad previa, una centralidad tan clara y las legisla-
ciones laborales, concebidas respecto a un mundo rural, no tuvieron ma-
yores actualizaciones y, sobre todo, no fueron respetadas durante los regí-
menes autoritarios (Pérez Sáinz, 1999). 

Del estudio realizado por la OIT (2,000), sobre reformas laborales en
América Latina durante la década de los 90, se señala —en primer lugar—
que ni en Honduras ni en Costa Rica, los códigos de trabajo tuvieron mo-
dificaciones. No obstante, en el último país, en 1993, se promulgó una ley
que afectó a la legislación de asociaciones solidaristas, al propio Código
del Trabajo y a la Ley Orgánica del Ministerio del Trabajo. En Nicaragua,

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

82

20 Este fenómeno es una de las piedras angulares de lo que Bulmer-Thomas (1997) denomina
nuevo modelo económico en América Latina.



se ha regulado, por primera vez, el período de prueba pero solo para con-
tratos de duración indeterminada. En Guatemala se ha generalizado a todos
los sectores un mínimo de 15 días de vacaciones. En estos dos países se ha
extendido la duración de licencias con goce de sueldo. En cuanto a dimen-
siones colectivas de las relaciones laborales, es tal vez en El Salvador don-
de se han logrado más transformaciones, suprimiendo normas restrictivas
de derecho de asociación, facilitando los trámites de inscripción de sindica-
tos y estableciendo el fuero sindical. Respecto a este hay que mencionar que
en Costa Rica se han establecido normas de protección al sindicato, espe-
cialmente en sus relaciones conflictivas con el solidarismo. En estos dos
países se ha intentado fortalecer la contratación colectiva, prohibiendo esta
fuera del sindicato cuando este existe. Y, en el país cuscatleco se ha estable-
cido la presunción de legalidad en el caso de huelga. Respecto a este forta-
lecimiento de derechos laborales colectivos, hay que tener en cuenta la so-
licitud que elevó la AFL-CIO ante el Congreso de Estados Unidos de ex-
cluir del Sistema General de Preferencias a aquellos países que violaran las
libertades sindicales.2 1 Este hecho está ligado a los nuevos procesos de pro-
letarización y a sus consecuencias en términos de globalización de la acción
laboral, fenómenos que abordaremos más adelante. 

Pero sí ha habido un país donde se ha dado un reforma laboral pro-
funda: Panamá en 1995. Ha constituido una reforma típica de flexibiliza-
ción de las relaciones laborales. Los aspectos medulares de esta tienen que
ver con regulaciones básicas de las relaciones laborales tales como los
procedimientos de despidos, indemnizaciones, contratos por plazo deter-
minado, fijación de los salarios, etc. O sea, conquistas básicas de los tra-
bajadores han sido afectadas por esta flexibilización. Pero, como se seña-
lado, ha sido en torno al abaratamiento del costo del despido (disminución
del monto máximo de indeminización por despido injustificado y cambio
de la prima de antigüedad por un seguro de desempleo) que se ha estruc-
turado esta estrategia de flexibilización (Beluche, 1999). No obstante, al
mismo tiempo, los derechos sindicales adquiridos fueron respetados, otor-
gándose también importancia al instrumento de la convención colectiva. No
es por ello casual que la reforma al Código de Trabajo en Panamá contara
con la oposición beligerante de amplios sectores laborales, encabezados por
los trabajadores de la construcción, que lograron importantes movilizaciones
(con el triste saldo de cuatro muertos y centenares de detenidos), pero que no
pudieron doblegar la voluntad gubernamental y empresarial que, finalmente,
logró imponerse (Pérez Sáinz y Cordero, 1997).

JUAN PABLO PÉREZ SÁINZ

83

21 Se debe tener en cuenta que en el capítulo V del “Trade and Tariff Act of 1984”, se
establecen cinco garantías laborales que han de ser respetadas para acceder a las ventajasque
se derivan de este sistema. Estas garantías son las siguientes: general de asociación;
específico de sindicalización; prohibición de trabajos forzosos; utilización de menores; y de
régimen aceptable de condiciones de trabajo ( Pérez Sáinz, 1999).



Por consiguiente, lo que se puede concluir del párrafo precedente es
que las reformas laborales en la región centroamericana, con la excepción
panameña, presentan varias características. Primeramente, son limitadas,
lo que implica que la desregulación laboral no ha sido una cuestión cen-
tral en las estrategias de ajuste estructural en estos países. Segundo, no pa-
recen que hayan inducido flexibilización en los mercados de trabajo.22 Y,
tercero, en algunos casos se han extendido y fortalecido los derechos la-
borales colectivos. En nuestra opinión, estos rasgos responden a dos fenó-
menos. Por un lado, los mercados laborales centroamericanos han sido,
históricamente, flexibles y, por tanto, no había muchas “rigideces” que re-
mover. Y, por otro lado, la democratización iniciada con la finalización de
los conflictos bélicos tenía que tomar en cuenta los derechos de los traba-
jadores. El caso más elocuente, al respecto, es El Salvador, donde el con-
flicto finalizó en un empate y las fuerzas insurgentes lo hicieron valer en
la reconstrucción democrática.

En cuanto a la pérdida de peso de empleo público, este fenómeno se
puede observar en el cuadro 5.
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22 En términos de la evaluación hecha por el Banco Mundial, institución que apoya sin reservas
la flexibilización de los mercados laborales, Centroamérica estaría en una posición intermedia
en el espectro latinoamericano. La excepción sería Nicaragua que, junto a México, aparecen
los casos de mayor “rigidez” laboral (Burki y Perry, 1997); un legado del sandinismo. 

a. Las cifras de 1990 no son estrictamente comparables a las de 1999 por cambios
en la clasificación de técnicos y profesionales.

Fuente: CEPAL (2001: cuadros 4, 4.1 y 4.2)

País Año Hombres Ocupados Total 

Guatemala 1989
1998 

15,0
8,4 

13,4
7,8 

14,2
8,2 

El Salvador 1990a
1999 

15,5
12,9

11,7
11,5 

13,8
12,3 

Honduras 1990
1999 

13,6
8,0 

15,5
11,8 

14,4
9,7 

Nicaragua 1993
1998 

18,8
-

22,4
-

20,3
-

Costa Rica 1990
1999 

23,0
14,6 

28,7
21,5 

25,0
17,2 

Panamá 1991
1999 

23,2
17,0 

32,5
23,5 

26,6
19,4

Cuadro 5
América Central: Evolución del empleo público por sexo en zonas urbanas

(1990-1999) (porcentajes)



Con la excepción relativa de El Salvador, en todos los países ha habi-
do pérdida relativa del peso del empleo público en la estructura ocupacio-
nal urbana. Las caídas más abruptas son las de los casos guatemalteco y
hondureño, pero las que han afectado a mayor número de empleados han si-
do la costarricense y la panameña, donde, históricamente, la ocupación es-
tatal ha tenido mayor importancia. O sea, casi en toda la región la reforma
del Estado, parte esencial de las estrategias de ajuste estructural, se ha ex-
presado en pérdida de empleo público. No hay datos para estimar tal des-
censo en Nicaragua, pero ha sido el país donde tal pérdida ha sido más pro-
nunciada por el nivel que alcanzó el empleo público en el marco del mode-
lo de economía mixta implementado durante la experiencia sandinista. La
reducción de este se inició ya en ese período con la política de compacta-
ción que llegó a afectar a unas 21000 personas en el bienio 1988-89 que fue-
ron a parar sea a actividades informales o al desempleo (Evans, 1995). Con
el gobierno de Barrios de Chamorro se puso en funcionamiento en 1991 el
Programa de Conversión Ocupacional que planteándose como objetivo
“desmovilizar” a 10000 personas, superó ampliamente esta meta, alcanzan-
do la cifra de 25000. En 1994 tuvo lugar una nueva iniciativa, el Programa
de Movilidad Laboral, con la finalidad de reducir 13500 puestos de trabajo
de manera escalonada. A mediados de 1995 los logros alcanzados eran in-
feriores a los esperados. Además de este conjunto de programas, tal vez la
medida más impactante fue la que afectó a los Ministerios de Defensa y Go-
bernación con la finalización del conflicto bélico de los años 80. Se estima
en torno a las 75000 las personas afectadas (Pérez Sáinz y Cordero, 1997:
cuadro 13). Así, el empleo público representaba, en 1985, el 31,0% del to-
tal de la PEA de ese país y se redujo, entre ese año y 1993, a una tasa anual
del 7,7% (Funkhouser y Pérez Sáinz, 1998). 

Este cuadro nos permite también comparar estos descensos en térmi-
nos de sexo. Al respecto, hay dos patrones regionales. Por un lado, en
Guatemala y Panamá estos cambios no han tenido sesgo de género, afec-
tando de manera bastante similar a hombres y mujeres. Por el contrario,
en el resto de los países con información para las dos observaciones, las
mujeres han sufrido menos la reducción del empleo público, dándose así
un cierta femenización de este ámbito ocupacional.

Por lo tanto, al contrario del fenómeno de la reforma laboral, la ten-
dencia a la pérdida de empleo público en Centroamérica se ha ajustado a
la tendencia a escala regional latinoamericana. Es decir, respecto a la pér-
dida de centralidad del empleo formal, los resultados son mixtos, pero lo
importante por tener en cuenta es que tal centralidad no fue tan significati-
va, durante la modernidad previa, en Centroamérica con las excepciones
costarricense y panameña. Ha sido este último país que, por antecedentes,
reforma laboral y descenso del empleo público, se asemeja más al prome-
dio latinoamericano. 
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El otro fenómeno respecto a la “salarización” por tener en cuenta, es el
relacionado con los nuevos procesos de proletarización que se han genera-
do con las actividades ligadas al modelo acumulativo emergente. Tres son
las actividades relevantes: las nuevas agroexportaciones, el turismo y la
nueva industria orientada hacia la exportación. Es esta última la que tiene
relevancia en términos de empleo urbano y nos vamos a limitar a ella. La
información que se tiene es fragmentada, pero da una idea del alcance de es-
te fenómeno en términos de generación de empleo.

Los orígenes de este nuevo patrón industrializador hay que rastrearlos
en los años 70, cuando en todos los países centroamericanos se intentó el
desarrollo de nuevas exportaciones como respuesta a la crisis de la expe-
riencia industrializadora basada en la sustitución de importaciones de alcan-
ce regional (Bulmer-Thomas, 1989). Así, durante esa década, proliferó la
creación de zonas francas en todos los países, pero diversas causas (falta de
vigor en la acción estatal, inicio de conflictos bélicos, cambio de régimen
en el caso de Nicaragua con el triunfo de la revolución sandinista, etc.) li-
mitaron tal experiencia y, por tanto, no permitieron la emergencia de un
nuevo patrón de industrialización. Fue hasta fines de los 80, ante perspecti-
vas de finalización de la crisis, tanto en lo económico como en lo político,
y con la aplicación generalizada de programas de ajuste estructural, que se
ha dado un fuerte impulso a este tipo de industria que lo ha erigido en una
de las bases del nuevo modelo acumulativo en Centroamérica. Impulso que
se ha traducido en una importante generación de puestos de trabajo. Las es-
timaciones más recientes, y de naturaleza prudente, señalan la creación de
un cuarto de millón de empleos directos en el istmo donde los casos más re-
levantes serían los siguientes: Guatemala (61000); El Salvador (38000);
Honduras (75000) y Costa Rica (48000).2 3 Esto supone que el peso de esta
nueva industrialización, respecto del total del empleo industrial, varía del
23% en Nicaragua al 38% en Guatemala (OIT, 1997: 10). Por otro lado, di-
versos estudios sobre la maquila en Centroamérica muestran un perfil co-
mún de la fuerza laboral empleada (Pérez Sáinz y Castellanos, 1991; A l t e n-
b u rg, 1993; Price Waterhouse, 1993; Pérez Sáinz, 1994). Se está ante una
fuerza laboral femenina, joven y con poco nivel de instrucción.2 4 Con me-
nor seguridad se puede afirmar que esta mano de obra no ejerce la jefatura
del hogar y que no aporta la mayoría de su ingreso a la unidad familiar.2 5
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23 En Panamá y Nicaragua, el impacto es menor por ser el proceso incipiente. Pero, a inicios del
presente siglo, este segundo país es el que está atrayendo más empresas maquiladoras en la
r e g i ó n .

24 No obstante, dados los niveles bajos de escolaridad de la región, con la excepción costarricense,
no se puede considerar a la mano de obra de la maquila muy poco instruida (CEPAL, 1994).

25 Al respecto hay que mencionar lo detectado en un estudio de trabajadoras de maquila en
Ciudad de Guatemala. Se identificaron dos grupos, claramente, diferenciados de mujeres:
jóvenes con poco compromiso familiar y maduras, normalmente jefas de hogar y sometidas
a doble jornada laboral (la de la fábrica y la de la casa) (Pérez Sáinz y Castellanos, 1991).



Este perfil laboral insinúa que el tipo de industria que se estaría desa-
rrollando en la región sería de ensamblaje con uso intensivo en mano de
obra. De hecho, se trata de maquila de confección. Pero si bien este tipo
de actividad es predominante, no es la única, y en Costa Rica, el país con
mayores costos laborales, se ha dado diversificación con implantación de
empresas de alta tecnología, especialmente en el campo de la electrónica,
donde se hace un uso de mano de obra más calificada con empleos menos
precarios. El caso más notorio es, por supuesto, el de Intel, líder mundial
en semiconductores, que con una inversión inicial de 300 millones de dó-
lares había generado 2300 puestos de trabajo para fines de 1998 que de-
berían ampliarse a 3500 cuando se complete el desarrollo de la planta con
200 millones de dólares adicionales de inversión. No obstante, los malos
resultados de esta firma en los dos últimos años, ha supuesto revisar a la
baja tales metas. Pero, ya previamente a esta empresa existían 40 empre-
sas extranjeras en el sector electrónico además de 130 empresas, en su
gran mayoría costarricenses, que desarrollan software (INCAE/HIID,
1999: Monge, 2002).26 No obstante, el impacto sobre el empleo de estas
empresas, consideradas de alta teconología, es mínimo: en total habrían
dado ocupación a un poco más de 12000 personas (BCCR, 2001). Es de-
cir, se está hablando de menos del uno por ciento de la fuerza laboral cos-
tarricense.

De gran importancia para nuestro análisis es la expresión territorial de
esta nueva industrialización. Al respecto, se han detectado en la región
cuatro modelos de territorialización.

El primero, de corte más clásico, supone el desarrollo de zonas fran-
cas en espacios urbanizados y, por tanto, dentro de la misma territoriali-
dad de la industrialización sustitutiva de importaciones. Este sería el caso
de San Salvador, con el parque de San Bartolo, uno de los primeros de
Centroamérica27, y de las zonas francas en el Área Metropolitana de San
José de Costa Rica. Si bien puede haber absorción de mano de obra pre-
ferentemente de áreas próximas, como se ha detectado para el caso de la
zona franca costarricense de Cartago (Bodson et al.), en principio es el
mercado de trabajo metropolitano, el correspondiente al modelo anterior,
el que define el ámbito socioespacial. En el mismo sentido, esta localiza-
ción metropolitana responde a la existencia de infraestructura y de cierto
tejido industrial en términos de proveedores locales.
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26 Este tipo de desarrollo es aún muy incipiente en el resto de la región aunque se puede señalar
el inicio de servicios de asesoría técnica, a través de telefonía internacional, a usuarios de
equipo electrónico del extranjero en El Salvador; la presencia de algunas empresas
extranjeras de ensamblaje electrónico en Honduras; y cierto desarrollo de software y de
procesamientos de datos en Guatemala.

27 Otros casos de zonas francas de los 70 se localizaron en puertos marítimos Santo Tomás en
Guatemala y Puerto Cortés en Honduras o aeropuertos, Las Mercedes en Managua. De todas
estas experiencias solo la hondureña no fracasó.



El segundo modo de implantación tiene como contexto también los
espacios metropolitanos, pero tal localización es difusa y no limitada a re-
cintos de parques industriales. El caso más ejemplificador al respecto es el
de la maquila de fines de los 80 en Guatemala, donde ante el fracaso de la
experiencia de la zona franca de Santo Tomás se optó por atraerla a la pro-
pia capital y constituirla como una especie de gran zona franca con una es-
pacialidad difusa. En la misma categoría se puede incluir las impresas que
se acogieron en Costa Rica a regímenes de contrato de exportación o de ad-
misión temporal.2 8 Estos dos primeros tipos de modelos corresponden, a
nuestro entender, a una estrategia de inserción en la socio-territorialidad ya
existente del modelo modernizador previo. Distinto es el caso de los dos
m o d o s .

El tercero correspondería a situaciones de implantación de parques in-
dustriales en centros urbanos menores que históricamente han estado ligados
a actividades agrarias, tales como las zonas francas en el valle del Sula, en
Honduras; el ejemplo más llamativo sería el de la población de Choloma,
donde se han establecido varias zonas francas.2 9 Obviamente, el mercado la-
boral local ha sido transformado de manera radical en un doble sentido: por
el desplazamiento de ocupaciones agrícolas por parte de las industriales y por
la atracción de mano de obra migrante proveniente de otras zonas del país.

El cuarto modelo sería el de localización de una o pocas empresas en
comunidades rurales con la finalidad de cautivar el mercado laboral local.
Tal vez el ejemplo más interesante en la región sea el de relocalización de
empresas maquiladoras del textil de origen coreano, sobre la carretera Inte-
ramericana y en el departamento de Chimaltenango, en Guatemala. Estas
firmas, que están entre las más grandes de las que operan en la industria ma-
quiladora de ese país, se ubicaron inicialmente en la propia capital, pero la
competencia de otras empresas para obtener mano de obra calificada como
desleal, y la búsqueda de trabajadores sin tradición y cultura org a n i z a t i v a s ,
llevaron a esta relocalización en el Altiplano indígena.

Hemos señalado la existencia de dos tendencias excluyentes inequívo-
cas. La primera es la migración internacional que representa una de las prin-
cipales modalidades de inserción de Centroamérica en el proceso globaliza-
dor; inserción originada en la propia sociedad y no resultado de políticas
estatales o estrategias empresariales. Lo que se quiere enfatizar son sus
efectos en términos laborales, que serían dos. Primero, la emigración se
ha erigido, en algunos países de la región, en un mecanismo importante de
ajuste del mercado de trabajo, como ya se ha mencionado. Y segundo, es-
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28 Incluso empresas acogidas al régimen de zonas francas no tienen por qué localizarse en
parques industriales.

29 En concreto, han sido tres zonas industriales de procesamiento (ZIP Choloma, ZIP San
Miguel e Inmobiliaria Hondureña del Valle) además de dos extensiones de zona libre
(Galaxy y Choloma Park Industrial).



te fenómeno muestra la globalización de los mercados laborales cues-
tionando el carácter nacional de estos. Es decir, en el período previo de
modernización, las migraciones internas, especialmente la rural-urba-
na, permitieron la movilidad espacial de la mano de obra y la configu-
ración de lo que se podría identificar como mercado nacional de traba-
jo. (Obviamente, la territorialidad de este se concentraba en las áreas
urbanas, especialmente, en las metropolitanas que fue el escenario pri-
vilegiado por ese tipo de modernización, como ya hemos señalado). En
la actualidad esta centralidad está cuestionada por el fenómeno de la
emigración que internacionaliza tal mercado, pero también por su frag-
mentación a nivel local como veremos más adelante.

Si bien la migración internacional es un fenómeno, en su gran ma-
yoría, de origen rural, el desplazamiento de mano de obra con mayor
escolaridad, y en concreto de profesionales, lo está convirtiendo tam-
bién en un fenómeno urbano. Pero esta espacialidad también emerg e
del lado de la demanda en el caso más importante de migración al inte-
rior de Centroamérica: la de mano de obra nicaragüense a Costa Rica.
Uno de los rasgos más relevantes de esta nueva migración es que su
destino es el área metropolitana de ese país (Morales y Castro, 1999).

La otra tendencia, el desempleo, es claramente propia de los me-
dios citadinos. Su evolución durante la década pasada se puede contem-
plar en el cuadro 6.
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a. Región metropolitana.
Fuente: OIT (2001:cuadro 2-A)

País Año Hombres Mujeres Total 

El Salvador 1990
1999 

10.1
9.9 

9.8
5.8 

9.9
8.0 

Honduras 1990
1999 

9.6
3.7 

5.2
3.8 

6.9
3.7 

Costa Rica 1990
1999 

4.9
4.9 

6.2
8.2 

5.4
6.0 

Panamáa 1991
1999 

12.8
8.8 

22.6
16.7 

20.0
11.6 

Cuadro 6
América Central: Evolución del desempleo abierto urbano por sexo 

( 1990-1999) (tasas anuales en medias)



Como se puede observar, la desocupación abierta urbana muestra, pa-
ra los países que se tiene información, que la tendencia generalizada es la
reducción del desempleo, donde destaca el caso panameño aunque, a fi-
nes de la década, mantiene un nivel de desocupación de dos dígitos. La
excepción a esta tendencia la representa Costa Rica, pero el incremento es
reducido. Nicaragua, país respecto al cual no se tiene datos desagregados
por sexo, muestra también un incremento desde 7,6%, en 1990, a 10,7%,
a fines de la década. Pero hay que mencionar que la tasa más alta se al-
canzó en 1993 (17,8%) y desde esa fecha el nivel de desocupación ha es-
tado descendiendo (OIT, 2001: cuadro 1-A). Por su parte, Guatemala se
ha caracterizado por tasas de desempleo abierto muy bajas. Para 1998 era
de apenas de 3,8% (CEPAL, 2001:cuadro 1) ya que la exclusión laboral
en ese país se manifiesta a través de otro tipos de tendencias como la pre-
carización salarial y el autoempleo de subsistencia (Pérez Sáinz, 2001).

Este cuadro nos permite también observar el impacto del desempleo
por sexo donde se debe esperar un mayor impacto de esta tendencia ex-
cluyente en las mujeres. No obstante, se pueden identificar dos patrones.
Por un lado, están los casos que confirman este sesgo de género que son
los dos casos de mercados de trabajo más modernos. Así, en Costa Rica el
incremento del desempleo se debe a un aumento de la desocupación fe-
menina. Y en Panamá, a pesar del descenso de este fenómeno tanto en
hombres y en mujeres, ha sido más lento respecto a la mano femenina de
obra que, a fines de la década, muestra una tasa casi el doble que la de los
hombres. Por el contrario, en los otros dos países, no acaece este fenóme-
no. En Honduras el desempleo no muestra sesgo de género. Y en El Sal-
vador, el verdadero descenso de la desocupación ha tenido lugar entre las
mujeres. 

Pero son los jóvenes el grupo socio-demográfico afectado por el de-
sempleo. Así, el espectro de niveles de desocupación por país es el si-
guiente: El Salvador, del 13,1% (1996) al 18,6% (1990); Honduras, del
6,6% (1992) al 12,3% (1991); Costa Rica, del 9,3% (1992) al 14,9%
(1999); y Panamá, del 29,5% (1999) al 38,8% (1991) (OIT, cuadro 3-A).
Es fácil imaginar los efectos sociales erosionadores en este grupo, espe-
cialmente en términos identitarios, con sus secuelas de comportamientos
anómicos. 

Finalmente, hemos postulado que, en términos de autoempleo, ope-
rarían dos tendencias: la primera sería la de revitalización de economías
y empleo locales y la segunda sería la persistencia de una economía de la
p o b r e z a .

Respecto a la primera, lo que hay que destacar es que, a base de la evi-
dencia disponible, se está ante un fenómeno rural. Esto tiene que ver con
la socio-territorialidad que sustenta estas experiencias: comunidades de
vecindad donde espacio de vida y trabajo coinciden,lo cual tiene conse-
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cuencias en términos de la centralidad de los mercados nacionales de tra-
bajo que se abordará en las conclusiones.

En cuanto a la economía de la pobreza, como autoempleo de subsis-
tencia, esta tiene una expresión tanto a nivel rural como urbano. En relación
con esta última, hay que señalar que, históricamente y en términos del fenó-
meno de la informalidad, la limitada dinámica del sector formal llevó a que,
ya desde los 70, la principal fuente de ocupación se generase en actividades
informales. Estas, también en su mayoría, estuvieron signadas por lógicas de
subsistencia. Como se mostró para los años 80 en las principales ciudades de
la región, con la excepción de San José, los altos niveles de pauperización in-
dujeron el predominio de una informalidad no dinámica orientada hacia la
subsistencia y, por lo tanto, reproductora de pobreza (Pérez Sáinz y Menjí-
var Larín, 1994). 

Respecto a las tendencias en la década de los 90, hay que recordar lo
analizado en relación con el cuadro 4 del apartado precedente, destacando
tres hechos. Primero, la extensión de la economía urbana de pobreza está en
función de la incidencia total de la pobreza urbana. En este sentido, hay di-
ferencias regionales ya señaladas. Segundo, son los asalariados de empresas
pequeñas los más afectados por la pauperización. O sea, hay ciertos clivajes
de clase dentro del mundo del autoempleo y de la “salarización” que induce.
Y, dentro del trabajo por cuenta propia, la economía de la pobreza tiene ma-
yores posibilidades de desarrollo dentro de actividades productivas por las
razones de demanda señaladas. 

LAS TENDENCIAS FUTURAS DE LA P O B R E Z A URBANA: 
ALGUNAS HIPÓTESIS

En la introducción de este trabajo, planteábamos tres interrogantes sobre
la pobreza urbana en el nuevo contexto de la globalización. Intentar respon-
der a estos interrogantes nos va ayudar a estructurar las reflexiones de este
apartado que tienen un tono prospectivo y, por tanto, hipotético.

El primero de estos interrogantes cuestionaba si las áreas urbanas se-
guían siendo los espacios de mayor posibilidad de integración social. La
evidencia de la década de los 90 muestra que las áreas urbanas siguen
siendo aún espacios donde hay menor incidencia de la pobreza, tanto en
su expresión relativa como en términos de indigencia. No obstante, la evi-
dencia también nos sugiere que el término urbano debe ser matizado. A s í ,
en relación con la pobreza en general, la distinción se establecería entre
áreas metropolitanas y el resto, y respecto a la indigencia, la diferencia-
ción es entre áreas metropolitanas, resto urbano y áreas rurales. Tal vez es-
ta distinción espacial no es nueva y se arrastra desde los tiempos de la mo-
dernización nacional, pero sirve para plantear el tema de las territorialida-
des que en el contexto de la globalización es crucial. Este tema se ha insi-
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nuado en las reflexiones sobre mercado de trabajo y el cuestionamiento de
su naturaleza nacional, debido tanto a la migración internacional como a
la revitalización local. Merece la pena reflexionar al respecto para ver sus
consecuencias para la pobreza.

En término supranacionales y referido a lo social, la problemática
que hay que resaltar es, sin lugar a dudas, la de la migración transnacio-
nal. En sus orígenes supone exclusión extrema que conlleva expulsión
territorial, pero en sus efectos implica, paradójicamente, integración di-
recta al proceso globalizador aunque con costos sociales muy altos. Si
bien el fenómeno migratorio internacional no es nuevo, en la actualidad
hay tres fenómenos novedosos respecto a patrones migratorios prece-
dentes. Primero, son producto del capitalismo global ya que responde a
la demanda de mano de obra desde el Norte. Segundo, constituyen un
fenómeno social distinto de patrones tradicionales de adaptación migra-
toria. Y tercero, ofrecen mayores posibilidades a las iniciativas popula-
res (Portes et al., 1999). Este fenómeno afecta no sólo a los que trans-
migran y a sus respectivos hogares, sino a la totalidad de la comunidad,
la cual, participando de esta dinámica transmigratoria, se constituye en
una socio-territorialidad diferenciada en la globalización. O sea, se con-
figuran comunidades transnacionalizadas. 

Esta transnacionalización introduce elementos novedosos respecto
de lo social. Al menos se pueden mencionar tres. El primero tiene que
ver con la importancia de las remesas como recurso de superación de la
pobreza de los hogares que las reciben. El segundo elemento remite a la
existencia de remesas colectivas, transferencias de asociaciones de mi-
grantes en el Norte, que proveen bienes colectivos a las comunidades de
origen. En este sentido, hay una provisión inédita de este tipo de bienes.
Y finalmente, en las comunidades transnacionalizadas se manejan no so-
lo los estándares de vida del respectivo país, sino, también del de acogi-
da, produciéndose así percepciones complejas de integración y exclu-
sión (Sojo y Pérez Sáinz, 2002). 

En cuanto a la segunda dinámica de cuestionamiento de la centrali-
dad de la territorialidad nacional, es ya un lugar común afirmar que la
globalización, paradójicamente, ha revitalizado lo local. En contra de
una esperada homogeneización a nivel planetario, inducida por el mer-
cado global, los lugares emergen mostrando condiciones diferentes de
materialización para la globalización, enfatizando así sus peculiaridades
socio-culturales. Si bien la bibliografía predominante enfatiza a las ciu-
dades globales y a las regiones ganadoras como las expresiones más pa-
radigmáticas de esta revitalización de lo local, hay una modalidad de so-
cio-territorialidad local que no es contemplada por su invisibilidad y que
tiene una gran relevancia para Centroamérica. Nos referimos a la comu-
nidad de vecindad que ha logrado estructurar su economía local en tor-
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no a una cierta aglomeración de establecimientos pequeños dedicados a
una actividad globalizada.3 0 Este tipo de socio-territorialidad local
muestra, al igual que la migración transnacional, que hay procesos de in-
serción en la globalización que no son producto de la acción de firmas
multinacionales (actor por excelencia de la globalización) y/o de las polí-
ticas estatales; hecho que explica —en gran parte— su invisibilidad.31 Y
junto a estas dinámicas socio-económicas hay que señalar las políticas-ad-
ministrativas de descentralización ligadas a la reforma del Estado que
también tienden a revitalizar lo local. 

Como en el caso de la migración transnacional, en esta revitalización
de lo local surgen nuevos elementos respecto de lo social. Caben destacar
dos. En primer lugar, la socio-territorialidad acotada hace que lo social se
procese a través de relaciones más concretas en las que las demandas y las
responsabilidades se esbozan más claramente que en la abstracción de lo
nacional. Y, en segundo lugar, las socio-territorialidades con mayor inte-
gración social son más proclives al logro de consenso en torno a proyec-
tos locales de inserción en el mercado globalizado. Esto supone contar
con la ventaja de la acción colectiva respecto a tal inserción. Es decir, la
integración social puede devenir en un factor de competitividad de cara a
la globalización (Pérez Sáinz y Andrade-Eekhoff, 2003).

Pero tanto comunidades transnacionalizadas como las de vecindad in-
sertas en el proceso globalizador muestran nuevos mecanismos de reduc-
ción de pobreza en áreas rurales que pueden relativizar la tesis de que las
áreas urbanas, y especialmente las metropolitanas, van a continuar siendo
los espacios privilegiados de reducción de la pobreza. Hay que tener en
cuenta que este tipo de comunidades es difícil que se constituya en me-
dios citadinos por la separación de espacios de trabajo y vida que se ope-
ra en esos medios.

El segundo interrogante tenía que ver sobre la persistencia de pobre-
za urbana. La evidencia empírica que hemos analizado muestra que tal fe-
nómeno acaece, pero con manifestaciones regionales distintas tanto en
términos de incidencia como de ritmo de reducción de la pauperización.
El espectro regional se mueve desde los dos países meridionales, Costa
Rica y Panamá, donde la reducción ha sido mayor y los niveles de inci-
dencia son los menores a Nicaragua y, sobre todo, Honduras donde la pau-
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30 El término comunidad de vecindad proviene de la sociología clásica. Se trata de un tipo de
comunidad de lugar, basada en lazos de proximidad geográfica y que tiene como espacio el pueblo.
Su inserción en la globalización tiene lugar a través de distintas actividades como nuevas
exportaciones agrícolas, subcontratación manufacturera, artesanía, turismo, etc. Para un análisis de
este tipo de socio-territorialidades, véase Pérez Sáinz y A n d r a d e - E e k h o ff (2003).

31 Existen respuestas a la globalización desde la propia sociedad que han logrado visibilizarse. Nos
referimos a la migración laboral internacional y al fenómeno denominado trasnacionalismo desde
abajo (Smith y Guarnizo, 1998; Portes et al., 1999).



perización urbana está generalizada y no ha habido cambios en la década
de los 80, con El Salvador y Guatemala en posiciones intermedias. Te-
niendo en cuenta la diferenciación entre países, podemos hacer avanzar
algunas hipótesis a partir de los cambios que están acaeciendo en los mer-
cados de trabajo.

Una primera hipótesis que plantearíamos es que la crisis del empleo
formal ha sido una de las causas de que no haya habido una mayor reduc-
ción de la pauperización urbana. Hemos visto que en Centroamérica esta
crisis se ha manifestado fundamentalmente en términos de pérdida de im-
portancia del empleo público. La evidencia sobre la desregulación, con la
excepción panameña, no muestra mayor contribución a la precarización
de las relaciones salariales y, por tanto, al mantenimiento de la pobreza.
Esta crisis ha tenido mayor incidencia en aquellos mercados laborales más
modernizados, o sea el costarricense y el panameño. En efecto, es en es-
tos casos que han tenido más importancia la reducción del empleo públi-
co y los efectos de la reforma laboral en el caso panameño. Postularíamos,
por tanto, que estos factores ha contribuido al que el descenso de la pobre-
za urbana no haya sido menor y que incluso, al menos para el caso costa-
rricense, esté incidiendo —junto con factores como el deterioro en el cam-
po educativo— en la existencia de límites estructurales de erradicación de
la pauperización urbana, especialmente de la indigencia.

Por su parte, el desempleo abierto, de nuevo con la excepción pana-
meña, no parece haber tenido mayor impacto en la persistencia de pobre-
za en la región al contrario de casos suamericanos. Esta sería nuestra se-
gunda hipótesis.

Pero distinto es el caso de la persistencia de la economía de la pobreza.
Si bien esta tiene mayor incidencia en áreas rurales, en los países septentrio-
nales, especialmente en Nicaragua y Honduras, contribuyen al mantenimien-
to de la pobreza en las ciudades. Esta sería nuestra tercera hipótesis sobre po-
sibles causas laborales de persistencia de pobreza urbana.

Nuestro tercer interrogante nos lleva a indagar sobre la posible evolu-
ción de la pobreza urbana. Esta evolución está ligada a los efectos del nue-
vo modelo acumulativo y al respecto, la evidencia sugiere tendencias
opuestas. Por un lado, se ha señalado que las nuevas actividades no pare-
cen privilegiar  los espacios urbanos. Esto es claro con las nuevas agroex-
portaciones; también, en gran medida, con el turismo; y es menos claro
con la nueva industria de exportación, donde hay distintas socio-territoria-
lidades. Es decir, no se puede decir que, en este sentido, el nuevo modelo
tenga un sesgo claro urbano como el proceso acumulativo previo. Pero,
por otro lado, el nuevo modelo implica una nueva terciarización expresa-
da en dos fenómenos. El primero, de poco impacto en términos de empleo
y -por tanto- con consecuencias para la reducción de la pobreza, es el de-
sarrollo de servicios empresariales cuya ubicación es claramente urbana.
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El segundo fenómeno tiene que ver con la apertura comercial y el desa-
rrollo de un nuevo consumismo. En tanto que las mayores concentracio-
nes de población y de poder adquisitivo se encuentran en ciudades, estas
actividades comerciales se localizan en medios urbanos. Aquí, por el con-
trario, hay una importante fuente de ocupación urbana que puede incidir
en la evolución de la pobreza en las ciudades.

Por consiguiente, las tendencias del nuevo acumulativo son ambiguas
respecto a la generación de empleo en áreas urbanas. Obviamente, el im-
pacto sobre la pobreza tiene que ver también con las remuneraciones y, en
este sentido, lo que entra en juego es si la inserción el mercado global se
basa en mano de obra barata o si, por el contrario, apuesta por capital hu-
mano. La primera opción no posibilita una reducción significativa de la
pobreza al contrario de la segunda. La evidencia existente insinúa que la
primera opción tiene más peso en Centroamérica y que, por tanto, no hay
que ser demasiado optimista sobre la evolución de la pobreza urbana en la
región. Obviamente, este pesimismo hay que matizarlo según el país. 

CONCLUSIONES

Como hemos señalado en la introducción, queremos finalizar este tra-
bajo identificando algunas áreas de intervención para políticas públicas
tendientes a la reducción de la pobreza urbana.

La necesidad de distinguir la espacialidad metropolitana de otras ur-
banas, así como la redefinición de lo rural que no puede ser reducido a lo
agrícola, plantean a las políticas públicas, tendientes a la reducción de la
pobreza, la necesidad de explicitar una dimensión territorial. En términos
de lo urbano, al respecto requiere la diferenciación entre áreas metropoli-
tanas y otros centros urbanos. Las primeras arrastran una ventaja históri-
ca por haber constituido el espacio por excelencia de implementación de
las políticas sociales. Obviamente, esta inercia afronta el problema de su
deterioro y la necesidad de reformulación en un nuevo contexto, donde los
recursos estatales son más escasos. En términos espaciales supone la ne-
cesidad de acercar más a los ciudadanos ciertos servicios sociales, espe-
cialmente los referidos a salud. Pero, probablemente, el gran desafío de
las intervenciones reductoras de pobreza se encuentren en cómo respon-
der a los cambios acaecidos en los mercados metropolitanos de trabajo.
Nos referiremos a esta cuestión más adelante. 

En cuanto a otros centros urbanos, el gran reto es cómo incorporar la
política social dentro de la estrategia descentralizadora del Estado. Esto
conlleva varias dimensiones. Lo primero es que la desconcentración de
servicios no debe suponer el fin de la responsabilidad del Estado Central.
Por mucho que se descentralicen las políticas sociales, siguen teniendo
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una dimensión nacional insoslayable. Segundo, el desarrollo de servicios
debe hacerse más ajustado a las necesidades locales y no responder úni-
camente a lógicas abstractas nacionales, donde se diluyen las particulari-
dades de los lugares. Esto puede ser importante en relación con la educa-
ción, en el sentido de adecuar la oferta educativa a las necesidades de la
economía local. Y tercero, esta proximidad con los beneficiarios debería
posibilitar el desarrollo de ciertos mecanismos de control y rendición de
cuentas al respecto. O sea, se debería propiciar cierta democratización de
la política social que, en el ámbito nacional, parece más difícil de lograr.

La incidencia de las dinámicas laborales en los procesos de pauperi-
zación urbana plantean, insoslayablemente, el tema de las políticas de em-
pleo como instrumento de reducción de la pobreza. Al respecto, se abren
dos grandes áreas de intervención.

La primera tiene que ver con la desformalización del empleo que con-
lleva la erosión de derechos laborales. Aquí, el gran desafío es el mante-
nimiento de un mínimo regulación. La propuesta más elaborada es, sin du-
da, la de Portes (1994), quien ha postulado la existencia de cuatro tipos de
derechos: básicos (contra el trabajo infantil, coerción física y trabajo for-
zado); civiles (de asociación y representación colectiva); de supervivencia
(salario mínimo, indemnización por accidente laboral y jornada de traba-
jo regulada); y de seguridad (contra despido injustificado, compensación
por jubilación e indemnización a familiares en caso de fallecimiento). Es-
te autor propone que dos primeros deberían constituir estándares interna-
cionales, mientras los otros se aplicarían de manera flexible según los
contextos.32 En este sentido, el mantenimiento de derechos básicos supo-
ne la continuidad de la función regulatoria del Estado, esperando que sea
eficaz; o sea, que haga cumplir la vigencia legal de tales derechos. Como
se ha mostrado, en un contexto de desregulación generalizada, como el
que ha caracterizado a la región latinoamericana en los 80 y 90, la inter-
vención protectora del Estado tiene importancia en las condiciones labo-
rales (Itzigsohn, 2000). En concreto, respecto a Centroamérica, no hay
que olvidar la importancia de una política activa de salarios mínimos que
ha caracterizado a Costa Rica, incluso durante la crisis de los 80, con efec-
tos importantes en la contención de la pobreza. 
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El segundo tipo de políticas de empleo contra la reducción de la po-
breza es el que tiene que ver con la persistencia de autoempleo de subsis-
tencia atrapado en el círculo vicioso de la economía de la pobreza. Aquí
se puede actuar desde la demanda como desde la oferta. Lo primero supo-
ne políticas redistributivas las cuales generarían una mayor demanda efec-
tiva que dinamizarían estas actividades de autoempleo, rompiendo el cír-
culo vicioso de la economía de la pobreza. Esta posibilidad nos parece, sin
embargo, lejana. Distinto es el caso de acción sobre la oferta. En este ca-
so se trataría de desarrollar la empleabilidad de los autoempleados. 

Esta estrategia de empleabilidad se puede orientar en una doble direc-
ción. Por un lado, estarían políticas de capacitación que posibiliten la in-
serción de autoempleados en actividades dinámicas. Obviamente, tales
políticas no pueden ser de corte tradicional, sino que tienen que incorpo-
rar la adquisición de competencias33 que es lo que viabiliza la empleabi-
lidad. Por otro lado, estarían las políticas de reorientación hacia de au-
toempleo desde la subsistencia hacia la inserción en el mercado global. De
las tres posibles vías (autónoma, cooperativa y subordinada) de inserción,
parecería que la última es la más factible, aprovechando las posibilidades
de subcontratación que se abrirían con estrategias de externalización por
parte de firmas globalizadas.34 Esta reconversión implica el desarrollo de
una cultura empresarial en donde la calidad y el justo a tiempo devienen
en valores centrales que orientan los comportamientos.

Finalmente, respecto a la reducción a la pobreza, urbana o no, en el ac-
tual contexto de la globalización hay que referirse inevitablemente al tema
del conocimiento. Hay que recordar que se trata del recurso clave de la ac-
tual modernización jugando un papel similar, en términos de ordenamien-
to societal, al que tenían los medios de producción en la modernización pa-
sada. Lo fundamental al respecto es el acceso al conocimiento lo cual com-
porta tres elementos. El primero tiene que ver conque este recurso, en sus
múltiples manifestaciones, constituya un bien público.3 5 Es decir que su
consecución sea un derecho y, por tanto, que exista un acceso verdadera-
mente democrático a este. El segundo elemento, corolario del primero,
apunta de que el Estado debe jugar un papel primordial en la consecución
a este recurso. Esto supone que deben desaparecer brechas en la calidad de
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33 El tema de las competencias remite no tanto al “saber hacer” en el proceso laboral, sino más
bien al “saber estar” (Leite, 1999). Al respecto, véase, entre otros a Mertens (1996). 

34 Sobre los retos que implica la inserción de pequeñas empresas en la globalización, véase
Pérez Sáinz (2002).

35 Stiglitz (1999) ha argumentado  que el conocimiento sea considerado no sólo un bien p ú b l i c o ,
sino además de alcance global.



tal acceso entre sector público y privado ya que estas representan una de
las principales fuentes de futuras iniquidades. Y tercero, si bien el acceso
al conocimiento es, primordialmente, individual, su naturaleza de bien pú-
blico hace que tal acceso genere obligaciones y responsabilidades sociales.
Son las mismas las que pueden garantizar la apropiación de este recurso no
conlleve, inevitablemente, el desarrollo de un individualismo no solidario.
Es entonces que el acceso al conocimiento se puede erigir en la piedra an-
gular de constitución de una nueva ciudadanía social no solo limitada al
medio urbano, sino de alcance local, nacional e incluso global.
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INTRODUCCIÓN

En este capítulo se presenta en primer lugar un resumen de la situa-
ción agrícola centroamericana desde fines de los años setentas del siglo XX.
Seguidamente, se analizan los cambios operados en los ochentas y noven-
tas, planteando que se han producido importantes modificaciones en el sec-
tor rural y, particularmente, en el rol del sector agrícola en el conjunto de la
economía y de las respectivas sociedad es nacionales. Las ideas centrales
pasan por tratar de balancear los elementos de continuidad en la estructura
agraria y en la estructura ocupacional (inserciones agrarias y no agrarias), y
en los cambios, tanto en rubros productivos, formas de inserción ocupacio-
nal y tipos de unidades de producción participantes. Finalmente, se identi-
fican algunos de los desafíos futuros y se proponen lineamientos para el de-
sarrollo de una agenda de desarrollo rural para la región. 

La matriz histórica de la agricultura centroamericana ha supuesto la
existencia de dos grandes sectores. En primer lugar, el especializado en
productos de exportación, que tradicionalmente se concentran en produc-
tos generados exclusivamente en zonas tropicales (café, cacao, banano) y,
en segundo lugar, un segmento productor de alimentos y animales para los
mercados internos y regionales. En la segunda mitad del siglo XX emer-
gen tres productos (algodón, carne vacuna y caña de azúcar), que compi-
ten de manera directa con productos también producidos en países desa-
rrollados. Esto supuso hacer más complejo y difícil la inserción basada en
ventajas comparativas que originalmente suponían ventajas climáticas
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fuertes para producir bienes como café, banano o cacao. Los productos no
tradicionales (frutas y hortalizas) combinan algunas ventajas parciales cli-
máticas (durante el período de invierno en el hemisferio norte), disponibi-
lidad de tierras aptas y mano de obra mucho más barata.

Al tiempo que la producción exportadora se ha desplazado de productos
de mayores a menores ventajas comparativas, con mercados inestables, la
producción para el mercado interno se ha visto fuertemente cuestionada por
importaciones crecientes de alimentos tanto para humanos como para anima-
les, que pueden aún ampliarse en mayor escala con los tratados de libre co-
mercio en marcha. De esta manera, se estaría poniendo en cuestión el carác-
ter agroexportador de estas agriculturas, en la medida en que el saldo neto del
comercio exterior del sector tiende a reducirse en términos absolutos y fun-
damentalmente en relación con el crecimiento de la población de los países.
Sin embargo, no pueden dejarse de observar varios fenómenos centrales.

En primer lugar, en la región centroamericana, la pobreza está fuerte-
mente concentrada en las zonas rurales. Lo anterior indica la necesidad de
buscar opciones más eficientes del uso de los dos recursos más abundan-
tes que ofrece la región, como son tierra y otros recursos naturales asocia-
dos (agua, bosques, y climas), y la población rural. En segundo lugar, las
zonas urbanas que están agrupando a importantes segmentos de población
constituyen un potencial importante de consumidores de bienes agrarios,
directamente consumidos o procesados.

Hasta el presente, la tierra ha estado muy vigente en las distintas es-
trategias de poder prevalecientes en la historia política de la región. El
control de la tierra no solo era la llave para disputar la apropiación del ex-
cedente económico, sino, también, una forma de establecer mecanismos
básicos de dominación social y de reclutamiento de población para los en-
frentamientos político-militares que se han sucedido. Las principales ini-
ciativas de reforma agraria tuvieron como objetivo implícito cambiar la
estructura de poder que la tierra contenía, tanto para establecer una nueva
correlación sociopolítica (como los casos de Guatemala de los cincuentas
o el de Nicaragua de los ochentas lo atestiguan) o para sostener a clases
propietarias amenazadas por fuerzas insurgentes, como se observó en El
Salvador en los años ochentas. 

Pensando en el futuro, la constitución de nuevas fuentes de excedente
económico basadas en rubros agrícolas no tradicionales con mayor valor
agregado permite visualizar que una parte de la tierra en el sector rural pue-
de ser considerada como un medio útil para enfrentar la pobreza rural. Es-
to puede posibilitar que se generen ingresos que contribuyan a reducir los
flujos crecientes de migración hacia el exterior. Por otra parte, también
ayudará a desarrollar un manejo más adecuado de los recursos naturales.

La diferencia entre la visión que se puede tener de la cuestión agra-
ria a comienzos del siglo XXI y la que se tuvo a lo largo del siglo XX,
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d e r ivada de la menor importancia en la generación de divisas que el agro
tradicional tiene con respecto a otros sectores, pasa por la posibilidad de
“despolitizar” temas como la reforma agraria.Ya el control de buena par-
te de la tierra para fines agropecuarios, no es la llave para el control eco-
nómico básico y menos aún un instrumento para respaldar u obtener po-
der político, por lo menos en comparación como lo fue en etapas anterio-
res del desarrollo político centroamericano.

SITUACIÓN A FINES DE LOS AÑOS SETENTAS

En la última mitad de los años setentas se llegó en la región de Amé-
rica Central a conformar algo muy cercano a un tipo de ideal de países pe-
queños agroexportadores en los trópicos, en la medida en que plantacio-
nes o haciendas vinculadas a la exportación de productos agrícolas tenían
un peso considerable. El sector agroexportador era particularmente impor-
tante en el comercio exterior y en la demanda estacional de mano de obra,
mostrando una marcada articulación entre plantaciones y economías cam-
pesinas en la provisión de mano de obra permanente y, particulamente, de
mano de obra estacional.1

En América Central se encontraban plantaciones con altos niveles de
productividad física en café, banano, caña de azúcar y algodón. Práctica-
mente, la región ocupaba los primeros niveles entre los países tropicales
en lo referente a los rendimientos productivos por unidad de superficie en
los productos mencionados.2 Sin embargo, esta productividad física por
unidad de superficie coexistía con la incorporación de mano de obra esta-
cional campesina que obtenía remuneraciones por día de trabajo no muy
diferentes a las que se obtenían en la agricultura de subsistencia.3

Esta importancia del sector agroexportador era superior al que este al-
canzaba en muchos de los países del resto de América Latina, dado el do-
ble peso del agro en la generación de divisas y el alto peso del campesi-
nado en el conjunto de la población, pensando comparativamente tanto en
países minero-petroleros (Bolivia, Perú, Ecuador, Chile, México, Vene-
zuela); o países de peso agrario, pero sobre la base de colonización euro-
pea (Argentina, Centro y Sur del Brasil o Uruguay) sin la presencia de un
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1 Es ilustrativo indicar que las exportaciones agropecuarias por habitante en 1979 eran en los
cinco países centroamericanos del orden de 178 dólares anuales; en el conjunto de América
Latina llegaban a 82, en Asia a 10 y en África 30 dólares anuales por habitante. Cálculos
propios basados en FAOSTAT, 2003.

2 Los rendimientos en banano, algodón y café eran los más altos del mundo en los años se-
tenta. Baumeister, 1998:163.

3 El valor bruto por día de trabajo en la producción de maíz tradicional era muy cercano al in-
greso que podía obtener un recolector de productos de exportación por jornada.



típico campesinado. En el cuadro 1 puede verse que en 1980 la población ru-
ral, a diferencia del conjunto de América Latina, seguía siendo predominan-
te y que aún a comienzos del siglo XXI sigue teniendo un peso significativo.
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Cuadro 1
América Central: Peso de la población urbana y rural (1980-2000)

(en porcentajes)

1980 2000 Tasa de crecimiento Tasa de crecimiento
1950-1980 1980-2000

Población urbana 41 49 4,2 3,3

Población rural 59 51 2,3 1,8

Total 100 100 3,0 2,5

Fuente: Basado en FLACSO, Centroamérica en Cifras y Celade.

Tres sectores socioeconómicos básicos coexistían en las zonas rura-
les centroamericanas con patrones muy diferentes:

i) Grandes plantaciones con altos niveles de productividad en los pro-
ductos típicamente tropicales que ocupaban y ocupan una fracción re-
lativamente reducida de la tierra total (esto es una característica im-
portante que lo diferencia del sistema de la plantación caribeña, don-
de esta controla buena parte de la superficie para fines agropecua-
rios). Este sector de grandes plantaciones tenía tres características
importantes: a) concentraba buena parte del capital agropecuario, b)
era el encargado de generar las divisas de los países y, c) estacional-
mente era un fuerte demandante de mano de obra, generando de ma-
nera creciente una parte sustantiva de los ingresos de un segmento
importante de la población rural;

ii) Sectores campesinos, temporalmente asalariados, encargados de dos
funciones básicas: generar mano de obra para las plantaciones y las
haciendas, y granos básicos para el consumo interno; 

iii) Ganadería sumamente extensiva y en fuerte expansión que o c u p a b a
(y ocupa) parte de la superficie en fincas, con una productividad por
unidad de superficie muy baja. A partir de los años sesentas, esta ac-
tividad, que existe desde el período colonial, se amp l i ó hacia una



mayor actividad exportadora; incrementándose notablemente el h a t o
ganadero y la superficie en pastos en todos los países de la región.4 E n
el cuadro 2 se destaca el incremento de la extensividad ganadera en la
medida en que el área de pastos por cabeza de ganado se extendió en-
tre fines de los setenta y comienzos del siglo XXI.
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Cuadro 2
Uso del suelo agropecuario, América Central, 1978-2001, 
en porcentajes y miles de hectáreas y cabezas de ganado

1978 2001

Uso del suelo agropecuario % %

Agríc tradic de exportación 10,9 8,4

Granos Básicos 16,3 13,1

Otros cultivos 2,0 3,1

Pastos 70,8 75,4

Cabezas de Ganado 
(millones de cbzs) 11,2 9,7

Hectáreas de pastos por 
cabeza de ganado 1,0 1,6

Total 100,0 100,0

Millones de ha 15,8 20,3

Volumen de carne exportada 
(miles de toneladas métricas) 88,5 44,2

Notas: Agrícolas tradicionales de exportación: caña, palma, ajonjolí, algodón, banano,
café y cacao. Granos Básicos, maíz, frijol, arroz, soya y sorgo. Otros cultivos,
incluye, principalmente, frutas y hortalizas, tanto destinadas al mercado interno
como a la exportación. América Central es la suma de los 7 países. Para 1978, la
estimación del área de pastos es tomada para Honduras del Censo A g r o p e c u a r i o
de 1974, el resto de la información es tomada de FAO. Fuente: FA O STAT, 2003
y cálculos propios. Los millones de cabezas y el volumen de carne exportada
corresponden a 1980 y al 2000, respectivamente.

4 Se pensó, por ejemplo, que estaban emergiendo ‘repúblicas ganaderas’en contraposición a
‘republicas bananeras’. Para el tema del avance ganadero en Honduras véase, Patricia Ho-
ward, Empleo y pobreza rural en Honduras, 1989 (Segeplan, PNUD, y OIT, Tegucigalpa.
Por otro lado, hay pocos países pequeños en el mundo que combinan una densidad de po-
blación que se acerca a los 76 habitantes por kilómetro cuadrado y con cerca del 70 por cien-
to de la superficie en fincas destinado a la ganadería extensiva.



La regla fue que en el sector agrario exportador y en la ganadería pre-
dominaran grandes fincas; sin embargo, existieron excepciones importan-
tes, tales como la presencia de la pequeña y mediana producción en la ca-
ficultura en Costa Rica y Honduras; y mediana propiedad en varios rubros
en Nicaragua. Sin embargo, viendo la región en su conjunto, la imagen
dominante fue de grandes productores agrícolas de exportación y en la ga-
nadería extensiva, y pequeños productores de granos y mano de obra com-
plementaria para los otros dos sectores.

En el cuadro 2 puede observarse la distribución de la tierra agrope-
cuaria según principales usos. Cabe indicar que en esta tabla incluye ex-
clusivamente la superficie cultivada y los pastos (naturales o cultivadas),
no incluye otros usos dentro de fincas, o áreas de monte y bosque que pue-
den ocupar áreas relativamente importantes. En primer lugar, se constata
que el área de pastos ocupa entre 70 y 75% de la superficie agropecuaria,
y que la proporción se eleva entre fines de los setenta y comienzos del si-
glo XXI5. En segundo lugar, es importante indicar que los cultivos tradi-
cionales de exportación, si bien han ocupado tierras de relativamente bue-
na calidad, han sumado una parte relativamente menor de la superficie to-
tal. En tercer lugar, se comprueba en este cuadro el estancamiento de las
siembras de granos básicos que en términos absolutos se mantuvieron en
alrededor de las 2,6 millones de hectáreas, reduciéndose significativamen-
te la disponibilidad en relación con el crecimiento de la población entre
1978 y 2001. En los granos básicos la producción por habitante se redujo
en la medida en que los rendimientos por unidad de superficie, que po-
drían contrarrestar la caída de la superficie cosechada, han sido menores.
Entre 1980 y el año 2000, el rendimiento medio en las siembras de maíz
pasaron de 1,46 toneladas por hectárea a 1,70 toneladas, con un incremen-
to anual del orden de 0,76 por ciento anual, y en frijol, en promedio se pa-
só de 0.6 toneladas por hectárea cosechada en 1980 a 0,7 toneladas en el
2000. Ambos leves incrementos de los rendimientos fueron muy inferio-
res al crecimiento poblacional del período6.

iv) La expansión agroexportadora incrementó notoriamente los requeri-
mientos de tierra para estas actividades; en particular la ganadería
fuertemente extensiva, y también el algodón y la caña, crearon co n-
flictos por la tierra con sectores campesinos. La expansión agroex-
portadora, a su vez, contribuyó significativamente a la reducción de
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5 Entre 1978 y 2001 la superficie en pastos se amplió de 11,2 a 15,3 millones de hectáreas.
(basado en cuadro 1.2)

6 Cálculos propios sobre FAOSTAT, 2003; se estima un promedio simple de los rendimientos
por unidad de superficie.



las áreas de bosque, siendo la región uno de los lugares del mundo
donde más se redujo el bosque natural en las últimas décadas En los
noventas la disminución anual del bosque natural alcanzó la media de
un poco más 400000 hectáreas anuales (2,5 por ciento de la superfi-
cie disponible), lo que permite suponer que los años de sobrevivencia
del bosque natural, de no mediar cambios en el uso del suelo, puede
estar en unos cuarenta años.7

A su vez, el sector productor de granos básicos, en buena medida for-
mado por pequeños y medianos productores, debió ampliar tierras de
frontera agrícola, contribuyendo a la disminución de la cubierta forestal
natural, cumpliendo con tres grandes tareas. En primer lugar, generar ali-
mentos para las familias de estos productores que habían tenido un impor-
tante crecimiento demográfico luego de los años cuarentas, producto de la
disminución de las tasas de mortalidad.8

En segundo lugar, generar los alimentos básicos para los sectores ru-
rales asalariados, que estaban perdiendo el acceso a la tierra de manera
creciente, y contratados temporalmente por las actividades agroexporta-
doras. Y en tercer lugar, y no menos importante, garantizar la oferta inter-
na de alimentos destinados a los sectores urbanos en crecimiento.

v ) La magnitud de la expansión agroexportadora en América Cen-
tral puede verse en el cuadro 3 En 1969 las exportaciones agro-
pecuarias de la región llegaron a un poco menos de 800 millones
de dólares.
Diez años después, como consecuencia de aumento de precios (parti-
cularmente del café) y el importante incremento de volúmenes físicos
y de áreas cultivadas en los principales productos, las exportaciones
habían crecido 5 veces. En consecuencia, al tiempo que los salarios
unitarios rurales y los ingresos de los productores de granos básicos
se mantuvieron prácticamente estables, los ingresos empresariales en
los cultivos de exportación crecieron de manera significativa.
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7 Cálculos propios basados en World Resources 2000-2001, tabla F6.1 del World Resources
Institute. 

8 Cabe ilustrar que países como El Salvador tenían a comienzos del siglo XX tasas de creci-
miento natural del orden de 1,4 por ciento anual (Víctor Bulmer Thomas, La Historia Eco -
nómica de América Latina desde la independencia, cuadro IV.1). Mientras que en los cin-
cuentas, sesentas y setentas, las tasas de crecimiento de acercaron al 3% anual.



Por otro lado, presiones adicionales por tierras para cultivos de expor-
tación, ganadería y granos básicos, y por mejores salarios, agudizaron con-
tradicciones sociales que se sumaron a una crisis de legitimidad de los go-
biernos autoritarios que prevalecían en la mayor parte de los países, dando
lugar a una época de crisis sociopolítica y económica que tuvo consecuen-
cias importantes, muchas de las cuales aún subsisten a comienzos del siglo
XXI. Esto genera una lenta transición donde coexiste una pérdida relativa
de importancia de las exportaciones agrícolas, particularmente las tradicio-
nales, se incrementan notablemente las importaciones de alimentos, po-
niendo en cuestión el carácter agroexportador de este estilo de desarrollo
agrícola, al tiempo que se mantienen altos niveles de pobreza rural, con un
estrato importante de población con inserciones precarias (no tienen tierra
suficiente para garantizar ingresos y/ o acceder a salarios de manera esta-
ble), lo cual aumenta las migraciones internas, tanto hacia las ciudades co-
mo la frontera agrícola.9 Y las migraciones al exterior, particularmente los
nicaragüenses hacia Costa Rica y guatemaltecos, hondureños y salvadore-
ños hacia los Estados Unidos.

LOS AÑOS OCHENTAS Y N O V E N TAS DEL SIGLO XX

El importante crecimiento de los setentas fue fuertemente alterado por
la combinación de una crisis política de envergadura, de la cual surg i e r o n
la guerra interna y el triunfo revolucionario en Nicaragua, y situaciones in-
surreccionales en El Salvador y Guatemala. A lo anterior se unieron cam-
bios en el mercado mundial, particularmente la reducción drástica del algo-
dón en América Central, que había ocupado las mejores tierras planas de la
costa pacífica, los precios erráticos del café, el azúcar y la progresiva reduc-
ción de la oferta exportable de carne vacuna, uno de los productos de más
expansión en las dos décadas anteriores. Las reformas agrarias, unidas a si-
tuaciones políticas de fuerte confrontación social y política, agregaron fac-
tores de cambio al ritmo de crecimiento agrícola de las décadas anteriores.

En el cuadro 3 pueden verse las consecuencias de la retracción agroex-
portadora, y las trayectorias diferenciadas según países. Tomando los siete
países del istmo, en 1979 las exportaciones alcanzaban 3,7 mil millones y
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9 El crecimiento poblacional y las migraciones internas y externas del istmo son muy signifi-
cativas. Entre 1980 y el 2000 la población total creció a una media de 2,5% anual, mientras
que la urbana lo hizo al 3,3%  y la rural al 1,8%. Como comparación cabe anotar que la po-
blación rural del conjunto de América Latina en el mismo período lo hizo al 0.13% anual.
Estimaciones propias sobre datos de Celade.



en 1989 llegaron a 3,0 millones. Es bastante directa la reducción según el
contexto sociopolítico. En Costa Rica, Honduras y Panamá, menos afec-
tados por las turbulencias de la década, las exportaciones agropecuarias
aumentaron. En Guatemala, donde el alzamiento revolucionario y la mo-
vilización social reivindicativa no llegó más allá de la primera mitad de la
década de los ochentas, la reducción existió pero en menor intensidad que
en países como El Salvador y Nicaragua, donde las exportaciones agrope-
cuarias se desplomaron, producto de fuertes caídas en los volúmenes de
producción y los precios. Es conveniente indicar que tanto Costa Rica co-
mo Honduras, aparte de un contexto político relativamente más estable,
tuvieron la ventaja adicional de que la reducción del algodón tuvo en ellos
menor significación, dado que habían sido productores marginales, en
comparación a Nicaragua, El Salvador, o Guatemala. A su vez, este últi-
mo país logró más tempranamente y de manera más amplia reemplazar las
áreas algodoneras por la caña de azúcar.
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Cuadro 3
América Central: Evolución de las exportaciones agropecuarias 

(1969-1999) (millones de dólares)

1969 1979 1989 1999

Belice 11 50 80 125
Costa Rica 152 691 844 1701
El Salvador 128 747 249 466
Guatemala 187 921 786 1431
Honduras 122 566 648 469
Nicaragua 121 582 195 313
Panamá 71 172 254 312
Centroamérica 792 3729 3056 4817
(Sin Costa Rica) 640 3038 2212 3116

Fuentes: FAOSTAT, 2003.

En los años noventas, países como Costa Rica y Guatemala logran
concentrar dos procesos agroexportadores. Por un lado, sostener o am-
pliar los cultivos tradicionales (banano, caña, café). Este último se inte-
rrumpirá prácticamente a fines del 2000 cuando caen abruptamente los
precios, situación aún no resuelta en la primera mitad de la primera déca-
da del siglo actual.



Pero junto a este empuje de los cultivos tradicionales, en estos países,
y en menor medida en Honduras, se observa, desde mediados de los
ochentas, pero con más énfasis en los noventas, el auge de los llamados
cultivos no tradicionales (principalmente frutas, flores y hortalizas) que
tienen características diferentes a los cultivos tradicionales. En primer lu-
gar, no ocupan áreas extensas, pero sí son muy intensivos en capital y en
trabajo; en segundo lugar, tienen mercados externos muy exigentes en ca-
lidad (porque normalmente también se producen en países desarrollados),
y con mercados muy inestables, con variaciones abruptas en los precios y
condiciones de mercado complejas ante intermediarios que imponen re-
glas de juego cambiantes.

En el cuadro 4 se observan dos aspectos importantes. En primer lugar,
Costa Rica y Guatemala suman cerca del 69% del total de las exportacio-
nes de los siete países en el rubro de frutas y hortalizas (excluyendo las
exportaciones de banano que es parte de las tradicionales), lo cual refleja
la fuerte concentración de la diversificación hacia cultivos no tradiciona-
les en estos dos países. En tercer lugar se ubica Honduras; mientras que
en Guatemala existe un sector relativamente amplio de pequeños produc-
tores diversificados hacia la producción de algunos tipos de hortalizas, en
los otros países; existe un predominio más marcado de medianos y gran-
des productores, incluyendo diversificaciones de las antiguas bananeras,
en algunos rubros de cítricos y otras frutas.

En segundo lugar, esta tabla nos permite observar el peso real que es-
tos cultivos no tradicionales alcanzan; nuevamente Costa Rica muestra un
perfil donde la introducción de estos nuevos cultivos logró modificar el
perfil de las exportaciones agropecuarias, con un peso superior al conjun-
to de las exportaciones agropecuarias.10 Por el contrario, en el resto de los
países, con la excepción de un pequeño país como Belice, donde existen
importantes áreas de cítricos, el peso es bastante limitado. Para el conjun-
to de la región en 2001 este rubro abarca a un poco más del 16% del total
de exportaciones agropecuarias, según las estimaciones del cuadro 4 
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10 En estas estimaciones se tienen en cuenta exclusivamente las exportaciones directamente
agropecuarias, pueden haber otras exportaciones basadas en frutas y hortalizas con mayor
procesamiento que son consideradas como industriales.
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Cuadro 4
Importancia de las exportaciones de frutas y vegetales dentro de las

exportaciones agropecuarias en América Central, 2001
(en porcentajes)

Países % de frutas y vegetales % Frutas y vegetales/ 
exportaciones 
agropecuarias

Belice 6,5 43,7

Costa Rica 54,0 27,1

El Salvador 3,8 6,3

Guatemala 14,8 8,9

Honduras 12,8 15,4

Nicaragua 3,1 6,5

Panamá 5,0 12,5

Total 100,0 16,4

Fuentes: FAOSTAT, 2003. Del rubro de Frutas y vegetales se restó el valor de las expor-
taciones de banano.

Retracción de la ganadería vacuna

En el cuadro 2 se observa el fuerte peso que tienen los pastos en las
tierras destinadas a la agricultura de América Central, indicio de un pa-
trón de tipo “hacienda” (una baja carga animal por unidad de superficie)
antes que de “plantación” en la organización ganadera, que se convirtió
en un importante rubro de exportación luego de los años sesentas. Sin em-
bargo en los noventas y en lo que va de la primera década del siglo XXI,
se observa la reducción del hato ganadero y de los volúmenes físicos de
carne exportada, tal como puede verse en el cuadro 2 al tiempo que la for-
ma de producción se hace más extensiva (mas área de pastos por cabeza).
En estos procesos han incidido factores internos (situaciones de guerra in-
terna, reformas agrarias, inseguridad ciudadana en zonas rurales) y tam-
bién cambios en el mercado internacional, particularmente una menor de-
manda de los Estados Unidos. En buena medida, las exportaciones se han
reorientada hacia países como México, el Caribe o exportaciones entre
los países de la región. Con todo, se ha producido un incremento de la ac-
tividad lechera, particularmente en Costa Rica y Nicaragua, dedicada a la
producción de quesos y de otros derivados lácteos. La emergencia de la ac-
tividad lechera y sus derivados ha estado más vinculada a los mercados in-
ternos de los respectivos países, la ampliación del mercado regional, y la
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importancia que han tomado algunos productos “étnicos” como el que-
so ‘morolique’ producido en El Salvador y de manera creciente en Ni-
caragua, destinado al mercado salvadoreño, incluyendo los migrantes
en los Estados Unidos.

Las últimas décadas del siglo XX generaron algunos cambios impor-
tantes en el perfil y la importancia relativa de los principales estratos de
productores agropecuarios. La práctica inexistencia de censos agropecua-
rios en la región en las últimas décadas no permite hacer un análisis pun-
tual, pero se pueden hacer algunos perfiles básicos de la dinámica de los
principales grupos.11En primer lugar, entre los grandes productores, que
incluyen empresarios nacionales y plantaciones de capital externo, se ob-
servan dos tendencias. Por una parte, el segmento ubicado en actividades
como caña de azúcar, palma africana, productos no tradicionales, ganade-
ría intensiva para la producción de leche, y producción de productos aví-
colas y porcinos que logra ampliar e intensificar la producción, tanto pa-
ra mercados urbanos internos o de la subregión, o para el mercado inter-
nacional. Por otro lado, se observa el otro segmento de los grandes pro-
pietarios, fundamentalmente ubicados en ganadería y también en café, y
que particularmente en ganadería vacuna profundiza un patrón fuerte-
mente extensivo, observable en las tierras bajas de Petén, zonas del orien-
te de Honduras o la frontera agrícola nicaragüense, en actividades vincu-
ladas a la extracción de madera y especulación en tierras, explicando una
parte sustantiva de la expansión de nuevas tierras y la disminución de los
bosques naturales.

En segundo lugar, el estrato intermedio de productores de tipo fami-
liar muestra importancia en cultivos como el café (históricamente en Cos-
ta Rica, pero con importancia creciente en países como Honduras, Nica-
ragua y Guatemala), particularmente en rubros de cafés especiales (orgá-
nicos o de tipo gourmet), en algunos rubros de frutas y hortalizas, y en al-
gunos granos básicos (como el frijol rojo) que han mostrado capacidad de
abastecer a los centros urbanos de la región y resistir en parte ante las pre-
siones de las importaciones provenientes del mercado internacional.

En tercer lugar, el estrato de pequeños productores, con un fuerte cre-
cimiento en población en las últimas décadas, con un acceso histórico li-
mitado a la tierra, muestra tendencias diferenciadas. Por un lado, un sec-
tor que reduce su acceso a la tierra, incrementando su carácter semiasala-
riado, combinando parcelas de tierra más reducidas con inserciones per-
manentes o estacionales con la agricultura, tanto hacia los productos

11 En los años ochentas solo hubo Censo Agropecuario en Costa Rica en 1984. En los noven-
tas se hizo Censo en Honduras en 1993. A comienzos del nuevo siglo hay Censo en Nicara-
gua (2001) donde no se hacía desde 1971, y en Guatemala 2003.



t r adicionales de exportación, como hacia los cultivos no tradicionales.
Los ingresos reales per cápita de este segmento se tienden a reducir por la
menor disponibilidad de tierra y porque los salarios agrícolas reales no
crecen. Por otro lado, estarían los sectores que logran desplazarse hacia
las fronteras agrícolas como productores de granos básicos, y en menor
medida en ganadería o café; este segundo segmento explica el crecimien-
to poblacional rural en las zonas de frontera agrícola de las tierras bajas
del istmo y acompaña funcionalmente el crecimiento ganadero extensivo.
Por último, se puede diferenciar un tercer segmento de pequeños produc-
tores, ubicados en zonas cercanas a centros urbanos de importancia, que
combinan inserciones agrarias con menor acceso a la tierra (por fraccio-
namiento de la tierra ante el fuerte crecimiento demográfico de las últimas
décadas) con desplazamientos diarios a trabajos en construcción, comer-
cio, maquilas, u otros servicios, incluyéndose en esta situación a produc-
tores de algunas frutas y hortalizas que logran colocar en los mercados ur-
banos. Estos tres estratos de pequeños productores (los vinculados a la
agricultura de exportación, los desplazados a las fronteras agrícolas y los
más vinculados a los centros urbanos en expansión) se pueden diferenciar
en su interior, entre los que migran y reciben remesas del exterior y los
que no acceden a esta posibilidad.

En síntesis, en países donde la densidad de población rural no deja de
crecer, es altamente contradictorio que parte de la superficie agropecuaria
esté dedicada a pastos, genera contradicciones crecientes para el acceso a
la tierra. Y es importante señalar que la contradicción (tierra-crecimiento
de la población) no se manifiesta en este caso en general con respecto a
los cultivos de exportación, tanto los tradicionales y no tradicionales, que
si bien desplazaron población originaria lo han hecho en una magnitud re-
lativa menor que la expansión ganadera. En todo caso, han sido en el pa-
sado grandes demandantes de mano de obra, que incluyeron formas semi-
serviles de sujeción del trabajo (al estilo del peonaje por deudas, mozos
colonos), pero que en la actualidad tienen un peso relativo en generación
de empleo rural mucho menor.12
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12 En 1978 cerca del 38% de la población económicamente activa rural de Guatemala partici-
paba en los momentos de máxima demanda de empleo de los cultivos de exportación; en la
actualidad esa proporción llega al 23%, aún sumando la proporción de migración estacional
que se dirige a México (Baumeister, 2003, cuadro 11).



CONFIGURACIÓN OCUPACIONAL RURAL

Al observar las ocupaciones rurales en el istmo centroamericano, se
comprueba, en primer lugar, los cambios en la importancia que el empleo
agrícola presenta sobre el conjunto de la población activa En el cuadro 5
pueden verse los cambios en esta proporción en un período de dos décadas.
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Cuadro 5
América Central: Proporción del empleo agrícola sobre la PEA total 

(en porcentajes)

Países 1980 2000

Costa Rica 35 17

El Salvador 44 21

Guatemala 54 38

Honduras 57 33

Nicaragua 40 43

Panamá 29 17

Fuentes: 1980, tomado de FAOSTAT, 2003. Para 2000 tomado del II Informe de Desa-
rrollo Humano en Centroamérica y Panamá, pag.394. Los datos de Nicaragua
para 2000 corresponden a 1998.

En dos décadas se redujo, siguiendo una tendencia habitual, la pro-
porción del empleo agrícola, generándose un desplazamiento de secto-
res pobres del campo hacia zonas urbanas. Sin embargo, la proporción
de empleo agrícola sobre el conjunto de la población económicamente
activa (PEA), sigue siendo muy importante en países como Honduras,
Guatemala y Nicaragua.

Composición social de la PEA r u r a l

Visto el peso cambiante que la población activa agrícola presenta
sobre el conjunto de las ocupaciones, cabe introducirse en la situación
interna de la PEA rural. En el cuadro 6 se presenta una distribución de
la población ocupada rural en los cinco países de América Central, con
la excepción de Panamá. El primer elemento por destacar es que la po-
blación permanentemente dedicada a las tareas agrícolas representa el
60% de la población ocupada de los cinco países, con variaciones que
se analizarán más adelante. En segundo lugar, el 56% lo hace en posi-
ciones ocupacionales no asalariadas (trabajadores por cuenta propia, fa-
miliares no remunerados, empleadores).



En otras palabras, un peso alto de la agricultura y del empleo genera-
do en actividades por cuenta propia (agrícolas o no agrícolas). El tercer
elemento nos indica que al analizar la composición de los trabajadores por
cuenta propia y familiares no remunerados, se comprueba que los agríco-
las representan casi el 70% de los ubicados en el medio rural centroame-
ricano, y el 30% restante está formado fundamentalmente por pequeños
comerciantes, y pequeños proveedores de servicios (reparaciones de equi-
pos y maquinarias, y transportistas (tanto los que lo hacen con tracción
mecánica como animal).

El cuarto elemento por destacar es que en la composición de los asa-
lariados (agrícolas y no agrícolas) los primeros siguen teniendo un peso
superior. Y este peso es aún mayor debido a que una parte de los asalaria-
dos no agrícolas trabajan en empleos urbanos, pero residen en zonas rura-
les, y son empleos rurales no agrícolas por el lugar de residencia de los
ocupados, pero por el espacio donde se generan estos puestos de trabajo.

Viendo en su conjunto la estructura ocupacional rural, se observa que el
sector más típicamente campesino (cuenta propia y familiares no remunera-
dos agrícolas) representan el 38% de población ocupada; en segundo lugar,
los asalariados agrícolas con un peso cercano al 23%; en tercer lugar, los asa-
lariados no agrícolas, con el 20 por ciento, y por último las empresas fami-
liares no agrícolas, con el 18% de los ocupados. 
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Cuadro 6
Perfil de la estructura ocupacional rural 

de América Central, 1999-2000.
(en porcentajes)

Categorías sociocupacionales %

Asalariados agrícolas 23,2 

Asalariados no agrícolas 17,5

Asalariados sector publico 3,0

Trabaj.cuenta propia agric 36,8

Trabaj.cuenta propia no agric 16,2

Empleadores 3,3

Total 100

(miles) 6029

Asalariados 43,7

Agricultura 60,0

Fuentes: Tabulaciones propias basadas en Panorama Social de América Latina 2002, y
estimaciones propias sobre el peso de asalariados agrícolas y no agrícolas.



Estas imágenes globales de la estructura ocupacional centroamerica-
na presentan variaciones importantes al analizar los distintos países. Nos
permite distinguir dos bloques. Uno, constituido por Costa Rica y El Sal-
vador, en que probablemente pueda incluirse Panamá, donde las posicio-
nes ocupacionales agrícolas tienen un menor peso relativo (inferior o cer-
cano a la mitad de las ocupados) y al mismo tiempo también es menor el
peso de las posiciones por cuenta propia y familiares (menos de la mitad
de los ocupados). Y por otro lado, un segundo bloque conformado por
Guatemala, Honduras y Nicaragua, donde el peso agrícola y de las unida-
des de tipo familiar (suma de trabajadores por cuenta propia y familiares
no remunerados) superan el 50% de los ocupados rurales.

Costa Rica nos muestra la situación de mayor diversificación de las
ocupaciones de rurales, el peso de los asalariados no agrícolas (incluyen-
do a los que lo hacen en el sector público) es superior a los asalariados
agrícolas, y los trabajadores por cuenta propia agrícolas y familiares no
remunerados, suman menos del 18% del total de ocupados. Teniendo en
cuenta la configuración espacial del país, donde la Región Central suma
una parte muy sustantiva de los ocupados (agrega el 69,3% de los ocu-
pados del país, según Trejos, 2002, cuadro 12), una parte importante de
estos asalariados no agrícolas y empleados públicos laboran en zonas ur-
banas, pero residen en zonas rurales colindantes. Por otro lado, el peso
de los trabajadores rurales nicaragüenses está muy probablemente subes-
timado en el registro censal, de modo que la estructura ocupacional real
de las zonas rurales costarricenses debe contar con un segmento mayor
de asalariados agrícolas, permanentes y particularmente, estacionales
(viviendo dentro de Costa Rica o trasladándose periódicamente desde
N i c a r a g u a ) .

El Salvador, por su parte, nos presenta una situación de empleo rural
donde los asalariados no agrícolas (sumando aquellos que lo hacen en el
sector privado y los que trabajan en empleos públicos) son de un tamaño
muy similar a los asalariados agrícolas (23 y 24% respectivamente). El sec-
tor típicamente más campesino suma cerca del 27% de los ocupados, aun-
que es relativamente el más numeroso de los estratos, su peso es inferior al
alcanzado en los otros países. En El Salvador, debido a la alta densidad de
población rural y al peso del área metropolitana en la población total del
país, una parte del empleo no agrícola, de residencia rural, deben ser perso-
nas que diariamente se trasladan a centros urbanos a laborar.

En Guatemala, cerca del 60% de los ocupados trabaja en el sector
agrícola como empleo principal; los trabajadores por cuenta propia y fa-
miliares no remunerados, representan el 36% de los ocupados del sector,
siendo el principal estrato ocupacional. El sector cuenta propia no agríco-
la (19%) es el de mayor peso luego del salvadoreño. Esto se explica por
el peso del pequeño comercio fijo o ambulante, y de la producción de pro-
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Cuadro 7
Composición de la población ocupada rural en América Central 

(1998-2002)

Categorías
ocupacionales Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua

Asalariados
Agrícolas 30,0 24,3 21,8 23,7 22,7

Asalariados
no agrícolas 29,6 19,0 18,3 9,5 19,9

Asalariados
Sector publico 9,6 3,9 1,7 1,8 4,0

Trabajadores
por cuenta propia
agrícolas 17,5 26,8 36,4 50,8 38,0

Trabajadores
por cuenta propia
no agrícolas 10,0 21,4 18,8 11,1 12,1

Empleadores 3,3 4,6 3,0 3,1 3,3

Total 100 100 100 100 100

Agrícola 47,5 51,1 59,3 74,5 63,2

Trabajadores
Por cuenta propia 27,5 48,2 55,2 65,0 53,4

(en miles) 375 963 2678 1216 796

Fuentes: Costa Rica, basado en Florisabel Rodríguez et. al 2002, Evolución de la Estruc -
tura Social y Conducta Electoral en Costa Rica 1973-2000, diagrama 5, y Ane-
xo 3 y recálculos propios. La fuente primaria de Rodríguez es el Censo de Po-
blación del 2000. El peso de los asalariados públicos se toma del cuadro 5 del
Panorama Social de América Latina (PSAL) 2001-2002. El Salvador, basado en
PSAL 2001-2002, cuadro 5. y en cálculos de las ocupaciones agrícolas a partir
de PEArural para el 2000 de CELADE (base electrónica) y de la proporción de
la PEA agrícola sobre la PEA rural según el Segundo Informe del Estado de la
Región, PNUD Costa Rica. Guatemala, basado en ENCOVI 2000 y tabulacio-
nes propias; el peso de los asalariados públicos tomado del PSAL 2001-2002.
Honduras, basado en la 26 Encuesta Permanente de Hogares, Instituto Nacional
de Estadística, setiembre 2002. Nicaragua, datos de 1998, fuente original de la
MECOVI del INEC, tomado de cálculos de INPYME y OIT.



ductos artesanales (textiles, madera, palma, barro) consumidos por la pro-
pia población rural y en parte destinado al turismo.

En Honduras, los datos disponibles sugieren un peso muy elevado de
la población dedicada principalmente a la agricultura y con un peso deter-
minante de las formas familiares de producción (suma de trabajadores por
cuenta propia y familiares no remunerados). Esto se vincularía al hecho
de que históricamente fue el país donde el enclave bananero se ubicó en
zonas del Norte el país, pero con una demanda de empleo asalariado de-
clinante en las últimas décadas.

Nicaragua, por su parte, presenta un peso elevado de ocupaciones
agrícolas con casi 2/3 del empleo rural. El núcleo de ocupaciones más tí-
picamente campesinas (cuenta propias y familiares no remunerados) su-
man el 38% de los ocupados, siendo el principal estrato. 

Las actividades rurales no agrícolas suman en total el 38% de la po-
blación activa. La parte formal suma el 25%, mientras que las actividades
informales no agrícolas (microempresa comercial y de servicios) suma ca-
si dos tercios de las rurales no agrícolas (OIT, 2003).

E LAGRO CENTROAMERICANO ACOMIENZOS DELSIGLO XXI 

En esta sección se trata de resumir varios temas básicos con implica-
ciones sobre las tendencias de las zonas rurales centroamericanas.

a. Pérdida del peso relativo del agro en la generación de divisas,
gran incremento de las importaciones agropecuarias, en general el balan-
ce de divisas del sector es inferior al alcanzado a fines de los setentas
(véase cuadro 8).

La suma de la retracción de las exportaciones agrícolas tradicionales
(desaparición del algodón, fuerte reducción de la carne vacuna, inestabi-
lidad en los precios de productos como el azúcar, y más recientemente la
reducción de los ingresos generados por el café), el peso relativamente ba-
jo de los llamados cultivos no tradicionales, y el incremento significativo
de las importaciones agrícolas, formadas principalmente por granos bási-
cos, aceites comestibles y alimentos para animales. Están incidiendo en
que el sector agropecuario deje de generar un balance neto creciente de di-
visas, papel que había jugado históricamente.

En el cuadro 8 puede verse una comparación entre 1979 (momento
culminante de la fase que se inició en los cincuentas de expansión agroex-
portadora) y la actualidad. En la mayoría de los países, con la excepción
de Belice y Costa Rica, el saldo del comercio exterior agropecuario del
año 2001 es inferior al alcanzado en 1979. 
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Esto es producto de dos tendencias: incremento de las importaciones
de alimentos, y por otro lado, del hecho de que el empuje agroexportador
ha declinado, siendo el último eslabón la caída de los precios internacio-
nales del café. Cabe indicar que el conjunto de los 7 países tuvieron en
1979 un saldo positivo en el comercio exterior agropecuario del orden de
cerca de 3.000 millones de dólares, mientras que en el 2001, es práctica-
mente la mitad con 1.5 mil millones de dólares. Pero esta retracción es aún
más compleja: en 1979 Costa Rica sumaba el 19,6% del saldo del comer-
cio exterior, mientras que en 2001 lo hace con casi el 70% del saldo del
comercio exterior de los 7 países. 

b. Fuertes desplazamientos poblacionales: migraciones a las ciu-
dades, al exterior y a la frontera agrícola de población rural. Se mantienen
altas tasas de crecimiento de la población en edad activa rural producto de
las altas tasas de crecimiento demográficas de las décadas anteriores.

La población centroamericana, particularmente la rural, muestra pro-
cesos importantes de desplazamiento, indicio de que en sus lugares de na-
cimiento o residencia habitual no encuentran condiciones de inserción
adecuadas. En primer lugar, las clásicas migraciones del campo a la ciudad
que se dieron de manera sostenida desde los años cincuentas. En segundo
l u g a r, los importantes, y no tan “clásicos”, desplazamientos de tipo rural-ru-
ral, que amplía la frontera agrícola en las últimas décadas; sin embargo, no
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Cuadro 8
Balance comercial agropecuario 1979-2001

(millones de dólares corrientes)

Países 1979 1991 2001

Belice + 15 + 42 +60

Costa Rica +581 +796 +1084

El Salvador +609 + 46 - 306

Guatemala +780 +568 + 488

Honduras +387 +454 + 233

Nicaragua +531 + 52 + 85

Panamá + 61 +115 - 96

Región +2964 +2073 +1548

Fuente: Datos de FAOSTAT, 2003 y cálculos propios.



más allá del 2030-2050 se podrá utilizar ese recurso. Centroamérica, co-
mo región, se encuentra a las puertas de uno de los fenómenos estructura-
les más significativos de su historia como es el fin de la frontera agrícola.

Hay que tener presente que en la actualidad la tasa de crecimiento de
la región se acerca a un promedio de 2,5% anual una tasa que casi dupli-
ca la media mundial13. En consecuencia, se seguirá acumulando una pro-
porción importante de población en edad activa rural que requiere oportu-
nidades de empleo, ya que el crecimiento rural sigue siendo importante
(1,8% anual entre 1980 y 2000) mientras que el conjunto de América La-
tina lo hizo a solo 0,13% con muchos países con tasas negativas de creci-
miento de la población rural 

A las migraciones internas se han sumado, más recientemente, y conti-
nuaran con más fuerza en el futuro, las migraciones internacionales, debido
a que las tasas de crecimiento de la población de los países receptores, Es-
tados Unidos, Canadá, Europa Occidental o Costa Rica, crecen mucho más
lentamente que la región en su conjunto, particularmente de Nicaragua,
principal fuente de las migraciones internacionales hacia Costa Rica. Mien-
tras que Costa Rica crece a una tasa anual media del orden de 1,7 entre 1995
y 2000, Nicaragua lo hizo a 2,9% anual (Segundo Informe de Desarro l l o
Humano en Centroamérica y Panamá, cuadro 9.36, pág. 406).

En consecuencia, en países como Honduras, Guatemala y Nicaragua,
que tienen una proporción importante de población rural, y la población
económicamente agrícola sigue representando una parte sustantiva de la
PEA total, la búsqueda de opciones que generen empleo agrícola siguen
siendo de prioridad.14

c. Pobreza rural persistente e intensa. El abordaje de la pobreza ru-
ral en países como los de América Central, inmersos en importantes pro-
cesos migratorios, desaparición o retracción de actividades muy importan-
tes en el pasado reciente (como algodón, café o ganadería de exportación),
implica observar, junto a variables de empleo de ingresos otras como las
dimensiones étnicas, de género y las dinámicas de las distintas regiones al
interior de los países. El análisis que sigue se concentra en la vinculación
entre pobreza rural e inserciones ocupacionales. 
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13 La media mundial del período 2000-2005 es de 1,2% según Anexo del Estado de la pobla-
ción mundial 2001, informe nacional de Nicaragua, ed. FNUAP. La tasa media de América
Central (de los seis países) ha sido entre 1990 y 2003 de 2,5% anual, según cálculos basa-
dos en el cuadro 9.34 del Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y
Panamá del PNUD, San José, 2003.

14 En América Central la PEAagrícola representa aún más de 1/3 de la PEAtotal (Segundo Infor-
me sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá, pág.134). Para el conjunto de A m é-
rica Latina, la proporción agrícola dentro de la PEAes de 19,8%, según FA O S TAT, 2003.



i) Evolución de la población por debajo de la línea pobreza.

En el cuadro 9 se puede observar la trayectoria de los niveles de po-
breza entre 1980 y fines del siglo XX.

Por un lado, se constata que la proporción de pobres rurales a lo lar-
go del período se ha mantenido en valores relativamente elevados, con la
excepción de Costa Rica. En efecto, en Guatemala, Honduras, y Nicara-
gua, la proporción de pobres supera las 3/4 partes de la población rural.
En El Salvador se ubica en alrededor de 2/3, en Panamá, un poco por de-
bajo de la mitad de la población, y en Costa Rica se acerca a 1/5 de la po-
blación. No se observan importantes modificaciones ni hacia arriba ni ha-
cia abajo, a lo largo de las décadas presentadas en el cuadro. 
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Cuadro 9
América Central: evolución de la proporción de población rural 

por debajo de la línea de pobreza (1980-2000)

Años Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Panamá

1980 28 ND 79 81 ND 45

1990 27 ND 78 88 83 51

1998-2000 22 65 70 86 77 42

Notas: Para los años ochentas se reporta el porcentaje de hogares rurales debajo de la
línea de pobreza.En Honduras para los años ochentas son datos para 1986. Ni-
caragua para los noventas datos de 1993. Guatemala para 1990 son datos de
1989. Panamá para 1990 son datos de 1991. Fuentes: Juan Carlos Freres, ed. El
perfil de la pobreza en América latina , Cepal, Santiago, y Panorama Social de
América Latina 2001-2002, cuadro 18, pag. 229.

Se puede estimar que para comienzos del nuevo siglo las zonas rura-
les concentran cerca del 70% de los pobres de la región.15; y la propor-
ción de pobres en las zonas rurales no ha disminuido en los años noven-
ta, a pesar de los procesos de pacificación interna, institucionalización de
formas democráticas, importantes flujos de cooperación externa y diver-
sificación de las exportaciones agrícolas. 

15 Estimaciones propias sobre II Informe regional, pag. 53.



Con datos disponibles, se puede estimar que la media ponderada de
pobres rurales alcanzaba en 1990 al 69,6% de la población rural, muy si-
milar a la estimación para el 2001 de 68%.16 Tres elementos parecen se-
guir pesando de manera significativa en la formación de los ingresos ru-
rales y explican la persistencia de la pobreza. 

En primer lugar, la producción de subsistencia (principalmente gra-
nos básicos que ha disminuido la disponibilidad per cápita y los rendi-
mientos por unidad de superficie no han mejorado)1 7; en segundo lugar,
los salarios agrícolas como media ponderada alcanzan a 3,5 dólares por
día trabajado.1 8 Aun en el supuesto de que ese ingreso se obtiene los 365
días del año, arroja una proporción inferior a 1 dólar por día persona, so-
bre la base de familias rurales medias de 5,5 miembros y una proporción
de 1,5 activos por hogar.1 9 En tercer lugar, las posibilidades de inserción
ocupacional asalariada en los cultivos tradicionales, se redujeron, absor-
biendo en la actualidad una proporción menor de fuerza de trabajo que en
el pasado.

ii) Composición social de los pobres rurales.

En el conjunto de los países, observando la composición de los pobres
que son miembros de la población ocupada, se comprueba que mucho más
de la mitad está compuesto por personas que se insertan como trabajado-
res por cuenta propia o familiares no renumerados. En efecto, en El Sal-
vador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, más de la mitad de los
pobres rurales lo hacen en estas posiciones ocupacionales, tanto agrícolas
como no agrícolas. La excepción está en Costa Rica, donde los cuenta
propia representan el 36% de los pobres, y el resto lo conforman asalaria-
dos tanto agrícolas como no agrícolas 20.
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16 Para comienzos de los noventas estimaciones de Insumos preparatorios del Segundo Informe
Regional de Centroamérica y Panamá, y para 2001, tomado del Segundo Informe, pag. 53

17 Mientras que la población rural crece a tasas cercanas al 2,0% anual, la superficie de granos
básicos entre fines de los setentas y el 2001, lo hizo a solo 0,13% anual (basado en cuadro
1.2) y los rendimientos de maíz y frijol sólo lo hicieron al 0,7% anual, según cálculos basa-
dos en FA O S TAT, 2003, con lo cual el crecimiento de la producción de estos alimentos fue
inferior al crecimiento de la población rural

18 Ponderado para los seis países, según el salario mínimo diario agrícola, para fines de los años
noventas en Estadísticas sociales de CEPAL-México (pagina web).

1 9 La estimación, hecha para ilustrar el argumento, se hace sobre la base de hogares de 5.5
miembros donde 1,5 son plenamente activos, que obtienen los 365 días del año 3,5 dólares
(media ponderada del salario mínimo agrícola), lo cual arroja 0,95 dólares por día persona.

20 Lamentablemente, los datos disponibles no permiten distinguir entre asalariados del sector
privado, agrícolas y no agrícolas.



Estos perfiles ocupacionales de los pobres rurales se complementan
con lo que se puede observar en el cuadro 11, donde se verifica el fuerte
peso de pobres al interior de los trabajadores agrícolas por cuenta propia.
Y nuevamente, con la excepción costarricense.

En efecto, parte de los trabajadores por cuenta propia agrícolas se en-
cuentran en situación de pobreza, mientras que en Costa Rica alcanzan a
solo el 21% de este grupo ocupacional.

De los tres cuadros (9, 10 y 11) sin poder introducir elementos impor-
tantes, como son los derivados del género del que encabeza los hogares, lo
localización en zonas rurales centrales o periféricas, o la condición étnica
prevalecientes en los hogares, se puede deducir que las inserciones agríco-
las por cuenta propia siguen teniendo un rol determinante en la constitu-
ción de las bases de la pobreza (medida en ingresos) de los hogares rura-
les. En el caso de Costa Rica, donde la pequeña y mediana propiedad ha
tenido un peso considerable en actividades claves como el café, parece ha-
berse dado la transición observada en los países de más desarrollo, en la
medida en que si bien persiste la unidad familiar de producción, esta logra
niveles de productividad que permiten una remuneración por persona ocu-
pada familiar que cubre ciertos niveles básicos de bienestar. Por el contra-
rio, en la mayoría de los países el grueso de la pequeña producción por
cuenta propia actúa como una agricultura de subsistencia y que “transmi-
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Cuadro 10
América Central: Composición de los pobres ocupados rurales según cate-

gorías ocupacionales. [1998-2000]
(en porcentajes)

Países % de Asalariados % de Cuenta % de Cuenta Total
privados propias no agrícolas Propias agrícolas

Costa Rica 63,9 16,9 19,3 100

El Salvador 38,9 18,9 42,2 100

Guatemala 43,6 16,1 40,3 100

Honduras 29,8 22,3 47,9 100

Nicaragua 35,4 11,8 52,7 100

Panamá 30,9 21,3 47,8 100

Fuente: Cepal, Panorama Social de América Latina 2001-2002. No se toman en cuenta
las categorías de empleadores, asalariados del sector público y profesionales. Ba-
sado en el cuadro 18, del Panorama Social, pag. 229



te” al mercado de trabajo agrícola un patrón de remuneración por día de
trabajo que perpetúa bajos niveles de ingreso, independientemente de
que los ocupados (combinando actividades por cuenta propia y eventual-
mente como asalariados temporales) trabajen todos los días laborables del
año.
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Cuadro 11
América Central: Estimación de los trabajadores por cuenta propia 
y familiares rurales agrícolas en situación de pobreza (1998-2000) 

[en miles y porcentajes]

Costa Rica 95,7 20,1 21

El Salvador 257,7 206,1 80

Guatemala 764,4 527,4 69

Honduras 475,4 423,1 89

Nicaragua 320,8 279,1 87

Panamá 139,7 58,7 42

Total 2053,7 1514,5 74

Fuente: Cepal, Panorama Social 2001-2002 y recálculos propios sobre la base de con-
vertir a valores absolutos la información brindada por el Panorama Social. La
PEA rural es tomada de FLACSO Centroamérica en Cifras 1980-2000, cua-
dro1.2.1.5. pag. 48.

Países TCPrurales

Agrícolas

(miles)

(1)

TCPRurales Agrícolas

En situación 

de pobreza

(miles)

(2)

% de TCP

pobres sobre el

total de TCP

Agrícolas

(2/1)

d.  Importancia del agro en la generación de divisas: aunque en las
últimas décadas se redujo el saldo del comercio exterior agropecuario, sin
e m b a rgo, el agro y los bienes industriales, basados en recursos naturales,
siguen constituyendo una parte sustantiva de las exportaciones de la re-
gión, si al unificar las comparaciones se deja de lado el valor de las ma-
q u i l a s .2 1 En el cuadro 12 puede verse que para los cinco países de Cen-
troamérica las exportaciones agropecuarias representan el 48,1% de las
exportaciones, y si se suman otros productos primarios y bienes industria-
les basados en recursos naturales, se alcanza al 73,4%. Yes interesante ob-

21 Costa Rica y El Salvador contabilizan en sus exportaciones el valor correspondiente a las
maquilas, mientras que los otros tres no lo hacen. 
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servar que esta alta proporción incluye a todos los países, con la diferen-
cia de que en países como Costa Rica existe un peso mayor de las expor-
taciones de frutas y hortalizas (sin incluir el banano), mostrando un mayor
grado de diversificación de las exportaciones agropecuarias.

Una forma más fuerte de observar la importancia que siguen tenien-
do, a pesar de la retracción de las últimas dos décadas, las exportaciones
agropecuarias, se comprueba con comparaciones internacionales. En el
2001 las exportaciones agrícolas por habitante para el conjunto de Améri-
ca Latina y el Caribe alcanzó a 99 dólares anuales por habitante. En el
conjunto de Asia llegó a solo 17 dólares y en África a 15 dólares, mien-
tras que para los 7 países de América Central se tiene una media de 128
dólares anuales por habitante.22

Cuadro 12
Composición de las exportaciones centroamericanas: importancia de los

productos primarios, y productos industriales basados en recursos 
naturales, 2001 (millones de dólares, y porcentajes) 

Agrícolas

(1)

Países Otros
primarios

industrializa-
dos basados
en recursos
naturales

(2)

Total

1+2

(3)

Export
(sin

maquila)

(4)

% de (3)
sobre Export.

(sin ma-
quilas) 

(5)

1553Costa Rica 357 1910 2235 85,4

464El Salvador 99 563 1213 46,4

1294Guatemala 700 1994 2864 69,6

645Honduras 1042 1687 1994 84,6

374Nicaragua 76 450 687 65,5

4330Total 2274 6604 8993 73,4

48,1% 25,3 73,4 100
Fuentes: Columna 1 tomado de FAOSTAT, 2003. Columna 2, diferencia entre columna 1

y columna 3. Columna 3 tomada de Cepal, 2002 Panorama de la Inserción in-
ternacional de América Latina y el Caribe, anexos estadísticos (cuadros II.
12.A,16ª, 24.A) y cuadro III.1 pag. 96 del texto principal. Columna 4 basado en
el cuadro II.3ª del Panorama de la Inserción internacional, pag. 61 restando el
valor de maquilas tomado de la misma fuente, cuadro III.5 pag. 107 y converti-
dos a dólares corrientes.

22 Estimaciones basadas en FAOSTAT, 2003.



e. Alta correlación entre las variables claves de los procesos de
mo dernización rural: en muchas de las secciones anteriores se hizo én-
fasis en las características y trayectorias comunes que la agricultura pre-
senta en los distintos países de la región. En esta sección se mostraran las
jerarquías que se establecen entre las zonas rurales de los seis países, bus-
cando construir un continuum que sitúe los casos en grados de moderni-
zación relativa de sus estructuras rurales. En el cuadro 13 se presentan cin-
co variables relevantes para ordenar jerárquicamente los países de la re-
gión. En primer lugar, se observa la proporción que representan los asala-
riados dentro de la PEA rural con el sentido de sugerir que la proporción
de asalariados en un indicar proxy de la presencia de formas empresaria-
les (no importa necesariamente el tamaño de las empresas) en compara-
ción con la presencia de estrictas formas de tipo familiar (indicadas en la
estructura ocupacional por la presencia de trabajadores por cuenta propia
y familiares no remunerados).23 La información disponible capta princi-
palmente las categorías ocupacionales principales de las personas, lo cual
permite sugerir que los asalariados son en este caso asalariados permanen-
tes, no necesariamente en un mismo establecimiento, pero que sí a lo lar-
go del año se insertan en esta categoría ocupacional; un razonamiento se
puede hacer para los trabajadores por cuenta propia.

En segundo lugar, se presenta una jerarquía construida sobre una es-
timación del ingreso por miembro de la PEA rural, que hace referencia a
niveles de productividad por persona empleada en el sector rural tanto
agrícola como no agrícola.24 En tercer lugar, se presenta la proporción de
personal ocupado en actividades rurales no agrícolas, un indicador de la
diversificación de oportunidades laborales de los habitantes rurales. Es
conveniente indicar que este indicador puede ocultar el hecho, bastante
frecuente, de que las actividades no agrícolas significan la migración dia-
ria o semanal de personas que tienen residencia habitual en zonas rurales,
pero se trasladan a trabajos en zonas urbanas25.

En cuarto lugar, se jerarquiza el producto bruto agropecuario por hec-
tárea en fincas, que muestra el grado de intensidad de utilización del sue-
lo en fincas26 . En quinto lugar se mide el producto agropecuario por per-
sona ocupada en la agricultura27.
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2 3 Esta variable oscila entre 34% de la PEArural en Honduras, y 69% en Costa Rica.
24 Esta variable oscila entre 895 dólares de ingreso anual por miembro de la PEArural en Ni-

caragua y 3924 dólares anuales en Costa Rica.
25 Esta variable oscila entre 68% en Panamá y 25% en Honduras.
26 Este oscila entre 650 dólares anuales por hectárea en El Salvador y 107 dólares en Nicara-

gua.
27 Oscila entre 5140 dólares en Costa Rica y 979 dólares en Honduras.



La observación de conjunto de los indicadores presentados muestra
bastante similitud en las distintas jerarquías, indicio de que se estaría an-
te una escala relativamente coherente en este continuum de “moderniza-
ción” de las zonas rurales centroamericanas (medible en el incremento del
ingreso por persona ocupada, la ampliación de las inserciones ocupacio-
nales no agrícolas, el incremento del valor agregado por unidad de super-
ficie y una mayor proporción de ocupados en formas empresariales). 

Costa Rica aparece en 3 de los 5 indicadores en primer lugar y otro en
segundo lugar. De esta forma, aparece en el conjunto con el mejor punta-
je. Panamá se ubica en el segundo lugar, producto de aparecer en dos in-
dicadores con esa posición, un indicador lo muestra en el primer lugar, en
relación con el peso del empleo rural no agrícola. En tercer lugar, se ubi-
ca El Salvador, con posiciones en esa tercera categoría, aunque ocupa la
primer posición en intensidad por unidad de superficie para lo cual se con-
jugan cierta tradición de agricultura intensiva en el sector empresarial (ca-
fé) con el factor de alta presión demográfica que ha forzado la intensidad
de la producción campesina, algo similar se observa en el Altiplano gua-
temalteco. En cuarto lugar, aparece Guatemala, que rompe esta jerarquía
en la variable productividad por hectárea, indicio de la relativamente alta
intensidad comparada que ofrecen la combinación de la agricultura inten-
siva del Altiplano en manos de campesinos, y la también relativamente in-
tensiva productividad de la producción empresarial agrícola de la Boca
Costa y la Costa Sur. En quinto lugar, se ubica Nicaragua que oscila en to-
das las variables entre cuarta y sexta. Y por último Honduras, que en to-
das las variables se ubica en quinto o sexto lugar (en tres variables).

Las consecuencias de estas jerarquías apuntan a que, independiente-
mente de matrices históricas y de inserción internacional similares, exis-
ten diferenciaciones en las trayectorias de las últimas décadas, las cuales
pueden ser de utilidad para el diseño de políticas públicas. En variables
claves no es necesario ir a los “tigres asiáticos” para encontrar lecciones
útiles para el desarrollo de las zonas rurales, hay procesos muy interesan-
tes en los seis países del área, que pueden ser replicados en los otros.

Es importante observar la relación inversa que se observa entre esta
jerarquía de ‘modernización’ con lo observado con respecto a los niveles
de pobreza rural. En efecto, comparando los cuadro 9 y 13 se constata una
distribución de los países muy similar, en el sentido de que Costa Rica
aparece como el país mejor ubicado en el cuadro 13, y con niveles relati-
vos de pobreza rural más bajos en el cuadro 9. A su vez, Panamá, aparece
en segundo lugar en modernización y en segundo lugar en menor propor-
ción relativa de pobres. Lo mismo ocurre con el resto de los países. (véase
cuadros 9 y 13).
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2 3 1 1Costa Rica 1 1

Cuadro 13
Jerarquía de los países en variables claves rurales (circa 2000)

3 1 5 3El Salvador 2 3

4 2 3 4Guatemala 5 4

6 5 6 6Honduras 6 5

5 6 4 5Nicaragua 4 6

1 4 2 2Panamá 3 2

Fuentes: Variables 1,2, estimado a partir de PSAL, 2001-2002; variable 3, tomada de In-
sumos para el Segundo Informe Regional; variable 4 estimada sobre datos del
BID y FAO; variable 5, tomada del Informe de Desarrollo Mundial 2003 del
Banco Mundial. El agregado resulta de sumar las variables y jerarquizados los
resultados.

ELEMENTOS PARA UNAAGENDA DE DESARROLLO RURAL

En esta parte se hacen consideraciones alrededor de tres temas que
giran alrededor de la construcción de una agenda de desarrollo rural que
puedan ser considerados de manera paralela a las discusiones sobre temas
como el grado de liberalización externa más adecuado para estas agricul-
turas, como son CAFTA o ALCA.

Una visión distinta de la tierra para fines agropecuarios

De manera tradicional, la lectura de las sociedades centroamericanas
colocó el tema de las estructuras agrarias como el tema central, dado el
peso que el sector tenía en términos económicos, políticos y poblaciona-
les. El tema de la distribución de la tierra y del uso del suelo han estado
tradicionalmente asociados a factores claves del poder político y econó-
mico. Las posibles modificaciones en el uso del suelo y la alteración de
la distribución de la tierra concentraron grandes energías políticas, tanto
aquellos que buscaban transformar la estructura existente como aquellos
que pugnaban por sostener básicamente el status quo.



Las reformas agrarias que se llevaron adelante en Guatemala en los
cincuenta (aunque de efímera vida), Honduras en los setentas, y Nicaragua
y El Salvador en los ochentas, hicieron énfasis en buena medida en cam-
biar la situación del sector agroexportador, pugnando por transformar las
grandes haciendas o plantaciones existentes, en unidades colectivas o esta-
tales de producción. Las haciendas afectadas se dedicaban principalmente
a productos como el café, banano, palma africana, caña de azúcar, algodón,
o ganadería para la exportación. Es evidente que la disputa por las divisas
generadas por estas actividades agroexportadoras, y el control y/o la movi-
lización política de los trabajadores vinculados a esas unidades de produc-
ción, estaban en el centro de estas experiencias de reforma agraria. 

La centralidad de estos espacios rurales se hizo más evidente en los
contextos de movilización social en las zonas agroexportadoras, seguida
generalmente de guerras internas que se dieron a partir de los años seten-
tas. Fuerzas revolucionarias y contrarrevolucionarias buscaron siempre
apoyos sociales y espacios militares en las zonas rurales, con el objetivo
principal explícito de alterar el orden agrario existente. Piénsese en fuer-
zas como URNG, FMLN, FSLN, los contras nicaragüenses, las patrullas
de autodefensa (PAC) en Guatemala, los miembros de organizaciones co-
mo ORDEN en El Salvador, o los desmovilizados de los ejércitos regula-
res de Nicaragua, El Salvador o Guatemala. 

La generalización de un sistema político, sustentado en formas elec-
torales de selección de los principales poderes del Estado, hace que el pe-
so político urbano se incremente en la mayor parte de los países, y parti-
cularmente los ejes de las campañas en los medios de comunicación ma-
sivos (periódicos, televisión) tienen naturalmente una mayor audiencia,
así como las encuestas de opinión, en los espacios urbanos, particularmen-
te en las áreas metropolitanas de la región.

En consecuencia, las formas tradicionales de poder político, susten-
tados en la hacienda o en las fuerzas de seguridad, se trastocan hacia otras
formas de legitimación, donde las ciudades juegan un rol más central Sin
embargo, al tiempo que esta es la tendencia que se observa en la mayor
parte de las elecciones de la posguerra centroamericana, no puede dejarse
de ver que aún siguen teniendo una gran significación los “patrulleros”
guatemaltecos sumamente disputados en las elecciones de Guatemala, o
los contras nicaragüenses presentes en la mayor parte de los partidos po-
líticos, incluyendo a los sandinistas, con cuotas variadas de poder en los
gobiernos posteriores a 1990.28
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En el horizonte del siglo XXI, el sector agropecuario ha perdido sig-
nificación, en la mayor parte de los países, particularmente en la genera-
ción neta de divisas. Los rubros que más empuje han mostrado (frutas,
hortalizas, productos avícolas, apícolas) son actividades que, a diferencia
de los rubros principales en el pasado, no requieren grandes espacios de
tierra; son actividades fuertemente intensivas, que requieren de capital,
tecnologías, capacidades de comercialización, pero ocupan un área relati-
vamente reducida.29

La ganadería tradicional ha perdido la importancia que tuvo en el pa-
sado, pero sigue ocupando cerca del 70% de la tierra para fines agrope-
cuarios. La combinación de una reducción de su carácter extensivo, apo-
yando el dinamismo actual de la actividad lechera y la producción de de-
rivados lácteos, puede ser compatible con la predistribución de parte de
esas áreas dedicadas a pastos, hacia sectores pobres del campo, y también
para fomentar la reforestación . 

Al tema de reordenar tierras actualmente destinadas a la ganadería ex-
tensiva se une el tema de la actividad cafetalera que atraviesa fuertes caí-
das en los precios internacionales, generando probablemente un cambio
estructural, en el sentido de que los precios internacionales tiendan a man-
tenerse bajos para los cafés tradicionales, dada la emergencia de nuevos
países productores, particularmente en Asia. De esta manera, segmentos
de grandes haciendas cafetaleras tradicionales, en países como Guatema-
la o Nicaragua, encuentran en la actualidad fuertes dificultades financie-
ras, con deudas bancarias impagables y ejecuciones masivas de esas deu-
das. Piénsese, por ejemplo, que en Guatemala las fincas cafetaleras ocu-
pan cerca de 1/3 de toda la tierra en fincas del país.

La diferencia con el pasado reciente sería que la predistribución de
tierras actualmente en actividades ganaderas extensivas o en el sector ca-
fetalero castigado por los precios internacionales, no debería ser visuali-
zada como una operación institucional que busque fundamentalmente ré-
ditos políticos, de cambio en las estructuras de poder. Debería visualizar-
se como una forma de reordenamiento del uso del suelo, pero que requie-
re de un Estado capaz de asumir la problemática que está en juego.

Trastocar el uso del suelo debería apuntar a los siguientes objetivos.
En primer lugar, frenar el avance de la frontera agrícola en las tierras ba-
jas de la región. Esto supone trabajar en varias direcciones.

Primero, introducir cambios en las actividades que se desarrollan ac-
tualmente en la frontera agrícola, buscando que la pequeña producción au-
mente su productividad sobre la base de técnicas de conservación de suel o s
y agua, reforestación (aunque sea en pequeña escala), con transferencias
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directas que alienten la introducción de estas técnicas de conservación de
suelos, agua, reforestación, economía de patio, cercas, y la diversificación
agrícola, destinada a las ciudades pequeñas o medianas, que muestran ta-
sas de crecimiento importantes, y que requieren de abastecimientos de
granos, frutas y hortalizas, que muchas veces provienen de zonas alejadas
o del ex t e r i o r. Estos programas de desarrollo agropecuario deberían ir
acompañados de actividades que promuevan el mejoramiento de las vi-
viendas de los pequeños agricultores y una promoción más adecuada de los
planes de planificación familiar, porque en estas zonas de frontera agríco-
la, en países como Guatemala, Honduras o Nicaragua, el crecimiento de-
mográfico sigue una trayectoria bastante similar al de las últimas décadas.
El abanico de actividades por promover buscarían incrementar ingresos
por la diversificación de productos agrícolas, sobre la base de un cambio
en el manejo de los recursos naturales y profundizar la estabilización de es-
tos grupos de población, y minimizar las migraciones hacia nuevas fronte-
ras agrícolas, lo cual ha sido la tendencia de las últimas cinco décadas.

Segundo, en las zonas de agroexportación y de ganadería más tradi-
cionales, sería muy conveniente dotar de mayor acceso a la tierra a fami-
lias que se articulan entre la agricultura de subsistencia y el trabajo asala-
riado temporal. Las tierras con que se les podría dotar pueden provenir de
tierras subutilizadas actualmente en pastos de baja productividad. Superar
los niveles de pobreza implica obtener ingresos complementarios, comen-
zando por mejorar su producción de autoconsumo, producir algunos ru-
bros de hortícola y animales menores, para su propio autoconsumo y
eventualmente la venta para mercados cercanos. 

Tercero, cambio en el estilo de hacer ganadería vacuna. Se puede vi-
sualizar que la tierra que actualmente se utiliza en pastos en América Cen-
tral podría transformarse en tres direcciones. Una parte destinada a una
ganadería más intensiva (mayor carga animal por unidad de superficie)
pero realizada con métodos relativamente orgánicos de producción, me-
diante una mayor introducción de pastos mejorados, agroforestería, sub-
división de potreros, etc. Introducir esta modalidad de ganadería más in-
tensiva supone la existencia de incentivos, que podrían ser similares a los
que emplean para el café (producción orgánica, amigable con la naturale-
za, etc.) y se podría “certificar” una ganadería que produce carne y leche
bajo formas orgánicas y amigables que incluso podrían ser vendidas al
mercado internacional. Una segunda parte del suelo podría ser destinada
a estratos pobres del campo para que mejoren sus niveles de autoconsumo
y eventualmente para la venta local. Se está pensando básicamente en las
poblaciones que se articulan tradicionalmente a las actividades agroexpor-
tadoras. Una tercera parte de las tierras podría ser destinada a la refores-
tación y recibir incentivos por transformarse hacia actividades amigables
con el medio ambiente, la conservación de fuentes de agua, etc. 
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Pequeños productores viables

Es necesario visibilizar más claramente la significación de los peque-
ños y medianos productores viables centroamericanos. El peso de estos
estratos es importante, en primer lugar, en el café, particularmente en los
tipos especiales, incluyendo el café orgánico. En segundo lugar, este es-
trato tiene en algunos rubros como hortalizas un peso considerable, parti-
cularmente en Guatemala, y gana espacio en otros países, en la medida en
que se requiere ampliar el consumo interno de estratos medios y altos en
productos hortícolas.

En tercer lugar, segmentos de pequeños y medianos productores pro-
ducen bienes como frijoles rojos, y avanzan en actividades lecheras y la
elaboración de quesos y otros productos derivados de la leche, que se des-
tinan a mercados del área y pueden ser colocados en los mercados étnicos
de los residentes en países del Norte. Obviamente, existen riesgos en es-
tos rubros en la medida en que los tratados de libre comercio puedan ero-
sionar sus posibilidades comerciales. Sin embargo, en la medida en que
ganen calidad, y mejoren sus condiciones organizativas, formando coope-
rativas de transformación industrial y comercialización, podrán mantener
ciertas condiciones competitivas en relación con productos importados de
lugares lejanos.

En síntesis, cuando la mitad de la población de la región vive en zonas
urbanas, constituyendo un mercado distinto al que se visualizaba exclusi-
vamente en el sector exportador para países del Norte o las actividades de
subsistencia para la propia población rural, y los productos agrícolas gene-
rados puedan también conectarse con actividades como el turismo, estos
cambios permiten dar una nueva visibilidad a estos estratos de pequeños y
m e d i a n o s .

La intensificación hacia rubros como hortalizas, frutas, quesos, anima-
les menores, tiene tres mercados diferentes que se pueden asociar a distin-
tos tipos de productores. Por un lado, los productos destinados al mercado
internacional, que incluye los productos destinados a los mercados étnicos
ubicados en los países del Norte. Se trata de calidades, volúmenes y homo-
geneidades en la producción que requiere de una organización de la produc-
ción, tecnologías, épocas de siembra, infraestructura, que probablemente se
puede visualizar de manera realista en las zonas que ya están insertas en
esas actividades, y sobre los productores ya ubicados en estos rubros.

Un segundo segmento de destino de estos productos de intensificación
pasa por las zonas metropolitanas de la propia región de América Central
que ya tiene un mercado que supera los 10 millones de habitantes entre to-
das las ciudades capitales. Hacia estos rubros también se requiere de pro-
ductores pequeños y medianos con capacidades complejas de adaptarse a
requerimientos de mercados exigentes. Se puede suponer que los produc-

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

136



tores de estos rubros pueden estar en las zonas tradicionales de producción
de estos rubros, pero pueden incorporarse segmentos ubicados en situa-
ciones semiperiféricas.

Un tercer segmento, directamente más conectado con los sectores be-
neficiarios de acceso a tierras como consecuencia de la transformación de
la ganadería extensiva, es el que fortalezca su proceso de intensificación,
conectándose con ciudades intermedias de franco crecimiento, producto
de la extensión de las redes de caminos, algunas de las modalidades del
turismo, los servicios de electricidad, telefonía, etc., y de familias rurales
que reciben remesas y se ubican en muchas de estas ciudades. Existen po-
tencialidades para diversificar y ampliar la provisión de productos agríco-
las (frescos o semiprocesados) en un amplio abanico de cabeceras depar-
tamentales y municipales de la región.

La agricultura de exportación en América Central

Aparece “cercada” por tres tipos de países con los cuales le resulta di-
fícil c o m p e t i r. Primero, con países asiáticos que producen productos simi-
lares de baja calidad pero a precios más bajos, como el caso del café. Se-
gundo, en relación con países productores en gran escala de productos si-
milares (café, azúcar, algodón) como Brasil, con capacidad de articular pla-
nes de incentivo y de protección muy difíciles de implementar desde paí-
ses de pequeña escala. Y tercero es muy dependiente de las políticas pro-
teccionistas y de subsidio de los países desarrollados (carnes, lácteos, gra-
nos) que hacen vulnerable a amplios segmentos de productores. En este
marco se requieren de múltiples estrategias, que apuntan a lograr mayor ca-
lidad en productos tradicionales y un mayor valor agregado en estos, posi-
cionándose en mercados que buscan productos especiales en los países del
Norte y en segmentos vinculados al turismo internacional. Por otro lado,
junto a mejorar calidad y valor agregado pensando en mercados internacio-
nales exigentes, no puede dejarse de ver la necesidad de protección de al-
gunos productos de amplio consumo como granos básicos, que deberían
contemplar medidas de protección, como de campañas para mantener o
ampliar su consumo dentro de la región (como por ejemplo del maíz blan-
co y sus derivados dirigidos al mercado regional o los mercados étnicos).

Articulación de actividades agrícolas y no agrícolas

El cuadro 6. muestra el peso creciente de las actividades no agrícolas al
interior de la estructura ocupacional rural, y a su vez se visualiza en el
cuadro 13 que la modernización de las zonas rurales pasaría, como la expe-
riencia de otros países lo indica, por un peso creciente de las actividades ru-
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rales no agrícolas. Sin embargo, las visiones promovidas por muchas agen-
cias de desarrollo son en este punto de tipo dualista. Ante el atraso de la
agricultura tradicional, se visualiza el desarrollo de actividades no agrícolas
(maquilas, turismo, agroindustria) sin visualizar que el avance más genuino
de actividades no agrícolas debe ser paralelo a la transformación de la agri-
cultura tradicional. Tener en cuenta, por ejemplo, procesos de maquila, tu-
rismo y de procesamiento agroindustrial que generen demandas hacia el
conjunto de las economías locales, promoviendo el desarrollo territorial y
no actividades que son muchas veces de tipo enclave. Obviamente, esto re-
quiere mano de obra de mayores niveles de calificación y una educación mí-
nima que abarque la escuela secundaria o técnico, que está muy lejos de al-
canzarse en las zonas rurales de América Central. En síntesis, esta mayor ar-
ticulación presupone medidas más evolutivas que conecten segmentos atra-
sados con sectores más modernos, y de una diseminación de la educación
básica, de la capacitación técnica y de formas de capitalización que inclu-
yan a estratos amplios de las zonas rurales del istmo.
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Introducción

Entre 1997 y 2001, cinco grandes desastres, asociados con distintos ti-
pos de fenómenos físicos, asolaron diversos países de América Latina y el
Caribe. Entre ellos, “El Niño” de 1997-98, que afectó de forma dramática
a los países andinos y de Centroamérica, los huracanes Mitch y Georges,
que en 1998 generaron amplias secuelas de daños y pérdidas en Centroa-
mérica y el Caribe, así como las inundaciones, deslaves y deslizamientos
que afectaron la zona de Vargas en el litoral venezolano en 1999 y los dos
terremotos de El Salvador en 2001. Todos ellos se cuentan entre los más
dramáticos eventos que la región ha sufrido en muchos años y todos los
cuales, a la vez, ocurrieron después de un período relativamente prolon-
gado de “calma” en la región, frente a los embates de una naturaleza cre-
cientemente “desnaturalizada”.

Si bien tal región no está desacostumbrada al periódico impacto de
magnos fenómenos físicos, mucho más frecuentes son los eventos de me-
nor magnitud que, a falta de una mejor terminología, son denominados co-
mo “desastres pequeños o medianos”. Estos son detonados en general por
fenómenos como los deslizamientos, inundaciones, derrumbes, colapsos
de tierra, sequías localizadas, etc., y afectan de forma recurrente a un in-
contable número de localidades en los distintos países. Sus consecuencias
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son rara vez calculadas de la misma forma que los grandes eventos que
captan la atención y demandan la ayuda nacional e internacional. Sin em-
bargo, existe creciente evidencia para sugerir que los daños y pérdidas de-
rivadas de ellos pueden no solo ser similares, sino incluso exceder a las
asociadas con los grandes desastres esporádicos dispersos en el tiempo.
Además, las evidencias sugieren que los pequeños eventos de hoy son la
antesala de los grandes desastres de mañana, debido a la creciente vulne-
rabilidad y exposición de la población, infraestructura y medios de pro-
ducción con el paso del tiempo (Lavell, 1993, 1993a, 1996, 2000).

Solamente tomando en consideración los grandes desastres que entran
a las bases de datos reconocidas mundialmente, como lo es la del Centro
de Investigaciones sobre Epidemiología de los Desastres CRED-EM-DAT
de la Universidad de Louvaine, los daños y pérdidas asociados con desas-
tres en el mundo han aumentado en términos monetarios constantes en
más de 600% entre la década de los sesentas y la actualidad. Para los
eventos hidrometeorológicos en particular, entre 1996 y la presente fecha
ha habido un 500% de crecimiento. Confrontado con los pronósticos so-
bre cambio climático global durante los próximos 50 años y el creciente
número de amenazas relacionadas que afectarán zonas y poblaciones sin
capacidad de absorber los choques y adaptarse al cambio, el escenario de
los desastres de cara al futuro comienza a preocupar a múltiples sectores
de la sociedad, aunque aún no lo suficiente a muchos gobiernos, los cua-
les mantienen un grado relativo de ausencia y hasta despreocupación, en
cuanto al significado de estos cambios. Los tiempos y ritmos de los go-
biernos con proyección en el corto plazo parecieran no acoplarse a los rit-
mos ambientales y de la sociedad en su conjunto, que requieren de visio-
nes y escenarios de más largos plazos.

Desde varios años atrás ha crecido la convicción de que los desastres
erosionan continuamente los logros del desarrollo, afectando el bienestar
social y humano, en particular en los países pobres, y entre estos, los de
economías más pequeñas (Cuny, 1983; Caballero y Zapata, 1999). Tal
convicción comprende una de las razones para las cuales se estableció el
Decenio Internacional para la Reducción de los Desastres Naturales—
DIRDN— entre 1990 y 1999, cuyos objetivos se centraban en aspectos de
prevención y mitigación de desastres, superando el sesgo histórico que fa-
vorecía casi exclusivamente la atención y la preparación para desastres y
el análisis de amenazas. 

A la vez que el interés en el impacto de los desastres en el desarrollo
ha aumentado, también la atención al argumento complementario, el cual
sugiere que son las mismas modalidades excluyentes de desarrollo, con
sus secuelas —en términos de desarrollo humano y social— y la ausencia
de oportunidades para la autoprotección, los que sirven para ayudar a ex-
plicar por qué los desastres ocurren, por qué aumentan, y a quiénes afec-
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tan más (véanse Blaikie et al., 1996; Hewitt, 1996; Lavell, 1999, 2000).
Antes que entender los desastres como acontecimientos excepcionales,
anormales o independientes de la vida normal, establecer una relación en-
tre ellos y las modalidades de “desarrollo” pasadas y vigentes, significa
reconocer que representan la continuidad de la vida cotidiana, ese “desas-
tre permanente”que viven cientos sino miles de millones de personas en
el mundo hoy en día (Hewitt, 1983). Adicionalmente, mientras este argu-
mento tomaba forma a lo largo de la década de los noventas, también co-
menzaban las investigaciones, la discusión y la polémica en lo que se re-
fiere a la relación del problema de desastre con la de la degradación am-
biental y la falta de mecanismos adecuados para su gestión. Esta polémi-
ca sirvió para abrir la puerta a argumentos que señalan que el problema de
los desastres es, al final, un componente importante y una manifestación
álgida del problema ambiental (Lavell, 1996, Cardona, 1993, 1996, 2000).

Con la ocurrencia de los grandes eventos de 1997 al 2001 en Centroa-
mérica, la relación entre riesgo, ambiente, desastre y desarrollo, encontró
una tierra fértil en qué crecer, más allá de la teoría discursiva a la que has-
ta entonces esencialmente se limitaba. Esto facilitó en alguna medida el
tránsito desde conceptos y nociones nuevos, hacia cambios en la actitud y
la práctica. Estos grandes eventos, más que cualquier otro en la historia de
la región, revelaron de forma abrupta y obvia la importancia que tuvieron
la pobreza y la exclusión social, la degradación ambiental y la destrucción
de las cuencas, así como la vulnerabilidad social en sus distintas dimen-
siones, en términos de las pérdidas sufridas y en cuanto a la distribución
social y territorial del daño. 

De 1998 en adelante, la región centroamericana ha sido testigo de más
innovación y cambio en nociones y conceptos, así como modificaciones
en los marcos institucionales frente al problema del riesgo y el desastre,
que nunca antes en toda su historia. Esto ha sido acompañado por la intro-
ducción y experimentación con nuevos tipos de proyectos que buscan li-
gar más de cerca el problema del riesgo con la problemática ambiental y
la problemática del desarrollo sostenible, dentro de marcos más holísticos
de intervención. No por eso puede afirmarse que tales enfoques son domi-
nantes o suficientes, pero sí existe una tendencia al cambio y el aumento
en el número de actores sociales que intentan enfrentar la problemática
desde una perspectiva más integral (véase Lavell, 2002).

El objetivo de este escrito es el de considerar estos cambios, concep-
tual y empíricamente, examinar casos relativos a la modificación de pro-
cesos y de intervención integrada, e identificar los factores que aún deben
ser vencidos para hacer el tránsito completo o más comprometido entre
los enfoques parciales y sectoriales y otros fundamentados en el recono-
cimiento de las interrelaciones que existen, todo con referencia particular
al contexto centroamericano. 
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Comenzaremos la parte sustantiva de nuestro escrito desdibujando un
marco conceptual de análisis que permita establecer las relaciones entre
riesgo, ambiente, desastre y desarrollo social o humano sostenible. Las ca-
tegorías de problemas y relaciones que se establecen en este apartado ser-
virán para ordenar nuestro posterior análisis de experiencias, entornos y
contextos en la región centroamericana y promover un debate sobre los
marcos estratégicos, políticos, institucionales y de acción que sentimos
deben perfilarse en la región, en aras de avanzar en la reducción del pro-
blema complejo que se enfrenta. O sea, el marco conceptual no es una
abstracción académica, sino más bien un intento de seguir la premisa de
Albert Einstein de que “nada resulta más práctico que una buena teoría”. 

Un marco conceptual 

La noción de desastre y de los impactos sociales, económicos, cultu-
rales, políticos y psíquicos, asociados con la ocurrencia de eventos físicos
naturales, socio-naturales o antropogénicos, hace referencia a una situa-
ción donde el nivel y las características de los daños y pérdidas llegan a
tal punto que interrumpen el funcionamiento normal y sostenido de la so-
ciedad afectada y exceden su capacidad de respuesta y recuperación autó-
noma, requiriendo así de apoyo y ayuda externa. 

Esta definición básica significa que puede haber muy distintos nive-
les y grados de desastre que van desde ocurrencias muy grandes como los
megadesastres, que puedan afectar hasta a varios países al mismo tiempo,
hasta eventos pequeños que afectan a una comunidad urbana o rural, co-
mo los son muchos ejemplos asociados con deslizamientos, sequías e
inundaciones que tengan una afectación abrupta o pausada, aunque relati-
vamente localizada en el territorio. 

Desastre representa una condición real, palpable, mesurable y sufrida.
Pero su existencia siempre es precedida por la existencia de determinadas
condiciones de riesgo en la sociedad. El riesgo de desastre se entiende co-
mo la probabilidad de daños y pérdidas futuras asociadas y explicadas por
la coexistencia e interacción entre factores de amenaza físicas y factores de
vulnerabilidad humana. Un desastre representa condiciones de riesgo actua-
lizados o no manejados, y el riesgo de desastre es una condición latente que
presagia futuras condiciones de daño y pérdida que exceden los límites so-
cialmente aceptables. O sea, no todo daño o pérdida futura se puede consi-
derar dentro de la noción de desastre, sino aquellas que exceden los niveles
inherentes en la vida humana en este planeta y que, de acuerdo con paráme-
tros socialmente delimitados, se consideren aceptables o manejables.

Las amenazas son eventos físicos latentes y pueden clasificarse gené-
ricamente de acuerdo con su origen, como “naturales”, “socio-naturales”,
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o “antropogénicos” (véase Lavell, 1996). Las naturales derivan de la mis-
ma dinámica de la naturaleza y comprenden fenómenos como sismos, hu-
racanes, tsunamis y erupciones volcánicas. Las antropogénicas derivan
por completo de acciones humanas e incluyen explosiones, incendios, de-
rrames de sustancias peligrosas, accidentes tecnológicos y otros. Final-
mente, las amenazas socio-naturales derivan de la intersección de prácti-
cas humanas con el ambiente natural, normalmente en condiciones tipifi-
cadas como de degradación ambiental, de inadaptabilidad al entorno o de
insuficiencias en la dotación de infraestructuras urbanas y rurales. Así, un
número importante y creciente de eventos físicos dañinos tales como inun-
daciones, deslizamientos, sequía, erosión de suelos y subsidencias, son gene-
rados o acentuados por distintas prácticas humanas, como por ejemplo la de-
forestación, el corte de manglares, la desestabilización de laderas, el mono-
cultivo en ambientes frágiles, y la construcción de ciudades sin adecuados
sistemas de drenaje pluvial y con minado o desestabilización de pendientes. 

Los tres tipos genéricos de amenaza tienen distintas connotaciones
con referencia a lo que se ha dado en llamar, la “construcción social del
riesgo” y, en este caso particular, con la construcción social de la amena-
za. En el caso de las amenazas naturales, la transformación de la natura-
leza en formas de amenaza, sucede por las muchas veces inadecuada ubi-
cación de asentamientos y población en condiciones de baja “resistencia”
y altos grados de vulnerabilidad. De esta manera, el ambiente como recur-
so o bien público se transforma en amenaza o mal público, por las propias
modalidades de ocupación del suelo y las formas de desarrollo de los ele-
mentos de la estructura social y económica. 

En el caso de las amenazas antropogénicas, éstas son puramente una
construcción humana y el papel que el ambiente natural juega en la cons-
trucción del riesgo asociada con ellas viene por sus características parti-
culares y la forma en que potencian la amenaza como tal. Así, por ejem-
plo, frente a un determinado nivel de contaminantes que se arrojan al
agua, el nivel de riesgo dependerá en parte en las características de esa
misma agua, donde lagos y otros depósitos de agua relativamente estáti-
cos tenderán a acumular mayores niveles de contaminación que el de las
aguas que fluyen a altas velocidades, dispersando los contaminantes hacia
mares y océanos. De igual forma, la contaminación del aire es dependien-
te de los niveles de vientos y movimiento de la atmósfera. Incendios fo-
restales originados por acción humana serán más peligrosos en condicio-
nes de sequía y vientos.

Las amenazas socio-naturales son un híbrido de relaciones y procesos
naturales y antropogénicos y no pueden existir sin el concurso de ambos ti-
pos de factores. Son parte de contextos que tipifican la problemática am-
biental en general y en la mayoría de los casos son generadas por la diná-
mica de la degradación ambiental. A diferencia de las amenazas naturales,
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son producto de procesos directos de construcción social, pero de manera
similar a estas, también representan la transformación de los recursos en
amenazas y de bienes en males públicos. La manifestación más acuciante
de este tipo de amenaza está representada por los peligros pronosticados con
referencia a los procesos de Cambio Climático Global, relacionados con la
emisión de los gases de invernadero. Aquí, la escala de preocupación en
cuanto a causalidad cambia de lo local, zonal o regional, hacia el nivel glo-
bal, mundial o internacional, pero, en esencia, se trata de aspectos muy si-
milares, dados sus orígenes particulares y genéricos. Además, a pesar de su
causalidad en procesos globales, la manifestación concreta de las nuevas
amenazas que surjan siempre será en los niveles locales o regionales.

En cuanto a las vulnerabilidades, que constituyen el segundo factor en
la ecuación del riesgo, estas representan características internas de los ele-
mentos expuestos a las amenazas-población, asentamientos, producción,
infraestructura, etc., que los hacen propensos de sufrir daño al ser impac-
tados por distintos eventos físicos. Las vulnerabilidades significan una
falta de resistencia y, además, condiciones que dificultan la recuperación
y reconstrucción autónoma de los elementos afectados. Aquí, se trata de
muy distintos tipos o niveles de vulnerabilidad —económicos, sociales,
organizacionales e institucionales, educacionales y culturales— los cua-
les, en un sistema de compleja interacción, crean condiciones de lo que se
ha dado en llama la “vulnerabilidad global” de un elemento, unidad o es-
tructura social particular (Wilches Chaux, 1989). En general, es aceptado
que las vulnerabilidades son específicas a distintos tipos de amenaza, lo cual
significa que no existen vulnerabilidades en general, sino más bien vulnera-
bilidades con referencia a amenazas o conjuntos de amenazas espécificas.

Hasta este momento, nuestra discusión sobre riesgo, amenaza y vulne-
rabilidad se ha hecho en términos estáticos, desagregados y simplificados,
frente al dinamismo y la complejidad que estas nociones asumen en gene-
ral, y en la realidad de los países del istmo. 

Ahora bien, seis son las características más importantes que se deben
destacar aquí para introducir mayor dinamismo al análisis: 

P r i m e ro, las amenazas, aunque claramente distinguibles según su tipo,
rara vez se manifiestan de forma homogénea y unilateral en la definición de
riesgo y desastre. Más bien existen interrelaciones, sinergias y concatena-
ciones que nos permiten hablar de contextos sociales, territorios o regiones
de multi-amenaza por una parte, y de amenazas complejas, por la otra. En
el primer caso, nos referimos a zonas, regiones, localidades o comunidades
que enfrentan simultáneamente la existencia de distintos tipos de amenaza.
Múltiples áreas de la región son sujetas a la amenaza sísmica, volcánica, de
inundación, de deslizamiento y de sequía. Estas amenazas pueden desenca-
denarse en la forma de eventos reales en momentos distintos, o en el peor
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de los casos, dos o más a la vez, aunque con magnitudes variadas. En el
segundo caso nos referimos al hecho de que una amenaza particular, al ac-
tualizarse en forma de un evento físico real, puede desencadenar una se-
rie de otros eventos físicos dañinos. Este es el caso, por ejemplo de un sis-
mo de cierta magnitud que incita a procesos de licuefacción, deslizamien-
to y derrumbe, ruptura de líneas vitales de conducción de materiales peli-
grosos, ruptura de presas y diques, incendios etc., con diversas consecuen-
cias para la sociedad. 

Tal concatenación de eventos y las sinergias asociadas se traduce en
una dilución de la línea que separa las amenazas naturales y antropogéni-
cas o llega a provocar que, en todo caso, tenga poca validez la diferencia-
ción entre ambos tipos de amenaza en la realidad compleja de las condi-
ciones de riesgo y desastre. Si no hay cuidado en las interpretaciones de
las causas de pérdidas y daños, entonces es fácil caer en la trampa de de-
cir por ejemplo, que un sismo es la causa de algo, cuando, de hecho, es en
realidad el detonador de un proceso complejo que finalmente termina en
desastre. La destrucción del barrio La Colina en Santa Tecla, Gran Área
Metropolitana de San Salvador, durante el sismo de enero de 2001, fue a
causa de un deslizamiento detonado por el sismo, y no por el sismo pe. sé,
a pesar de que en las bases de datos internacionales atribuyen las pérdidas
al sismo mismo. Esta advertencia se hace porque la línea de causalidad es
muchas veces compleja y tiene de por medio numerosos procesos o fac-
tores intermedios que en la fórmula de la reducción del riesgo deben de
ser considerados. Entre ellos está el manejo de la vulnerabilidad, cuya es-
pecificidad y particularidad frente a amenazas distintas suele muchas ve-
ces no concordar con los esquemas “monoamenaza” de los que parten las
iniciativas de intervención.

Segundo, el entendimiento de las formas de construcción social de las
amenazas de desastre requiere en muchos casos entender la dinámica de
la vida cotidiana y de las prácticas sociales de la población; esto muy par-
ticularmente con referencia a la población pobre o destituida, los exclui-
dos de la sociedad. Así, mientras importantes problemas asociados con la
ubicación de la población y la producción y su exposición a amenazas, se
explican por la misma pobreza en que viven las familias, su vulnerabili-
dad también se relaciona muy de cerca en términos causales con sus gra-
dos de exclusión social y el peso del riesgo cotidiano que deben vencer
como parte de sus vidas cotidianas. Muy específicamente, un número im-
portante de las amenazas socio-naturales, producto de diversas formas de
degradación ambiental, son un resultado de la población que está buscan-
do satisfacer sus necesidades básicas o cotidianas. Este es el caso, por
ejemplo, del corte de árboles y manglares para satisfacer necesidades dia-
rias de calentamiento, cocción o vivienda y que repercute en la estabilidad
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de ecosistemas y pendientes y en la incidencia y magnitud de inundacio-
nes. Otro ejemplo se encuentra con la contaminación de tierra y agua a
raíz de la ausencia de sistemas adecuados de recolección de basura o de-
sechos de aguas negras o domésticas que después inciden en los niveles
de riesgo de enfermedad de la población expuesta. 

Los recursos son transformados en amenazas a través de múltiples
procesos relacionados con la satisfacción de las mínimas condiciones de
vida que garantizan la supevivencia. Como bien afirma Girot (2003) en su
contribución al Segundo Informe de Estado de la Región de PNUD, mien-
tras la herencia ecológica y cultural de la región representa un bien públi-
co de inmensas proporciones que ofrece recursos para el desarrollo, esta
misma herencia garantiza que la pobreza no se agudice aún más rápido.
Sin embargo, ello se logra a costa de la creación de nuevas amenazas y
males públicos. Sobre el tema del “riesgo cotidiano” y su relación con el
riesgo de desastre, volveremos más adelante.

Tercero, al hablar del riesgo, es necesario reconocer que los factores
de amenaza y vulnerabilidad no constituyen elementos discretos y separa-
bles, sino más bien son mutuamente condicionados y dependientes. Para
poder hablar de una amenaza y de su intensidad o magnitud, es necesario
a la vez considerar los niveles de la vulnerabilidad existente, y viceversa.
Así, por ejemplo, un posible sismo de 5,2 R que afecta una zona de muy
alta vulnerabilidad, puede llegar a causar más daños y pérdidas que un sis-
mo de 7,2 con idéntica profundidad y distancia al epicentro, pero en una
zona de muy baja vulnerabilidad. Esto significa que la definición de un
evento extremo o intenso dada por las ciencias naturales es algo diferente
a la que pueden proporcionar las ciencias sociales o aplicadas. Para las
primeras, tal definición está representada por los niveles de descarga de
energía y su relación con la norma, mientras para aquellos que estudian el
riesgo y el eventual desastre, la noción de evento extremo, dañino o inten-
so proviene de los daños y pérdidas probables, antes que por el tamaño fí-
sico del evento detonador. Todo esto significa que el riesgo es el concep-
to central y el punto focal de atención para la intervención en pro de la re-
ducción, previsión y control de los factores finalmente desencadenadores
del desastre, objetivo en sí de la Gestión del Riesgo. También ello sugie-
re que nuestra intervención debe guiarse por un entendimiento cabal de la
forma particular en que la vulnerabilidad humana interactúa dinámica-
mente con el ambiente físico, natural o antropogénicamente construido.

Cuarto, el riesgo es una condición latente, dinámica y cambiante.
Cambios suceden en los niveles y características del riesgo de acuerdo con
cambios experimentados en el ambiente y en la sociedad. Estos pueden
ser paulatinos, producto de transformaciones permanentes y paulatinos en
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los procesos económicos, sociales, políticos y ambientales que afectan
grupos sociales y territorios distintos; o, pueden ser abruptos, en general
relacionados con crisis o rupturas ambientales, económicas y sociales. En
el caso de las rupturas ambientales, nos referimos a la incidencia de un te-
rremoto o huracán, por ejemplo, y en el caso de rupturas económicas y so-
ciales, a cambios rápidas en las estructuras y oportunidades económicas
en distintos territorios, tal como el caso de una compañía bananera trans-
nacional que se retira de una zona particular y deja a la población sin in-
gresos, empleo y opciones de vida, lo cual impactará fuertemente en sus
niveles de vulnerabilidad cotidiana y frente a eventos extremos. Las con-
diciones dinámicas del riesgo nos permiten hablar de un “continuo” de
riesgo, con estadías de cambio paulatino y otros de cambio abrupto, pero
concatenados y con mutuo condicionamiento. Representa un proceso de
transición permanente entre escenarios de riesgo, afectando a distintas
áreas, zonas, regiones y poblaciones. La gestión del riesgo tiene que po-
der operar y funcionar con referencia a tales estadías, anticiparlas y arti-
cular respuestas consecuentes con ellas (Lavell et al., 2003; Lavell, 2001).

Quinto, el riesgo, en sus manifestaciones más exactas, mesurables y
perceptibles se expresa en los niveles micro-sociales y micro-territoriales.
La agregación de estos niveles micro nos permite reconocer lo que pode-
mos llamar “zonas de riesgo”, en las que existe un alto nivel de homoge-
neidad de las condiciones de riesgo, que gira en torno a distintas configu-
raciones de los medios productivos y de vida de la población y configura-
ciones sinérgicas y concatenadas de amenazas. Por encima de este nivel,
se puede hablar, tal vez, de “regiones de riesgo”, que integran una serie de
zonas o áreas en que existen expresiones del riesgo diferenciadas pero
siempre girando en torno a un conjunto de amenazas en común, y donde
se despliegan procesos físicos y sociales en determinadas partes de la re-
gión que afectan las condiciones de riesgo en otras. Esto se da, por ejem-
plo, con procesos de deforestación en las cuencas altas de los ríos, que au-
mentan las posibilidades de inundaciones en la baja cuenca y de desliza-
mientos en diversas partes. La entrada óptima para efectuar prácticas de
gestión del riesgo estaría entonces representada por las regiones de riesgo
y no precisamente el nivel local, para después articular esquemas estraté-
gicos de intervención con estos niveles menores y hasta los niveles de co-
munidades, aldeas y poblados.

Sexto y último, el riesgo de desastre siempre es una construcción so-
cial, producto de patrones particulares de ocupación del territorio y de
procesos particulares de desarrollo y cambio en la sociedad, en sus siste-
mas productivos, en sus formas de dotación y construcción de infraestruc-
tura, en sus culturas y en los procesos psico-sociales diferenciados de dis-
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tintos grupos humanos. El riesgo y sus manifestaciones particulares están
en constante evolución y muestran cambios importantes sustentados en los
modelos de acumulación de capital o de desarrollo experimentados por la so-
ciedad a lo largo de la historia. Ala vez, el riesgo de desastre que sufren gran-
des contingentes de pobladores en el mundo, principalmente los pobres, es
resultado directo o indirecto de procesos sociales que derivan de los grandes
modelos de desarrollo o cambio económico y social y que se despliegan a
través de vías o corrientes intermedias asociadas, por ejemplo, con el proce-
so de urbanización, de explotación ambiental, de crecimiento y distribución
de la población, de democratización o exclusión social ( Blaikie et al. , 1 9 9 6 ) .
Esta constatación nos remite obligatoriamente a una consideración de la for-
ma en que otras expresiones del riesgo influyen en una compleja red de re-
laciones y causalidades que ayudan a explicar a su vez, el riesgo de desastre
que sufre la población pobre y destituida, en particular. Aquí nos referimos a
la manera en que se relaciona el riesgo de desastre con el riesgo cotidiano, el
riesgo financiero y riesgo país, elementos comunes de análisis en el funcio-
namiento de las economías modernas y de fundamental importancia para di-
mensionar y entender la problemática de la pobreza, la exclusión social, el
desafío del desarrollo social y el subdesarrollo en general. 

Al referirnos al “riesgo cotidiano”, dimensionamos condiciones sociales
de vida crónicas o de cierta permanencia, que predisponen a una población
a pérdidas futuras o que inhiben el pleno desarrollo humano-desempleo, des-
nutrición e inseguridad alimentaria aguda o crónica, propensión a enfermar-
se, exposición a vectores de enfermedad por ausencia de adecuados sistemas
de desagües y alcantarillados o acceso a agua potable, falta de ingresos sufi-
cientes para satisfacer las necesidades básicas, incidencia de alcoholismo y
drogadicción, violencia social y familiar, falta de redes sociales de protección
y colaboración, etc. Estas condiciones, que ayudan a definir la pobreza como
condición, aunque algunas de las facetas no son excluyentes de poblaciones
más acomodadas, son también indicadoras de la ausencia de un desarrollo
social sostenible. Su presencia entre millones de pobladores también alimen-
ta el riesgo de desastre por su influencia en las decisiones “localizacionales”
de la población en zonas de amenaza, su impacto en la creación de amena-
zas socio-naturales y por su contribución a la consolidación de condiciones
de vulnerabilidad frente a determinadas y distintas amenazas. La pobreza no
es lo mismo que la vulnerabilidad a desastres, pero en muchos casos contri-
buye a su consolidación. La relación entre riesgo cotidiano y riesgo de de-
sastre es clara en lo que se refiere a la población pobre, lo cual significa que
los esfuerzos, intentos, programas y políticas que toman como objeto de con-
sideración la reducción o previsión del riesgo de desastre, necesariamente
deben ubicarse y acoplarse a la planificación del desarrollo y a los planes de
reducción de la pobreza. Sin esto, poco avance se logrará en la consecución
del objetivo central de “reducción de desastres”.
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Basándonos en las seis consideraciones anteriores, es posible identificar
varias líneas de indagación y de sustanciación empírica que clarifican y esta-
blecen la relación entre riesgo, ambiente, desastre y desarrollo social. Estas lí-
neas de análisis que se describen en adelante, ofrecen una base para el desa-
rrollo de las siguientes secciones sustantiva-empíricas de nuestro escrito:

•La erosión de oportunidades y logros del desarrollo que significan los
impactos de los desastres de pequeña, mediana y gran magnitud, junto
con los procesos sociales suscitados, y sus efectos en el aumento pos-
terior de la vulnerabilidad de la población. 

•La transformación de probables eventos físicos naturales en amenazas
debido a la ubicación de asentamientos y comunidades en áreas direc-
tamente afectables bajo modalidades de desarrollo humano y condicio-
nes de producción, servicios y comercio en contextos de alta vulnera-
bilidad. Este proceso deriva en gran parte de las condiciones de pobre-
za, el “riesgo cotidiano” y exclusión social en que vive la población y
está matizada y condicionada entre otras cosas, por condiciones de et-
nia, género y edad de la población bajo riesgo.

•La transformación de recursos naturales en amenazas debido a diversos
procesos de degradación y explotación de los componentes ambienta-
les. Estos procesos derivan de la búsqueda de la ganancia privada rela-
cionada con la explotación comercial de esos recursos, así como de la
que se hace con fines de supervivencia por parte de la población pobre.
Representan procesos de transformación de bienes públicos en males
públicos, o de recursos en amenazas (véase Girot, 2003; Lavell, 1996,
Burton et. al., 1968).

•La relación entre el “riesgo cotidiano” y el riesgo de desastre se esta-
blece entre otras cosas: i. por la forma en que la búsqueda de satisfa-
cer las necesidades cotidianas de existencia de la población supone
una imposibilidad de atender, más que tangencialmente, los problemas
del riesgo de futuros desastres y una resistencia de traslados hacia zo-
nas más seguras por temor a la pérdida de oportunidades de empleo,
la ruptura de relaciones sociales y afectivas, el apego a la tierra, entre
otros; y ii. por la forma en que las condiciones y características de la
pobreza “alimentan” la vulnerabilidad frente a los desastres, estable-
ciendo una continuidad entre el “desastre permanente” de la vida co-
tidiana y los desastres asociados con eventos físicos peligrosos (Mas-
k r e y, 1988; Wilchez Chaux, 1998).
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D e s a s t res y su impacto en el desarrollo en Centroamérica: 
1 9 7 2 - 2 0 0 3

Centroamérica se caracteriza por ser una región de multiamenaza, don-
de fenómenos como terremotos, huracanes, inundaciones, erupciones vol-
cánicas, sequía, derrumbes y deslizamientos, vendavales y lluvias to-
rrenciales se presentan con cierta frecuencia y con períodos de retorno
d iferenciados (véanse mapas 1 y 2). Estos fenómenos, de origen natural y
socio-natural, se combinan con un creciente número de amenazas antrópi-
cas para sellar la región con un entorno y ambiente de una herencia natu-
ral fenomenal, pero, a la vez, cíclicamente peligrosa. A lo largo de la his-
toria, el desarrollo humano en la región ha sido signado por la manifesta-
ción de estas amenazas y los desastres que ayudan a incitar (Sanahuja,
2000). Forman parte de la cosmogonía y cultura del istmo expresada en
creencias y actitudes fatalistas, difundidas entre múltiples poblaciones, y
aumentadas hoy en día por la influencia de concepciones religiosas cata-
clísmicas de distintos signos.
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MAPA 1
Resumen de los principales eventos ocurridos en 

América Central desde 1960 a 1998
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De acuerdo con la base de datos EM-DAT del Centro de Investigacio-
nes sobre la Epidemiología de los Desastres mencionada anteriormente,
Centroamérica ha sufrido 242 desastres durante los últimos 30 años. Con-
siderando aquellos 192 directamente asociados con eventos naturales o
socio-naturales, encontramos la siguiente distribución por país: Belice, 9;
Costa Rica, 33; El Salvador, 32; Honduras, 32; Nicaragua, 38, Guatema-
la, 40; y Panamá, 9. De estos, un 47% se relaciona con eventos hidrome-
teorológicos, incluyendo huracanes, inundaciones y sequías, y un 13%
con terremotos. 

Esta base de datos califica un evento como desastre si cumple con uno
de los siguientes criterios: más de 10 muertos, 100 afectados, un millón de
dólares en pérdidas, la declaración de un estado de emergencia nacional o
una llamada internacional de asistencia. Claramente, estos criterios son
subjetivos y excluyen numerosos eventos de menor magnitud, pero de
mucho mayor recurrencia. Además, un estudio reciente ha mostrado que
la base EM-DAT excluye literalmente miles de eventos que cumplen con
uno de los criterios, pero que por razones de cobertura y acceso a infor-
mación no se registran en la base. Un esfuerzo para captar información so-
bre estos eventos pequeños, además de información sobre los grandes, se
encuentra con la base de datos DESINVENTAR de La Red de Estudios

MAPA 2

Riesgo climático en Centroamérica

Índice de riesgos clímáticos

<3 meses secos cons.
4-6 meses secos cons.
>6 meses secos cons.
<3 meses secos + inundaciones
4-6 meses secos + inindaciones
>6 meses secos + inundaciones



Sociales en Prevención de Desastres en América Latina-LARED. Esta ba-
se registra información sobre todo evento dañino ocurrido y registrado en
fuentes secundarias disponibles. La escala geográfica del registro com-
prende los niveles mínimos para los cuales existe información —munici-
pios, distritos, cantones, departamentos, etc . Esto significa que un desas-
tre grande como el asociado con Mitch, puede tener cientos de registros
“locales” en la base. En el caso de Guatemala, por ejemplo, existen más
de 550 registros locales de daños relacionados con ese huracán en la base
de DESINVENTAR (Gellert, 2002).

En general, el número de registros asociados con los grandes desas-
tres de EM-DAT promedia entre un 10 y 20% de los registros totales en
DESINVENTAR, dejando así un número aún muy alto de registros para
eventos de pequeña y mediana escala. A manera de ejemplificar las dife-
rencias entre ambos bases, es interesante notar que en el caso de Costa Ri-
ca para el período 1972 a 2001, EM-DAT registra 37 desastres, mientras
DESINVENTAR incluye 4.433 registros; en el caso de Panamá los regis-
tros son 25 y 2.226 respectivamente; y para Guatemala DESINVENTAR
registra 1.650 eventos entre 1990-99, sin incluir los asociados con Mitch,
comparado con 57 en EM-DAT para todo el período 1972-2001. 

En adición a las bases e inventarios comentados, existen otras como
las del Centro de Coordinación para la Prevención de Desastres en Amé-
rica Central —CEPREDENAC—, el Munich Reinsurance Group y la Co-
misión Económica para América Latina —CEPAL—, que se concentran
también, como EM-DAT, en los desastres mayores. Existen entre ellas
problemas reales de comparación debidos al uso de metodologías y fuen-
tes distintas que a veces arrojan datos disímiles sobre el mismo evento.
Tomando como ejemplo la información proporcionada por diferentes or-
ganizaciones sobre las pérdidas económicas asociadas con el terremoto de
Limón en Costa Rica en 1991, encontramos que mientras el gobierno na-
cional registraba 140 millones de dólares, CEPREDENAC hablaba de 50
millones y la CEPAL de más de mil millones de dólares. Con referencia
al mismo sismo para las zonas de Panamá que fueron afectadas, CEPRE-
DENAC atribuye un monto de 500 millones de dólares, CRED de 10 mi-
llones, CEPALde 348 millones, mientras el gobierno nacional cotizaba 50
millones. Estas diferencias hacen muy difícil utilizar las distintas fuentes
de forma conjunta o comparada. Además, significa que los análisis que se
realizan sobre impactos deben tener un carácter provisional y hasta cierto
punto especulativo, más que definitivo (Segundo Informe de Estado de la
Región, PNUD, 2003, en prensa).

Por el lado del número de muertos y damnificados, diferencias de crite-
rio y definición también conducen a confusiones. Así, por ejemplo, en el ca-
so del terremoto de Nicaragua de 1972, CRED registra 20000 muertos, C E-
PREDENAC, 10.000, y CEPAL, 6.000, mientras en el terremoto de Guate-
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mala de 1976, CRED registra 1,2 millones de damnificados, CEPREDE-
NAC, medio millón y CEPAL, 3,75 millones.

A pesar de estos problemas y lo que significan en términos de conclu-
siones firmes sobre daños y pérdidas, es posible derivar algunas conclusio-
nes claras sobre los impactos humanos y económicos en la región, además
de las tendencias en la incidencia de desastres y sobre sus causas. Para no
entrar en contradicciones por el uso de información de fuentes distintas, to-
maremos los datos e información de los análisis hechos por la CEPA Ls o b r e
los 15 desastres tal vez más grandes que ha sufrido la región durante los úl-
timos 30 años (véase cuadro 1). 
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Cuadro 1
Daños y pérdidas asociados con los mayores desastres sufridos en

América Central entre 1972 y 2001
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Una sumatoria de los impactos de estos eventos arroja pérdidas huma-
nas sobre las 60.000, un número de damnificados directos por encima de
7 millones, pérdidas económicas directas de unos 10.000  millones de dó-
lares e indirectas de cerca de 7.000 millones de dólares. Por otra parte, la
base EM-DAT registra unos 13.000 millones de dólares en pérdidas direc-
tas asociadas con los 193 desastres “naturales” que aparecen en su base.
Es decir, los 178 desastres incorporados en la base EM-DAT, que no son
sujetos de análisis por parte de CEPAL, aparentemente cuentan por daños
equivalentes a unos 3.000 millones de dólares. Esto pareciera ser un cál-
culo muy subestimado. 

Si los datos y cálculos de CEPAL se acercan a la realidad en cuanto a
los 15 eventos de mayor magnitud, entonces una consideración de los res-
tantes 178 eventos de la base de EM-DAT y de los casi 90% de eventos
pequeños no considerados en esa fuente, pero incorporados en la base de
DESINVENTAR, no es difícil asumir que las pérdidas humanas totales
exceden las 70.000, los afectados en términos globales llegan a más de 20
millones y las pérdidas económicas directas e indirectas deben exceder los
25.000 millones de dólares. Otras fuentes indican que de esas pérdidas,
dos terceras partes son para zonas urbanas y lo demás para zonas rurales.
Sin embargo, al considerar los eventos de tipo hidrometeorológico, estas
proporciones varían y las zonas rurales aumentan su participación en un
50% (Jiménez, 2001).

Tomando en cuenta la información presentada, es claro que los desas-
tres de diferentes escalas son un problema importante en la región con im-
pactos diversos reales o potenciales en el comportamiento de las variables
macroeconómicas, en el aumento de la deuda externa, en la potencialidad
del desarrollo, en el estándar de vida, en la evolución de los indicadores
de pobreza, en la atracción de la inversión y en la distribución social y te-
rritorial del ingreso, entre otros. 

Sin embargo, los análisis existentes son limitados esencialmente a vi-
siones macroeconómicas y hasta macrosociales, donde en muchas ocasio-
nes hasta la realidad del comportamiento económico posdesastre difiere
de forma importante de las proyecciones hechas en el período inmediata-
mente posimpacto por la CEPAL y otros (véase Álbala Bertrand, 1996).
Por otra parte, la importancia absoluta y relativa de los impactos indirec-
tos no ha sido esclarecida y aun cuando se acepta el argumento de las pér-
didas indirectas, también parece importante darse cuenta de que las pér-
didas de uno son ganancias de otro, de tal forma que mucha de la produc-
ción, servicios, etc., sacrificados por unos actores sociales, serán asumi-
dos por otros en el país o fuera de él. Es decir, que habrá un alto grado
de sustitución de producción y servicios perdidos por parte de otros agen-
tes económicos. Los desastres siempre tienen perdedores y ganadores,
pero sabemos muy poco de estos procesos de redistribución de ganan-
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cias. La lógica de los análisis realizados hasta el momento tiene en men-
te más una proyección de necesidades financieras asociadas con la recons-
trucción y de áreas de preocupación para la política publica posimpacto,
que un conocimiento de las formas particulares en que los desastres con-
dicionan o influyen en las condiciones de desarrollo y en las formas de
comportamiento económico, social y político. Con referencia a esta ópti-
ca más amplia, muy poco se ha estudiado o se ha logrado más que por vía
de la intuición y la postulación de conclusiones generales.

Así, distamos de análisis más que eventuales y esporádicos sobre el
efectos que los desastres tienen en cuanto a las dimensiones de los impac-
tos económicos y sociales y de su distribución por grupos sociales y en el
territorio, sobre procesos de concentración o redistribución de ingresos a
escala local, regional, nacional o internacional; sobre patrones migratorios
incitados y sobre su impacto en la pobreza y la vulnerabilidad, sobre de-
cisiones de inversión y localización; en fin, sobre un conjunto de factores
que, al esclarecerse, podrían arrojar una visión más clara de los impactos
reales en los procesos de desarrollo y cambio en la región. Con el nivel
agregado en que se presenta mucha de la información sobre los daños e
impactos resulta difícil saber qué productos y logros del “desarrollo” se
perdieron efectivamente, a diferencia de los productos del “subdesarro-
llo”, como es el caso de mucha de la vivienda y medios de producción de
las personas pobres (Lavell, 1999, 2000).

De lo que se sabe, es claro que patrones consistentes de afectación no
se perfilan tan fácilmente, aunque algunas conclusiones generales pueden
concluirse. En cuanto a la relación entre pérdidas económicas y el PIB na-
cional, esta varía desde pocos puntos porcentuales hasta más del 70%, con
un claro indicio de que la proporción es mayor cuando el tamaño de la
economía es pequeño. Esto indica que no es tanto el tamaño absoluto del
evento físico, sino, más bien, el tamaño relativo de la economía, lo que ha-
ce a un desastre grande o no. En este sentido, el caso de Nicaragua es el
más dramático de la región, con las pérdidas por desastres en las últimas
décadas contando por más de 300% del PIB anual promedio, mientras en
Costa Rica esta proporción no llega al 10%. En cuanto a los impactos en
la pobreza, los datos disponibles sugieren un aumento de cerca de 4% con
grandes eventos a escala nacional. En El Salvador unas 240.000 personas
entraron a la categoría de pobres después de los terremotos de 2001. Pero
al desagregar la información por zonas, esta cantidad varía enormemente.
Los departamentos más afectados, como San Vicente, sufrieron, de acuer-
do con datos de PNUD de El Salvador, un aumento de hasta 12% en el nú-
mero de pobres (PNUD, El Salvador, 2001).

Aun cuando los datos y los números son importantes para resaltar
evidencias y concienciar sobre procesos, al fin de cuentas no son más que
d atos que fácilmente se convierten en un fin en sí y hasta en un fetiche.
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Más importante es saber por qué se tienen esas pérdidas, por qué son tan-
tas y por qué estas aumentan con cada década. Así, al fin de cuentas, real-
mente es irrelevante, desde una perspectiva preventiva, si las pérdidas son
de 10, 25 ó 30 billones de dólares. Mucho más importante, al final de cuen-
tas, es saber a qué se deben y si hay algo qué hacer para frenar este proce-
so, el cual promete aumentarse en el futuro con el advenimiento del cambio
climático y la perpetuación de los procesos de exclusión social en la región.

Las pérdidas y daños asociados con el creciente número de desastres
que ocurren, o son el resultado inevitable del impacto de eventos que al-
canzan tal magnitud que llegan a exceder la capacidad de cualquiera so-
ciedad de preverlos y garantizar condiciones de seguridad aceptables, o,
más bien, se explican por inadecuadas prácticas humanas que generan
vulnerabilidades frente a ciertos eventos físicos, para los cuales determi-
nados sectores de la sociedad tienen mecanismos de protección, pero
otros, la mayoría, no. En el primer caso, que no es la norma, sabemos, al
menos de que se trate de sismos, actividad vulcánica, huracanes, tornados,
tsunamis, o meteoritos de excepcional tamaño, no habría más que hacer
que tratar de sobrellevar las pérdidas y aceptar que existen eventos de una
intensidad y magnitud tal, que frente a ellos la sociedad no está en condi-
ciones económicas ni tecnológicas para protegerse. En el segundo caso,
que sí es la norma, las conclusiones son obvias y la aceptación de que una
reducción futura de impactos pasa necesariamente por transformaciones
en los parámetros y modalidades de desarrollo, es inevitable e ineludible.
Que ciertos sectores, y hasta gobiernos han querido aceptar y hasta pro-
mover la noción de que todo es inevitable y por culpa de la naturaleza se
explica más por razones ideológicas, políticas o de sencilla culpa, que por
razones científicas. Buscar una explicación para los desastres fuera de la
sociedad, es lo mismo que buscar explicar la pobreza; aduciendo la falta
de energía, inteligencia, imaginación o ganas entre los pobres! Ambas ex-
plicaciones son falsas e ideológicamente construidas.

Del desarrollo al desastre: sobre las causas y no las 
consecuencias de los desastres

Sin lugar a dudas, los desastres tienen impactos en las potencialidades
del desarrollo y agudizan las condiciones de pobreza de importantes seg-
mentos de la población de la región. Sin embargo, un sobreconcentración
de la atención en los impactos de los desastres nos hace correr el riesgo de
distraernos del análisis de las causas fundamentales de estos, así como de
sus significados económicos y sociales. Impactos y no causas suelen do-
minar el análisis y debate hasta muy recientemente. 

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

158



Al considerar las causas fundamentales, los procesos dinámicos y las
raíces de los desastres, y al introducir en el análisis las concepciones sobre
amenazas socio-naturales y vulnerabilidades sociales, inmediatamente ten-
dremos que conjugar varias ideas con referencia a las relaciones macro en-
tre desastres y las distintas modalidades y resultados de los procesos socia-
les y económicos que derivan de los modelos o estilos de crecimiento eco-
nómico, de acumulación de capital y de desarrollo, que han caracterizado
a la región históricamente, y en particular durante los últimos 50 años.

Una revisión rápida de varias de las facetas destacadas de los mode-
los de sustitución de importaciones y de la economía agroexportador, del
ajuste estructural y el neoliberalismo, de la globalización y el Consenso
de Washington, proveen numerosos hipótesis, argumentos y evidencias
para sustanciar la noción central de este ensayo, en el sentido de que el
riesgo se construye en los intersticios del crecimiento económico y como
consecuencia directa o indirecta del desarrollo parcial, soslayado y dese-
quilibrado promovido en la región, y cuyo resultado más trágico es el 60%
de la población quien se encuentra bajo la línea de pobreza, definida en
términos de sus niveles de ingresos habituales. 

Considerado desde una perspectiva macro económico, social y am-
biental, las siguientes hipótesis y observaciones empíricas pueden encon-
trarse vertidos en la literatura sobre la problemática:

• Durante el período de crecimiento económico en la región (1945-1980),
signado por la sustitución de importaciones y la economía agroexporta-
dora, se derivaron procesos sociales tales como la expulsión de pobla-
ción desde el campo, la migración urbana-metropolitana, la transforma-
ción de grandes territorios de la frontera agrícola en tierras ganaderas y
de producción de granos y frutas para la exportación, todos los cuales
impactaron notoriamente en los niveles de pobreza urbana y rural, en la
ubicación de población en zonas de inseguridad ambiental en ciudad y
campo, ya fuera en pendientes, barrancos y planicies de inundación, y
en la incapacidad de millones de habitantes de construir en condiciones
seguras contra diversas amenazas, o de desarrollar mecanismos de pro-
tección económica y social que les habilitaran para aumentar su seguri-
dad o responder en casos de crisis y desastre. Para estas poblaciones, su
existencia diaria fue signada por la lucha y la necesidad de decidir en-
tre la satisfacción de sus necesidades básicas y la reducción de su ries-
go cotidiano, o enfrentar el problema que representa el riesgo de desas-
tre y los daños y pérdidas asociados con desastres eventuales. La prime-
ra opción obviamente domina la escena y la naturaleza de las luchas que
daba la población (Maskrey, 1989). 
Así, mientras el modelo económico generó las condiciones de riesgo
y vulnerabilidad que antecedieron los desastres de décadas futuras,
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también tuvo como resultado tasas de crecimiento económico signifi-
cativo, pero marcado por una distribución del ingreso y acceso social
a los frutos del desarrollo que privilegiaba a unos pocos y sumía a mu-
chos más en condiciones de pobreza o destitución crecientes. Entre
tanto, los frutos del desarrollo se privatizaron, las vulnerabilidades y
las pérdidas durante los desastres se socializaron. La vulnerabilidad y
el riesgo constituyeron de alguna forma un mal necesario, una condi-
ción estructural del modelo donde las ganancias privadas, el control
monopólico de los medios de producción y la concentración del ingre-
so se contraponían a la construcción de vulnerabilidad entre una gran
parte de la población (Lavell, 1999, 2000). 
Por otra parte, a la vez que la vulnerabilidad entre los sectores más po-
bres aumentaba, también se crearon niveles altos de vulnerabilidad en
muchas infraestructuras económicas y sociales públicas —carreteras,
puentes, sistemas eléctricos, hospitales y escuelas— necesarias para
los modelos económicos y sociales impulsados con el apoyo estatal,
pero construidos con visión de corto plazo, de bajo costo y sin adecua-
dos mecanismos de protección contra las amenazas de sismos, huraca-
nes, inundaciones, etc.

• A la vez que el modelo agroexportador generaba las condiciones de
pobreza y vulnerabilidad ya enunciadas, también se fundamentó en un
modelo de aprovechamiento ambiental y de los recursos naturales al-
tamente “explotativo” y degradador. La expansión de la frontera agrí-
cola, la comercialización de los bosques, la obtención de madera pa-
ra el consumo de la población pobre, incendios forestales producto de
malas prácticas de cultivo y negligencia, la guerra civil en Nicaragua,
El Salvador y Guatemala, condujeron a la deforestación masiva de zo-
nas tropicales de bajura y montaña, incluyendo la pérdida de mangla-
res en las zonas costeras. Centroamérica en estos años, y a lo largo de
los 80, registraba tasas de deforestación entre las más altas del mun-
do, a tal grado que Costa Rica, país aún reconocido por su labor en la
protección ambiental, fue catalogado como el segundo más deforesta-
dor per cápita del globo durante los 80s, mientras El Salvador era se-
ñalado como el país más deforestado de la región y actualmente tiene
tan solo un 3% de su territorio con bosques primarios. 
Aun cuando la tendencia en la región se ha rectificado en algún gra-
do durante la década de los 90, todavía las tasas de tala están muy por
encima de los demás países de América Latina (véase cuadro 2). Por
otra parte, otras formas de deterioro como ocurre con la contamina-
ción de aguas superficiales y subterráneas y la degradación de los re-
cursos costeros, son críticas en la región (véase Segundo Informe del
Estado de la Región, PNUD, 2003, en prensa).
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Los diversos procesos de degradación han debilitado seriamente los
ecosistemas, con una reducción en su provisión de bienes públicos y en
los niveles de protección intrínseca que ofrecen contra amenazas natura-
les. Los recursos han sido transformados en amenazas socio-naturales y
antrópicas y los bienes públicos en males públicos (Girot, 2003, Lavell,
1996). Concatenaciones y sinergias nocivas se han generado y ha poten-
ciado entre amenazas naturales y socio-naturales y antrópicas. Esto ha si-
do aparente con el aumento en el número de tipos de eventos físicos que
se identifican detrás de los crecientes daños y pérdidas en la región duran-
te los últimos 50 años y con la forma en que los eventos naturales detonan
amenazas en serie o secuencia, dado el debilitamiento de los ecosistemas
y los sistemas naturales integrales de suelo y foresta. 

Durante Mitch, en 1998, se pusieron en mayor evidencia estos proce-
sos, con una marcada acentuación en los números y grados de seriedad de
deslizamiento e inundaciones, particularmente en Honduras. Estos mis-
mos procesos fueron acentuados en el caso del Mitch debido a las grandes
extensiones de incendios forestales en la región inducidas por actividades
antrópicas durante el episodio de “El Niño” 1997-98 y que aumentaron la
velocidad de escurrimiento de las aguas pluviales hacia los ríos durante el
huracán. Con el huracán César en Costa Rica en 1996, procesos similares
se constataron en varios lugares de las montañas y la costa pacífica, par-
ticularmente en la zona de Platanares, al sur de San Isidro de El General.
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Por otra parte, Gellert (2002) estima que más de un 90% de los eventos en
Guatemala, registrados en DESINVENTAR, se relacionan con amenazas
socio-naturales.

• Con el advenimiento y profundización de las reformas y políticas eco-
nómicas asociadas con el neoliberalismo, el ajuste estructural y la glo-
balización durante la década de los 80 en adelante y posterior a la cri-
sis mundial de fines de los 70 y principios de los 80, incluyendo el pa-
quete de medidas y políticas encerradas en el llamado “Consenso de
Washington”, los procesos de construcción del riesgo presentes en la
época anterior, a la vez que se mantienen en muchos de sus rasgos, tam-
bién sufren cambios y profundizaciones de diversos tipos. Nuevos en-
tornos se perfilan con pronósticos no muy halagadores para el futuro.
Así, con el mantenimiento de niveles de pobreza similares a las tasas
históricas, y a pesar de ciertos logros en términos del crecimiento eco-
nómico y en los indicadores de educación y salud durante los 90, las
reformas estatales y las políticas económicas y sociales, signadas por
el retiro del Estado de muchas actividades tradicionalmente asumidas,
la creciente privatización de áreas clave de la economía y de la in-
fraestructura básica y la reducción en los niveles de protección social,
habrán significado, colectivamente, un aumento en los matices y ni-
veles de riesgo y vulnerabilidad de la sociedad en su conjunto. Las
crecientes migraciones laborales entre países, de poblaciones de por
sí altamente vulnerables a los desastres, además de las consecuencias
de los movimientos repentinos de capital e inversión entre países y su
impacto en actividades económicas tradicionales y de larga base para
determinadas regiones, como es el caso de la producción bananera,
también habrán tenido y tendrán impactos en el futuro, sobre el em-
pleo, los ingresos y las oportunidades de grandes contingentes de tra-
bajadores, con posibles aumentos en sus niveles de vulnerabilidad. La
amenaza del retiro de las bananeras del norte de Honduras después del
Mitch o el retiro de la bananera del Pacífico sur de Costa Rica a prin-
cipios de los 80, son casos que revelan la forma en que el gran capi-
tal monopólico puede redireccionarse en términos territoriales, con
grandes repercusiones para la población regional.
Aun cuando se ha estudiado poco sobre el impacto de las políticas
neoliberales, el ajuste y el “Consenso de Washington” en términos del
riesgo de desastre, la hipótesis negativa tiene suficientes fundamentos
para considerarla de cerca. En una muy reciente tesis de Maestría de
la Universidad de Costa Rica (Omobono Soldi, mayo, 2003), el autor
hace un intento de construir indicadores de riesgo y de monitorear su
progresión en la región, con énfasis en El Salvador, durante el perío-
do 1995-2001. Tomando como punto de referencia económica y polí-
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tica los acuerdos del “Consenso de Washington”, ofrece evidencias
preliminares para mostrar la forma en que estos han servido, a pesar
de mejoramientos en los indicadores de salud, educación y crecimien-
to económico en general, para aumentar lo que llama el riesgo am-
biental —las amenazas— y el riesgo sistémico—la vulnerabilidad—
en la región. Una conclusión de este estudio es que los datos macroe-
conómicos utilizados para sustanciar mejoramientos son ficticios o
engañosos, dado que no incorporan consideraciones sobre el impacto
en las variables de degradación y riesgo ambiental y riesgo sistémico.
Aquí se recuerdan las conclusiones de Herman Daley, asesor econó-
mico al Presidente Clinton, en el sentido de que una vez satisfechas
las necesidades básicas de la población, no hay relación automática
después entre el aumento en el producto bruto y el ingreso nacional,
y el bienestar y seguridad de la población. Más crecimiento conduce
muchas veces a más inseguridad, y los desastres son una manifesta-
ción de esto.

La suma de los procesos de construcción social del riesgo antes deta-
llados, ha servido para conformar lo que podemos llamar entornos, regio-
nes o zonas de riesgo con particularidades genéricas distintas. Entre las
más importantes que se pueden identificar, en principio, se incluyen las si-
guientes (véase Lavell, 2003):

• Zonas de producción agrícola de exportación —banano, piña, palma
africana, etc.—, ubicadas en planicies costeras expuestas a huracanes
y tormentas tropicales con aumentada propensión de inundación de-
bido a procesos de degradación ambiental en las cuencas medianas y
altas de los ríos. Esto incluye como ejemplos la costa pacífica de Gua-
temala, el Pacifico sur y Caribe de Costa Rica, y las zonas atlánticas
de Honduras, Nicaragua y Belice.

• Zonas de producción agrícola de pequeña escala y de subsistencia en
las zonas de inundación y en las pendientes degradadas de muchas
cuencas menores, y algunas mayores como las del bajo río Lempa y
Grande de San Miguel en El Salvador y el Polochic en Guatemala.

• Comunidades urbanas pobres concentradas en las ciudades metropo-
litanas y ubicadas en zonas de pendiente o barranco —Guatemala, Te-
gucigalpa y San Salvador— o de inundación de ríos y riachuelos ur-
banos y lagos —San José, Panamá, San Salvador, Managua—.

• Zonas rurales en áreas de déficit hídrico, sujetas a procesos acelerados
de sequía y desertificación —zona sur de Honduras, el este y noroeste
de El Salvador, la Península de Azuero en Panamá—.
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• Centros urbanos medianos y pequeños en zonas de alta propensión
sísmica y de derrumbes y deslizamientos —muchas en El Salvador,
Guatemala y Nicaragua—.

• Zonas urbanas sujetas a inundación periódica debido a inadecuados
drenajes fluviales, bloqueo de drenajes y ríos.

• Zonas metropolitanas de alta complejidad, concentración de funcio-
nes económicas estratégicas, dependientes de pocas infraestructuras
vitales y altos grados de interconectividad interna y externa, en zonas
de alta sismicidad —Guatemala, San Salvador, Managua—.

• Zonas portuarias estratégicas en áreas de amenaza sísmica y por tsu-
nami y huracanes —Puerto Barrios, Puerto Cortez, Puerto Moín,
Acajutla—.

• Zonas de desarrollo turístico de alta densidad de construcción, satis-
faciendo los mercados internacionales de turismo y ubicadas en áreas
sísmicas y de huracanes  —costa norte de Honduras y las Islas de la
Bahía, la zona de Guanacaste, el Pacífico de Nicaragua y el centro sur
de Costa Rica—.

• Infraestructuras estratégicas para la producción y distribución eléctri-
ca y la interconectividad terrestre regional. 

Nuevos desafíos existen en lo que se refiere al futuro y con las moda-
lidades de riesgo que podrían conformarse. Aquí debe prestarse conside-
ración al análisis de las formas en que los procesos de globalización se ex-
presarán en términos de desarrollo territorial, la creación de los ejes o co-
rredores logísticos o comerciales, la marginación social y territorial que
acompañará estos procesos y las nuevas modalidades y tendencias que se
pueden esperar en lo que se refiere al proceso de concentración de la po-
blación en centros urbanos y cambios en los ritmos de crecimiento de las
distintas ciudades de la región ( Lavell y Arguello, 2002).

Un factor adicional de importancia se relaciona con las implicaciones
del cambio climático global y las formas adaptativas que asume la socie-
dad frente a la conformación de nuevos o más agudos contextos de ries-
go, asociado de forma particular, pero no exclusivamente, con eventos hi-
drometeorológicos. Las proyecciones y estudios realizados sugieren pro-
blemas específicos en lo que se refiere a los bosques húmedos y de altu-
ra, los ecosistemas costeros, la disponibilidad de agua superficial y subte-
rránea y el proceso de desertificación, además de cambios importantes en
la incidencia de inundaciones, deslizamientos y otros fenómenos hidro-
meteorológicos.
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La política pública y las iniciativas de la sociedad civil frente 
al problema de riesgo y desastre y sus relaciones con el 

desarrollo humano sostenible.

Prólogo

El tema de los desastres y la intervención social en su problemática ha
sido dominado durante los últimos 40 años en Centroamérica y en otras
latitudes, por los énfasis en la respuesta humanitaria o de emergencia y el
tópico asociado de los preparativos para responder a eventos inminentes o
consumados. Forjado en la imagen de los desastres como sucesos casi ine-
vitables, y basado en nociones de defensa o protección civil, los países de
la región crearon, y en distintos grados consolidaron entre los 60 y los 90,
organismos nacionales de emergencia, avalados en leyes nacionales de
emergencia, desastre o calamidad pública. Estos organismos, bajo nom-
bres distintos (Comisión Nacional de Emergencias en Costa Rica; Siste-
ma Nacional de Protección Civil en Panamá; Comité de Emergencia Na-
cional en El Salvador; Comité Permanente de Contingencias en Hondu-
ras; Defensa Civil en Nicaragua; y Comité Nacional de Emergencias en
Guatemala), fueron encargados de velar por la seguridad pública frente a
distintas contingencias asociadas con fenómenos naturales, tecnológicos o
de orden interno, promoviendo y coordinando la repuesta social en casos
de desastre y, con más insistencia desde fines de la década de los 80, los
preparativos para los desastres. A pesar de referencias a, y expresadas
preocupaciones para la prevención y mitigación de desastres, estos orga-
nismos poco se involucraron en tales temas, además de que su constitu-
ción legal, los limitados recursos que manejan y las capacidades que es-
tos les han permitido desarrollar, no los facultaban para asumir semejante
empresa. La historia de estos organismos y su desarrollo desde los 60 en
adelante hasta finales de la década de los 90, ha sido detallada en distin-
tas fuentes y solamente se hace referencia a ellos aquí por razones de con-
textualización histórica (véase Lavell y Franco, 1996).

Con la celebración del DIRDN durante los 90, y con los aportes con-
ceptuales y la argumentación ofrecida por numerosas organizaciones, ins-
tituciones e individuos nacionales e internacionales y las evidencias de
que los impactos de los desastres han crecido geométricamente, nuevas
presiones surgieron para avanzar más decididamente en el tema de la
“reducción de desastres” o más precisamente, en la reducción de los
riesgos asociados con la ocurrencia de desastres. Con esto, los org a n i s-
mos nacionales existentes tomaron algunos pasos para considerar las
nuevas exigencias, sin poder, en mayor medida, ir más allá que una am-
pliación en sus actividades en el tema de los preparativos y algún fortale-
cimiento en el análisis de las amenazas que afectan a sus países. 
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El tema de la prevención y mitigación, considerada como acciones
que reducen los riegos estructurales o primarios que ofrecían condiciones
para que un desastre pudiera suceder con la presencia detonadora de un
evento físico peligroso, no tuvo un avance más que efímero durante gran
parte de la década. Esto sigue explicándose porque los organismos de
emergencia existentes no tenían prerrogativas ni capacidades en estas
áreas de la intervención social, mientras, a la vez, aquellos organismos o
instituciones del Estado o de la sociedad civil ocupados en, o relaciona-
dos con la promoción del desarrollo social, sectorial, territorial o ambien-
tal, mostraron poco interés en el tema. O, por otra parte, ignoraron que el
problema del riesgo y los desastres era esencialmente un problema “no re-
suelto del desarrollo”, con condicionantes importantes por el lado de los
procesos de degradación o deterioro ambiental, de tal manera que sola-
mente con intervenciones desde la promoción y planificación del desarro-
llo se podía esperar avanzar de alguna manera en reducir o prevenir el
riesgo de desastre en la sociedad. Es por estas razones que durante la dé-
cada los cambios de énfasis y en métodos se encuentran primordialmente
en iniciativas promovidas desde el mundo de las ONG y algunos organis-
mos internacionales, como es el caso de GTZ Alemania, la OEA, la Cruz
Roja Internacional y LA RED (Lavell, 2002). Sin embargo, estos esfuer-
zos solamente lograron salpicar tangencialmente el problema, mientras la
tónica dominante de la intervención seguía caminos tradicionales y esen-
cialmente conservadores, aún enfocados predominantemente en los prepa-
rativos y la respuesta de emergencia. 

Desde la perspectiva del Estado y los organismos de gobierno, la
orientación y el papel del Centro de Coordinación para la Prevención de
Desastres Naturales en América Central —CEPREDENAC— debe co-
mentarse, dado que desde el primer quinquenio de la década sufrió una
transformación en la dirección que trazaba, orientada más hacia la res-
puesta, los preparativos y el análisis de amenazas, para entrar luego de lle-
no, en el tema de la prevención y mitigación, con participación social.
Además de su intento de promover visiones y actividades en estas áreas
desde 1995 en adelante, intento fallido en gran parte por la contradicción
que se armaba con sus contrapartes nacionales, las Comisiones de Emer-
gencia, para quienes la respuesta y preparativos seguían siendo “su pan y
mantequilla de todos los días”, CEPREDENAC promovió la preparación
de un Plan Regional de Desastres y, en concertación con varias institucio-
nes regionales sectoriales, logró incubar y estimular mayores preocupa-
ciones para la prevención y mitigación en distintos sectores. Esto fue par-
ticularmente halagador en los sectores de la agricultura, la energía eléctri-
ca, la salud y las comunicaciones y transportes. Esta tarea fue avalada y
apoyada por el trabajo de instituciones internacionales como la OEA, PA-
HO y OFDA-AID, quienes mostraron sendas preocupaciones por el pro-
blema de la reducción del riesgo primario o estructural.
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Es en este contexto institucional que suceden “El Niño” de 1997-98 y
el huracán M i t c h en 1998. Como se ha comentado en el primer inciso de
este documento, estos eventos sirvieron para revelar de manera abierta la
forma en que la magnitud y distribución social y territorial de los daños y
pérdidas fueron condicionadas de manera importante, por factores como la
pobreza, la marginación, la vulnerabilidad y la degradación ambiental y
destrucción de cuencas. La relación “patrones de desarrollo-desastre” era
imposible de ignorar, lo cual, combinado con la existencia de avances pre-
vios en el tema de la reducción del riesgo y en los marcos conceptuales de-
sarrollados con referencia a estos vínculos, ofrecería un contexto y venta-
na de oportunidad muy importante para promover cambios en los enfoques
con los cuales el tema de los riesgos y desastres se trataban hasta entonces.

Los marcos políticos y estratégicos regionales para la promoción de la
gestión de la reducción del riesgo de desastre en el marco del desarro-
llo sostenible, pos Mitch: CEPREDENAC y el marco regional (véase
Lavell, 2002).

La magnitud de los impactos sociales y económicos asociados con el
Mitch condujo a la creación el Grupo Consultivo para la Reconstrucción
y la Transformación en Centroamérica, instancia intergubernamental de
consulta, análisis y decisión ligada a la búsqueda y negociación de finan-
ciamiento para la recuperación de la región en el marco del desarrollo. Co-
mo resultado de sus deliberaciones, primero en Washington y después en
Estocolmo y Madrid, esta instancia estableció parámetros para la inver-
sión en la reconstrucción y logró opciones de apoyo que redondeaban los
9 millardos de dólares para la región.

Después de la constitución del Grupo Consultivo, los Presidentes de
Centroamérica endosaron un Marco Estratégico para la Reducción de la
Vulnerabilidad y de los Desastres en Centroamérica. Por otra parte, tam -
bién s u s c r i b i e ron la celebración del Plan Quinquenal para la Reducción de
la Vulnerabilidad y del Impacto de los Desastres 1999-2004. Este último
acuerdo fue inaugurado oficialmente y puesto en marcha en el año 2000 en
una reunión celebrada en El Salvador, con la presencia de los ministros sal-
vadoreños de Relaciones Exteriores, del Ambiente y Recursos Naturales, de
la Salud, de Agricultura y de Obras Públicas, y del Secretario General del
SICA. CEPREDENAC fue el encargado de la coordinación y la promo-
ción de este esfuerzo de cinco años.

El marco estratégico identificó seis áreas de trabajo importantes: la
consolidación de los organismos oficiales de desastre; sistemas de alerta
temprana y planes estratégicos; un aumento en la investigación sobre
amenazas y vulnerabilidad y la promoción de intercambios de informa-
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ción; estrategias sectoriales para la reducción del riesgo; ayuda mutua en
caso de desastre y Gestión Local de Riesgo. Además, la estrategia preveía
la actualización y finiquito del documento del Plan Regional de Reduc-
ción de Desastres del CEPREDENAC y sus anexos nacionales y sectoria-
les. Este proceso había comenzado varios años antes y fue completado fi-
nalmente en noviembre de 1999. Después de la declaración de la estrate-
gia, CEPREDENAC ha promovido las principales líneas de acción iden-
tificadas y muchos otros proyectos promovidos en la región desde enton-
ces, han procurado adherirse a sus dictados.

Después de sus primeros intentos e iniciativas antes de 1998, en el
área de la reducción de desastres, en la coyuntura de Mitch y luego de los
terremotos en El Salvador, así como con la Declaración Presidencial del
Marco Estratégico y del Quinquenio, rápidamente aumentaron la visibili-
dad del CEPREDENAC, su pertinencia y posición política. Esto ha sido
facilitado por un interés internacional importante para apoyar las estrate-
gias y las acciones de reducción del riesgo. Indudablemente, CEPREDE-
NAC se considera hoy en día un punto de contacto y referencia indispen-
sable para muchas agencias internacionales, particularmente dado el re-
surgimiento de la preocupación por la aplicación de esquemas regionales
de intervención.

Dentro del SICA, CEPREDENAC ha obtenido estatus y posición y
sus relaciones y planes de trabajo con otras agencias especializadas secto-
riales han aumentado perceptiblemente. Esto se puede ver en el trabajo
hecho para dimensionar planes sectoriales con consideraciones de reduc-
ción del riesgo, donde CEPREDENAC ha cooperado con la OPS en el
área de la salud, con el Comité de Vivienda y Asentamiento Humanos, con
el Instituto Centroamericano y Panameño para la Nutrición y la Alimen-
tación y el Programa Mundial de Alimentos en el área de seguridad ali-
mentaria, con el Comité Centroamericano de Transporte y con otras varias
agencias regionales relacionadas con la agricultura, manejo del agua, ge-
neración y distribución de energía y telecomunicaciones. Por otra parte, se
han emprendido nuevos proyectos con organizaciones comunitarias de ba-
se y municipales, como la Red Comunitaria para la Gestión del Riesgo, la
Federación de Organizaciones Comunitarias y la Federación de Munici-
palidades de Centroamérica. En el ano 2000, CEPREDENAC y la Unidad
Regional para la Asistencia Técnica —RUTA— publicaron una serie de
pautas para la introducción de la gestión de riesgo en proyectos de desarro-
llo rural, preparados por Carola Kiesel. RUTA es un proyecto de PNUD ad-
ministrado por el Banco Mundial en enlace con otras agencias internaciona-
les y regionales y procura facilitar la coordinación de la asistencia financie-
ra y técnica a la región.

La ayuda financiera para los programas y los proyectos de CEPREDE-
NAC desde 1998 ha venido sobre todo del Banco Mundial, del BID, la Coo-
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peración Japonesa, Taiwán, Preparación ante Desastres —DIPECHO-EU, la
UNESCO, PNUD y OFDA—, así como la ayuda continua de ASDI, otros
donantes escandinavos y la GTZ. 

Durante los últimos años, CEPREDENAC se ha movido desde un enfo-
que de trabajo por proyecto hacia un enfoque por programa. Por otra parte,
tiende a alejarse de proyectos estrictamente nacionales que cada vez más son
asumidos por las autoridades y grupos nacionales, para concentrarse en plan-
teamientos más regionales. Esto incluye el problema del riesgo en el Corre-
dor Logístico Puebla-Panamá, el trabajo con el sector privado y con la co-
munidad bancaria regional e internacional, y la promoción de la reducción
del riesgo en agencias sectoriales centroamericanas de desarrollo.

Con el BID, el Banco Mundial y fondos japoneses, CEPREDENAC es-
tá financiando un P rograma Regional de Prevención y Mitigación. Este
fondo se utiliza para promover actividades diversas y proyectos que favore-
cen la reducción del riesgo, los cuales son propuestos y presentados sobre to-
do por las Comisiones Nacionales de CEPREDENAC. Aprincipios del 2001
se creó un P rograma de Gestión Local de Riesgo, con el financiamiento
del BID y de PNUD. Las actividades iniciales han implicado el estableci-
miento de un marco conceptual sobre gestión de riesgo que informa las acti-
vidades del programa y el comienzo de un proceso de sistematización de ex-
periencias en la gestión local del riesgo en la región, para así derivar leccio-
nes y poder ofrecer consejos sobre intervenciones futuras. Una tercera inicia-
tiva es el Plan Regional de Acción para Centro a m é r i c a, financiado por la
UNESCO, con apoyo holandés, alemán y francés. En su esencia, este plan
de acción proporciona capacitación para especialistas regionales en el uso de
tecnologías de análisis de amenazas, particularmente el uso de sistemas de
información geográfica.

Comenzando en julio de 2001, un aporte de PNUD ha permitido el de-
sarrollo de un programa regional de dos años de duración sobre la gestión
del riesgo y la reducción de desastres. Este programa se concentra en me-
jorar la práctica de la gestión local del riesgo (en el marco del Programa
de Gestión Local del Riesgo de CEPREDENAC) y en el fortalecimiento
de las capacidades de los sistemas nacionales para su reducción. Promo-
vido por el Buró de Gestión de Crisis del PNUD en Ginebra, dicha inicia-
tiva procura establecer sinergias con programas o proyectos nacionales de
gestión del riesgo auspiciados por PNUD en la región y otros programas
en curso de CEPREDENAC.

En resumen, CEPREDENAC ha experimentado cambios significati-
vos durante los cinco últimos años, con una creciente presencia regional y
política, relaciones ampliadas y mejoradas con el SICA y sus agencias es-
pecializadas, un alto nivel de aceptación por los donantes internacionales y
una capacidad creciente de promover y manejar proyectos. Cada vez más,
la misión institucional se define en términos de intervenciones significati-
vas en problemas y contextos regionales globales. El enfoque de la institu-
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ción claramente ha dado un giro en favor de la reducción y del control del
riesgo en comparación con la respuesta ante el desastre. La ayuda para los
proyectos nacionales es clara, pero estos se coordinan y se controlan local-
mente. La generación de información y su administración se ve como algo
particularmente importante donde esta proporciona los instrumentos y las
metodologías para promover la reducción del riesgo entre grupos locales y
los sectores públicos y privados. Durante 1998-99, CEPREDENAC pro-
movió una sistematización de cartografías y otras formas de muestra de los
riesgos y de la información de la vulnerabilidad en Centroamérica, dispo-
nible en diversas instituciones dentro de la región y fuera de esta.

Las iniciativas y enfoques de gobierno y sociedad civil en los niveles
nacionales

Sin lugar a dudas, M i t c h sirvió para concienciar, pero a la vez estimular
un incremento importante en el número de iniciativas llevadas a cabo en los
niveles nacionales con referencia al nuevo paradigma del riesgo y su gestión.
Esto contempla tanto organismos de gobierno como ONG nacionales e inter-
nacionales y agrupaciones de base y de población. Algunas de estas toman la
forma de iniciativas regionales y otras se establecen con referencia a un país
p a r t i c u l a r, donde Guatemala, El Salvador, Nicaragua y Honduras, “los paí-
s e s M i t c h”, destacan por el número de iniciativas y los cambios logrados.

En cuanto a estas iniciativas, no pretendemos detallarlas aquí, cosa que
ya se ha hecho de forma relativamente exhaustiva con anterioridad (Lavell,
2002; Romano, 2002). Más bien pretendemos caracterizar las acciones toma-
das desde la perspectiva de la contribución que pueden hacer la reducción o
previsión del riesgo en el marco de transformaciones en las formas y expre-
siones del desarrollo sectorial y territorial, todo, en aras de un aumento en la
seguridad humana integral y que contempla no solamente una reducción en
el riesgo de desastre, sino también en el riesgo cotidiano o crónico (Sen,
2000), el cual afecta a más de la mitad de la población centroamericana.

El sector gubernamental

En los niveles gubernamentales nacionales, a pesar del marco regio-
nal dado por la Estrategia y el Quinquenio para la Reducción de Vulnera-
bilidad, no es posible afirmar que existe un marco político con normativi-
dad y legislación e integración transversal en los distintos sectores y agen-
cias de desarrollo, que sustancia el impulso concertado de la gestión del
riesgo en el marco del desarrollo. Más bien existen y se han fomentado en
los últimos años determinadas innovaciones institucionales que se funda-
mentan en la noción de reducción del riesgo, pero que por el momento
comprenden iniciativas eventuales o promesas para el futuro.

DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

170



La creación del nuevo Sistema Nacional para la Prevención, Mitiga-
ción y Respuesta a Desastres en Nicaragua en 1999 y la fundación del Ser-
vicio Nacional de Estudios Territoriales en El Salvador en 2001, constitu-
yen los casos más comprensivos en este sentido. Ambas instituciones se
abocan a la problemática de la reducción del riesgo desde ángulos analí-
ticos y diversas plataformas de política y acción. Guatemala, por su parte,
mientras fortalece su capacidad en atención y preparación para desastres
a través de su Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres,
también ha aumentado su preocupación para la reducción del riesgo, tema
que ha sido impulsado con la creación de una Comisión Multi-sectorial
para la Reducción de la Vulnerabilidad bajo los auspicios de la misma
CONRED y el Ministerio de Planificación, y donde el interés es, entre
otras cosas, ubicar el problema del riesgo en el marco del Plan Nacional
de Combate a la Pobreza. Además, la nueva Ley de Desarrollo Social ha
hecho explícita la necesidad de reducción como elemento importante en
el desarrollo social. Honduras, a pesar de haber sufrido los embates más
dramáticos del Mitch, apenas comienza a perfilar cambios en sus estruc-
turas institucionales y se ha caracterizado por la continuidad, más que por
el cambio en los énfasis de la respuesta y preparativos para desastres. 

En ningún país de la región se puede afirmar, sin embargo, que el pro-
blema del riesgo de desastre haya sido convertido en una política pública
de primera línea, y mucho menos que las instituciones estatales responsa-
bles para el fomento del desarrollo sectorial y territorial hayan incorpora-
do de forma concertada y orgánica los preceptos de la previsión del ries-
go como parámetros que obligatoriamente guían su acción y sus inversio-
nes. A la vez, sí existen iniciativas aisladas que apuntan en esta dirección,
pero que no llegan a generalizarse en el cuerpo de las instituciones públi-
cas. La creación de un Programa de Gestión del Riesgo en la Secretaría de
Planificación del Ministerio de Agricultura y Sector Agropecuario de Cos-
ta Rica y algún movimiento en la dirección indicada dentro de los Siste-
mas Nacionales de Inversión Pública y en los bancos e instituciones ase-
guradoras, comprenden casos aislados hasta el momento. Independiente
de esto, la suma de las iniciativas tomadas ofrece una gama de aspectos
innovadores en la región, los cuales de acabar por generalizarse, ofrece-
rían una opción de aumentar el perfil del problema y ofrecer mecanismos
que apunten hacia su reducción.

Sociedad civil, ONG y las agencias internacionales

En el ámbito de la sociedad civil, las ONG nacionales e internaciona-
les y las instituciones internacionales, no cabe duda en lo que se refiere al
aumento significativo de las iniciativas promovidas en el tema genérico de
la reducción y gestión del riesgo. Estas iniciativas pueden clasificarse a un
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primer nivel ya sea que se trate de intervenciones regionales y nacionales
concertadas, o a través de organizaciones gubernamentales, o finalmente,
de forma independiente en relación con comunidades y localidades urba-
nas y rurales. En un segundo nivel, se pueden considerar los proyectos
desde la perspectiva de su proyección correctiva (riesgo existente) o pros-
pectiva (riesgo futuro posible) y su naturaleza conservadora o transforma-
dora, con referencia a las condiciones sociales de vida de la población su-
jeta a la intervención. 

Un inventario no exhaustivo de iniciativas en gestión y reducción del
riesgo en los niveles locales realizado por el programa de Gestión de Ries-
go de CEPREDENAC-PNUD en 2002, encontró más de 150 iniciativas
desarrolladas desde 1999 y con una preponderancia en los “países Mitch”. 

La gran mayoría de estas apuntan a problemas muy acotados con re-
ferencia a los sistemas de alerta temprana, el fortalecimiento de estructu-
ras locales de gestión del riesgo, análisis de riesgo en localidades promo-
viendo la elaboración de mapas o escenarios de riesgo, entre otros. Muy
pocas iniciativas toman como punto de partida el riesgo de desastre como
dimensión del problema del desarrollo local, buscando integrar estas dos
problemáticas para avanzar en la reducción del riesgo de forma íntegra y
con visos de sostenibilidad. O sea, la mayoría son aún bastante conserva-
doras al atacar el problema del riesgo desde la perspectiva de sus manifes-
taciones inmediatas (la inundación, la alerta temprana, la construcción de
diques, etc.,) y no desde la perspectiva de la reducción de las causas in-
mediatas y mediatas de los riesgos (adecuación de sistemas de cultivos a
las exigencias ambientales, reforestación y recuperación de cuencas, ma-
nejo ambiental y desarrollo agrícola, disminución del riesgo cotidiano co-
mo mecanismo de fortalecimiento de “livelihoods” y reducción del riesgo
de desastre, etc.). Esto puede explicarse en alguna medida por los meca-
nismos y plazos de financiamiento de los proyectos que solamente permi-
ten en general, actividades de corto plazo con fines “productivistas”, sin
mayores posibilidades de fomentar y fortalecer procesos de gestión, fun-
damentados en el diseño de estrategias de intervención, dimensionados
social, territorial y temporalmente y de más largo alcance. 

Entre los proyectos o programas regionales, más allá de aquellos diri-
gidos por CEPREDENAC, destacan la Iniciativa Centroamericana de Mi-
tigación —CAMI, por sus siglas en inglés—, financiada por la AID de los
Estados Unidos e implementada a través de ONG internacionales y agen-
cias de gobierno de los EE UU, y que tiene en el centro de su preocupa-
ción la mitigación del riesgo; el programa de la Cooperación Suiza —CO-
SUDE— en Nicaragua, Honduras y El Salvador, con su énfasis en proce-
sos de análisis del riesgo en los niveles municipales, el fortalecimiento de
los sistemas nacionales de desastres y la educción superior; y el programa
DIPECHO de la Unión Europea, que apoyó principalmente proyectos en
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el área de los preparativos para desastres y que en su última fase conduce
sus proyectos principalmente a través de ONG europeas, en colaboración
con organizaciones locales en los distintos países. Estos programas de al-
cance regional, o más bien multinacional, no se distinguen por promover
proyectos en común en los distintos países, sino más bien, se basan en un
común entendimiento del problema por ser resuelto y de la necesidad de
la reducción del riesgo y los preparativos para desastres. Es a partir de tal
enfoque que han fomentado proyectos sobre diversos temas, la mayoría
con referencia a los niveles locales. 

El énfasis no exclusivo pero sí dominante, de desarrollo de proyectos
con base en los niveles locales, tanto en las iniciativas “regionales” como
nacionales, surge en alguna medida como respuesta a la identificación por
parte de los gobiernos y CEPREDENAC de este como un nivel crítico en
la gestión del riesgo. Además, se corresponde y se complementa con la co-
rriente a favor de la descentralización económica, política y administrati-
va y el fomento del desarrollo local a través de las municipalidades, en
particular, que está en boga hoy en día en la región en general.

Desde la perspectiva de los proyectos nacionales, fomentados en ge-
neral por múltiples ONG y agencias financieras, otra vez con dominio en
los “países Mitch”, estos reúnen una gama amplia de preocupaciones y
formas de abarcar el problema. La mayoría de ellos son de corto alcance
temporal (1 a 2 años), lo cual significa una relativa imposibilidad de pro-
mover procesos más sostenibles, a diferencia de dirigirse a la implemen-
tación de soluciones concretas a los problemas particulares identificados.
A pesar de esto, un número importante de las iniciativas se han acoplado
a algunas de las premisas básicas de la gestión, particularmente nociones
en torno a la participación de los actores locales o regionales y de los su-
jetos de riesgo, y un reconocimiento, aunque todavía soslayado o no ex-
plícita muchas veces, de que el tema del riesgo está relacionado con el del
desarrollo y de la gestión ambiental.

Dentro de los proyectos impulsados, unos pocos, por su acceso a ma-
yores recursos financieros y temporales, han logrado ser innovadores en
el tema, demostrando nuevas formas de integrar el problema de riesgo con
el problema de desarrollo en los niveles locales y regionales. El estableci-
miento de esta relación ha sido facilitada durante los últimos años por la
forma en que después de Mitch un número importante de ONG de desa-
rrollo o grupos de consultoría se han ubicado en el tema de la reducción y
previsión del riesgo, viéndolo como un parámetro que, al igual que los te-
mas de género o ambiente, deben ser considerados en los proyectos de de-
sarrollo que fomentan. 

Esto puede ilustrarse con una consideración breve de cuatro proyec-
tos particulares, aún en marcha en la región:
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• El Programa de Prevención y Mitigación de Desastres para la Cuen -
ca Baja del río Lempa, fomentado por el Ministerio de Ambiente y
Recursos Naturales, El Salvador, con financiamiento del BID ( v é a s e
Lavell, 2003).

Este proyecto, por ser desarrollado en tres etapas (dos terminadas a la
fecha), se postuló originalmente como un proyecto tradicional de preven-
ción de desastres por inundación en la zona del bajo Lempa. Sin embar-
go, evolucionó hacia un proyecto de desarrollo sostenible con visión de
gestión del riesgo. Es decir, que a diferencia de poner las inundaciones en
el centro del análisis, más bien la consideración fundamental que informa-
ba la intervención era la promoción de incrementos en el bienestar de la
población, dimensionada por el problema del riesgo asociado con las
inundaciones en particular.

En su primera etapa, el proyecto se limitaba a producir un diagnósti-
co integral y ampliamente participativo acerca de la problemática de la zo-
na vista desde la perspectiva de su desarrollo y la incidencia de las inun-
daciones y otras amenazas en el contexto local. Con base en dicho diag-
nóstico, se procedió a perfilar una estrategia de intervención a mediano
plazo en función de las necesidades prioritarias de desarrollo señaladas y
la identificación de una serie de proyectos particulares que se acoplan a
esta estrategia y que cumplen con los requisitos de sostenibilidad y de re-
ducción y previsión del riesgo. 

La estrategia y los proyectos fueron resultado de un proceso partici-
pativo profundo, involucrando a las principales organizaciones locales, el
Ministerio de Ambiente y otras instancias gubernamentales. Con este pro-
ceso, la zona disponía de una visión concertada de su futuro y de las prio-
ridades para el logro de avances en los niveles de desarrollo con seguri-
dad ambiental, que sirve como punto de articulación de nuevas propues-
tas de apoyo a la zona por parte de otros actores promotores de iniciativas
de desarrollo o reducción del riesgo. 

En su segunda etapa, el proyecto fomentó la creación de un comité lo-
cal para la promoción del desarrollo con la participación de los actores or-
ganizados más importantes de la zona, representaciones municipales y del
Gobierno Central. Proveía también de capacitación y metodologías para
el funcionamiento del Comité. Por otra parte, se promovieron talleres de
capacitación en gestión del riesgo para la población local y se efectuaron
los estudios de factibilidad de los proyectos identificados en la primera
etapa del proceso, dentro del marco estratégico postulado. La tercera eta-
pa, todavía no iniciada, consistiría en el impulso de los proyectos acorda-
dos con el financiamiento del BID y otras instancias y con participación
comunitaria a través del Comité Local.

En suma, el proyecto se desarrolla desde una concepción amplia de la
gestión del riesgo, ubicando esto como dimensión de la planificación del
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desarrollo y con amplia participación local en los procesos de análisis y
decisión. El proyecto no ha tenido problemas en cuanto al método y al en-
foque, pero se han registrado ciertos conflictos, antagonismos y diferen-
cias de opinión entre las organizaciones de la zona, las cuales reflejan la
complejidad de la matriz organizacional e ideológica en esta región de al-
tos niveles de pobreza y grupos sociales con historias de vida, orígenes y
adhesión política distintos.

• El proyecto de Gestión de Riesgos para el Desarrollo Sostenible en    
Guatemala, llevado a cabo por CARE con financiamiento CAMI.

Llevado a cabo por una ONG de desarrollo de largo alcance, se ha de-
sarrollado en zonas del valle del río Polochic en Guatemala y representa la
continuidad de esfuerzos de la institución después de M i t c h y sellados por
las nociones de preparativos y organización de la respuesta humanitaria. A
pesar de haber iniciado con componentes que giraban en torno a la respues-
ta a estos impactos, ha evolucionado, por diversos procesos internos y de-
mandas de la población local, asumiendo mayor orientación hacia el pro-
blema del desarrollo regional con visión de gestión de la reducción del ries-
go. Así, por una parte, se ha relacionado con otros proyectos sectoriales de
la institución en la misma zona, orientados a concebir la gestión a la luz de
procesos de desarrollo sectorial en marcha con visión prospectiva del ries-
go, y por otra parte ha sido instrumental en la creación y consolidación de
la llamada Mesa de Concertación del valle del Polochic. 

Esta instancia organizativa hoy en día reúne a diversas instituciones
interventoras en la misma zona, además de representaciones locales, in-
cluyendo la presencia de municipios, y cuenta con el apoyo también de la
GTZ Alemana. El objetivo de la Mesa es ofrecer un espacio de diálogo,
concertación y decisión en cuanto a las diferentes iniciativas en marcha o
por establecerse, buscando consolidación y armonía entre los diversos es-
fuerzos. De esta forma, desarrollo y gestión del riesgo se acoplan en una
sola matriz promotora. Además, la noción que sustenta el proceso de la
Mesa también refleja la necesidad de instancias que permitan la concerta-
ción entre organizaciones locales unidas por su ubicación en una sola re-
gión geográfica en torno a la cuenca del río Polochic. Esto es fundamen-
tal en el tema, dado que el riesgo que sufre una localidad o subzona par-
ticular, está generado muchas veces por procesos y acciones que se inicia-
ron en otras instancias territoriales (por ejemplo, la deforestación en las
cuencas altas que aumenta el peligro de inundación en las zonas bajas).

Tanto el caso de la Mesa de Concertación como el Comité Local del
Bajo Lempa destacan la importancia que se debe conceder al fomento de
formas distintas de capital social como paso imprescindible en la gestión
del desarrollo y del riesgo. 
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• El Proyecto de Prevención de Desastres del Centro Humboldt en 
Nicaragua, financiado por OXFAM

Este proyecto, fomentado por una institución con antecedentes en el
problema del desarrollo local, la gestión ambiental y el tema de los desas-
tres, se lleva a cabo en varios municipios de Nicaragua y también tiene un
componente nacional dirigido a lograr cambios en las formas de articular
e intervenir el problema de riesgo en los niveles nacionales. En los nive-
les locales, trabajando de cerca con las municipalidades, el proyecto ha fo-
mentado la metodología de diagnósticos integrales-participativos para di-
mensionar los problemas de riesgo en el marco del desarrollo local e iden-
tificar intervenciones necesarias para promover el desarrollo local con vi-
sión de gestión del riesgo. Un componente importante del proyecto es el
desarrollo y difusión de metodologías para la elaboración de forma parti-
cipativa, de planes estratégicos de desarrollo local. Como tal, y en conso-
nancia con los objetivos de los proyectos del Bajo Lempa y Polochic co-
mentados antes, intenta no separar el problema del riesgo del problema
del desarrollo local, ofreciendo metodologías y prácticas que permiten el
análisis y la acción en torno a la promoción del desarrollo local con visión
de gestión del riesgo. En lo que se refiere al componente nacional del pro-
yecto, este establece un vínculo con los objetivos locales, buscando apo-
yar procesos de cambio en los niveles nacionales consecuentes con la vi-
sión de riesgo y desarrollo que maneja el proyecto en general.

• Los Programas de Prevención de Desastres en Honduras y Nicara -
gua financiados por el Banco Mundial a través de distintas instancias
gubernamentales centrales y locales. 

Estos dos grandes programas se financian con fondos del Banco Mun-
dial que llegan a exceder los 12 millones de dólares en ambos casos. En
el caso de Honduras, el programa está ya en acción y en el de Nicaragua
está por iniciarse. Ambos programas se efectúan a través de diversas ins-
tancias nacionales y municipales, de acuerdo con el énfasis analítico o de
intervención propuesto (asociaciones de municipalidades, municipios par-
ticulares, instancias de análisis de riesgo, como el caso de INETER en Ni-
caragua, los sistemas u organismos nacionales de desastres o gestión de
riesgos, etc.). Los programas cubren una amplia gama de intereses que
van desde el análisis y mapeo de riesgos (amenazas y vulnerabilidades) en
los niveles locales y el ordenamiento territorial como mecanismo de re-
ducción y previsión del riesgo, hasta el fortalecimiento de instancias de
gestión nacional y local y el apoyo al desarrollo de normatividad en cuan-
to al tema, como es el caso por ejemplo del desarrollo de Planes Naciona-
les de Gestión del Riesgo.
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A manera de conclusión sobre la intervención

Durante los últimos 4 años, posterior a M i t c h, la región ha atestiguado
numerosas transformaciones en la concepción en cuanto a los riesgos y los
desastres, asi como impulso de iniciativas dirigidas al problema de reducción
del riesgo, tanto en la esfera de cambios o innovaciones institucionales, co-
mo en la esfera de la promoción de proyectos particulares de intervención.

A pesar de estas iniciativas, que en suma ofrecen una gama de alter-
nativas, muchas innovadoras, aún existe camino qué correr para armar una
matriz consecuente, coordinada, concertada y normada en cuanto al pro-
blema del riesgo, visto a la luz de los procesos de desarrollo y de su ges-
tión. Existe la sensación de que a pesar de un aumento en el perfil de la
problemática, abierta esta ventana a raíz del impacto de Mitch, el Estado
aún no asume su rol ante esta de forma integral y no existe un marco le-
gal, institucional y normativo de aplicación general que eleve el problema
al estatus de una política pública fundamental. Esto podría explicarse por
la ascendencia de otros temas y su aparente contradicción o falta de con-
gruencia con los objetivos de la reducción del riesgo, como es el asunto
de la competitividad y eficiencia productiva nacional y regional en el mar-
co de la integración regional y el estímulo de corredores o ejes logísticos
y “clusters”, y también por resistencias y anacronismos institucionales y
la falta de incorporación con convencimiento de aquellos sectores y agen-
cias de desarrollo, los cuales deben estar en el centro de las preocupacio-
nes y del estímulo para la reducción y previsión del riesgo. 

Por otra parte, existe una suma muy amplia de iniciativas promovidas
desde la sociedad civil a través de ONG y con apoyos internacionales,
muchos de los cuales son limitados en sus alcances por tomar el tema del
riesgo desligado del problema de desarrollo, promoviendo así esquemas
útiles, pero conservadores en su esencia, en el sentido de que reducen el
riesgo eventual de desastre, pero no contribuyen con la transformación de
las condiciones básicas de vida de la población que es objeto de las inter-
venciones y, en consecuencia, no tocan a fondo los procesos generadores
de riesgo que derivan a su vez del riesgo cotidiano en que viven grandes
masas de la población rural y urbana en la región. Esta situación puede ex-
plicarse en muchos casos por restricciones financieras y las directrices
normativas de muchas agencias financieras, el dominio de actitudes “pro-
ductivistas” y aun la ausencia de líneas de financiamiento para el tema, di-
rigidas a través de agencias de promoción del desarrollo, a diferencia de
las agencias “humanitarias”. 

Sin lugar a dudas, sin que el Estado y los gobiernos de turno asuman
el problema de forma integral, promuevan una visión de reducción y pre-
visión dentro del marco de la planificación del desarrollo y construyan
institucionalidades avaladas por la legislación y normatividad consecuen-
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tes, el avance en la resolución del problema se atrasará o se hará imposi-
ble de lograr. En estos momentos, el tema es más un tema de la sociedad
civil y las organizaciones no gubernamentales, que del gobierno mismo.
Efectivamente, el retiro del apoyo internacional para el tema significaría,
a pesar del compromiso y entusiasmo de muchos profesionales ligados a
los organismos oficiales, su casi desaparición de la escena, porque el ni-
vel de compromiso y de financiamiento canalizado por los gobiernos ha-
cia el tema es muy reducido y sigue concentrándose, aún de forma insufi-
ciente, en el tema de la respuesta humanitaria. 

Opciones, necesidades y cuellos de botella con referencia a la 
gestión para la reducción y previsión del riesgo

Analizada desde la perspectiva regional entre las necesidades y opor-
tunidades que se presentan para la promoción más concertada y decidida
de una política regional en la materia se incluyen (véase Lavell, 2003):

• el fortalecimiento de las relaciones y las bases programáticas en co-
mún entre CEPREDENAC y las instituciones de promoción secto-
rial y territorial del SICA, en aras de la ratificación efectiva de los
c o mpromisos asociados con la reducción, previsión y control del riesgo.

• la incorporación y promoción real de iniciativas de previsión y con-
trol de riesgo en las inversiones que se promuevan dentro del plan de
acción asociado con el Plan Puebla-Panamá. Precedida por la noción
del Corredor Logístico o Comercial Centroamericano, esta iniciativa,
al impulsarse y concretarse exitosamente, terminará concentrando una
parte importante de la infraestructura, producción y población de la
región la cual si no existe en condiciones de seguridad ambiental,
pondrá en tela de juicio la eficiencia y competitividad de las econo-
mías de la región por el impacto importante que eventos de magnitud
puedan tener en estas al significar la pérdida de recursos financieros,
infraestructura y recursos humanos. 

• la capacidad de convencer el sector financiero, los sistemas naciona-
les de inversiones públicas y de seguros de la conveniencia de incor-
porar consideraciones de reducción y transferencia del riesgo en los
parámetros que guían sus decisiones, en aras de una mayor seguridad
y rendimiento en la inversión.

• la determinación con que las agencias internacionales de financia-
miento y desarrollo insisten en la incorporación de parámetros de re-
ducción del riesgo en sus portafolios de proyectos en la región. Aquí,
se trata de una responsabilidad compartida con los gobiernos de la re-
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gión, de tal forma que cada instancia acepte su responsabilidad en ga-
rantizar la seguridad de las inversiones y en consecuencia, de la socie-
dad. Aunque no hay estudios que lo muestren fehacientemente, exis-
ten suficientes indicios de que un componente importante de la deuda
externa de los países está compuesto por financiamientos en inversio-
nes nacionales y regionales que hayan sido afectadas, si no destruidas
en grandes eventos, como Mitch o los terremotos de El Salvador.

• el convencimiento de que el grado de competitividad y eficiencia de
la economía regional en el mundo globalizado podría mermarse por
los impactos sucesivos de desastres y la destrucción o daños que sig-
nifican en los sistemas de comunicación e infraestructura básica, ade-
más de sus impactos negativos en los balances de pagos, la deuda y el
nivel de riesgo financiero asignado a los países de la región.

• las opciones de que los planes de combate a la pobreza dimensionen
adecuadamente el problema de la vulnerabilidad y el riesgo de desas-
tre y ataquen sus causas fundamentales, cuales son los niveles de
r i e sgo cotidiano — desempleo, desnutrición, falta de ingresos, insalu-
bridad, violencia social y doméstica— que sufre más del 50% de la
población regional que sobrevive bajo la línea de pobreza.

• la seriedad con la cual se toma el problema del cambio climático glo-
bal y su incidencia futura en las amenazas hidrometeorológicas, así
como la capacidad de ligar el tema de la adaptación con la problemá-
tica de la gestión del riesgo, haciendo converger las visiones y proyec-
ciones de mediano y largo plazo con las transformaciones requeridas
en el corto plazo.

• la creciente articulación de demandas para la reducción de vulnerabi-
lidad por parte de organizaciones y sectores de la sociedad civil y la
injerencia de estas demandas en los procesos de formulación de las
políticas públicas.

Las amenazas u obstáculos para lograr una política más comprometi-
da se encuentran precisamente en la probable o posible incapacidad de in-
cidir sobre los aspectos mencionados y en el hecho de que las estrategias
y políticas seguidas hasta ahora, mantienen su carácter esencialmente neo-
liberal de laissez faire, con énfasis en los grandes proyectos de impulso
económico, signados por las nociones en torno a los corredores logísticos,
los clusters y la competitividad sin equilibrio ambiental y las implicacio-
nes que esto tiene en términos de la marginación territorial y social de par-
tes importantes del istmo, y una continua degradación de los recursos na-
turales y el ambiente en general, incluyendo el urbano. 

ALLAN LAVELL

179



En segundo lugar, viendo el problema desde los niveles nacionales
encontramos que, a pesar de la gama de proyectos y esquemas promovi-
dos en la región por el gobierno, ONG, organizaciones de base municipal
y agencias internacionales, en enlace con una amplia gama de agentes lo-
cales, hay un número de problemas claramente identificables que se de-
ben superar para permitir el progreso adicional en la reducción del riesgo
y la mitigación y la prevención del desastre. Entre los más importantes,
según nuestros criterios, están los siguientes (véase Lavell, 2002):

a. La necesidad de una mayor movilización e interés por parte de los to-
madores de decisiones gubernamentales ligados a las org a n i z a c i o n e s
sectoriales y territoriales del desarrollo y en el nivel municipal. Esto
requerirá de un uso más imaginativo de convincentes argumentos po-
líticos que favorezcan la reducción del riesgo que los que se han em-
pleado hasta la fecha. Se necesita dar particular atención a los miem-
bros del gabinete económico y de finanzas y a los organismos y ban-
cos de financiamiento regionales, como el Banco Centroamericano de
Integración Económica, BCIE. 

b. Un aumento en el interés y compromiso del sector privado y las orga-
nizaciones profesionales.

c. La necesidad del desarrollo de metodologías para medir las vulnera-
bilidades no estructurales o constructivas y hacerlas disponibles a los
agentes sectoriales del desarrollo, permitiéndoles anticipar y controlar
las repercusiones de sus proyectos sobre el riesgo.

d. Reformas legales e institucionales profundas que ponen la problemá-
tica de la reducción y control del riesgo en un estatus similar al de los
preparativos y respuesta a desastres. Las reformas recientes relaciona-
das con las organizaciones oficiales que intervienen en el desastre y
los sistemas, aunque suben su estatus y prerrogativas en reducción del
riesgo no están acompañadas por aumentos realmente significativos
en las capacidades de diseñar estrategias y políticas o en los recursos
financieros y humanos necesarios para lidiar con el problema. Ningu-
na de estas organizaciones tiene suficiente estatus político en general,
para coordinar y estimular convincentemente medidas significativas de
reducción del riesgo en el nivel sectorial y territorial. A pesar de tenta-
tivas de hacer esto, es difícil ver cómo las organizaciones tradicionales
de respuesta pueden sobresalir adecuadamente frente a este problema.
La opción de construir un marco institucional alternativo, pero integra-
do y coordinado, que reúna predominantemente a organizaciones e ins-
tituciones de desarrollo y ambientales, deben ser consideradas seria-
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mente, mientras que al mismo tiempo se deben reforzar las org a n i z a-
ciones de respuesta existentes. Sin una mayor descentralización de
atributos y funciones, las opciones para el éxito serán limitadas. Ta l
descentralización no debe promover solo la participación local, sino
también considerar la necesidad de estructuras regionales intermedias,
como son, por ejemplo, las cuencas hidrográficas, las zonas costeras,
mancomunidades de municipios, etc. Los problemas de riesgo sufridos
en los niveles locales no se pueden tratar autónomamente en el nivel
local. Los procesos regionales y nacionales deben también ser contro-
lados y sujetos a negociación y cambios por sus impactos en los nive-
les locales. Se deben buscar alianzas entre grupos sociales que a veces
son establecidas a través de sus intereses y metas.

e. A pesar del aumento rápido en las iniciativas de gestión del riesgo en
la región y un incremento sustancial en la demanda para profesiona-
les en la problemática, poco se ha hecho para garantizar la existen-
cia de recursos humanos adecuadamente educados y entrenados pa-
ra tomar el desafío. Las opciones educativas en la región todavía son
d ominadas por las geociencias, la ingeniería y la salud y por deman-
das relacionadas con los preparativos y la respuesta. De hecho, casi
todas las nuevas opciones educativas que están apareciendo en la re-
gión refuerzan esta tendencia. Muy pocas son las opciones verdaderas
existentes para la educación profesional en el área de gestión del ries-
go, basadas en un acercamiento por vía del desarrollo, con enfoques
multidisciplinarios, buscando entrenar no solamente a especialistas
sectoriales, sino, también, a profesionales con un acercamiento holís -
tico, capaces de coordinar y dirigir grupos y de pensar estratégica-
mente. Hay actualmente una sobresaturación en la demanda para los
pocos especialistas holísticos, multidisciplinarios, que trabajan desde
una perspectiva integral sobre desarrollo y ambiente en la región. La
educación en los conceptos y la práctica de la gestión del riesgo (glo-
bal y local), se restringen básicamente a un número grande y crecien-
te de cursos o talleres que duran de tres a cinco días. Aunque esto ayu-
da a conseguir algunos adelantos, debe también ser acompañado por
la educación profesional a nivel universitario. Los mercados para la
capacitación y la educación profesional son claramente diferentes, pe-
ro están ligados ineludiblemente a la búsqueda de éxito en la reduc-
ción del riesgo. 

f. En un tema relacionado, los progresos para promover reformas edu-
cativas sobre la capacitación e información relativa al riesgo en la en-
señanza convencional, no han sido muchos hasta la fecha. Esto es par-
ticularmente cierto en lo que concierne a ideas referentes al riesgo y a
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su reducción, vistas como parámetros y dimensiones del desarrollo.
Mucho más se ha hecho en lo que concierne a la necesidad de la res-
puesta del desastre en instituciones educativas y al diseño de los pla-
nes de emergencia de las escuelas y de los procedimientos de evacua-
ción. Pero es notoria la ausencia de una profunda reforma al plan de
estudios que integre nociones del riesgo y de su gestión de una mane-
ra multidisciplinaria. Las opciones para una mejor práctica en el futu-
ro en esta área serán relacionadas íntimamente con la manera en que
educamos y desarrollamos a nuestras futuras generaciones.

g. En lo que concierne a la gestión local del riesgo, que es quizás el fo-
co dominante hoy, un número de factores limitan la fácil extensión de
este tipo de práctica. En primer lugar, la naturaleza incipiente de la
descentralización en las organizaciones oficiales de riesgo y desastres
limitan seriamente las opciones para construir las políticas naciona-
les para la gestión local del riesgo, con un amplio impacto a lo lar-
go de los países. En segundo lugar, ningún método o metodología
estandarizada de costo bajo y aplicación generalizada existe para la
p r o m oción e implementación de sistemas de alerta temprana. Por otra
parte, la experiencia con los sistemas de alerta esencialmente se res-
tringe a las inundaciones, a los huracanes y a los volcanes. Poco se ha
hecho en relación con los deslizamientos, la sequía y los problemas
antrópicos, tales como la contaminación. En tercer lugar, a pesar de la
enorme cantidad de literatura que existe sobre la gestión del riesgo y
la existencia de numerosas metodologías analíticas y prácticas, se han
realizado pocos intentos para sistematizar esta información y hacer
más fácil su disponibilidad a las organizaciones que desean promover
nuevos esquemas, o a comunidades y municipalidades. Básicamente,
cualquier nueva organización que desee revisar lo que se ha hecho y
lo que se ha aprendido, tiene que hacer su propia investigación en la
bibliografía sobre el tema. Esto ha conducido a un severo problema
por la pérdida de recursos y el permanente “reinvento de la rueda”.
Este problema ahora está bajo escrutinio por parte de CEPREDENAC
y se enfrentará con la promoción de las actividades ligadas al progra-
ma de Gestión del Riesgo en Centroamérica, financiado por PNUD. 

h. El rápido aumento en el número y alcance de los proyectos de gestión
del riesgo no ha sido acompañado por niveles y modalidades adecua-
dos de coordinación y comunicación a escala nacional y regional. El
resultado es que muchas organizaciones están haciendo las mismas
cosas sin enterarse de que ello está ocurriendo. La duplicación de es-
fuerzos significa desperdiciar tiempo y recursos.
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i. Mientras que es cierto que muchos nuevos proyectos autóctonos del
desarrollo se están promoviendo sin ninguna preocupación por el con-
trol del riesgo, no es menos cierto que muchos proyectos patrocinados
internacionalmente también sufren de este mismo defecto. Mucho
más esfuerzo se debe hacer para garantizar que las financieras inter-
nacionales y las agencias de ayuda dimensionen sus propios proyec-
tos con consideraciones de riesgo. El efecto de demostración sería ob-
vio a escala nacional. 

Con la Estrategia y el Quinquenio, los gobiernos de la región estable-
cieron un compromiso político a favor de la noción de la reducción del
riesgo y procesos de reconstrucción con transformación social. Las reali-
dades en la región, sin embargo, plantean interrogantes importantes en lo
que concierne a la forma de transitar de la declaración y el compromiso
político hacia prácticas y políticas de transformación real. Avances impor-
tantes en la reducción del riesgo y en su futuro requieren enormes esfuer-
zos en múltiples niveles. Esto abarca la conciencia social, cambios legis-
lativos e institucionales, prácticas sociales modificadas, la reducción de la
corrupción, la movilización de los grupos de interés del sector privado y
el sacrificio de objetivos a corto plazo, a favor de objetivos de sostenibi-
lidad a mediano y largo plazo.

La reducción del riesgo todavía no es un objetivo político y económi-
co muy accesible y la transición de los esquemas de la respuesta y los pre-
parativos hacia otros más integrales de gestión del riesgo todavía está le-
jos de ser completo. Por otra parte, en el área de la respuesta y de los pre-
parativos aún queda mucho por hacer. Casi con regularidad los organis-
mos oficiales de desastres son relevados de sus funciones de coordinación
cuando ocurre un gran desastre, y suelen establecerse los comités ad hoc
bajo el control ministerial, privado o militar. Este era el caso en El Salva-
dor a principios del 2001 con el último gran desastre que afectó la región;
ello refleja la carencia de jerarquía y apoyo político que estas organizacio-
nes tienen en general, cuando ocurre un desastre de gran magnitud, lo cual
es inevitablemente un acontecimiento “político”. Por otra parte, estas or-
ganizaciones son aún excesivamente centralizadas y torpes cuando hay
que ocuparse de los múltiples desastres de pequeña y mediana escala que
afectan continuamente a los diversos países. La descentralización y la par-
ticipación local organizada en respuesta al desastre sigue siendo, en bue-
na medida, una tarea pendiente. Incluso donde los países han tomado me-
didas positivas hacia la creación de sistemas nacionales para la preven-
ción, la mitigación y la atención del desastre, estas todavía se centralizan
excesivamente y hace falta mucho esfuerzo para revertir esta condición y
aumentar las capacidades y autonomía locales.
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Sea cual fuere la conclusión que se derive de un análisis prospectivo
de las necesidades y oportunidades para la reducción del riesgo en la re-
gión, está claro que Mitch, los acuerdos gubernamentales sobre la reduc-
ción de la vulnerabilidad, la sensibilización conceptual en lo que concier-
ne a este problema y las necesidades sentidas de una gran gama de agen-
tes sociales, ha conducido a cambios importantes en la actitud y la prácti-
ca durante los últimos tres años. La reducción y la gestión del riesgo es-
tán definitivamente en auge en la región, particularmente en El Salvador,
Honduras, Guatemala, y Nicaragua. Falta consolidar esfuerzos, incorpo-
rar otros actores, elevar el estatus de la temática y pasar de las nociones
de proyectos piloto a la noción de sostenibilidad en la gestión.

A manera de conclusión global

Todos los desastres —pequeños, medianos y grandes— sin lugar a du-
das constituyen un factor que dificulta el logro de procesos sostenidos y
crecientes de desarrollo y de desarrollo social en la región centroamerica-
na, particularmente con referencia a la población pobre y excluida que
comprende más del 50% de la población regional y más del 60% de la po-
blación de los países más propensos a sufrir un desastre —El Salvador,
Honduras, Guatemala y Nicaragua—. Sin embargo, es un factor más en la
ecuación y no una causa fundamental de los problemas de desarrollo que
enfrenta la región. 

Buscar explicar el atraso en los indicadores de desarrollo o en el pro-
ceso mismo, echando mano al argumento frecuentemente empleado de
que son los desastres el problema fundamental, sería equivocado y cons-
tituiría otra de esas falacias que buscan distraer la atención de las causas
más elementales del subdesarrollo y la pobreza. Suponer que la reducción
del riesgo de desastres sea un mecanismo importante para lograr el desa-
rrollo y desarrollo social en la región sería una tautología y una forma de
invertir el argumento, en lo que se refiere a causas y efectos. Es decir, más
bien es con el desarrollo equitativo y socialmente incluyente y el desarro-
llo social, que se establecerían las bases para una previsión y prevención
del riesgo y el desastre hacia el futuro. No habrá manera convincente de
reducir el riesgo de desastre si no operamos e intervenimos sobre sus cau-
sas fundamentales, que son el verdadero problema.

Los desastres asociados con extremos de la naturaleza o con amena-
zas construidas socialmente, por medio de la intervención y las prácticas
humanas, representan, en su esencia, una continuidad de la vida cotidiana
de millones de personas, quienes viven el día a día en condiciones de “de-
sastre permanente”. La vulnerabilidad frente a eventos extremos se cons-
truye sobre la vulnerabilidad frente a la vida cotidiana, sobre las condicio-
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nes de riesgo cotidiano o crónico que afectan con mayor incidencia a los
pobres de la ciudad y el campo y que coartan sus opciones de vida segu-
ras y sostenibles. Los desastres se incuban y se gestan en ese caldo que es
la vida diaria, a tal grado que las pérdidas y daños sufridos en los aconte-
cimientos eventuales que llamamos desastres son esperables, por las con-
diciones extremas de riesgo que existen en el istmo y que solamente espe-
ran el desenvolvimiento de un evento físico destructivo para actualizarse
o transformarse en desastres.

De ahí, la conclusión más obvia, es que el problema fundamental no
son los desastres sino los procesos sociales que construyen el riesgo en la
sociedad, hacen a los desastres parecer “inevitables” y crean la noción de
que es “natural” que ocurren. No se puede resolver el problema atacando
la enfermedad, que es el producto de procesos sociales de largo alcance y
profunda significación. Más bien hay que atacar las causas elementales y
estas, sin lugar a dudas, se encuentran en los patrones de desarrollo im-
puestos y en las modalidades degradadores de apropiación de la naturale-
za, que los han sustentado durante décadas, si no siglos. Desde ahí es cla-
ro que la reducción, previsión y control del riesgo de desastre solamente
puede ser efectivo si se concibe y se incorpora su gestión dentro de las dis-
tintas modalidades de gestión del desarrollo en la región, convirtiendo el
riesgo, o más bien, la seguridad, en un parámetro clave de los procesos de
desarrollo, de planificación y de decisión sobre la inversión pública y pri-
vada. Es claro que esto no es el caso aún en Centroamérica.

A pesar de múltiples innovaciones en las formas de concebir el riesgo
y el desastre en los niveles políticos, institucionales e instrumentales y en la
práctica impulsada desde el gobierno y la sociedad civil, aún el camino de
las transiciones hacia formas más consecuentes y articuladas de considerar
y gestionar el riesgo en el marco del desarrollo, es largo y tortuoso. Pasar de
las experiencias positivas desarrolladas de forma casi “piloto” en la región,
a una generalización de esquemas de intervención y control bajo premisas
sólidas y consecuentes, con institucionalidades, legislación y normatividad
adecuadas, representa un desafío de gran envergadura. Las semillas están
bien plantadas y el rumbo trazado; ahora se requiere de voluntad y compro-
miso político para que la gestión del riesgo crezca y florezca como una po-
lítica pública clave y central en la búsqueda del desarrollo sostenible y el de-
sarrollo social, fundamentada en la noción de seguridad ciudadana y libre
de los riesgos cotidianos o crónicos y el riesgo de desastre. 
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INTRODUCCIÓN

Con el fin de evaluar la situación de los sistemas de protección social
en Centroamérica, el Banco Mundial (BM) realizó cinco Evaluaciones de
la Red de Seguridad Social a nivel de país (ERSS).1 El propósito de cada
una de estas ERSS consistió en identificar debilidades y fortalezas en las
políticas y programas de protección social, y proporcionar, a cada gobier-
no y a otros implicados en los cinco países, un conjunto de recomenda-
ciones orientadas a mejorar sus sistemas de protección social. 

El propósito de este artículo es identificar, en las ERSSs que se realiza-
ron en los cinco países centroamericanos, problemas e hilos comunes; y es-
to, con dos objetivos: por una parte, poner a disposición de los gobiernos
centroamericanos una visión general de los sistemas de protección social que
existen en la región, y para que, de este modo, ellos puedan poner en pers-
pectiva la ERSS que se desarrolló para cada uno de sus propios países, cuan-
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do se propongan fortalecer sus políticas de protección social; y por otra par-
te, generar en la región —entre los otros involucrados en el tema— una dis-
cusión acerca de las políticas de protección social.
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Cuadro 1 
Población e indicadores críticos de desarrollo, 20001

(1) Estimaciones de concentración de ingreso corresponden a 1998.
(2) El IDH es una medida resumen de desarrollo humano que considera tres dimen-

siones de desarrollo: una vida prolongada y saludable, lo que se mide por la ex-
pectativa de vida al nacer; educación, lo que se mide por la proporción de ma-
trículados y alfabetismo; y un nivel de vida digno, lo que se mide por el ingre-
so per cápita.

(3) Clasificación de pobreza en una muestra de 88 países en desarrollo. Número
más bajo corresponde a menor grado de pobreza.

Fuente: Banco Mundial (Indicadores de Desarrollo Mundial) y PNUD (IDH).

Índice de
D e s a r r o l l o
H u m a n o2

Grado 
P o b r e z a

H u m a n a3

C o n c e n -
tración 

del ingreso
por el 20%
más bajo

C o n c e n -
tración del
ingreso por
el 10% más

a l t o

P o b l a c i ó n
total 

(Millones) 

P o b l a c i ó n
entre 

0-14 años
(% del 
total) 

Ingreso per
c á p i t a

(US$ cons-
t a n t e s
1 9 9 5 )

0 . 8 2 0 2 4 , 5 3 4 , 63 , 8Costa Rica 3 2 , 4 3 9 1 2

0 . 7 0 6 3 2 3 , 3 3 9 , 56 , 3El Salvador 3 5 , 6 1 7 5 2

0 . 6 3 1 4 0 3 , 8 4 6 , 011 , 4G u a t e m a l a 4 3 , 6 1 5 5 8

0 . 6 3 8 3 6 2 , 2 4 2 , 76 , 4H o n d u r a s 4 1 , 8 7 11

0 . 6 3 5 4 1 2 , 3 4 8 , 85 , 1N i c a r a g u a 4 2 , 6 4 6 6

N D 3 , 2 4 2 , 33 3Av e r a g e 3 9 , 2 1 6 8 0

N D N D N D5 1 5 , 7L A C 3 1 , 5 3856 

Los cinco países centroamericanos considerados en esta revisión
concentran una población total de 33 millones, de la que el 39% tiene me-
nos de 15 años de edad, a diferencia del 32% que exhibe la región de
América Latina y el Caribe (LAC). En el año 2000, el ingreso per cápita
de estos cinco países promediaba los US$1,680, lo que representaba alre-
dedor de la mitad del promedio de LAC. En la mayoría de los países, la
pobreza está todavía muy extendida. La distribución del ingreso continúa



altamente concentrada; el 42% del ingreso es absorbido por el 10% más ri-
co de la población (Cuadro 1). No obstante, se observan diferencias muy
marcadas entre los países. Según el Índice de Desarrollo Humano (IDH), del
PNUD, Costa Rica ha logrado un desarrollo mucho más alto que el de los
otros países, El Salvador se encuentra en una posición intermedia, mientras
que Honduras, Nicaragua y Guatemala se encuentran en el nivel más bajo.

La pobreza y la desigualdad han ofrecido una tierra fecunda para el
conflicto. Durante los años ochentas la región experimentó guerras civi-
les, a menudo estimuladas por la competencia del período de la Guerra
Fría. La guerra trajo deterioro económico y un aumento de la pobreza. Y
es solo en el período más reciente que se han logrado acuerdos de paz en
cada uno de los países en que prevalecieron los conflictos militares: Ni-
caragua, El Salvador y Guatemala.

La mayoría de los países del Mercado Común Centroamericano (MC-
CA) ha logrado progresos durante los años noventas, reconstruyendo su
infraestructura, estabilizando sus economías, y avanzando con reformas
estructurales. Sin embargo, mientras la situación económica de los países
mejoró, un gran sector de la población continúa siendo pobre. Hay varias
razones para estos resultados. En primer lugar, las reformas sociales son
difíciles de diseñar e implementar, y, una vez que empiezan a aplicarse,
generalmente tardan más tiempo en mostrar resultados que el tiempo que
tardan en producirlos las reformas en políticas económicas. En segundo
lugar, hay una gran brecha entre los recursos fiscales disponibles y las ne-
cesidades sociales; En tercer lugar, los desastres naturales —a los que
Centroamérica es tan propensa— han anulado los más recientes avances
logrados en las condiciones sociales, y frecuentemente han absorbido re-
cursos disponibles. Y por último, las redes de seguridad social han sido
generalmente inadecuadas. De hecho, aunque los cinco países centroame-
ricanos evaluados gastan en promedio casi el 5% del PIB en protección
social, la mayor parte del gasto en este rubro está todavía concentrado en
los programas del seguro social, los que solo alcanzan a un pequeño por-
centaje de los pobres. Y además, con frecuencia, los programas de protec-
ción social no logran focalizarse en los grupos más pobres en riesgo, o no
son eficazmente administrados. 

Lo que sigue se organiza del siguiente modo. En la sección 2 se revi-
sará brevemente el marco conceptual. Luego, en las secciones 3 a la 10 se
analiza cómo las ERSS responden a las siguientes preguntas: ¿Cuáles son
los principales riesgos y vulnerabilidades que enfrentan los pobres en
Centroamérica, y cuáles sus estrategias de respuesta? ¿Cuáles son los
principales grupos en riesgo? ¿Que clase de programas son los que exis-
ten para abordar los riesgos que encaran los pobres? ¿Cuánto gastan los
países en la Protección Social, en Seguro Social y en la Asistencia Social?
¿Cuán adecuados son los sistemas de protección social? ¿Se encuentran
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los programas bien dirigidos a los grupos en riesgo y son costo-eficien-
tes? ¿ Son los arreglos institucionales adecuados para manejar los siste-
mas de protección social?  Y, ¿cuáles son las cuestiones claves y las reco-
mendaciones que surgen de estas ERSS?

La sección 11 explora las implicaciones que tiene este análisis para el
futuro de las Redes de Seguridad Social en la región. En la medida de lo
posible, el análisis presta especial atención a cómo se desenvuelven las
poblaciones indígenas en las redes de seguridad social; y esto, dada la im-
portancia relativa de tales poblaciones particularmente en Guatemala,
Honduras y Nicaragua.

En el Recuadro 1 se presentan definiciones de los principales con-
ceptos que se utilizan en las ERSS y también en este documento.
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RECUADRO 1

Definiciones de Conceptos Claves Transferencias condicionadas. Las
modalidades de transferencia incluyen el pago en dinero efectivo (por
ejemplo, subvenciones por familia o niños), el cuasi-efectivo (por
ejemplo, cupones de comida, vales), y las transferencias en especie
(por ejemplo, los suplementos alimentarios). Las transferencias condi-
cionadas tienen como requisito que la familia o persona destinataria de-
be realizar algunas actividades predeterminadas, tales como asistir ha-
bitualmente a la escuela o asistir a un centro de salud. La transferencia
tiene un doble propósito: reforzar el ingreso familiar, y contribuir al de-
sarrollo del capital humano.

Pobreza crónica. Pobreza que es resultado de factores estructurales de lar-
go plazo.

Análisis de riesgo del ciclo de vida. Un marco para identificar y org a n i z a r
la presentación de los riesgos que afectan a los diferentes grupos de
edad de la población, particularmente a la población pobre; la mayoría
de riesgos se basan en los determinantes de la pobreza resultantes de las
investigaciones sobre la pobreza, encuestas y otros estudios sociales.

Pruebas de medios. Se trata de exámenes diseñados para identificar y dis-
tinguir a los pobres; exámenes generalmente fundados sobre la base del
ingreso.

Red de seguridad. Un concepto usualmente aplicado al conjunto de progra-
mas de asistencia social, tales como la transferencia de efectivo, la
transferencia en especie, y los trabajos públicos.
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Autoselección. Focalización por medio de lineamientos que se encuentran
en el diseño del programa y que aseguran que solo la población-meta
(generalmente los pobres) aprovechará el programa; por ejemplo, el es-
tablecimiento de un salario para los trabajos públicos que es menor al
salario de mercado.

Shoc k s. Eventos que pueden reducir el bienestar grupal o individual, ta-
les como enfermedad, desempleo, o sequía, y que pueden por sí mis-
mos causar o empeorar la pobreza. Los s h o c k s que afectan directa-
mente a las familias se denominan idiosincrásicos; los s h o c k s a s o-
ciados con macro-perturbaciones o perturbaciones sectoriales se lla-
man covariantes.

Protección social. Intervenciones públicas dirigidas a: a) ayudar a las per-
sonas, familias y comunidades a un mejor manejo del riesgo; y b) pro-
porcionar apoyo a los extremamente pobres. Usualmente incluye pro-
gramas de seguro social y de asistencia social. Seguro social. Modali-
dades que combinan riesgos, incluyendo desempleo, vejez o pensión,
incapacidad, enfermedad, y otros. Asistencia Social. Programas de
transferencia que proporcionan beneficios en dinero efectivo o en es-
pecie, incluyendo subsidios, trabajos públicos , y programas de trans-
ferencia condicionada de dinero en efectivo.

Gestión del Riesgo Social. Un marco integrado por la identificación de una
adecuada prevención y reducción del riesgo, y estrategias de respuesta
para minimizar el impacto adverso de los shocks.

Pobreza transitoria. Pobreza que resulta de alguna(s) conmoción(es) tem-
poral(es), la cual podría revertirse con el tiempo.

Vulnerabilidad. Tiene dos elementos: a) la capacidad de resistencia de una
persona o familia a una determinado shock, resistencia que depende
principalmente del activo de recursos que dispone (mientras más alta la
resistencia, más baja la vulnerabilidad); y b) la severidad del impacto
del shock (mientras más severo el impacto, más alta la vulnerabilidad).

Programas de pago por trabajo. Modalidades de transferencia que requie-
ren la participación en algún programa de trabajos públicos. Los bene-
ficios se pagan ya sea en dinero en efectivo o en especie (por ejemplo,
la modalidad de alimentos por trabajo).

Fuente: Sitio web de Protección Social del Banco Mundial e informes de ERSS.



ENFOQUES METODOLÓGICOS

Los informes que se analizan en este documento corresponden a las
primeras ERSS que se han realizado para los países incluidos. El objeti-
vo principal de tales informes era enfocar la atención de las autoridades
en los grupos más vulnerables de la sociedad, analizando los programas
existentes y los ordenamientos institucionales, proponiendo estrategias
para minimizar los riesgos que enfrentan los pobres, y enfatizando la ne-
cesidad de mejorar la asignación de los escasos recursos fiscales y la efi-
cacia en el uso de estos. Estos informes proporcionan, a las autoridades y
otros interesados o involucrados en el tema, un análisis actualizado sobre
antiguos problemas, utilizando un nuevo marco: la gestión del riesgo so-
cial.2 Este capítulo proporciona una breve visión general del marco con-
ceptual que se utiliza en las ERSS y un análisis de los problemas relacio-
nados al alcance y con el tipo de análisis adoptados en la ejecución de las
ERSS.

El marco conceptual

Todas las ERSSs basaron su análisis en el marco de la Gestión del
Riesgo Social (GRS), marco desarrollado por el Banco Mundial.3 El con-
cepto de manejar el riesgo social proviene de la noción de que que cier-
tos grupos en la sociedad son vulnerables a los shocks inesperados, los
cuales llegan a amenazar su sustento y/o supervivencia. De cualquier ma-
nera, se sabe que algunos grupos viven en un estado crónico de empobre-
cimiento que mantiene a su sustento en un permanente estado de riesgo.
El manejo del riesgo social tiene que ver con políticas orientadas a redu-
cir los riesgos críticos, rompiendo ciclos intergeneracionales de pobreza y
vulnerabilidad. La gestión del riesgo consiste en elegir las más adecuadas
estrategias de prevención, reducción y enfrentamiento del riesgo, para mi-
nimizar el impacto adverso de los riesgos sociales. Tales estrategias pue-
den involucrar acuerdos informales (esto es, basados en la comunidad o
en la familia), mecanismos del mercado (esto es, seguro, crédito banca-
rio), o programas públicos de apoyo. 
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La Protección Social, en el marco de la GRS, se define como las inter-
venciones públicas dirigidas a: a) ayudar a las personas, familias y comuni-
dades para un mejor manejo del riesgo; y b) brindar apoyo a los extrema-
damente pobres.4 De esta manera, la Protección Social debe proporcionar: 

a) Un trampolín para que los pobres puedan brincar hacia afuera de
la pobreza: una oportunidad para que los pobres puedan asumir los
más altos riesgos y las actividades de mayor recompensa, y para
que, compartiendo mecanismos, puedan evitar el informal riesgo de
la ineficacia y la injusticia; y,

b) Una red de seguridad: apoyo para ayudar al acceso de los pobres a
los servicios sociales básicos, y también para prevenir la exclusión
social, y para evitar aquellas estrategias de respuesta que en el caso
de shocks tienen efectos negativos irreversibles.

En la práctica, la Protección Social (PS) incluye los programas de se-
guro social (SS) —los que combinan riesgos e incluyen desempleo, vejez
o pensión, incapacidad y seguro de enfermedad—, y los programas de
asistencia social (AS) —programas que proporcionan transferencias en
dinero efectivo o en especie, incluyendo subsidios, pago por trabajo, y
programas condicionados de transferencia de dinero efectivo. 

Las políticas sobre el mercado laboral son usualmente consideradas
como parte de la protección social, pero estas no se incluyeron en las
ERSS, y, por consiguiente, no se consideran en este análisis. El concepto
de “red de seguridad” se aplica, en general, al conjunto de programas de
asistencia social. 

Alcances del Análisis

Como ya se indicó, todas las ERSS que se revisan en este documento
han utilizado el marco conceptual de la GRS, pero cada una de ellas se ha
enfocado apropiadamente en un limitado conjunto de aspectos, dependiendo
del contexto del país (Cuadro 2). Todos los informes incluyeron un análisis
de los programas de asistencia social. Los informes sobre Costa Rica y El
Salvador también incluyen una revisión en profundidad del sistema de segu-
ridad social; los de Guatemala y Honduras presentan un análisis más selec-
tivo, y el informe de Nicaragua no analiza los problemas del seguro social.
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El análisis se ha centrado más en los programas de asistencia social
que en los del seguro social. Y esto, en parte, debido a que la focalización
de los primeros se encuentra en las poblaciones más vulnerables, las que
están mayormente concentradas en el sector informal, más allá del alcan-
ce de la mayoría de los esquemas del seguro social, y porque los proble-
mas del seguro social son con frecuencia tratados como tareas analíticas
separadas. Es habitual que los pobres no tengan acceso al mercado de los
seguros, y esto porque en ese mercado se requiere demostrar un trabajo
formal y un flujo estable de ingreso, las que son condiciones de las que
carece la mayoría de los pobres. Cuando los pobres sí tienen acceso a al-
gún seguro, estos son con frecuencia modalidades de seguros de carácter
público (es decir, seguridad social). Y aunque los esquemas de seguros
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País Áreas de Análisis Observaciones 

Fuente: Informes de ERSS.

Cuadro 2
Alcance del Análisis de las ERSS en Centroamérica 

Costa Rica Seguro Social
Asistencia Social 
Sectores Sociales 

Incluye un análisis del Programa del
Seguro Social.

El Salvador Seguro Social
Asistencia Social
Remesas 

Incluye un análisis del programa del Se-
guro Social. Originalmente incluía un
análisis de los subsidios por electrici-
dad, agua y transporte, los que poste-
riormente se eliminaron. Los desastres
naturales están incluidos. 

Guatemala Seguro Social
Asistencia Social
Remesas
Sectores Sociales

Incluye un análisis del programa del
Seguro Social, del programa TAM (se-
guro para los trabajadores que emi-
gran); seguro catastrófico recomenda-
do. También incluye un análisis de los
subsidios por alojamiento, transporte y
electricidad. 

Honduras Seguro Social
Asistencia Social

Incluye solo un análisis breve del Segu-
ro Social porque el BM mantenía un tra-
bajo continuado en esta área. Se men-
cionan los riesgos macroeconómicos.
Los desastres naturales están incluidos. 

Nicaragua Asistencia Social Se incluyen los desastres naturales. 



públicos tienen una justificación ya que la “participación obligatoria pue -
de evitar problemas de selección adversa”,5 ellos normalmente incluyen
solo a aquellos en el mercado formal de trabajo. En vista de que los pro-
gramas de seguros estatales son usualmente muy costosos para la hacien-
da pública (y a menudo ineficaces), muchas veces hay renuencia para re-
comendar su expansión. Por otro lado, la experiencia con mecanismos al-
ternativos de aseguramiento (ya sean de mercado, informales, o autosegu-
ro) todavía necesita ser sistematizada. Por consiguiente, la discusión de
las cuestiones relacionadas con seguros en las ERSS es frecuentemente li-
mitada, o se asume como una tarea separada.

Con excepción del caso de Guatemala, los informes no se ocupan de
los mecanismos de los seguros informales. En la medida en que las reme-
sas pueden ser consideradas un mecanismo de seguro informal (es decir,
que un miembro emigra para mantener a la familia), ellas fueron breve-
mente tratadas en el informe de El Salvador. En el informe de Guatemala
se consideran los mecanismos de respuesta informales, tales como pedir
prestado o recibir ayuda de los amigos y parientes. Dada la limitada co-
bertura que en la región tienen los sistemas de seguros formales (esto es,
vejez, incapacidad o salud), y las dificultades reales para ampliar la co-
bertura de estos sistemas hacia los pobres (incluso en sistemas reforma-
dos como el de El Salvador), parece necesario que las futuras ERSS pres-
ten más atención a medidas para apoyar los mecanismos de seguros infor-
males o para evitar que estos se quiebren. No obstante, es importante su-
brayar que tal apoyo no debe sustituir otros esfuerzos gubernamentales
para proporcionar protección social a los grupos pobres en riesgo.

Como se muestra en el Cuadro 2, las ERSS de Guatemala y Costa Ri-
ca fueron parte de un análisis más amplio de los sectores sociales. En los
casos de El Salvador, Honduras y Nicaragua, los respectivos informes con-
sideraron algunos programas en los ámbitos de la educación y la salud co-
mo “programas de asistencia social”, los cuales se podrían conceptuar co-
mo programas regulares de los ministerios o de las agencias de línea; la
ERSS de Nicaragua incluyó algunos programas de infraestructura.6 Es cla-
ro que los sistemas de protección social no pueden evaluarse aislados del
amplio conjunto de políticas sociales de los gobiernos, y que más bien son
parte de él. En consecuencia, el análisis de los sectores de educación y sa-
lud debería estar disponible o ser realizado concurrentemente con las
ERSS, ya que ello ayudaría a enfocar el análisis en las ERSS.
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in a globalizing world”, World Bank, March 2001, página 7. 

6 En la discusión de la ERSS con el Gabinete Social de El Salvador este fue uno de los pun-
tos más debatidos. Los Ministerios de Obras Públicas y del Medio Ambiente argumentaron
que sus programas deberían formar parte de la evaluación, dado su impacto en la exclusión
social y en la atenuación de los impactos provocados por desastres naturales.



Existe un considerable debate acerca de si los programas de socorro
en situaciones de desastres deberían ser considerados como parte de las
estrategias de asistencia social de los países — en los países centroameri-
canos, tan propensos a los desastres naturales—. Y esto porque los pro-
gramas de redes de seguridad juegan un papel importante al minimizar los
efectos negativos de los desastres naturales, particularmente sobre los po-
bres. Con relación a los desastres naturales, el énfasis de las ERSS se ha
puesto en los mecanismos de respuesta. El informe de Guatemala contie-
ne un análisis más extenso sobre los shocks por desastres naturales, y en
él se recomienda la creación de un seguro por catástrofe. En los informes
de El Salvador, Nicaragua y Honduras se encuentran referencias a medi-
das de prevención y mitigación, tales como preparación para desastres,
reubicación de las personas que viven en áreas vulnerables, y mejores vi-
viendas, pero estos aspectos no se tratan con profundidad. Las interven-
ciones para hacer frente a los efectos de los desastres naturales —tales co-
mo las de pago por trabajo y de transferencias de ingreso a los pobres
afectados— se mencionan en todos los informes, en tanto estas forman
parte del tradicional conjunto de instrumentos de una RSS. En los casos
de El Salvador y Honduras se enfatiza el papel de los Fondos de Inversión
Social para abrir camino a la reconstrucción inmediatamente después del
desastre natural. No obstante, el análisis de las políticas e instrumentos
para mitigar y encarar el impacto de los desastres naturales debería reci-
bir una atención mucho más detallada en las futuras ERSS en Centroamé-
rica, incluyendo el seguro por catástrofes, la organización civil, y los pro-
gramas de emergencia para responder en una crisis.

Las cinco ERSS asumieron una perspectiva nacional en sus análisis.
Tomando como base las encuestas nacionales, las evaluaciones identifica-
ron grupos-en-riesgo, incluyendo, en muchos casos, desagregaciones se-
gún área urbana y rural, y según género. Un inconveniente potencial del
hecho de considerar datos nacionales es que algunos grupos o regiones
pueden enfrentar riesgos específicos que podrían ser ignorados. A este
respecto, el informe de Honduras hace un intento para visualizar con más
detalle los problemas que enfrenta la población indígena, pero la escasez
de datos no permitió mucho análisis.

En la mayoría de las ERSS analizadas, no se consigna el papel actual
o potencial de los gobiernos locales y las ONG. Dado el énfasis actual que
se pone en la descentralización y el desarrollo local, las autoridades loca-
les están ansiosas por apoyar instrumentos que puedan ayudar a enfocar
sus esfuerzos en las áreas relacionadas con las RSS. Sin embargo, en nin-
guno de los informes se consideran los programas de asistencia social im-
plementados por los gobiernos locales. El rol de las ONG también es un
poco ignorado en algunas de las ERSS revisadas. En parte, una de las ra-
zones de esto radica en que algunos informes (Nicaragua y Costa Rica)
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explícitamente se enfocan en el gasto público y por lo tanto limitan el aná-
lisis a los programas financiados por el gobierno. En el caso de Guatema-
la, se estudiaron tanto los programas de las ONG como los del sector pri-
vado. En los casos de El Salvador y Honduras se cubrieron los programas
más importantes de las ONG. Con todo, es importante asegurar que en las
futuras ERSS se considere, de manera más sistemática, el papel de los go-
biernos locales y de las ONG.

Tipo de análisis

Las ERSS están interesadas en los riesgos principales que afectan a
los pobres cuando se producen shocks adversos (naturales o provocados
por el hombre), su vulnerabilidad a tales riesgos, y las estrategias para tra-
tar con estos riesgos/vulnerabilidades. El riesgo y la vulnerabilidad se en-
cuentran intrínsecamente interrelacionados, ya que la vulnerabilidad se
relaciona con algún riesgo específico. No obstante, es posible identificar
dos tipos de análisis en las ERSS revisadas, los que pueden denominarse:
del riesgo y de vulnerabilidad (Cuadro 3).7

El primer tipo de análisis se utilizó en los informes de Costa Rica, El
Salvador y Honduras. El segundo en Guatemala, y en menor medida en la
ERSS de Nicaragua. Los riesgos (o riesgos sociales) se han definido co-
mo “eventos que pueden reducir el bienestar grupal o individual, tales
como enfermedad, desempleo, o sequía, y que pueden por sí mismos cau -
sar o empeorar la pobreza”.8 Por otro lado, la vulnerabilidad se ha defi-
nido como dependiendo de dos elementos: “a) la capacidad de resisten -
cia de una persona o familia a un determinado shock, resistencia que de -
pende principalmente del activo de recursos que dispone (mientras más
alta la resistencia, más baja la vulnerabilidad); y b) la severidad del im -
pacto del shock (mientras más severo el impacto, más alta la vulnerabili -
dad).”9 El análisis sobre riesgo es esencialmente estático, y el análisis so-
bre vulnerabilidad procura la incorporación, en el análisis, de las dinámi-
cas de la pobreza. El análisis sobre riesgo confía en los datos de los estu-
dios existentes, mientras que el análisis de la vulnerabilidad requiere de
módulos específicos en una encuesta o estudios especiales, o, en el mejor
de los casos, de una tabla de datos.
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7 Un análisis más amplio acerca de los problemas metodológicos planteados por esta ERSS
se puede revisar en Marques, José Silverio “Central America: Cross-Country Evaluation of
Social Safety Nets Assessments- Issues Paper”, processed, December 2002. 

8 Informe de ERSS de Nicaragua, página 4, pie de página 3.
9 Informe de ERSS de Guatemala, página 113.
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Cuadro 3
Tipo de Análisis en las ERSS

Información Utilizada Tipo de Riesgo/
Vu l n e r a b i l idad 

Tipo 
de Análisis 

País 

Encuestas de Hogar 
SIPO- Sistema de Selección de la Po-
blación Objetivo
Estudios de sector social, estudio de
pobreza (PNUD) y datos del Informe
de Desarrollo Mundial 

Idiosincrásico
(riesgos crónicos)

RiesgoCosta Rica 

Evaluación de la Pobreza
Encuesta de Hogares 
(tabulaciones especiales)
Informes de Desarrollo Humano
Diversos estudios sociales
Reportajes de prensa escrita 

Idiosincrásico
(riesgos crónicos)

RiesgoEl Salvador 

Encuesta de Condiciones de Vida 
(ENCOVI) incluyendo módulo espe-
cial sobre riesgo y shocks a nivel fami-
liar y comunitario
12 documentos técnicos 

Covariante 
I d i o s i n c r á s i c a
( v u l n e r a b i l i d a d
crónica y transito-
r i a )

Vulnerabili-
dad

Guatemala 

Evaluación de la Pobreza /
Sobre la Estrategia de Reducción de la
Pobreza 
Encuesta de Hogares (tabulaciones es-
peciales)
Desarrollo Humano
Diversos estudios sociales
Reportajes de prensa escrita 

Idiosincrásico
(riesgos crónicos)

RiesgoHonduras 

Estudio cualitativo sobre Pobreza
Encuesta de Condiciones de Vida 

Idiosincrásico
(riesgos crónicos)

Riesgo / 
Vu l n e r a b i l i d a d

Nicaragua 

Fuente: Informes de ERSS.

El análisis del riesgo se ha utilizado junto con el enfoque del ciclo de
vida. Siguiendo el trabajo original en México,10 muchas ERSS han utili-
zado el enfoque del ciclo de vida como una herramienta organizacional.

10 Gillette Hall y Ana Maria Arriagada “Mexico: Social Protection”, PN, December 2000.



En tal enfoque, los riesgos que afectan a los distintos grupos etários se iden-
tifican sobre la base de los determinantes de pobreza, extraídos de estudios
de pobreza, resultados de encuestas y otros estudios sociales. En cierto sen-
tido, el enfoque del “ciclo de vida” pone en juego algunas consideraciones
de tiempo, al enfocarse sobre los riesgos que enfrentan los pobres que tie-
nen diferentes edades. Por ejemplo, puede predecir que hay una alta proba-
bilidad de que un niño pobre recién nacido no tendrá una pensión cuando
alcance la vejez si las condiciones existentes persisten. También subraya el
mensaje de que las vulnerabilidades con frecuencia se acumulan, y que, en
consecuencia, las medidas preventivas en la fase más temprana del ciclo de
vida deben recibir una alta prioridad. No obstante, el análisis del riesgo ba-
jo el enfoque del ciclo de vida es esencialmente un ejercicio estático e ig-
nora el papel de las familias en el manejo del riesgo. Por su propia natura-
leza, el enfoque institucional del ciclo de vida limita el tipo de riesgos que
se examinan, especialmente aquellos que afectan a un grupo de edad espe-
cífico (riesgos idiosincrásicos). Para superar parcialmente esta limitación,
se agrega una categoría general al análisis, según la cual se incluyen los
riesgos que afectan a varios grupos, regiones o, incluso, a toda la nación
(riesgos covariantes). Finalmente, nótese que el informe de Nicaragua
—que introdujo el análisis de vulnerabilidad— y el informe de Guatemala
—que presenta un análisis de vulnerabilidad de mayor profundidad—, am-
bos utilizaron el enfoque del ciclo de vida para organizar la información so-
bre riesgo/vulnerabilidad y las respuestas de los programas.11

RIESGO/VULNERABILIDAD Y E S T R ATEGIAS DE RESPUESTA

Para identificar los riesgos, las ERSS utilizaron dos instrumentos
principales: el análisis de impacto/vulnerabilidad y el de “opinión exper-
ta”. Para identificar las vulnerabilidades y su jerarquía, los informes so-
bre Nicaragua y Guatemala usaron un módulo especial en las encuestas
de hogares y otros estudios adicionales. En el caso de Nicaragua se utili-
zó un módulo especial en Encuesta de Condiciones de Vida. Para llevar a
cabo la experiencia en Guatemala, a la encuesta de hogares (LSMS) se
agregó un módulo especial sobre riesgos, shocks y vulnerabilidad. Tam-
bién se examinaron varios estudios de caso a nivel de la comunidad. En
los casos de El Salvador y Honduras, la identificación de riesgos estuvo
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mayormente basada en la “opinión experta” de aquellas autoridades de go-
bierno y ONG que estaban involucradas en el sector, tomando como base
una lista inicial extraída de informes anteriores del BM y de otros informes
complementados con fuentes informales. Luego, la lista de riesgos fue cru-
zada con la información de los datos del estudio, y de otras fuentes, para
determinar su pertinencia, e identificar los grupos en riesgo. Un enfoque
similar parece haberse seguido en la ERSS de Costa Rica. La identifica-
ción de la importancia relativa de la relación s h o c k s/ v u l n e r a b i l i d a d e s / r i e s-
gos por parte de los potenciales grupos en riesgo, contribuye claramente a
un análisis más sólido. Por cierto, el análisis de vulnerabilidad incorpora
elementos adicionales; principalmente, la jerarquización de las vulnerabi-
lidades y la identificación de estrategias para hacer frente a ellas, elemen-
tos que deberían convertirse en pautas para las futuras ERSS.

Tres de las cinco ERSS revisadas se enfocaron, principalmente, en los
riesgos que afectan directamente a las familias (riesgos idiosincrásicos),
y esto, en vez de los riesgos asociados a shocks macro o sectoriales (ries-
gos covariantes). Los riesgos principales que se identificaron en los infor-
mes de Costa Rica, El Salvador y Honduras se muestran en la primera co-
lumna del Cuadro 4. Los resultados para Nicaragua y Guatemala se resu-
men más abajo.

La evaluación de las vulnerabilidades que enfrentan los pobres en Ni-
caragua se basó en un estudio cualitativo de las percepciones que tienen
los pobres acerca de sus propias condiciones de vida; y esto, como com-
plemento a los datos cuantitativos sobre pobreza del LSMS, los cuales se
incluyeron en la Evaluación de la Pobreza en Nicaragua que realizó el
Banco Mundial en el 2000. Un objetivo del estudio era identificar las
prioridades definidas por los pobres con respecto a los diferentes tipos de
riesgos económicos, sociales y ambientales que ellos confrontan. Los
principales hallazgos del estudio se sintetizan en el Cuadro 5, y son:

• El principal riesgo informado por las familias pobres es el riesgo de
un insuficiente consumo alimentario y el hambre. El hambre fue re-
petidamente mencionado, por las personas pobres, como el problema
principal. La jerarquía de prioridades que se presentó en el Estudio
Cualitativo de Pobreza sugiere que los otros riesgos percibidos por las
familias se hallan en un distante segundo lugar en relación con el ba-
jo consumo de alimentos.

• La segunda fuente más importante de riesgo es el bajo ingreso obte-
nido por el trabajo. En las áreas urbanas, los pobres —siendo cons-
cientes de su reducido capital humano— manifiestan su preocupa-
ción por la limitada demanda por trabajadores no calificados, mien-
tras que en las áreas rurales, los pobres se preocupan por la falta de
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recursos productivos, sobre todo de capital de trabajo. Tanto los po-
bres urbanos como los rurales entienden que para aumentar la produc-
tividad es necesario ser más educados y tener acceso al capital. La tie-
rra, en las áreas rurales, y la vivienda, en las áreas urbanas, constitu-
yen la tercera principal preocupación de los pobres, a la que sigue el
acceso a buenos servicios de salud, educación y servicios básicos, co-
mo electricidad, agua potable y saneamiento.

• Los pobres también mencionaron su temor a los desastres naturales,
lo cual es comprensible. Durante los diez últimos años, Nicaragua ha
sufrido los efectos de erupciones volcánicas (1992), maremotos
(1992), las alteraciones climáticas causadas por “El Niño” (1996-98),
y la devastación provocada por el huracán Mitch (1998). Desgracia-
damente, dada la ausencia de un sistema desarrollado y consolidado
de prevención de desastres, los pobres tienen muy pocas opciones pa-
ra enfrentar un desastre natural. Su mejor mecanismo de respuesta es
evacuar las áreas afectadas —a veces de manera permanente, o hasta
que el peligro haya desaparecido—.
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Cuadro 5. 
Nicaragua – Percepciones del Riesgo y Mecanismos de Respuesta

Rango de
Prioridad
Asignado

por los 
Pobres 

Estrategia de respuesta Percepción del Riesgo por
parte de los pobres 

(a) Racionamiento de alimentos, 
incluyendo: 
Uso de solo 1–2 ingredientes por 
comida.
Menos comidas por día.
Algunos miembros no comen tres
comidas.
Episodios de hambres.

(b) Trueque y alimentos por trabajo. 

Bajo consumo 
alimentario.
Períodos de hambre.

1

Falta de acceso a buena
atención en salud debido
a (a) lejanía de centros de
salud, (b) baja calidad del
personal médico, (c) li-
mitadas horas de servi-
cio, (d) carencia de equi -
po y medicinas en cen-
tros de salud, (e) alto
costo de medicinas.

4Medicina tradicional
Medicinas hogareñas 

3Vivienda de baja calidad.
Construcción de casa en tierra 
tomada.
Albergue/tierra a cambio de trabajo

Carencia de título legal
de la tierra y/o la vivien-
da. Derechos inseguros
de propiedad. 

2(a) Diversificación de fuentes de 
ingreso:
Más de un trabajo.
Incorporación de mujeres y niños 
en la fuerza de trabajo.

(b) Actividad económica de base 
doméstica (tortillas, venta de 
alimentos)

(c) Venta o empeño de bienes familiares
(d) Migración
(e) Remesas de otros miembros de la 

familia
(f) Actividades ilegales 

Reducido acceso a capital
de trabajo y baja capaci -
dad para generar ingreso
en dinero.

Escasa demanda de mano
de obra. 
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5Envío de niños a la escuela solo 
en los primeros años.

Acceso reducido a buena
educación, debido a: (a)
lejanía de escuela, (b)
costo personal por asistir,
(c) no disponibilidad de
algún grado en la escuela,
(d) carencia de profesor,
(e) inseguridad personal
en el camino a la escuela. 

Práctica de conexiones ilegales a 
la red eléctrica
Uso de agua insegura – de ríos 
y arroyos
Arrojar desechos cerca del hogar

Reducido acceso a 
servicios básicos

6

Falta de confianza en el
trabajo comunitario y en
las organizaciones comu-
nitarias, por temor a per-
der la propiedad o caer
en deudas. 

9Pocas o ninguna estrategias, con 
excepción de los grupos indígenas
del Atlántico, en los que existe una
tradición de trabajo comunitario. 

8Poco o ningún recurso para lidiar
con la violencia, y falta de juicio 
sobre posibles iniciativas de acción.
Las pandillas pueden ser 
mecanismos de autodefensa 
comunitaria. 

Violencia civil y domés-
tica; violencia callejera y
crimen; incesto; abuso de
niños.

Pandillas juveniles en
áreas urbanas 

7Pocas opciones para proteger 
personas o bienes; la evacuación es
lo común en situaciones críticas. 
Algunas modalidades de manejo 
del riesgo agrícola entre campesinos
con acceso a asistencia técnica. 

Alta vulnerabilidad a 
desastres naturales

Fuerte percepción de 
exclusión social.

10 Pocos o ningún mecanismo de 
respuesta al aislamiento físico, y 
carencia de información. 
Tendencia a atenerse a la red 
familiar y vecinos cada vez que es
posible, pero reducido acceso a las
redes sociales y comunitarias. 

Fuente: ERSS de Nicaragua, Anexo II.



En el caso de Guatemala, el informe presenta un detallado análisis de
shocks [impactos], vulnerabilidades y estrategias de respuesta. Utilizando
datos cuantitativos y cualitativos, el informe de Guatemala analiza, en de-
talle, el impacto de los shocks que enfrenta la población, como se mues-
tra en el Cuadro 6. El informe concluye que:

• Los efectos de los shocks son multidimensionales, afectando no solo
el ingreso, la riqueza y el consumo, sino también los activos de la co-
munidad, el bienestar psicológico y social de las personas, familias y
comunidades, y la salud y la educación. 

• Los pobres se encuentran más expuestos a los desastres naturales y a
loss shocks relacionadas con la agricultura, que los no pobres.

• El costo de los shocks es significativo. Los shocks económicos (por
ejemplo, la caída en los precios del café, o la pérdida de remesas) tie-
nen, particularmente sobre los pobres, impactos más grandes y seve-
ros que otros tipos de shocks.
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Cuadro 6 
Guatemala – Impacto de los Shocks, 2000* 

Total Q1 más
pobre

Q2 Q3 Q4 Q5 más
rico

% Of households Quintiles de Riqueza

Shocks Reportados
Naturales
Económicos
Sociales
Ciclo de Vida 

(*) Shocks reportados los 12 meses anteriores. Los shocks naturales incluyen: terremotos,
sequías, inundaciones, tempestades, huracanes, pestes, deslizamientos, incendios, incen-
dios de bosques; los shocks económicos incluyen: cierre de empresas, despidos masivos,
pérdida del trabajo, pérdidas de ingreso, quiebras, remesas perdidas, malas negociaciones,
cosechas perdidas; los shocks sociales incluyen: manifestaciones públicas, atentados cri-
minales, conflictos por tierras, pleitos familiares; los shocks del Ciclo de Vida incluyen:
accidente del jefe de familia, muerte del jefe de familia u otro, alejamiento del jefe de fa-
milia.  (**) Ingreso o riqueza.

Shocks que redujeron el
bienestar**
Naturales
Económicos
Sociales
Ciclo de Vida 

18,6
31,7

3,7
11,0 

23,0
32,1

1,0
9,8 

21,2
30,8

1,8
11,4 

22,2
33,6

5,5
11,0 

15,9
31,7

4,6
12,0 

10,6
30,2

5,8
11,0

28,7
32,8

5,7
12,4 

35,4
32,8

2,2
10,8 

28,2
31,5

3,1
12,4 

32,0
34,7
6,4

11,8 

26,7
33,0

7,1
14,2 

21,2
31,8

9,8
12,7

Fuente: IRSS de Guatemala, basado en la Encuesta de Hogares del 2000 (ENCOVI).



El informe de Guatemala también analiza las estrategias familiares
para responder a los shocks, como se muestra en el Cuadro 7. El informe
concluye:

• Cuando las familias se enfrentan con shocks, ellas tienden a confiar,
primariamente, en sus propios recursos. Las principales estrategias de
respuesta incluyen la reducción del consumo o la autoayuda. Los po-
bres se encuentran menos equipados que los no pobres para enfrentar
los shocks, y están más dispuestos a reducir el consumo, o a utilizar
los recursos que disponen (particularmente, la fuerza de trabajo). Es
muy probable que los mecanismos de seguros basados en el mercado
sean utilizados más por los no pobres que por los pobres.

• La probabilidad de utilizar los mecanismos de respuesta basados en
el mercado es más baja para la población indígena (ceteris paribus)
que para la población ladina. 

• La pobreza y la vulnerabilidad son, principalmente, fenómenos cró-
nicos más que transitorios, y reflejan un bajo promedio de consumo
(actual y esperado), debido a los reducidos niveles de recursos de to-
do tipo (por ejemplo, educación). 
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Cuadro 7 
Guatemala – Principales Estrategias de Respuesta, según Quintiles de Riqueza, 2000

Total  Q1 más
pobre

Q2 Q3 Q4 Q5 más
rico 

% de familias que reportan
shocks* 

Quintiles de Riqueza

Autoayuda
Informal/ Capital Social
Seguro Privado/ Crédito
Asistencia Gubernamental
ONG/Ayuda Internacional
Reducción del consumo 

35.3
7.4
12.6
0.2
0.5
44.0

39.4
11.0
7.7
0.4
0.6
40.9

39.2
8.1
14.4
0.0
0.5
37.7

31.8
7.4
13.9
0.2
0.7
46.1

33.6
5.8
14.7
0.0
0.0
46.0

33.1
5.1
11.9
0.3
0.5
49.0 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

(*) Shocks familiares reportadas durante los 12 meses anteriores.
Fuente: IRSS de Guatemala, basado en la Encuesta de Hogares del 2000 (ENCOVI).



GRUPOS EN RIESGO 

Los países centroamericanos, con excepción de Costa Rica, se en-
cuentran expuestos a shocks similares, y las poblaciones tienen similares
recursos de capital y características de ingreso. De ahí que se pueda su-
poner que las poblaciones crónicamente pobres en estos países sean vul-
nerables a riesgos también similares. De hecho, aplicando el enfoque del
ciclo de vida, todas las ERSS encuentran similares grupos en riesgo: in-
fantes pobres, los que pueden llegar a enfrentar desnutrición y falta de de-
sarrollo; niños pobres en edad escolar que carecen de oportunidades edu-
cativas y que son tempranamente empujados al mercado del trabajo (ma-
no de obra infantil), o a una vida de violencia (pandillas o maras); traba-
jadores pobres, particularmente aquellos en actividades de baja producti-
vidad, como la agricultura, debido a sus reducidos salarios y vulnerabili-
dad a los desastres naturales; familias pobres que carecen de acceso a los
servicios básicos o a vivienda decente, agua, alcantarillado y electricidad;
familias rurales que viven en áreas propensas a desastres naturales; y los
ancianos pobres sin pensión o seguro de salud.
Estimaciones de los grupos en riesgo ya se mostraron en el Cuadro 4.
Aunque las estimaciones no son directamente comparables, dadas las di-
ferencias en las definiciones (niveles de educación, condiciones de em-
pleo, etc.), ellas ilustran la situación de los grupos vulnerables en cada
país. En términos generales, el cuadro deja ver que:

• La desnutrición es un problema grave. En la población de niños me-
nores de cinco años, la cuarta parte en El Salvador y la mitad en Gua-
temala sufren desnutrición crónica. Costa Rica es una excepción, ya
que menos del 1% de los niños menores de cinco años padece de des-
nutrición severa, y un 17% sufre de desnutrición moderada. 

• La mayoría de los niños pobres (75% en El Salvador y 97% en Gua-
temala) no asistieron o no asisten al preescolar. En el caso de Hondu-
ras, la definición de escuela preprimaria incluye modalidades infor-
males de solo 2 a 10 meses, en lugar de los tradicionales 2 a 3 años,
las que dan una cobertura nominal al 45% del conjunto. 

• Uno de cada cinco niños pobres no asiste a la escuela primaria en El
Salvador así como en Guatemala y Nicaragua, mientras que la deser-
ción continúa siendo el mayor problema en todos los países. La falta
de dinero es a menudo aludida como la razón principal para no asis-
tir a la escuela. El trabajo infantil es un fenómeno común en la región
(probablemente con la excepción de Costa Rica).

• Entre los adolescentes, el ocio y la violencia es de preocupación cre-
ciente. Hay un gran número de adolescentes que no asisten a la escue-
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la y que no trabajan. Las proporciones de adolescentes ociosos fluc-
túan entre el 17% en Costa Rica hasta el 25% en Honduras. Estos ado-
lescentes integran pandillas o maras, lo que viene a explicar el fuerte
aumento de la violencia juvenil en los años recientes.

• Hay un gran grupo de gente pobre que se encuentra trabajando. Co-
mo el principal recurso de los pobres es la venta de mano de obra, la
pobreza les obliga a tomar cualquier trabajo y salario que puedan con-
seguir. El hecho de que haya personas que trabajan más horas que las
oficialmente establecidas y a un salario que es inferior al salario mí-
nimo, es un problema severo en El Salvador (43% de la fuerza de tra-
bajo urbana pobre) y en Honduras (32% del total de la fuerza de tra-
bajo constituida por los pobres). Los bajos salarios, situación particu-
larmente aguda en la agricultura, son un resultado de la baja produc-
tividad, la que, a su vez, es resultado del escaso capital acumulado por
los pobres (la educación).

• La mayoría de los pobres carece de cualquier seguro. Solo menos del
7% de la población pobre de El Salvador, Guatemala y Honduras dis-
pone de algún seguro de enfermedad, vejez, invalidez, y de vida. Nin-
guno de los países tiene algún mecanismo formal de seguro de desem-
pleo, aunque en cada país la mayoría de trabajadores no agrícolas y del
sector formal que pierden sus trabajos reciben el pago de prestaciones. 

• Los servicios públicos básicos todavía no logran alcanzar una propor-
ción importante de los pobres. La mayoría de los países enfrenta se-
rias deficiencias en la entrega del servicio público, ya sea de salud,
agua, saneamiento y electricidad.

• Las capacidades de manejo de desastres naturales son incipientes. Ap e-
sar de su propensión a los desastres naturales, los países de Centroamé-
rica aún carecen de capacidad para adoptar estrategias eficaces de pre-
vención, mitigación y respuesta ante los frecuentes desastres naturales

La población indígena, de la cual una abrumadora mayoría es pobre,
es mucho más vulnerable a los riesgos anotados que la población ladina.
Por ejemplo, la ERSS de Guatemala indica que el riesgo de inestabilidad
de ingresos está mayormente presente entre los grupos indígenas, los que
también sufren discriminación en el lugar de trabajo: los salarios de los
trabajadores indígenas son 50% más bajos que aquellos de los ladinos,
mientras que todo lo demás es igual. La ERSS de Honduras encontró que
la población indígena encara riesgos adicionales, los que incluyen: falta
de educación bilingüe; alta prevalencia de ciertas enfermedades, como la
malaria, el VIH/SIDA; la inseguridad de tierra; y exclusión y aislamien-
to. Desgraciadamente, los datos sobre la población indígena no son fácil-
mente accesibles, en tanto que no son identificables en las estadísticas y
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estudios nacionales. La población indígena del Atlántico nicaragüense po-
dría estar enfrentando circunstancias similares a las de sus semejantes
hondureños y guatemaltecos.

PROGRAMAS DE PROTECCIÓN SOCIAL

La Protección Social (PS) incluye los programas de seguro social
(SS) y los de asistencia social (AS). Todos los países centroamericanos
analizados disponen de un sistema de seguridad social, el que cubre los
riesgos de enfermedad, invalidez, vejez y muerte, pero ninguno tiene un
seguro formal de desempleo. La mayoría de los países tiene un sistema
denominado pasivo laboral, conforme al cual, anualmente, las empresas
reservan un monto determinado por empleado, el que se entrega a alguno
de ellos si este es despedido. Este sistema solo  se aplica a los empleados
del sector formal que tienen un contrato de trabajo; los empleadores de
trabajadores temporales, o los empleadores en el sector informal, no lle-
gan a constituir un pasivo laboral.

El seguro privado es utilizado por un limitado grupo de los ricos. El
seguro social generalmente solo cubre a trabajadores en el sector formal.
Y dado que la mayoría de los pobres trabaja en mercados informales o en
la agricultura, usualmente estos no se encuentran cubiertos. Costa Rica es
el único país con un programa de pensión no-contributiva para los pobres.
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Cuadro 8 
Principales Programas de Asistencia Social

País Cantidad de
Programas

Observaciones 

El Salvador 52 progra-
mas a/ 

Programas sobre infantes, trabajo infantil, jóvenes, delin-
cuentes
Almuerzos escolares y programas de alimentación escolar
de 2 cupones:
Escuelas saludables – Intervenciones múltiples en escue-
las primarias
Programas para jóvenes, incluyendo 3 programas de becas
Programas para infantes, trabajo infantil, juventud, delin-
cuentes
Infraestructura básica para los pobres, incluyendo 
vivienda 

Costa Rica ND FODESAF (Fondo de Asignaciones Familiares), inclu-
yendo los CEN/CINAI (Centros Integrales de Atención
Infantil) para el desarrollo de la niñez primaria, progra-
mas de bienestar escolar, subsidios de vivienda.
IMAS (Instituto Mixto de Ayuda Social) que incluye pro-
gramas de apoyo para ingresos, cupones escolares, trans-
porte de estudiantes y becas. 



La ERSS de Guatemala reporta que el Gobierno ha establecido un meca-
nismo de aseguramiento para los trabajadores agrícolas migrantes y sus
familias, el que se está llevando a la práctica en los Departamentos de Su-
chitepéquez y Escuintla.

Los programas públicos de asistencia social conforman el grueso de
los sistemas centroamericanos de protección social para los pobres, como
se muestra en el cuadro 8. En El Salvador, Guatemala y Honduras, las
ERSS también identificaron importantes programas de ONG en curso.
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País Cantidad de 
Programas

Observaciones

Honduras 100 progra-
mas a/ 

Programas para los infantes, trabajo infantil, juventud,
víctimas/perpetuadores de violencia doméstica, etc.
Transferencias condicionadas (PRAF) a familias con in-
fantes y niños en edad escolar
PROHECO-Descentralizado, programa educación dirigido
por la comunidad
Becas-
Reconstrucción por desastres y Mitigación de desastres
Programas para la población indígena: educación bilin-
gue; Titulación de tierras, crédito, fortalecimiento institu-
cional, programa Nuestras Raíces, Programa de Apoyo a
la Población Indígena y Negra (PAPIN)

Guatemala 34 progra-
mas a/ 

9 programas de asistencia social
PRONADE – instrucción escolar apoyada en la comuni-
dad/alimentación escolar
Becas (7 programas)
Transferencia en especie (4 programas)
Microcrédito/Manejo de Desastres
Subsidios (fondo para tierra, vivienda, transporte escolar,
electricidad)

Nicaragua 79 progra-
mas 

Programas para infantes, trabajo infantil, jóvenes, inclu-
yendo infraestructura para educación, rehabilitación y
construcción
Transferencias condicionadas (programas RSS) y almuer-
zos escolares
Programas ocupados de la salud de la familia, ingreso ba-
jo e insostenible, incluyendo programas agrícolas
Infraestructura básica para los pobres incluyendo vivien-
da, titulaciones
Aislamiento geográfico y exclusión social, mayormente
carreteras
Riesgos ambientales y desastres naturales

a/ Incluye a los programas de ONG.
Fuente: Informes de ERSS.



EL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL

Un sólido sistema de protección social consiste en un integrado y ba-
lanceado conjunto de programas de seguro social y de asistencia social.
Los programas de seguro social requieren que las personas ahorren duran-
te los tiempos buenos para cubrir sus necesidades durante los tiempos ma-
los. Estos programas deberían representar la columna principal de los sis-
temas de protección social sostenibles. Pero también, todos los países ne-
cesitan un segundo pilar que contenga los programas de asistencia social
dirigidos a aquellos que no pueden pagar, o que de otras maneras no pue-
den tener acceso a seguro social.
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Cuadro 9
Estimaciones del Gasto en Protección Social (PS), 

Seguro Social (SS) y Programas de Asistencia Social (AS) a/

SS AS 

% del PIB % del PIB % de la PS % del PIB % de la PS

PS País 

Costa Rica 5,4 3,7 68,5 1,7 31,5 

Argentina h/ 5,0 4,1 82,0 0,9 18,0 

Brasil h/ 10,8 10,3 95,4 0,5 4,6 

México h/ 4,3 3,2 74,4 1,1 25,6

Guatemala 3,0 1,9 c/ 63,3 1,1 36,7 

Honduras 4,1 1,6 d/ 39,0 2,5 e/ 61,0 

Nicaragua 6,5 5,4 f/ 83,1 1,1 g/ 16,9 

Promedio CA 4,8 3,4 66,9 1,5 33,1 

El Salvador 5,2 4,2 b/ 80,8 1,0 19,2 

a/ Protección Social (PS) es la suma de seguro social (SS) y asistencia social (AS). La mayoría de
los datos corresponden al período 1999/2001.
b/ Incluye las contribuciones al SAP(US$ 254 millones), ISSS (US$ 263 millones para salud y US$
12 millones para IVM), INPEP(US$ 32 millones). 
c/ Contribuciones al IGSS (estimación del FMI). 
d/ Incluye todo el gasto para los ancianos, incapacidad y seguro de salud (IHSS, modalidad de ase-
guramiento de profesores y funcionarios) (el FMI estima en 1,5% del PIB para 1998).
e/ Incluye el fondo social del FHIS (1,3% del PIB) y otros programas públicos y no públicos.
f/ Contribuciones al INSS (estimación del FMI para el 2000).
g/ Estimación proporcionada por Kathy Lindert. La ERSS no presenta estimaciones del gasto en PS,
SS y AS. La ERSS analizó un gran número de programas (equivalentes al 7,4% del PIB), los que for-
man parte de la estrategia gubernamental para reducción de la pobreza, incluyendo varios programas
de línea h/ Estimaciones proporcionadas por Kathy Lindert, basadas en informes del país
Fuente: Informes de ERSS y FMI.



El cuadro 9 presenta estimaciones del gasto realizado en protec-
ción social (PS), seguro social (SS) y en programas de asistencia so-
cial (AS) en los cinco países de Centroamérica y en otros tres países
latinoamericanos para los cuales hay datos disponibles. El cuadro 9
se configura con las cifras gubernamentales que se muestran en las
ERSS, excepto en los casos que se indican en las notas a pie del cua-
dro. Aunque hay algunos problemas de comparabilidad, se pueden
obtener algunas conclusiones generales. El cuadro muestra que los
países centroamericanos gastan, en promedio (como % del PIB), en
protección social (suma de seguro social y asistencia social) más de
lo que gasta México, y casi lo mismo que gasta la A rgentina. Por otro
lado, los países centroamericanos gastan menos en seguro social co-
mo proporción del gasto en protección social (67%) que la A rg e n t i n a ,
Brasil y México.

Con todo, hay notorias diferencias entre los países de Centroamé-
rica. El cuadro 10 muestra una tipología de los países, tomando como
base su respectivo gasto total en PS y SS, y la razón de gasto entre
SS/AS con relación al promedio regional. De aquí aparecen dos gru-
pos de países. Costa Rica, El Salvador y Nicaragua1 2 son los que más
gastan en protección social; Guatemala y Honduras los que menos
g a s t a n .1 3
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12 La inclusión de Nicaragua en el primer grupo se justifica por su gasto relativamente alto en
seguridad social (5,4% del PIB). Sin embargo, el sistema de seguridad social de Nicaragua
es muy ineficaz. El ERSS para Nicaragua no incluye un análisis sobre la seguridad social.
No obstante, el BID, que está contribuyendo a la reforma del sistema de seguridad social de
Nicaragua, informa que dicho sistema solo cubre aproximadamente al 17% de la población
económicamente económica (PEA). A modo de comparación, el sistema de seguridad social
de Costa Rica cubre al 55% de la PEA, y sus contribuciones anuales son equivalentes al
3.7% del PIB. El sistema de Nicaragua tiene una gran cantidad de beneficiarios no-contri-
butivos, incluyendo a los veteranos de guerra los que son financiados por el 1,5% de con-
tribución salarial de todos los contribuyentes, pero también tiene costos administrativos su-
mamente altos: 15% de beneficios jubilatorios, comparado con el 2,5 a 5% en otros países
latinoamericanos. (Fuente: Nicaragua-Support to the Pension Reform Project, Loan Propo -
sal. IDB October 2001 , páginas 11-12). 

13 Obsérvese que puede que no siempre sea cierto que un alto gasto implica sistemas de pro-
tección social más fuertes. Por ejemplo, un país puede gastar más en el seguro social (% del
PIB), pero su cobertura de los pobres puede ser muy baja. 



El cuadro 10 muestra que el gasto de Costa Rica en SS y AS se en-
cuentra cerca del promedio regional. Costa Rica es el país centroamerica-
no mayormente desarrollado, según el IDH del PNUD (Cuadro 1). El Sal-
vador es el segundo país en la clasificación del IDH regional, y también
forma parte del “grupo de mayor gasto en PS”; gasta muy poco en asis-
tencia social en relación con los demás países, y con respecto al mon-
to que se gasta en el seguro social, al cual muy pocos pobres tienen
acceso. Honduras se encuentra en el grupo de menor gasto en PS, así
como en el de menor clasificación del IDH; es el país con el gasto re-
lativo más alto en programas de asistencia social y, al mismo tiempo,
con la razón más baja entre SS/AS. Guatemala se ubica en la más ba-
ja clasificación del IDH y del gasto en PS. Finalmente, debe resaltar-
se que las estimaciones del gasto per cápita en PS mostrarían a Nica-
ragua y Guatemala en una peor posición a la ya mostrada más arriba,
y a Costa Rica en una posición aún mejor.
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Cuadro 10 
Tipología de los Sistemas PS de los Países de Centroamérica

Componentes del Gasto Los que gastan más a/ Los que gastan menos b/ 

PS Costa Rica (1,1)
El Salvador (1,1)
Nicaragua (1,3) 

Guatemala (0,6)
Honduras (0,8) 

SS/AS Costa Rica (1,0) c/
El Salvador (1,5)
Nicaragua (1,7) 

Guatemala (0,6)
Honduras (0,2)

SS Costa Rica (1,2)
El Salvador (1,2)
Nicaragua (1,6) 

Guatemala (0,6)
Honduras (0,5) 

Nota: PS, Protección Social; SS, seguro social; AS, asistencia social. Los paréntesis
muestran la razón entre el valor para el país con respeto al promedio de la muestra. Por
ejemplo, para Costa Rica el valor SS del Cuadro 9 es 5,4 y el promedio de la muestra SS
es 4,8; por lo tanto, la razón es 1,1, lo cual se muestra en el paréntesis para Costa Rica en
la segunda columna. 
a/ Se definen como los que tienen razones de PS, SS y SS/AS iguales o superiores al pro-
medio regional.
b/ Se definen como los que tienen razones de PS, SS y SS/AS por debajo del promedio
regional.
c/ Considera el plan de pensión no-contributiva (RCN) equivalente al 0.3% del PIB, co-
mo parte del SS.
Fuente: Cuadro 9.



ADECUACIÓN DE LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN SOCIAL

Si los Sistemas de Protección Social son adecuados o no, se ha eva-
luado comparando el grupo en riesgo con la cobertura de los programas
que se orientan a los riesgos que forman parte de ellos. Este enfoque tie-
ne limitaciones intrínsecas que deben ser tenidas en cuenta, ya que con
frecuencia no hay ningún calce perfecto entre la población en riesgo y los
beneficiarios de los programas. Y además, la ERSS tampoco puede cubrir
todos los programas, particularmente aquellos de las ONG y de las muni-
cipalidades Por lo tanto, las coberturas del análisis, en el mejor de los ca-
sos, no es perfecta. No obstante, una comparación entre el grupo en ries-
go y la cobertura de los programas le permite al analista la posibilidad de
identificar brechas críticas en la red de seguridad.

El cuadro 11 muestra la información disponible sobre grupos en ries-
go, sobre los principales programas en curso para lidiar con los riesgos,
una estimación de la cobertura de tales programas, y una estimación del
gasto. Las conclusiones que se obtienen para cada país son: 

• Costa Rica tiene un sistema de protección social muy bien estable-
cido. Su sistema de seguro social exhibe la cobertura más alta en la
región: 56% de la población económicamente activa, incluyendo el
26% de los trabajadores en el sector informal. De la población po-
bre mayor de los 65 años de edad, el 26% está cubierto por el sis-
tema del seguro social (CCSS), y un 24% por el esquema no-con-
tributivo (RNC). El país tiene varios programas de asistencia finan-
ciados por el FODESAF (Fondo de Asignaciones Familiares), el
que incluye los CEN/CINAI (Centros Integrales de Atención Infan-
til) para el desarrollo de la niñez temprana, programas de bienestar
escolar, y de subsidios de vivienda. El IMAS (Instituto Mixto de
Ayuda Social) financia varios programas de apoyo al ingreso, cu-
pones escolares, transporte de estudiantes y becas. Conforme a la
ERSS, el desafío crítico en lo que se refiere a cobertura de los pro-
gramas es el de incrementar aquellos de Desarrollo Temprano de la
Infancia (DTI), ya que solo el 6% de los niños pobres entre 0 y 5
años se encuentran cubiertos por los programas existentes, debién-
dose dar prioridad a los 83000 niños pobres que no están cubiertos.
Adicionalmente, es necesario aumentar la cobertura del sistema de
pensiones no-contributivas para las 7000 personas en pobreza ex-
trema con más de 65 años que no se cubrieron en el 2001.

• El Salvador reformó su sistema del seguro social, pero su cobertu-
ra se limita a solo el 6% de los pobres. El ERSS identifica 143000
(23%) niños rurales menores de cinco años que padecen desnutri-
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ción crónica (30% de los niños entre 0 y 5 años en las áreas rura-
les), pero los programas dirigidos a este grupo solo cubren una frac-
ción de los niños que necesitan su atención. Además, hay 208000
niños pobres que no asisten al preescolar (75% de los niños entre 4
y 6 años) y 152000 niños pobres que no reciben la educación bási-
ca (21% de los niños pobres entre 7 y 15 años). La cantidad de ni-
ños que trabajan es de 256000, mientras que los programas dirigi-
dos a este problema alcanzan a solo 6300 niños. Los programas pa-
ra adolescentes también son defectuosos, mientras que uno de cada
tres embarazos son embarazos de adolescentes, la tasa de jóvenes
inactivos alcanza el 19% (adolescentes entre 14 y 17 años que no
trabajan ni estudian), y la violencia juvenil ha venido aumentando.

• Según la ERSS, los sistemas públicos de protección social de
Guatemala no logran alcanzar a un cuarto de los pobres en extre-
mo y a un quinto de los pobres. Virtualmente, todos los pobres se
encuentran excluidos de cualquier sistema formal de seguro so-
cial. La ERSS recomienda lo siguiente: fortalecer los programas
de alimentación escolar; canalizar las transferencias condiciona-
das a través de servicios de salud auto-focalizados; expandir pro-
gramas bien focalizados de pago por trabajo para ayudar los tra-
bajadores con empleos estacionales; consolidar los ya existentes
pequeños y mal focalizados programas de becas; y eliminar los
ineficientes y mal focalizados subsidios por electricidad y de
transporte escolar. También recomienda, cuando los presupues-
tos y la capacidad administrativa lo permitan, ampliar la cober-
tura del seguro social a los pobres.
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• El sistema de seguridad social de Honduras es altamente ineficaz y
solo cubre el 28% de la fuerza de trabajo. Hay 290000 adultos ma-
yores pobres sin pensión (96% de la población mayor de 60 años).
La ERSS identifica 300000 niños rurales pobres que padecen des-
nutrición (33% de los niños pobres entre 12 y 59 meses de edad),
aunque existe un gran número de programas dirigidos a estos gru-
pos de edad, incluyendo las transferencias condicionadas. Por otro
lado, hay 269000 niños pobres que no asisten al preescolar (35% de
los niños pobres entre 5 y 6 años), y 237000 niños pobres que no
asisten a la educación básica (19% de los niños pobres entre 7 y 15
años). El número de niños que trabajan es 112628 (13% de los ni-
ños entre 10 y 14 años), mientras que los programas para encarar
este problema alcanzan a solo 6,072 niños. El informe encuentra
que los riesgos que enfrenta la población indígena se hallan un tan-
to desatendidos, aunque la información es escasa. Hay tres proyec-
tos de educación bilingüe y otros recientes proyectos dirigidos a la
población indígena (el programa “Nuestras Raíces” del Fondo
Hondureño de Inversión Social, y el Programa para Apoyar a la Po-
blación Indígena, PAPIN).

• Nicaragua gasta cantidades relativamente grandes en su sistema de
protección social, pero este es muy ineficaz. Con respecto a los pro-
gramas de asistencia social, la ERSS identifica a 171000 niños po-
bres con desnutrición crónica (31% de los niños pobres entre 0 y 6
años), y proporciones altas de niños que no asisten a la escuela
(21% de los niños pobres entre 7 y 12 años). Se concluye que, a pe-
sar de la relativa abundancia de recursos asignados a estos progra-
mas, la cobertura de los riesgos más importantes que afectan a los
pobres es inadecuada para varias de las categorías de riesgo, parti-
cularmente para los niños menores de tres años. En lo que se refie-
re a los niños en edad escolar, indica que hay iniciativas para satis-
facer la demanda de subsidios secundarios para estimular la asis-
tencia escolar. Enfatiza la necesidad de asumir el problema de los
títulos de vivienda, de fortalecer los programas de vivienda para los
pobres, y, al mismo tiempo, de mejorar el acceso a los servicios bá-
sicos, especialmente en las áreas rurales.

Para dar una visión global de los sistemas de PS en Centroamérica, el
cuadro 12 presenta —para los cinco países en conjunto— una descripción
de los programas importantes en cada categoría de programa, una estima-
ción del rango de gasto en cada categoría, y una estimación de la población
que persiste en situación de riesgo. El cuadro 12 revela lo siguiente:
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• Los programas de seguro social absorben el grueso de los recursos
de PS, pero alcanzan a solo un reducido porcentaje de los pobres.

• La infraestructura y los subsidios —algunos de los cuales no están
adecuadamente focalizados en los pobres— absorben la porción
más grande del gasto en asistencia social.

• El gasto en los infantes pobres y los niños en edad escolar absorben
una pequeña porción del gasto total, en comparación al tamaño del
grupo en riesgo y a sus potenciales frutos, en cuanto a evitar la
transmisión intergeneracional de la pobreza.

• Solo una reducida fracción del gasto total en protección social se
orienta a los problemas específicos de la población indígena en
Honduras.

• El manejo de desastres naturales recibe menos del 5% del gasto to-
tal en protección social

Cuadro 12 
Distribución del Gasto en PS, por Categoría de Programa y Grupos en Riesgo

Categoría de 
Programa 

Tipo de 
Programas 

Rango del Gasto
% del GPS a/ 

Población que per-
manece en Riesgo

Seguro Social Cubre trabajadores
del sector privado

formal y del público,
incluyendo acciden-
tes, maternidad y en-
fermedad, discapaci-
dad, vejez, y super-

vivencia 

40-83 Alrededor de dos
tercios de los pobres
no están cubiertos

por el seguro social
b/ 

Almuerzos escolares 
Merienda escolar 
Desayuno escolar

Almuerzos escolares

1-4 Alrededor de la mi-
tad de adolescentes

no asiste a la escuela

Nutrición y Desarro-
llo Temprano Infantil

(DTI) 

Centros de atención
y nutrición infantil;
apoyo en nutrición a

infantes y madres 

3-15 Alrededor del 95%
de niños pobres sin

DTI 

Becas y otros apoyos Apoyo directo al in-
greso y emergencias;
cupones escolares,
transporte de estu-

diantes, becas 

0.5-11 Cuarta parte de ado-
lescentes inactiva
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EFICACIA OPERACIONAL

¿Cuán bien focalizados y eficaces son los programas de asistencia so-
cial? En cierto sentido, la respuesta general a esta pregunta ya se ha dado,
si se considera la inmensa porción de la población pobre que permanece
en riesgo en la mayoría de los países. En esta esta sección se repasan los
hallazgos de las ERSS con respecto a los mecanismos de focalización uti-
lizados, la incidencia de los programas, y su costo-eficacia. La sección fi-
naliza con algunos comentarios sobre los sistemas de monitoreo y evalua-
ción (M&E).

Categoría de 
Programa 

Tipo de 
Programas 

Rango del Gasto
% del GPS a/ 

Población que per-
manece en Riesgo 

Programas para
Adultos/ seniors 

Programas para
adultos, mujeres, dis-
capacitados físicos,
seguridad ocupacio-

nal y adultos 
mayores 

1-6 De un tercio a un
medio de trabajado-

res pobres están 
subempleados 

Programas para po-
blación indígena

Honduras: educa-
ción bilingue; Titula-
ción de tierras, crédi-

to, fortalecimiento
institucional, PAPIN

1 c/ No information 
available 

Infraestructura bási-
ca/subsidios 

Infraestructura bási-
ca para los pobres,

incluyendo vivienda
y subsidios (electri-

cidad, agua, etc) 

6-42 Brechas significati-
vas en la cobertura
de servicios básicos

(excluida Costa 
Rica) 

Manejo de desastres Reconstrucción por
desastres y Mitiga-
ción de desastres 

3-5 Un tercio de la po-
blación es vulnerable

(Guatemala)

a/ GPS: Gasto Total en Protección Social.
b/ Alta cobertura en Costa Rica, donde la mitad de los adultos mayores pobres no tienen
pensión; en los otros países, los adultos mayores sin pensión representan cerca del 90%.
c/ Solo el programa “Nuestras Raíces”, de Honduras.
Fuente: Cuadro 11.
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Focalización 

Dadas las severas restricciones fiscales que enfrentan todos los países
de la región, los programas deberían ser focalizados en los más necesita-
dos. Costa Rica está haciendo notables progresos en el desarrollo de efi-
caces mecanismos de focalización, pero también enfrenta desafíos para
asegurar que los programas realmente alcanzacen a los pobres. Los países
centroamericanos utilizan una variedad de instrumentos y mecanismos
para focalizar los programas de asistencia social en aquellos que tienen
necesidad. Estos incluyen el criterio geográfico, la amplia elegibilidad por
categoría (por ejemplo, muchachas en áreas rurales pobres, víctimas de
violaciones de los derechos humanos, huérfanos, ancianos pobres, campe-
sinos sin tierra, madres lactantes, refugiados, etc.), mapas de pobreza, ca-
racterísticas de la vivienda, sistemas de comprobación de ingresos, y la
autoselección.

Algunos países confían en los mapas de pobreza para focalizar los be-
n e f i c i o s .1 4 En general, los mapas de pobreza son instrumentos útiles que
ayudan a focalizar los beneficios del programa hacia las áreas pobres, pe-
ro son especialmente útiles cuando se combinan con otra información re-
ferida a las viviendas pobres. Por ejemplo, la focalización de los progra-
mas de salud/nutrición, o los programas de educación, requieren un deta-
llado mapeo de los indicadores de salud familiar y de educación; los indi-
cadores generales de pobreza no resultan suficientes para identificar a
quienes padecen desnutrición, o a los niños ausentes de la escuela. En al-
gunos países se ha utilizado una combinación de la modalidad ‘comproba-
ción de ingresos’ y otros criterios, para identificar a las familias elegibles.
Por ejemplo, el programa de transferencia condicionada en Honduras, P ro -
grama de Asignaciones Familiare s —PRAF—, usa el siguiente criterio:
tres deciles de pobreza; desnutrición; ingreso mensual inferior a 600 lem-
piras (alrededor de EE. UU. $38), y con más de tres necesidades básicas
insatisfechas. Y también, en la mayoría de los países se ha utilizado el cri-
terio de ‘autoselección’; por ejemplo, cuando los salarios de los programas
de ‘pago por trabajo’ se establecen por debajo del salario mínimo.

Costa Rica ha desarrollado un sistema para determinar la elegibilidad
de los beneficiarios llamado Sistema de Selección de Población Objetivo,
o SIPO, el cual se propone como su instrumento fundamental de focaliza-
ción. Las familias son clasificadas por la línea de pobreza o por un índi-
ce de pobreza severa, el que se ha construido sobre la base de variables

14 Usualmente, lo que presentan los mapas de pobreza es la distribución geográfica de la po-
blación que se encuentra por debajo de la línea de pobreza.
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demográficas y socio-económicas seleccionadas. Las principales caracte-
rísticas del SIPO consisten en que es uniforme y objetivo, fácil de admi-
nistrar, y buena relación costo-eficacia. El informe de Costa Rica reco-
mienda que, para hacer del SIPO un instrumento eficaz, es necesario: i)
aprobar una disposición normativa ordenando que el sistema sea utiliza-
do por todas las instituciones y los programas de asistencia social; ii) de-
sarrollar procedimientos para mantener actualizado el sistema; iii) desa-
rrollar una versión más corta del estudio para identificar a los nuevos po-
bres o a los pobres transitorios. Como lo indica el informe, no todos los
programas deberían ser focalizados mediante el uso del sistema de com-
probación de medios; algunos programas, como los de nutrición para ni-
ños y madres, requieren de otros instrumentos.

No obstante, la diversidad de mecanismos de focalización y de instru-
mentos que se utilizan en Centroamérica, aún para programas similares,
ha derivado en iniquidades, favoritismo, duplicación de beneficios, y, en
algunos casos, en la exclusión de aquellos que más necesitan de tales pro-
gramas. En el anteriormente mencionado programa PRAF de Honduras,
por ejemplo, una evaluación reciente reportó que los resultados de la fo-
calización de pobreza son sumamente deficientes. La mayoría de los pro-
gramas carece de criterios de salida para terminar los beneficios, lo cual
puede conducir a un significativo despilfarro de beneficios. La pobre in-
cidencia de algunos de los programas analizados en las ERSS es una
muestra de la debilidad de los mecanismos de focalización.

Incidencia

La necesidad de mejorar los mecanismos de focalización es subraya-
da por los análisis de incidencia, los que se proponen determinar qué por-
ción de beneficios del programa llega realmente a los pobres. El informe
de Costa Rica indica que la focalización de algunos importantes progra-
mas de asistencia social es altamente ineficaz (Cuadro 13). Por ejemplo,
en el programa de atención infantil, solo un cuarto de los niños beneficia-
rios pertenece a las familias que se ubican en el quintil de ingreso más po-
bre; en contraste, el programa de leche logra alcanzar al 61% de las fami-
lias más pobres
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Cuadro 13 
Costa Rica – Distribución Acumulativa de Beneficios de Programas Claves, 1999

Quintil a/ Cupón escolar Alimentación 
escolar 

Atención 
infantil

Leche 

1 41 34 24 61 

3 92 82 79 95 

2 76 62 58 85 

4 98 94 96 98 

5 100 100 100 100

a/ Quintiles acumulativos desde los más pobres (1) a los más ricos (5) 
Fuente: Informe de Costa Rica, Cuadro 31, página 52 (volumen I).

El informe de Guatemala también presenta un análisis detallado de la
incidencia de los programas. Se encontró que el seguro social es altamen-
te regresivo tanto en términos absolutos como relativos (cuadro 14). Es-
to es, que los más ricos reciben significativamente beneficios absolutos
mucho más grandes que los que reciben los pobres; no obstante, estos be-
neficios son relativamente más importantes para los pobres que para los
no pobres. En contraste, los programas de asistencia social están general-
mente mejor focalizados, aunque los resultados de la focalización varían
significativamente entre los programas. Por ejemplo, los programas de
becas están muy mal focalizados, con el quintil superior capturando casi
la mitad de todos los beneficios de becas. De igual manera, los dos quin-
tiles superiores reciben el 83% de todos los subsidios para transporte es-
colar. Igualmente, el 65% de todos los subsidios por electricidad se acu-
mulan en el quintil superior. En contraste, los programas de alimentación
escolar y de ayuda de útiles escolares (bolsa de útiles escolares) benefi-
cian principalmente los quintiles medios.
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Cuadro 15 
Honduras - Programas de Desarrollo Temprano de la Infancia 

Programa Institución a/ Tipo de 
Intervención

Grupo 
focalizado 

Costo Unidad

Programa de
Atención Inte-
gral a Infantes

MS/USAID Atención a nivel
institucional y
comunitario 

Madres/Niños
menores de 

cinco 

US$0,85/r 
niños 

Programa 
Básico de Salud

por la familia
(HOGAZA)

CARE/ MS/
USAID 

Sistemas locales
de salud, aten-
ción primaria

salud y nutrición

Mujeres emba-
razadas y niños
menores de dos 

ND 

Mejoramiento
Salud Infantil

CARE/USAID Paquete básico
de salud 

M a d r e s / N i ñ o s
menores de cinco

US$1,3/ 
persona 

Programa 
Acceso 

MS/SIDAa/ Entrega descen-
tralizada de aten-

ción primaria

Pobres en 
extremo 

US$ 0,65/ 
persona 

Reorganización
y extensión del
Programa de

Servicios Bási-
cos de Salud

(PRIESS)

MS/IDB Entrega del 
paquete básico 

Niños menores
de cinco y muje-
res en edad re-

productiva 

US$ 18/ 
paquete 

Cupones para
madre e infantes 

PRAF/GOH cupones Familias US$35,6/ 
persona 

Nutrición, salud
y educación 

PRAF/BID Cupones (salud
y educación) 

Mujeres emba-
razadas, niños
menores de 3,
niños escolares

US$ 62,8/ 
persona

a/ MS —Ministerio de Salud; SIDA— Swedish International Aid Agency; PRAF-Progra-
ma Condicionado de Transferencias (Programa de Asignaciones Familiares); BID- Ban-
co Interamericano de Desarrollo; GOH —Gobierno de Honduras; USAID— Agencia
Norteamericana para el Desarrollo Internacional; CARE es una ONG internacional
Fuente: ERSS de Honduras, Cuadro 5.1



DESAFÍOS DEL DESARROLLO SOCIAL EN CENTROAMÉRICA

240

Costo Eficacia

Todas las ERSS encontraron que con la información disponible no era
posible determinar la eficacia del costo de la mayoría de los programas.15

No obstante, la duplicación y la fragmentación de actividades entre los
programas, una multitud de modalidades de intervención, el “piloteo” in-
terminable de programas, constituyen problemas severos en Nicaragua,
Honduras y Guatemala, y en menor medida en El Salvador, lo que dismi-
nuye la eficacia del costo de los programas. En Nicaragua, por ejemplo,
hay por lo menos ocho modelos diferentes de atención primaria en salud,
tres programas proporcionan idénticas mochilas escolares, cinco progra-
mas construyen infraestructura escolar, tres programas suministran capa-
citación a los maestros, y los programas de desarrollo rural utilizan 13 en-
foques diferentes. En Honduras, para algunos riesgos hay una variedad de
modalidades de intervención. Por ejemplo, en los programas de atención
primaria en salud hay por lo menos siete tipos de intervenciones, con muy
diferentes unidades de costo (Cuadro 15); algunos de estos programas se
basan en la entrega de un paquete mínimo de atención, otros se basan en
la entrega institucional de servicios; y todavía otros usan el mecanismo
del cupón. Algunos tienen objetivos competitivos, mientras que los de
otros son complementarios. Honduras todavía no tiene una modalidad de
intervención en salud primaria que tenga un costo-eficacia universalmen-
te aceptado, lo que conduce a la duplicación y dispersión de esfuerzos y
al uso ineficaz de la poca capacidad institucional disponible.

El programa de alimentación escolar en El Salvador ilustra cómo los
diferentes paquetes de beneficios y modalidades de entrega afectan el cos-
to-eficacia. El cuadro 16 muestra que el componente del programa finan-
ciado por el Programa Mundial de Alimentos (PMA) cuesta tres veces
más que el componente financiado por la USAID. Una de las razones pa-
ra la diferencia en el costo es que el componente del PMA incluye carne.
Por otro lado, el costo por estudiante del componente financiado con fon-
dos locales (FANTEL, o fondo de privatización de las telecomunicacio-

15 El concepto de costo-eficacia es directo — entre dos programas que logran el mismo resul-
tado, se dice que el que usa menos recursos es de mejor costo-eficacia; no obstante el aná-
lisis de costo-eficacia es a menudo complejo porque proyectos diferentes pueden lograr re-
sultados múltiples, o resultados que no son estrictamente comparables, y/o los recursos usa-
dos pueden ser múltiples y algo difícil de costear. Para ocuparse de estos problemas, se han
desarrollado técnicas, pero generalmente ellas requieren información que no está fácilmen-
te disponible en la mayoría de los países, y por cierto en Centroamérica. Véase por ejemplo
Fried, Harold et. Al. “The Measurement of Productive Efficiency”, Oxford University Press,
1993. 



nes), aplicado por medio de cupones, es menor que el componente de la
USAID. Con los cupones se evita el costo de la logística asociada a la dis-
tribución de alimentos en provisiones especiales, y las asociaciones esco-
lares compran localmente lo que necesitan para preparar las comidas pa-
ra los niños, y de ese modo contribuyen a la economía local.

Dadas las severas restricciones fiscales que enfrentan todos los países,
es muy importante que todos los programas de asistencia no solo sean ade-
cuadamente focalizados en los más necesitados, sino que sean implementa-
dos de una manera eficaz. Los sistemas de monitoreo y evaluación son ins-
trumentos fundamentales para asegurar que los objetivos del programa se
logran, y que los recursos se utilizan del modo más eficiente posible.
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Cuadro 16
El Salvador – Programa Escuelas Saludables – Componente alimentario, 2000

Modalidad de
entrega 

Estudiantes Costo Total
(US$000) 

Costo por estu-
diante (US$/año)

Observaciones 

Alimento
(PMA) 

167,415 2,956 17.65 Ración diaria
(arroz, carne,
aceite, bebida
nutricional) 

Cupones
(FANTEL)

265,202 1,241 4.68 

Alimento
(USAID) 

203,227 1,142 5.62 Ración diaria
(arroz, frijoles,
aceite, bebida
nutricional) 

Fuente: ERSS de El Salvador



Monitoreo y Evaluación 

Todas las ERSS encuentran las mayores deficiencias en los sistemas
de monitoreo y evaluación de los programas (M&E). La falta de M&E efi-
caz es un impedimento para asegurar el valor del dinero que se gasta en
protección social. Las deficiencias identificadas en el M&E en el informe
de Nicaragua también se aplican, en grados diferentes, a los otros países:

• Programa Básico de Información. Los programas generan una
abundante información sobre las variables del proceso, pero casi no
producen información que permita una evaluación de los resultados
o impactos del programa.

• Calidad de Información. Son pocos los programas que tienen siste-
mas de control y verificación para asegurar que la información ge-
nerada es exacta y completa.

• Disponibilidad de la información. Los programas no comparten
oportunamente su información con las instituciones gubernamenta-
les, ni con programas similares, ni con el público. Como resultado,
los programas pierden la oportunidad para compartir con, y apren-
der de, los otros programas comprometidos en actividades simila-
res. Además, los gobiernos centrales raramente tienen la informa-
ción adecuada que les permita evaluar los diferentes programas con
el fin de proporcionar alguna orientación a las decisiones de inver-
sión y estrategias del sector.

• Responsabilidad. Dado que la información de los programas es tan
deficiente, y que los programas se financian con una amplia varie-
dad de fuentes, la responsabilidad del programa es débil, un factor
que reduce la calidad gerencial y el impacto del programa

Para poder realizar un adecuado M&E, es necesario tener acceso a
buenos sistemas de información buenos. La información que se necesita
no se refiere solo al número de personas cubiertas, sus características y
costos, sino que también sobre los resultados del programa e impacto. Y
también se requieren estrictos controles de calidad. La práctica de estable-
cer líneas de base y de medir los resultados debería llevarse a cabo ruti-
nariamente con el fin de extraer lecciones de las experiencias, lecciones
que pueden utilizarse para modificar los programas y mejorar su efectivi-
dad. Sin buenos sistemas de M&E no es posible que los gerentes de ins-
tituciones y programa puedan responsabilizarse del uso de los recursos.
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En este contexto también es importante fortalecer los estudios sobre
la familia. A este respecto, y en los últimos años, el BM ha estado apo-
yando a las instituciones que se ocupan de las estadísticas en varios paí-
ses. Por ejemplo, en Nicaragua y Guatemala, el estudio de medición de
nivel de vida que realiza el BM se ejecuta ahora periódicamente. No obs-
tante, y como se propone en el informe de Costa Rica, para fortalecer la
capacidad de las Encuestas de Condiciones de Vida en el monitoreo de los
grupos en pobreza y los programas, es necesario recolectar información
periódica sobre lo siguiente: i) el consumo familiar y los miembros de la
familia; ii) los indicadores de nutrición; iii) la cobertura de los programas
dirigidos a los niños; iv) la incidencia y cobertura de los programas de
protección social; v) los problemas de demanda y oferta en la educación
preescolar y primaria; y, vi) las razones de que los niños no asistan a la
escuela.

Finalmente, debe hacerse notar que la información sobre los riesgos
que enfrentan las poblaciones indígenas es particularmente escasa. La si-
tuación de la población indígena no está habitualmente incluida en los es-
tudios y encuestas nacionales. Esto hace imposible conocer el tamaño de
los grupos indígenas en riesgo, e impide el diseño de programas junto al
monitoreo de su efectividad. En el caso de Honduras, por ejemplo, no se sa-
be cuántos niños indígenas necesitan educación bilingüe, y por consiguien-
te no es posible planificar la capacitación ni la contratación de maestros.

ARREGLOS INSTITUCIONALES

Los débiles arreglos institucionales son un impedimento importante
para que los sistemas de protección social en Centroamérica sean más
efectivos. La coordinación entre programas es a menudo débil, no solo
entre el Gobierno Central, los gobiernos locales, las ONG y el sector pri-
vado, sino también entre las instituciones del Gobierno Central. Incluso
en Costa Rica, donde el desarrollo social ha sido mucho más rápido que
en otros países, no hay un organismo unificador para la formulación de
políticas, capaz de establecer una estrategia de política social que incluya
tanto la especificación de los grupos-meta por alcanzar, así como de los
programas y disposiciones institucionales para implementarlos y monito-
rear su impacto. Entre las instituciones o los programas no se ha estable-
cido ningún vínculo funcional que describa sus roles y responsabilidades,
ni su complementariedad y sinergias. En Costa Rica, así como en otros
países, esto produce duplicación y atomización de los esfuerzos de las ins-
tituciones, y superposición de funciones y responsabilidades.



En Costa Rica, Nicaragua, Honduras y Guatemala persiste la necesi-
dad de definir con claridad las estrategias de reducción de la pobreza, y
del papel de los programas de asistencia social en ellas. En todos los paí-
ses es necesario precisar la estrategia de protección social global, inclu-
yendo un adecuado balance entre seguro social y asistencia social y el pa-
pel de los sectores público y privado en la protección social. Más aún, es
necesario que se establezcan claramente las responsabilidades para la im-
plementación de los programas (incluyendo el papel de las instituciones
del Gobierno Central, de los gobiernos locales, y de las ONG), y para la
ejecución del monitoreo y evaluación de los programas y de la estrategia.

En algunos países, como El Salvador y Honduras, hay gabinetes del
gobierno para el área social, o entidades similares, pero estos no se sue-
len reunir con regularidad, y carecen de la autoridad así como de los ins-
trumentos para influir en la determinación de políticas. Los problemas
económicos siempre predominan sobre los problemas sociales. Por otro
lado, la falta de rendición de cuentas respecto a los gastos sociales, hace
que sea difícil para el sector social competir con éxito por los recursos. En
gran medida, las políticas de protección social son ad hoc.

Si bien cada país debe desarrollar sus propias interrelaciones institucio-
nales, algo que parece ser necesario en todos los países es el establecimien-
to de una instancia unificada de generación de políticas que tenga responsa-
bilidades para desarrollar una coherente política de protección social. Ta m-
bién deben establecerse mecanismos de coordinación eficaces para integrar
las acciones del gobierno nacional, gobiernos locales, ONG y sector priva-
do. Como se sugiere en la mayoría de las ERSS, la instancia de políticas pa-
ra la protección social necesitará el auxilio de algún grupo técnico que desa-
rrolle el análisis que permita definir la estrategia y políticas de protección so-
cial así como los instrumentos para monitorear su aplicación.

PRINCIPALES HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES

Las ERSS analizadas son las primeras experiencias de este tipo que
realizan los cinco países centroamericanos. Cuatro de los informes utiliza-
ron principalmente el análisis de riesgo; el informe de Guatemala desarro-
lló un análisis más sofisticado, el que incluyó una evaluación de las vulne-
rabilidades que enfrentan los pobres y las estrategias para encararlas. Las
ERSS revisadas plantean algunos problemas comunes y proponen un cur-
so de acción similar para ocuparse de ellos. A continuación se resumen los
hallazgos y recomendaciones más importantes de esta revisión.
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Los hallazgos:

• La región gasta mucho más en seguro social que en asistencia so-
cial. Si bien la ERSS para Nicaragua no incluye un análisis de los
problemas del seguro social, y aunque la ERSS para Honduras
muestra una muy limitada discusión sobre estos problemas, los sis-
temas del seguro social en estos dos países, así como en El Salva-
dor y Guatemala, proporcionan solo una mínima cobertura a la po-
blación, y excluyen a la gran mayoría de los pobres; y esto, a partir
del hecho de que los sistemas del seguro usualmente solo cubren a
los empleados del sector formal en los empleos ajenos a la agricul-
tura, mientras que la mayoría de los pobres se encuentra en el sec-
tor informal o en la agricultura.

• La mayoría de los países centroamericanos carecen de una estrate-
gia coherente de protección social, a pesar de que una gran parte de
sus poblaciones se encuentra en pobreza crónica y es muy vulnera-
ble a los shocks económicos y a los desastres naturales.

• Guatemala y Honduras gastan por debajo del promedio regional de
gasto en protección social; Costa Rica, El Salvador y Nicaragua lo
hacen sobre el promedio. Nicaragua se ubica en el primer grupo de-
bido a su gasto relativamente alto en seguridad social, pero su sis-
tema de pensiones es muy ineficaz. El gasto de Costa Rica en el se-
guro social y en asistencia social se encuentra muy cerca del pro-
medio regional. El Salvador gasta demasiado poco en asistencia so-
cial, en comparación a lo que gasta en el seguro social, al que muy
pocos pobres tienen acceso. Honduras es el país con el gasto más
alto en programas de asistencia social, pero que también necesita
reformar urgentemente su seguro social, y garantizar que la gama
de sus programas de asistencia se racionalicen y se focalicen en los
pobres. Guatemala tiene el gasto más bajo en PS, y necesita forta-
lecer todas sus políticas y programas de SP.

• En la mayoría de los países la asistencia social se encuentra frag-
mentada, lo que refleja la falta de una estrategia global. La respon-
sabilidad institucional de estos programas se encuentra dispersa en-
tre varias agencias, y abundan las duplicaciones entre algunos tipos
de ellos; y todo esto, mientras persisten brechas importantes en la
cobertura de los programas.

• La población indígena afronta todas las vulnerabilidades que en-
frentan los pobres, y algunos otros riesgos específicos. El informe



de Guatemala encontró que la población indígena debe hacer fren-
te a discriminaciones de salario; el informe de Honduras refiere la
falta de educación bilingüe, e indica que la población indígena es
más vulnerable que la población ladina a enfermedades como la
malaria, VIH/SIDA, y también a la inseguridad de la tierra, y a la
exclusión y el aislamiento.

• En los cinco países centroamericanos analizados, los sistemas de pro-
tección social se concentran en ayudar a los pobres a hacer frente a
las crisis, y no se orientan a la prevención de ellas, lo cual encuentra
un buen ejemplo en la falta de respuesta a la actual crisis del café.

• Los cinco países centroamericanos revisados utilizan una diversi-
dad de mecanismos de focalización incluso para programas simila-
res, lo que ha conducido a iniquidades, favoritismo, duplicación de
beneficios, y, en algunos casos, a exclusión de aquellos que más ne-
cesitan de tales programas. La escasa incidencia de algunos de los
programas analizados en las ERSS es una muestra de la debilidad
de los mecanismos de focalización.

• Los sistemas de monitoreo y evaluación son débiles o inexistentes.
Sin estos sistemas no es posible evaluar el impacto de los programas,
ni hacer responsables a las instituciones por el uso de los recursos.

Las recomendaciones: 

• Fortalecer los arreglos institucionales. En todos los países es ne-
cesario definir con claridad la estrategia global de protección so-
cial, aprovechar las sinergias, eliminar el traslape de programas, y
reducir las brechas de cobertura; es necesario establecer claramen-
te las responsabilidades en cuanto a la implementación, monitoreo
y evaluación del programa; y es necesario mejorar la coordinación
del programa con el gobierno local, ONG y el sector privado.

• D e f i n i r claramente las prioridades estratégicas. Las políticas de
protección social deberían: (i) incluir un enfoque anti- cíclico en la pro-
tección social; (ii) ampliar los mecanismos enfocados en la prevención
y mitigación; y (iii) atender los problemas de equidad en la protección
social, dados los resultados de la focalización. Se recomienda que se
dé prioridad a aquellos aspectos y grupos poblacionales que se encuen-
tran actualmente subatendidos y que propician la transmisión interg e-
neracional de la pobreza y vulnerabilidad, tales como:
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• Intervenciones focalizadas en los niños. Dada su importancia para
el desarrollo de los niños, la nutrición y los programas para el de-
sarrollo temprano de la niñez deben recibir una atención prioritaria.

• Programas para el niño y el adolescente. Los programas de trans-
ferencias condicionadas (incluidos los de becas) pueden ser muy
efectivos al ayudar a suavizar las limitaciones por el lado de la
demanda, a mantener a los niños en la escuela y a evitar los cre-
cientes problemas del trabajo infantil y la violencia juvenil. 

• Las poblaciones indígenas. Es necesario evaluar con más detalle
los riesgos que enfrenta este grupo particular y diseñar interven-
ciones específicas para minimizar tales riesgos.

• El manejo de los desastres y de la ayuda. Dada la enorme expo-
sición de los pobres a los desastres naturales en Centroamérica y
a los shocks asociados a la agricultura, estos programas deben
ampliarse y fortalecerse.

• Expandir la cobertura del seguro social para alcanzar a los po-
bres. Los gobiernos deben buscar las maneras de mejorar la cober-
tura del seguro social para los pobres. Esto exigirá el desarrollo de
mecanismos que permitan la incorporación de los trabajadores al
mercado formal, el ajuste de las normas de enrolamiento al seguro
para que sean más flexibles y a la medida de los trabajadores del
sector agrícola, al mismo tiempo que se conserva la solvencia fi-
nanciera del sistema, y la expansión de la cobertura del seguro no-
contributivo, en la medida que los recursos fiscales lo permitan.

• Mejorar la eficacia del gasto en asistencia social. Dadas las se-
veras restricciones fiscales que enfrentan todos los países, es indis-
pensable: i) que se eliminen los programas mal focalizados, inefi-
cientes e inefectivos; ii) que los programas que permanezcan sean
consolidados y racionalizados, y que sus focalizaciones sean mejo-
radas con una cobertura ampliada. Una mejor focalización puede
lograrse mediante el uso de varias herramientas, incluyendo la fo-
calización geográfica por medio de mapas de pobreza, la focaliza-
ción por categorías, la autofocalización, alguna modalidad de com-
probación de medios, o una combinación de herramientas de foca-
lización. La autofocalización es una modalidad eficaz en algunos
programas, como los de alimentos por trabajo, los que ayudan a re-
sistir la pobreza transitoria durante la crisis.

• Fortalecer el Monitoreo y la Evaluación. Los sistemas de moni-
toreo y evaluación (M&E) son instrumentos fundamentales para
asegurar que los objetivos del programa están siendo alcanzados, y



que los recursos se utilizan de la manera más eficiente posible. De
allí que todas las ERSS recomienden el establecimiento de sólidos
sistemas de información y de M&E. 

IMPLICACIONES PARA EL TRABAJO FUTURO

El análisis de las ERSS de los cinco países centroamericanos indica
que para mejorar las políticas de protección social en estos mismos paí-
ses, es necesario integrar de mejor manera la protección social en la polí-
tica social, ampliar el análisis de la protección social para incluir cuestio-
nes esenciales que afectan a los grupos pobres en riesgo, y, además, me-
jorar sustancialmente los instrumentos analíticos. La próxima experiencia
de ERSS para los países centroamericanos debería basarse en una visión
más amplia de los problemas que abarca la protección social y que son
pertinentes para estos países, y en instrumentos analíticos más sólidos.
Esto requerirá el desarrollo e implementación de un programa de trabajo,
estructurado con la intensa participación de las autoridades gubernamen-
tales y otros implicados importantes en los países.

Con respecto a esto último, parece haber consenso en que las ERSS
deberían incluir un análisis tanto de los programas de asistencia social, así
como de los de seguro social. Sobre los de seguro social, el problema fun-
damental para los países que ya han reformado sus sistemas de seguridad
social es cómo facilitar la afiliación de los pobres —los que con frecuen-
cia se encuentran atrapados en ocupaciones de baja-productividad/bajo-
salario en el sector informal o en la agricultura—, o encontrar modalida-
des alternativas para disminuir los riesgos que ellos enfrentan. Más aún,
dado el hecho de que los países centroamericanos son proclives a los de-
sastres naturales, también sería deseable que en las futuras ERSS se agre-
gue un análisis de las políticas e instrumentos para tratar con los desastres
naturales (incluyendo el seguro sobre catástrofes, la organización civil, y
los programas de emergencia para responder a las crisis). Y todavía más:
los pobres que se encuentran trabajando son notoriamente ignorados en
las ERSS analizadas. La normal recomendación que propone que se faci-
lite el acceso a los programas de pago por trabajo y a otros en caso de pér-
dida del empleo, y que se ayude a las familias de los trabajadores pobres
por medio de programas de asistencia social, debe complementarse con
un análisis de otros instrumentos, tales como el acceso al micro-crédito y
otros insumos, así como de los problemas relacionados al mercadeo de las
cosechas de los pequeño-agricultores. Y por último, los mecanismos de
respuestas informales también requieren de mayor análisis, incluyendo el
rol de las remesas. 
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Si bien el análisis de vulnerabilidad de cada país específico debe ayu-
dar a determinar el énfasis que las ERSS pusieron en las diferentes áreas
de estudio, esta reciente revisión de las ERSS indica que hay aspectos que
son importantes candidatos a ser tenidos en cuenta en las próximas expe-
riencias de ERSS en la región; estos se mencionan a continuación:

Seguro Social:

• Sistemas de seguridad social (cobertura de los pobres e impedimen-
tos para ampliar la cobertura).

• Programas de aseguramiento para ocuparse de los efectos de los de-
sastres naturales (seguro por catástrofes). 

• Seguro de desempleo (pagos por cese del empleo/impedimentos a
la formalización del trabajo).

Asistencia Social:

• Programas que se ocupen de las vulnerabilidades identificadas en
cada país.

• Programas para grupos vulnerables especiales: niños pobres y adul-
tos mayores, discapacitados, población indígena, y pacientes po-
bres con sida. 

• Programas para atenuar y enfrentar los efectos de los desastres na-
turales (incluyendo organización civil, y programas de emergencia
para responder a una crisis). 

Programas para cimentar los activos de los pobres.

• Programas dirigidos a eliminar restricciones a la demanda sobre
educación y salud. 

• Programas para facilitar a los pobres el acceso a vivienda.

• Programas para facilitar el acceso al crédito (microfinanzas).

• Programas para facilitar el acceso de los pequeño-agricultores a los
insumos. 

• Programas para aumentar la eficiencia del mercadeo de las cose-
chas de los pequeño-agricultores.



Mecanismos informales de respuesta basados en la familia y la comunidad. 

Para poder lograr que las políticas de protección social en Centroamé-
rica sean más efectivas, es necesario que se mejoren los instrumentos ana-
líticos más importantes, esto es, los análisis de datos de las encuestas y/o
los estudios de panel, el análisis del gasto en protección social, y los me-
canismos de monitoreo y evaluación. 

El análisis de vulnerabilidad debe convertirse en un componente nor-
mal de las futuras ERSS, ya que la identificación y jerarquización de vul-
nerabilidades por grupo potencial de riesgo, así como una exploración de
las estrategias de manejo del riesgo, mejoraría nuestra comprensión de
cómo enfocar mejor los problemas de la protección social. Las ERSSs de
Guatemala y Nicaragua ya incluyen un análisis de vulnerabilidad; las
ERSS de Costa Rica, El Salvador y Honduras no lo incluyen. Por consi-
guiente, en estos últimos países sería necesario agregar un módulo espe-
cial a las encuestas ya existentes y/o desarrollar estudios de panel. Para
los casos de Guatemala y Nicaragua podría ser útil revisar el cuestionario
de las encuestas existentes. Las preguntas que se incluyan en los cuestio-
narios deberían contribuir a identificar: i) vulnerabilidades críticas; ii)
grupos en riesgo; iii) estrategias de manejo del riesgo; y, iv) el impacto de
los programas existentes. Dentro de las estrategias de manejo del riesgo,
debe prestarse especial atención a los mecanismos informales que inclu-
yen a las remesas, en vista de su gran importancia en Centroamérica. La
periodicidad de los estudios es también una cuestión que merece atención,
para asegurar que las vulnerabilidades asociadas a los shocks naturales y
macroeconómicas pueden ser captadas.

Los análisis del gasto en protección social deberían llevarse cabo en
todos los países como parte de los análisis del gasto público. Aunque las
estimaciones del gasto en protección social y su uso para comparaciones
internacionales plantee dificultades conceptuales, ellas son fundamentales
para acompañarlos esfuerzos relativos de cada país, y para promover una
sana competencia entre los países centroamericanos a fin de mejorar sus
redes de seguridad. Para asegurar que las comparaciones son significati-
vas, sería deseable establecer un marco común en el que los actores im-
portantes de los países pudieran ponerse de acuerdo. El acuerdo debe al-
canzarse, entre otras cosas, en lo siguiente: 

• Cuáles tipos de programas incluir: ¿Públicos, municipales, ONG,
sector privado?

• Dentro de las categorías anteriores, ¿qué programas incluir?

• ¿Cómo considerar los programas que se encuentran en un estado
“de-espera”? 
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• ¿Qué período debería cubrir la estimación del gasto en protección
social? ¿Un año, el promedio de los últimos tres?

• ¿Cómo asumir los aspectos relacionados con la responsabilidad en
los programas de Seguro Social, particularmente las pensiones? 

En un abrumador número de casos, la falta de sistemas de monitoreo
y evaluación (M&E) impide el análisis de la eficacia operacional, impac-
to e incidencia de los programas. Por lo tanto, debe concebirse una pro-
puesta proactiva que contribuya a corregir este problema, al menos para
los principales programas de asistencia social y los de seguro social, si la
calidad de los sistemas de protección social de los países centroamerica-
nos se quiere mejorada en el futuro.

JOSÉ S. MARQUES

251





253

SOBRE LOS AUTORES

Eduardo Baumeister. Científico social argentino radicado en Nicaragua.

Shelton H. Davis. Especialista principal y gerente sectorial para el
desarrollo  social en el Departamento de Desarrollo Social y
Ambiental Sustentable en la Región de América Latina y El
Caribe  del Banco Mundial en Washington, D. C. 

Estanislao Gacitúa. Departamento de Desarrollo Social del Banco
Mundial.

Allan Lavel.  Profesor investigador de FLACSO y miembro de  la Red de
Estudios Sociales en Prevención de Desastres en América Latina-
LA RED

Juan Pablo Pérez Sáinz. Investigador de FLACSO desde 1981. 

Virgilio Reyes. Investigador de FLACSO-Guatemala, profesor de la
Universidad de San Carlos de Guatemala y Presidente de la
Asociación Guatemalteca de Antropología Política.

Carlos Sojo. Director de la Sede Académica de la FLACSO en Costa Rica.

José S. Marques. Consultor del Banco Mundial


